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Editorial 
Migraciones y desplazamientos 
DOI: https://doi.org/10.54118/controver.vi220.1292 


Por Carlos Arturo Duarte* y María Paula Díaz Guevara** 


mérica Latina y el Caribe han tenido una relación profunda 

con los procesos de movilidad poblacional. Quizás la dinámi- 

ca mejor documentada ha sido la emigración latinoamericana 
sur-norte hacia los Estados Unidos (EE. UU.) y Europa. Sin embargo, el 
aumento de las brechas de desigualdad y los cerramientos democráticos 
en diversos Estados nacionales han incentivado los flujos migratorios 
masivos entre países de la geografía latinoamericana y del Caribe. 


El anterior conjunto de fenómenos nos invita a mirar con atención el 
significado y la tragedia que implican las caravanas centroamericanas 
hacia EE. UU. O los movimientos a cuenta gotas que llevan a miles de 
familias venezolanas, cubanas y haitianas a desafiar barreras maríti- 
mas, selváticas y urbanas en condiciones de precariedad e inseguridad 
extrema. Adicionalmente, para diversos países de América Latina, de 
los cuales sin duda Colombia representa una experiencia paradigmá- 
tica, también habría que adicionar la persistencia del desplazamiento 
forzado interno asociado a conflictos armados. Las movilidades pobla- 
cionales internas y externas tienen efectos demográficos, sociales, cul- 
turales y económicos en las políticas públicas, así como en el conjunto 
del tejido social tanto en los lugares de salida como en los de llegada. 


* Editor especial Revista Controversia. Coordinador de la línea de investigación 
Desarrollo Rural y Ordenamiento Territorial, del Instituto de Estudios Interculturales 
de la Pontificia Universidad Javeriana Cali. Correo electrónico: caduarteO 
javerianacali.edu.co 


** Asistente de investigación de la línea de investigación Desarrollo Rural y Ordena- 
miento Territorial, del Instituto de Estudios Interculturales de la Pontificia Univer- 
sidad Javeriana Cali. Correo electrónico: mariapaula.diazGjaverianacali.edu.co 
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A raíz de esto, las sociedades se han enfrentado a un panorama de 
diversidad de etnias y culturas que antes no estaban presentes en esos 
espacios, especialmente en el territorio urbano. Esto ha aumentado el 
debate en torno a las respuestas políticas y teóricas que se han dado a 
esta situación, puesto que el aumento de esta diversidad exige recons- 
truir algunas prácticas en función del reconocimiento y la inserción de 
dinámicas de una sociedad multicultural. En este sentido, se ha regis- 
trado que el número de migrantes internacionales en el mundo se ha 
incrementado más de cinco veces entre los años 1970 y 2015, en los que 
pasaron de ser 45 millones a 244 millones, según las Naciones Unidas 
(2016), lo que responde a cuestiones como la migración económica, la 
necesidad de protección internacional y destinos para refugiados, y los 
conflictos bélicos, sociales, económicos y políticos que ocurrieron. 


Estadísticamente, las migraciones parten de las regiones pobres alrede- 
dor del mundo y se dirigen hacia los países que son considerados más 
ricos y de mayor crecimiento económico, como es el caso de EE. UU y 
varios países europeos. Según la investigadora Soledad Álvarez (2016), 
la expansión de este tipo de migración corresponde a dos elementos 
explicativos: el aumento de la desigualdad socioeconómica en algunos 
contextos, y las nuevas políticas de seguridad y control fronterizo y 
migratorio global. Según la Organización Internacional para las Migra- 
ciones (OIM), EE. UU., Canadá, los países de la Unión Europea, la Fede- 
ración Rusa, Australia y Japón han sido históricamente los principales 
receptores de migrantes. 


Dentro del espectro teórico que gira en torno al tema de las migraciones, 
es posible identificar la discusión sobre la dependencia entre los países, 
y dentro de esta cabe la pregunta: ¿En qué medida esta problemática 
ha motivado la desigualdad en la división internacional del trabajo?, te- 
niendo en cuenta que son los países más pobres los que exportan mano 
de obra a regiones industrializadas, con dinámicas productivas que fa- 
cilitan el flujo de esta. Tales relaciones de dependencia se traducen en 
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situaciones como el aumento en la disparidad de ingresos y de benefi- 
cios sociales, el desconocimiento de los derechos humanos en ciertas 
regiones, y en transformaciones en los marcos de seguridad, por lo que 
las personas se someten cada vez más a procesos migratorios. Es decir, 
el régimen socioeconómico que persiste en la política internacional ac- 
tual, que ha tenido como base una disposición neoliberal, representa el 
origen de las necesidades y expectativas que justifican las migraciones. 


Del mismo modo, estas limitaciones del contexto de política internacio- 
nal se evidencian en las relaciones sociales y las condiciones que pre- 
ceden estos procesos migratorios. En la medida en que se ha generado 
una proliferación del discurso neoliberal alrededor del mundo y de unas 
instituciones transnacionales enfocadas al aumento de intercambios co- 
merciales entre países, también se han abierto las fronteras nacionales 
a los tratados de libre comercio y al fortalecimiento de los vínculos del 
mercado global. Sin embargo, este crecimiento no va de la mano con la 
generación de políticas sociales transformadoras y más adecuadas para 
este panorama, ni con medidas que permitan equilibrar el desarrollo 
económico con el bienestar social y las pretensiones de igualdad. Al 
contrario, las restricciones y las formas de represión hacia ciertas pobla- 
ciones, como son los migrantes, tanto en condición de legalidad como 
de ilegalidad, han aumentado y se han constituido incluso en nuevas 
amenazas para el desarrollo humano en los países. 


Este paradigma apunta a crear una disyuntiva entre los tipos de migran- 
tes y los alcances de su tránsito migratorio, que se basa especialmente 
en su lugar de origen, pues las personas que vienen de países ricos 
cuentan con más facilidades y menor estigmatización que los prove- 
nientes de regiones pobres. Por este motivo, puede identificarse una 
oposición entre las intenciones en política internacional de construir y 
fortalecer los intercambios entre países, que manifiestan la mayoría de 
estos —por cuanto esto significa una mayor apertura y un mejor flujo 
del mercado global— y la capacidad de las instituciones para mejorar 
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las condiciones de vida de todas las poblaciones, en función del bien- 
estar, el cumplimiento de los derechos humanos y la persistencia de 
regímenes democráticos. 


Es a partir de esta discusión que se plantea la temática del dossier de la 
revista Controversia, en su número 220, publicada por el Centro de In- 
vestigación y Educación Popular (CINEP) y el Instituto de Estudios In- 
terculturales (I1EI) de la Pontificia Universidad Javeriana Cali, en torno 
a la comprensión de las movilidades poblacionales internacionales y 
los desplazamientos forzados dentro de los mismos estados nacionales. 
Las siguientes preguntas guiaron la convocatoria del presente número: 
¿Qué tipo de reflexiones etnográficas y sociológicas suscita la experien- 
cia migratoria y de desplazamiento forzado en condiciones de vulnera- 
bilidad?, ¿Qué herramientas jurídicas o conceptuales son necesarias de 
implementar para renovar un enfoque de los derechos humanos apli- 
cado al contexto de las migraciones internas e internacionales?, ¿Cuá- 
les efectos producen los fenómenos migratorios y de desplazamiento 
forzado interno en las políticas públicas y en el fortalecimiento de la 
democracia? 


Las respuestas a la convocatoria fueron diversas y enriquecedoras, y 
plantearon un espectro amplio de la temática en cuestión, que abarca 
desde la política pública transnacional, pasando por los contextos de 
la migración latinoamericana en los borderline-fronterizos de los EE UU, 
alcanzando estudios de caso intranacionales que pueden derivar en 
desplazamientos o re-territorializaciones. 


En primer lugar, las investigadoras Kenia Ramírez y Adriana Teresa Mo- 
reno hacen una evaluación de las acciones que se ejecutan desde las 
organizaciones sociales y fundaciones para atender las necesidades de 
la población migrante en la ciudad de Mexicali, Baja California, México 
y en Imperial Valley, California, en la frontera norte, a través del artícu- 
lo titulado Atención migrante en contextos de tránsito y permanencia: 
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los casos de Mexicali B. C. e Imperial Valley, California. Para esto, las au- 
toras realizaron un seguimiento de los casos de intervención registrados 
en el último periodo, que además ha estado fuertemente condicionado 
por la crisis de la COviD-19, e identificaron los alcances y limitaciones, 
con la pretensión de plantear una mirada crítica frente al marco institu- 
cional y sus políticas migratorias. 


Posteriormente, ubicado en el contexto nacional, se inserta el tema de 
la crisis migratoria venezolana, particularmente en el caso de esta po- 
blación en Colombia. El artículo Las casas de justicia de Bogotá ante 
la migración venezolana: acceso a la justicia y derechos de las personas 
migrantes, escrito por Heyder Alfonso-Camelo, propone una reflexión 
en torno a la capacidad institucional jurídica actual frente a las con- 
diciones migratorias que se han ido transformando en el último siglo. 
Se tiene en cuenta que existe un contexto social que ha limitado sig- 
nificativamente las acciones de la rama jurídica e incluso las políticas 
públicas, por lo que se analiza desde un enfoque crítico, y se trata de 
encontrar las causas de esta insuficiencia. Así pues, se realiza un estu- 
dio que busca identificar los elementos que frenan el acceso de ciertas 
poblaciones a sus derechos jurídicos, especialmente en una condición 
de vulnerabilidad socioeconómica. 


En tercera instancia, encontramos una reflexión en torno a las bases 
morales y ontológicas de la sociedad occidental contemporánea, que va 
dirigida a entender las transformaciones que ha significado el aumento 
de los tránsitos migratorios y su inserción como parte de la agenda po- 
lítica, así como la reinterpretación que suscitan de los derechos huma- 
nos. En este sentido, Guillermo Rosales lleva a cabo un análisis de las 
dinámicas que se generan a través de la Politización de lo cotidiano en si- 
tuación de espera: imaginación y paciencia como prácticas políticas en 
población migrante de Tapachula, Chiapas, tomando como referente el 
conjunto de prácticas y los mecanismos de relacionamiento entre dos 
poblaciones migrantes que habitan un mismo espacio. 
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El cuarto artículo, titulado La migración forzada interna en Colombia: 
propuesta de tipologías para el análisis de la situación, de la autoría de 
Sandra Liliana Sánchez, también tiene un enfoque nacional, pero no se 
extrapola a la migración internacional, sino que se centra en atender el 
problema de la migración forzada interna. Su reflexión se sostiene en 
la pregunta acerca de los factores que se han constituido como causas 
del aumento y la permanencia de los casos de migración forzada, tanto 
interna como externa, por parte de la población colombiana. Para esto, 
realiza una reflexión a través de tres tipologías causales: la violencia, 
las economías legales e ilegales y los efectos del cambio climático. 


Tomando como referencia un contexto internacional y a la población 
colombiana que habita en este, el quinto artículo, escrito por Sebastián 
González, Racialización y trabajo: el caso de la migración colombia- 
na indocumentada en Paterson, New Jersey, hace un registro de los 
procesos de inserción laboral a los que se someten los colombianos 
indocumentados en la ciudad de Paterson, y cuál es la relación de esta 
dinámica con la racialización del trabajo. En este sentido, se identifican 
algunas problemáticas en términos de contratación y de mecanismos de 
discriminación y segregación social, y sus consecuencias como la pro- 
fundización de la desigualdad y las prácticas capitalistas desenfrenadas. 


El sexto artículo, titulado Percepciones de identificación cultural y dis- 
criminación en migrantes. Caso: venezolanos en Colombia, plantea que 
existe aún muy poca investigación alrededor de los efectos psicológicos 
y emocionales del proceso de tránsito de los venezolanos en Colombia, 
teniendo en cuenta la crisis de los últimos años. Es por esto que en 
el texto los autores buscan identificar los factores morales dentro de 
la sociedad que han motivado la discriminación hacia esta población. 
Así pues, Karin Atis y Nicolás Lara abren una discusión acerca de las 
consecuencias sociales, morales y culturales que estas transformacio- 
nes suponen, así como de las nuevas necesidades que se plantean en 
función del reconocimiento del otro. 
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El séptimo artículo, escrito por Moisés Morera y Pablo Biderbost, titu- 
lado Los 40 años de la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados 
y la crisis migratoria venezolana, toma como presupuesto el lideraz- 
go latinoamericano en materia de asilo y refugio, con legislaciones y 
prácticas de raíz consuetudinario-humanitarias muy avanzadas, que se 
vieron fortalecidas tras la adopción de esta declaración en 1984, pues- 
to que permitió ampliar el concepto de refugiado y, por lo tanto, sus 
condiciones de reconocimiento. Por este motivo, se afirma que debido 
a la magnitud de la crisis migratoria venezolana en Colombia, es im- 
portante tener en cuenta varios elementos que demandan una inter- 
vención significativa, que deben someterse a discusión debido al 40? 
aniversario de la Declaración de Cartagena, que se celebrará en 2024. 
Esta se constituye, según los autores, en una ocasión apropiada para 
profundizar en este marco de capacidades. 


Finalmente, los artículos octavo y noveno se desprenden del tema ini- 
cial de las migraciones nacionales e internacionales, y se enfocan en 
otras problemáticas sociales, constituyendo la sección de tema abierto 
de la revista. El primero está escrito por dos autores de la ciudad de 
Cali, Diana Montenegro y Alen Castaño, quienes ubican su investiga- 
ción en medio de la zona rural y urbana, específicamente en el Conse- 
jo Comunitario de Comunidades Negras Playa Renaciente, y pretende 
analizar varios de los elementos presentes en el proceso organizativo de 
este, en términos políticos y culturales. La mayor parte de este debate 
se centra en las tensiones existentes entre los marcos institucionales a 
niveles local y nacional, y su relación con el territorio. Esta investiga- 
ción toma lugar en el periodo entre el año 2019 y 2021. 


El segundo de los artículos de tema libre, autoría de Jorge Andrés Ba- 
quero, toma como referencia la subprovincia del Sumapaz, en el perio- 
do 1990-2004, en el cual hubo una fuerte presencia de estructuras de las 
FARC-EP, por lo tanto, una importante incidencia en términos políticos 
y sociales. Para desarrollar el artículo Órdenes sociales armados y con- 
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traestados de las FARC-EP en la subprovincia del Sumapaz entre los años 
1990-2005, el autor se basó en varias entrevistas y testimonios de víc- 
timas, victimarios y testigos dentro del conflicto armado en esta zona. 
Esto se contrasta con el entramado teórico en torno a la construcción 
de los Estados desde la sociología histórica, y la posibilidad de hablar 
de la formación de contraestados. 
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Por Kenia María Ramírez Meda y Adriana Teresa Moreno Gutiérrez* 


Resumen: Este trabajo se enfoca en analizar las acciones que despliegan las asociaciones de la 
sociedad civil y fundaciones sociales para atender la movilidad humana en la ciudad de Mexicali, 
Baja California, México y en Imperial Valley, California, por el lado de la frontera norte. La meto- 
dología que se siguió es de corte mixto: se realizó una investigación documental y el análisis de 
los indicadores que miden los parámetros mínimos en la atención a personas en contexto de mi- 
gración. Los resultados indican que la pandemia por la Covip-19 ha acentuado la situación de 
vulnerabilidad y escasez de recursos tanto de las organizaciones como de los propios migrantes, 
y ha evidenciado que la atención migrante carece de estrategias gubernamentales en ambos lados 
de la frontera. 


Palabras clave: migración, tránsito, Mexicali, Imperial Valley. 


Migrant care in contexts of transit and permanence: 
the cases of Mexicali BC-Imperial Valley, California 


Abstract: The objective of this work focuses on analyzing the actions carried out by civil society 
associations and foundations to address human mobility in the city of Mexicali, Baja California, 
Mexico and on the northern border side in Imperial Valley, California. The methodology followed 
is mixed. For this, a documentary investigation and the analysis of the indicators that measure 
the minimum parameters in the attention to people in the context of migration were carried out. 
The results obtained indicate that the CoviD-19 pandemic has accentuated the situation of vulner- 


*  Profesoras-investigadoras. Universidad Autónoma de Baja California, Facultad de 
Ciencias Sociales y Políticas, Campus Mexicali, México. Correo electrónico: keniaQO 
aubc.edu.mx 
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ability and scarcity of resources of both the organizations and the migrants themselves and has 
shown that migrant care lacks government strategies on both sides of the border. 


Keywords: Migration, transit, Mexicali, Imperial Valley. 
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1. Enfoques teórico-conceptuales 


a movilidad humana se caracteriza por ser un fenómeno dinámi- 

co (Micolta, 2005) en el que intervienen una serie de factores y 

elementos que definen su tipología. En este apartado se hace re- 
ferencia a los diferentes tipos o clasificación de migrantes, que también 
pueden ser denominados personas en contexto de migración, quienes 
suelen salir y transitar por territorio mexicano para dirigirse, en mu- 
chas de las ocasiones, hacia los Estados Unidos (EE. UU.). Según han 
documentado Bermúdez et al. (2020), Martínez et al. (2015) y Red de 
Documentación de Organizaciones Defensoras de Migrantes (2018), las 
personas migrantes buscan rutas que disminuyan su visibilidad. Ge- 
neralmente esa opción las lleva a caminos poco seguros y a traslados 
que las colocan en una situación de vulnerabilidad, exponiéndolas a la 
violación de sus derechos humanos y a que se comentan delitos en su 
contra (Comisión Nacional de Derechos Humanos [CNDH], 2018). 


Según Massey et al. (1993), los desplazamientos migratorios pueden 
ocurrir según su causal o proyecto migratorio en diferentes temporali- 
dades —corto o largo plazo—, implicar diferentes distancias (Zelinsky, 
1971) y producirse de forma individual o colectiva (Castles, 2010; Or- 
ganización Internacional para las Migraciones [OIM], 2019), como los 
éxodos que se presentan en grupos aislados y esporádicos fuera del país 
de origen (om, 2006). 
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Algunos factores asociados que se producen en las sociedades expulso- 
ras como los fenómenos naturales, conflictos y persecuciones políticas, 
violencia desmedida, levantamientos armados e inseguridad, hambru- 
na, proyectos de desarrollo y amenaza a la vida por situaciones natura- 
les o humanas (Devia et al., 2014; Jiménez, 2016; Martínez et al., 2015) 
estimulan la movilidad forzada, la cual puede comenzar con despla- 
zamientos eventuales hasta que se convierten en temporales (Partida, 
2012). 


La om (2006, p. 41) define así los términos de desplazamiento de tipo 
eventual y temporal: 


Migrante de corto plazo: 


Persona que se desplaza a un país distinto al suyo o de su usual residen- 
cia por un período de por lo menos tres meses pero no superior a un año; 
excepto en casos cuando el desplazamiento a ese país se hace con fines de 
recreación, vacaciones, visitas a familiares y amigos, negocios o tratamien- 
to médico. 


Migrante de largo plazo: “Persona que va a otro país, distinto al suyo o 
de su usual residencia, por un período de por lo menos un año, siendo 
el país de destino el lugar de su nueva residencia”. 


Los migrantes refugiados huyen de conflictos armados y persecuciones, 
así como de situaciones generalizadas de violencia que los conduce a 
cruzar las fronteras para buscar seguridad en otro país. Para ellos es 
altamente peligroso regresar a su país y el negarles asilo pone en riesgo 
su vida (Edwards, 2016). El documento de la Convención sobre el Esta- 
tuto de los Refugiados, artículo 1 (A) (2), señala que los refugiados son 
personas que tienen fundados temores de ser perseguidos debido a su 
raza, religión, nacionalidad, pertenencia a cierto grupo o por opiniones 
políticas, y por tales motivos no pueden regresar a su país de origen o 
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de residencia habitual (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados [ACNUR], 1951). 


De acuerdo a la ACNUR (2019) y la Olim (2006), los solicitantes de asilo 
son quienes solicitan la condición de refugiado, aunque esta no haya 
sido evaluada definitivamente. Debido a que los solicitantes de asilo se 
encuentran en espera de la condición de refugiado, cuando la decisión 
es negativa la persona debe abandonar el país o cabe la posibilidad de 
ser expulsada como cualquier extranjero que se encuentra en situación 
irregular, a menos que se le permita permanecer en ese país por razones 
humanitarias u otras. El asilo ha pasado de ser una institución humani- 
taria o religiosa a una jurídica reconocida por el derecho internacional, 
cuya finalidad es preservar la vida, la seguridad, la libertad o la integri- 
dad de la persona (Coporo-Quintana y Morales-Gómez, 2020). 


Por otro lado, la migración internacional refiere a los desplazamientos 
que se realizan de un país a otro. Cuando la movilidad se realiza fuera 
de la normatividad o autorización migratoria por parte del Estado, es 
decir, sin documentos o con documentos falsos, violando los requisitos 
de ingreso al país de destino, se le conoce comúnmente como migración 
clandestina y a las personas se las considera irregulares o indocumenta- 
dos. Estos movimientos pueden ocurrir de forma secreta u oculta desde 
la entrada, permanencia y trabajo en el país de destino, prolongando su 
estadía y quebrantando las normas de inmigración (Maldonado et al., 
2018; orm, 2019). 


Los migrantes en retorno se encuentran dentro de la complejidad del 
proceso de movilidad, el cual aparece como una etapa que no es preci- 
samente la última, ya que en la mayoría de los casos este es seguido de 
la reemigración. Los retornos también se dan como una consecuencia 
de las medidas restrictivas que toman ciertos países (Pascual, 1983). 
La om (2006) considera que la migración de retorno tiene relación con 
el regreso a la residencia habitual o país de origen, después de haber 
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permanecido por lo menos un año en otro país, e incluye el retorno 
voluntario o no y la repatriación voluntaria. La deportación es un con- 
cepto diferente a los anteriores. En este caso el Estado, en ejercicio de 
la soberanía, puede enviar a un extranjero fuera de su territorio una vez 
que el permiso para su estancia ha expirado o terminado (om, 2006). 


Además de las tipologías señaladas cobra relevancia el atrapamiento, 
del que forma parte la migración en tránsito. Alude a una estancia tem- 
poral que se ha visibilizado de manera prominente desde el 2016 en la 
frontera norte con el éxodo haitiano, que tuvo como primer destino en 
territorio mexicano el estado de Baja California. 


El atrapamiento afecta a las personas migrantes mientras “logran llegar 
al lugar definitivo de su proceso migratorio, es decir, se trata de sujetos 
que se encuentran en el intervalo entre el salir y el llegar, entre el origen 
y el destino” (Bergareche et al., 2018, p. 11). Estas personas se caracte- 
rizan por ser un grupo heterogéneo, complejo, de difícil seguimiento y 
acceso, en constantes cambios que reconfiguran el proceso migratorio 
y la vida misma. El concepto no se limita a un grupo con características 
determinadas (Lizárraga, 2019), pues en este convergen diversas tipo- 
logías de migrantes con necesidades distintas, multifacéticas y multi- 
dimensionales. Además, las políticas desplegadas por los gobiernos de 
México y EE. UU. han ralentizado los procesos migratorios (Fernández 
et al., 2019; Moreno y Olvera, 2020; París y García, 2019). Así el sueño 
americano para algunos poco a poco se desvanece y comienzan a con- 
siderar la posibilidad de quedarse en México. 


2. Contexto de la migración en Mexicali e Imperial Valley 
Mexicali 


Mexicali es la ciudad capital del estado de Baja California. Se encuen- 
tra ubicada en la frontera noroeste de México y colinda con la frontera 
sur de EE. UU. Por su ubicación, Mexicali recibe de manera permanente 
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flujos migratorios que corresponden a las dinámicas migratorias de ori- 
gen, tránsito, destino y retorno. Además, se caracteriza por su tránsito 
transfronterizo, esto es, entradas y salidas constantes entre ambos paí- 
ses: en promedio, se presentaron cerca de 32 000 eventos! diarios entre 
peatones y autos, según United States Department of Transportation 
(2023). 


Algunas personas con estatus ilegal o no documentado son presentadas 
ante las autoridades después de haber sido interceptadas en los diferen- 
tes puntos de retención? de migrantes. Según Martínez et al. (2015) “en 
el año 2010, la ciudad fronteriza con mayores puntos de retención fue 
Tijuana con 6.09 % seguida de Mexicali con 1.59 % ambas respecto del 
total nacional con 60,220 eventos”. Es decir, Baja California se encuen- 
tra dentro de las principales posibles rutas que toman los inmigrantes 
no documentados para cruzar a los Estados Unidos. 


Las personas migrantes que arriban a la ciudad, independientemente 
de su estatus migratorio, confluyen en espacios comunes como alber- 
gues, plazas, calles, parques y avenidas del centro de la ciudad o en sus 
alrededores. Estos son lugares en donde se conjugan interacciones que 
forman parte de la vida cotidiana, como la búsqueda de alojamiento, 
empleo y alimentación. En este andar, algunas de las personas que se 
establecen por tiempos no definidos recurren a los albergues o cuarte- 
rías. Estos últimos son lugares de bajo costo para hospedarse por cierto 
tiempo, que se caracterizan por tener una infraestructura deteriorada. 


1 Cruces realizados por las personas. Una persona pudo haber realizado uno o varios 
cruces. 


2 Lugares de la ruta migratoria en donde las personas inmigrantes indocumentadas 
o con un estatus migratorio no legal fueron retenidas según los registros adminis- 
trativos. Dichos puntos pueden marcar una probable ruta de tránsito (Méndez, et 
al., 2015). Los datos que se proporcionan refieren al año 2010, debido a que forman 
parte de los resultados de la investigación de tal documento. No existe una actua- 
lización de dichos datos. 
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En Mexicali se contaba en el 2020 con 11 albergues con capacidad para 
1460 personas (Coubes et al., 2020). 


La ciudad se ha convertido en sala de espera para migrantes que se 
encuentran bajo los Protocolos de Protección de Migrantes? (MPP, por 
sus siglas en inglés) en condición irregular, deportados y personas que 
provienen de la frontera sur de México para registrarse en la lista de 
espera al MPPp. 


La mayoría de estos albergues operan bajo un modelo de atención asis- 
tencialista. Ofrecen estancia, alimentación, atención médica, ropa, apo- 
yos para regresar a su lugar de origen en caso de que así lo deseen, y 
algunos brindan apoyos jurídicos como asesoría de regulación migra- 
toria, todos de la mano de organizaciones no gubernamentales o de 
instituciones del sector público. 


Los albergues se sostienen con los recursos que gestionan sus encarga- 
dos o con donaciones de organizaciones nacionales e internacionales, 
empresas y donatarios en general. El personal está mayormente integra- 
do por voluntarios y prestadores de servicio social, lo cual representa 
una ventaja ya que no se eroga ningún recurso en cuanto a pago de 
honorarios, pero a la vez una desventaja dado que el recurso humano 
no es suficiente, su participación no es constante o fija y algunos no 
cuentan con la capacitación necesaria para atender servicios como vi- 
gilancia, gestión, trámites, atención de migrantes, entre otros, según lo 
señala el Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado (COPLADE, 
2015). 


3 Reglas implementadas por Estados Unidos, adoptadas en México en el programa 
Quédate en México, en ejecución desde finales de enero del 2019. Este ocasionó 
el retorno de personas migrantes que iniciaron su proceso de solicitud de asilo en 
Estados Unidos, mientras esperaban respuesta. 
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Después de la primera caravana migrante que ocurrió en el último tri- 
mestre del año 2018, se prolongó la estancia de las personas inmigran- 
tes en Mexicali debido a las siguientes dinámicas: la puesta en marcha 
en EE. UU. de los MPP y las dificultades económicas de las casas asis- 
tenciales, al no recibir en el año 2019 recursos del Fondo de Apoyo a 
Migrantes (FAM)* para su operación. 


Por otro lado, el rechazo de la ciudadanía a la posible instalación de 
un megaalbergue que sería operado por el gobierno federal, llevó ini- 
cialmente a su cancelación debido al argumento en materia de seguri- 
dad que expusieron los vecinos de las colonias. La ubicación escogida 
no fue la más idónea, por lo que se sugirió el ejido de Michoacán de 
Ocampo, el cual se encuentra muy alejado de los lugares a los cuales 
acuden las personas inmigrantes para realizar diversos trámites rela- 
cionados con su proceso migratorio. Finalmente, el megaalbergue fue 
creado y operó en una zona urbana de la ciudad durante menos de un 
año, pero sin ofrecer el servicio de hospedaje y alimentación, sino como 
centro de integración donde los migrantes obtenían información sobre 
trámites, canalización a empleos y capacitación. Se denominó Centro 
de Integración Migrante (Cim) y fue clausurado en los primeros meses 
del año 2021. 


Imperial Valley 


El Valle Imperial se encuentra situado en la frontera con Baja California. 
Específicamente colinda con el municipio de Mexicali. Las tres ciudades 
principales son: El Centro, Calexico y Brawley. En orden de importancia 
y por cantidad de habitantes les siguen Imperial, Calipatria, Holtville y 


4 Programa presupuestario parte del Ramo 23 de las provisiones salariales y econó- 
micas. Tenía como objetivo apoyar a los migrantes mexicanos para retornar a sus 
lugares de origen, encontrar un empleo formal, fomentar sus opciones de autoem- 
pleo y brindar recursos para el fomento de la operación de albergues dedicados a 
atender a personas inmigrantes. 
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Westmorland. Hay nueve ciudades más, sin embargo, para efectos de 
este artículo se tomaron como referencia las tres principales por ser las 
que están mayormente implicadas en la gestión y atención de los flujos 
migratorios, específicamente los de tránsito. 


De acuerdo con cifras proporcionadas por United States Census Bureau 
(2019), la población estimada es de 181 215 habitantes. Entre las princi- 
pales actividades económicas están la agricultura, el comercio y la ge- 
neración de energías renovables. En el mes de diciembre del año 2021, 
según el Departamento para el Desarrollo del Empleo en California 
(2021), la tasa de desocupación alcanzó un 14 %. Las oportunidades 
laborales y los salarios altos no son una característica del condado, así 
lo reporta la Asociación de Gobiernos del Sur de California, quien afir- 
ma que son pocas las oportunidades laborales a futuro en empleos bien 
pagados (Bojórquez y Adelante Valle, 2018). Al ser fundamentalmente 
una economía respaldada en actividades del sector primario y de servi- 
cios, ofrece limitadas oportunidades en materia de empleos profesiona- 
les y de alta cualificación. Además, la mencionada Asociación reconoce 
también que los problemas de distribución del agua, característicos en 
esta región, han impactado negativamente en la actividad agrícola y 
ganadera, y que muchas de las actividades ya se han trasladado hacia 
otras zonas del país. 


La mano de obra agrícola es un factor importante que ha incidido en 
la caída de la productividad de forma considerable, pues estos empleos 
son mayormente ocupados por mexicanos, muchos de los cuales tra- 
bajan en Estados Unidos sin documentos o cruzan de forma no legal. 
Derivado del aumento de la seguridad en la frontera se ha visto dismi- 
nuida la cantidad de trabajadores disponibles para desempeñar algunas 
de las actividades que se realizan en el condado. 


Por los elementos antes enunciados, el Valle Imperial no representa en 
sí una zona de destino para los migrantes, sino un lugar para pasar la 
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noche en Mexicali. Por lo mismo, es un territorio de cruces dinámicos y 
una zona de tránsito hacia el estado de California, uno de los principa- 
les receptores de migrantes y sobre todo de solicitantes de asilo. 


En el Valle Imperial se pueden ubicar centros o instalaciones regionales 
de detención operadas por U. S. Inmigration and Customs Enforcement 
(Servicio de Inmigración y Control de Aduanas de EE. UU.), a donde los 
detenidos por la Patrulla Fronteriza son llevados para esperar su pro- 
ceso legal dentro de territorio norteamericano. Estos sitios se han visto 
rebasados en su capacidad, especialmente tras la llegada de las cara- 
vanas de migrantes centroamericanos y en épocas más recientes por 
la flexibilización de las políticas fronterizas del presidente Joe Biden. 
Según declaraciones de la Patrulla Fronteriza del sector El Centro, en 
California durante el año 2021 se arrestaron 24 508 extranjeros ilegales, 
un aumento del 200 % por ciento. Desde el año fiscal pasado hasta la 
fecha se arrestaron 11 620, según una entrevista citada en el periódico 
Adelante Valle (Bojórquez y Adelante Valle, 2018). 


Derivado del aumento en detenciones, las instalaciones disponibles 
para el alojamiento de las personas migrantes exceden la capacidad, 
por lo que las autoridades del condado han tenido que alquilar dos 
hoteles locales para albergarlas mientras esperan sus procesos. En uno 
de ellos se ofrece refugio temporal para migrantes y solicitantes de asilo 
que fueron liberados de la detención federal y dieron positivo para Co- 
vID-19 o han estado expuestos a esta enfermedad, mientras el segundo 
es utilizado por una organización no gubernamental para alojamiento 
rápido cuando una persona no puede partir a su destino designado 
(Rouhandeh, 2021). Esta última modalidad de atención —la proporcio- 
nada por organismos no gubernamentales— es la que interesa en este 
artículo. 
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3. Elementos de la atención migrante 
Categorías de análisis 


El objeto de estudio de este trabajo son las asociaciones civiles que 
prestan servicios de atención a los migrantes en tránsito. Tanto en Mé- 
xico como en EE. UU. son actores fundamentales. Algunos coadyuvan 
con el Gobierno, mientras otros tratan de llenar el vacío que este deja, 
así que operan como primeros respondientes a la hora de proporcionar 
los servicios básicos de hospedaje, alimentación, vestido y atención a 
la salud. 


En el caso de México, prácticamente la totalidad de la atención de los 
flujos migratorios en tránsito se ha canalizado a las organizaciones o 
asociaciones civiles y parcialmente a establecimientos gubernamenta- 
les como los Centros Integradores, donde asisten a personas retornadas 
en espera de asilo en EE. UU. Actualmente solo se encuentran operando 
dos, uno en Tijuana y otro en Ciudad Juárez, pues el que se había crea- 
do en Mexicali fue clausurado en el año 2021, como ya se dijo. Estos 
proporcionan servicios de atención básica como hospedaje, alimenta- 
ción, vestido, servicios de salud, asesoría para integración laboral y 
regularización. 


En el caso de Mexicali, las organizaciones, asociaciones y comedores 
son los actores principales, pues son los que proporcionan servicios 
de asistencia al migrante por tiempo considerable, ya que sus fines no 
son solo asistenciales o de necesidades básicas, sino también de infor- 
mación de sus derechos con miras a prevenir la violación de derechos 
humanos y la comisión de graves delitos (CNDH y COLEF, 2018). 


De acuerdo con Castro (2015), Moreno et al. (2014) y la Oficina del 


Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(2016), los indicadores de atención migratoria que se han determinado 
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para este trabajo son categorizados para su mejor tratamiento y análisis 
en las cuatro dimensiones que se explican a continuación. 


1. Servicios de atención 


Estos pueden ser variados y constituyen los elementos básicos o fun- 
damentales en su quehacer. En algunos albergues se ofrecen alimentos 
en número variable de comidas, con límite de horario y en ocasiones 
solicitan cuota de recuperación a los comensales. Los alimentos pueden 
ser preparados directamente por el personal del albergue, y los insumos 
obtenidos por donaciones de actores de la comunidad como el panade- 
ro, carnicero, mercados o la sociedad en general. 


El hospedaje o alojamiento es limitado según la capacidad del alber- 
gue y sus recursos; el tiempo de estancia es variable dependiendo del 
proyecto de la persona migrante y de sus trámites migratorios, sin em- 
bargo, puede prolongarse en el caso de quienes tienen alguna enferme- 
dad o discapacidad; según los recursos disponibles se proveen camas, 
colchonetas y cobijas, ropa y calzado, los cuales son donados en la 
mayoría de los casos por la ciudadanía u organizaciones privadas. Los 
dormitorios se separan de acuerdo con el género. 


La comunicación es un aspecto fundamental para las personas migran- 
tes y sus familiares, por lo que el uso de teléfono, fax, internet y equipo 
de cómputo son esenciales como parte del servicio que se brinda. 


Además delos servicios de atención pueden llevarseacabo distintas activi- 
dades de esparcimiento como cantos, juegos, oraciones, música, deporte 
y manualidades, realizadas por voluntarios o por personal del albergue. 
2. Atención médica y psicológica 


Los servicios de salud son variados: recuperación, atención a embara- 
zadas y cuidado de recién nacidos, curaciones diversas y apoyo mo- 
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netario para análisis clínicos. También se llevan a cabo capacitaciones 
mediante pláticas sobre prevención en salud en general y salud sexual, 
por ejemplo. 


3. Acompañamiento y asesoría 


Por lo general estos servicios son de asistencia legal sobre los procesos 
para regularizar el estatus migratorio, asesoría jurídica en casos de trata 
oO secuestro y acompañamiento para llevar a cabo los procesos de de- 
nuncia ante las instancias que corresponda. 


Sin embargo, como parte del acompañamiento, pueden proporcionar 
capacitación de tipo no formal sobre algunos oficios como panadería, 
costura y manualidades, entre otros que les permita obtener algún in- 
greso, aunque también lo que se produce en el albergue es puesto a la 
venta, representando un ingreso para su operación y mantenimiento. 


4, Acciones de organización interna y difusión 


Como medida de organización y control se utilizan bases de datos en 
formato físico, a partir de expedientes individuales con fotografía y apli- 
cación de protocolos de seguridad. Las acciones de difusión que ponen 
en marcha los diferentes albergues son significativas para la población 
migrante, pues a través de estas se dan a conocer los servicios que 
brindan y las actividades que llevan a cabo; también para sensibilizar a 
la ciudadanía y mitigar las acciones xenofóbicas. Las actividades enca- 
minadas a la recaudación de fondos para fortalecer la infraestructura y 
los servicios se orientan a alianzas con representaciones diplomáticas, 
embajadas y organismos internacionales. 


5. Metodología y mapeo de actores clave 


El estudio se realizó desde un enfoque mixto, es decir, cualitativo y 
cuantitativo (Sampieri et al., 2010), que permitió recolectar, analizar 
e interpretar datos e información de las acciones que se llevan a cabo 
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en albergues, y de las organizaciones que coadyuvan en la gestión y 
atención de los flujos de migrantes en tránsito tanto en Mexicali como 
en Valle Imperial. 


La estrategia metodológica consistió en la revisión documental y el aná- 
lisis de indicadores referidos a los parámetros mínimos de la atención 
migrante que deben adoptar las organizaciones, albergues y comedores, 
de acuerdo con las cuatro dimensiones de indicadores antes explicadas: 
servicios de atención, atención médica y psicológica, acompañamiento 
y asesoría, y acciones de organización interna y difusión. El trabajo 
de campo consistió en la aplicación de entrevistas semiestructuradas a 
encargados de albergues y colaboradores de organizaciones, un análisis 
estadístico descriptivo y el procesamiento de la información mediante 
Atlas ti (Varguillas, 2006), para obtener asociaciones entre la informa- 
ción obtenida y los indicadores señalados previamente. 


Actualmente, en la ciudad de Mexicali se identifican once albergues 
para migrantes, que operan de forma regular o parcial a pesar de las 
restricciones por la pandemia de Covip-19*. Todos están a cargo de or- 
ganizaciones de la sociedad civil y subsisten gracias a donaciones. Uno 
más, operado por el gobierno municipal, está orientado a recibir perso- 
nas en situación de calle, migrantes en tránsito y personas vulnerables 
que no cuentan con condiciones en sus viviendas para hacer frente a 
las altas temperaturas en verano. Adicionalmente, en la ciudad de Mexi- 
cali se identifican organizaciones internacionales que colaboran con 
estos albergues en la atención de los migrantes en tránsito. En el caso 
de Valle Imperial, trabajan de manera constante dos organizaciones no 
gubernamentales en la atención a migrantes, las cuales subsisten con 
recursos que fondean y donativos. 


5 Albergue del Desierto, Albergue Maná, Casa de Ayuda Alfa y Omega, A.C El Camino 
a un Nuevo Amanecer, Grupo de Ayuda al Migrante, GAMMAC AC, Cobina posada 
del migrante, Hotel Migrante, El Mesón Misión Cristiana A.C., y albergue municipal 
El Peregrino. 
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Para efectos de este estudio se seleccionaron cuatro albergues en la 
ciudad de Mexicali, primero, porque estos brindan todos los servicios; 
segundo, porque se mantuvieron abiertos durante la contingencia sani- 
taria de COVID 19. Se entrevistaron a tres colaboradores de organizacio- 
nes internacionales involucradas en el tema, y para el caso del Valle Im- 
perial se documentaron acciones en las dos organizaciones mapeadas. 


El diseño del instrumento tuvo como base las categorías de análisis 
que se presentaron, y comprendió la elaboración de un cuestionario y 
la aplicación de entrevistas semiestructuradas mediante video llama- 
da, llamada telefónica y presencial, debido a las restricciones que se 
mantenían por la Covid-19. En total se realizaron nueve entrevistas 
entre agosto de 2020 y octubre del 2021*, una por cada albergue y or- 
ganización internacional u organismo no gubernamental internacional: 
Organización Internacional para las Migraciones, Border Kindness, He- 
brew Immigrant Aid Society, Casa de ayuda Alfa y Omega, Hotel del 
Migrante, El Camino a un Nuevo Amanecer, Casa del Migrante Beta- 
nia Diócesis de Mexicali, Catholic Charities y Minority Humanitarian 
Foundation. 


6. Análisis de resultados 
Albergues 


Los servicios de atención que brindan son principalmente el alojamien- 
to, el cual varía según su capacidad. De los cuatro albergues analizados, 
uno proporciona un desayuno ligero o lunch gratuito para los niños, 
otro vende alimentos a bajo costo para la población alojada, el tercero 
no proporciona ningún alimento y el cuarto posee un comedor anexo 
que funciona con donativos y personal voluntario. En estos lugares, y 
según los recursos disponibles, se proveen útiles de higiene personal y 


6 El trabajo de campo se prolongó debido a las restricciones impuestas por la Covid- 
19 y la disponibilidad de las personas que colaboraron. 
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vestido. Regularmente reciben donaciones de la ciudadanía en general 
como alimentos, ropa, artículos de limpieza, de higiene personal, entre 
otros. Aunque estas donaciones son constantes, la cantidad es muy 
variable. 


En los cuatro albergues se reciben sin restricciones a niños y adolescen- 
tes, por lo que algunas instituciones del sector público, académicas y 
organizaciones relacionadas con la temática migratoria realizan activi- 
dades de esparcimiento en dos de ellos. 


En materia de salud, dos albergues reciben visitas semanales del perso- 
nal del Instituto Mexicano del Seguro Social y también de la organiza- 
ción Médicos sin Fronteras, quienes brindan atención de padecimientos 
en general, a mujeres embarazadas, dan pláticas de salud sexual, de 
salud e higiene en general y medidas para la prevención de la Covip-19. 
No se encontró un programa o voluntarios que se centraran en la aten- 
ción de la salud mental de las personas en contexto de migración. 


En los albergues confluyen personas en contexto de migración con di- 
ferentes estatus migratorios. Por ello diversos colaboradores de la OIM y 
de la ACNUR, principalmente, acuden allí para brindar asistencia legal, 
orientar o canalizar a las personas hacia la entidad correspondiente. Es- 
tas organizaciones también han proporcionado pláticas, capacitaciones 
y materiales impresos para prevenir riesgos de contagio por Covip-19. 
Su intervención ha sido significativa debido a los limitados apoyos por 
parte del Gobierno. “Ha habido un acercamiento con el subsecretario 
de asuntos migratorios, pero nada concreto, solo ayudas esporádicas a 
nivel de despensas y que les ayuden con el tema del agua”, señaló el 
colaborador de la OIM. 


Al momento de realizar el trabajo de campo no se mencionaron progra- 


mas relacionados con la capacitación o el adiestramiento para un oficio 
o actividad específica, sin embargo, en un albergue se invitó a las per- 
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sonas a ayudar con venta de comida y bocadillos (snacks) para obtener 
recursos que serían utilizados en el mantenimiento del albergue. En 
algunos casos, a las personas que colaboran se les brinda alojamiento 
sin costo o remuneración económica. 


Como parte de la organización y control de los ingresos y salidas, se 
encontró que en los cuatro albergues se lleva un registro, generalmente 
realizado a mano, en el cual se anota la fecha de entrada y salida de las 
personas. El encargado de Alfa y Omega señaló: 


No se realiza registro o censo diario, se lleva a cabo los sábados o domin- 
gos que es cuando la mayoría está, y se tiene registro de todos los que 
han ingresado al albergue y los que lo han abandonado y se van y ya no 
regresan. 


Cuando una persona tiene la intención de ingresar al albergue, el en- 
cargado de este le realiza una entrevista en la que le pregunta datos 
generales, si tiene síntomas de CovID-19 y la provee de gel antibacterial 
o mascarilla, según los recursos disponibles. 


La organización del área de alojamiento depende de la estructura del 
albergue. Tres albergues tienen un área para hombres solteros, otro para 
familias y otro para mujeres, mientras que el cuarto aloja únicamente 
familias. La disposición de las camas o de las colchonetas (pueden estar 
intercaladas) depende del espacio, en todo caso tratan de mantener una 
distancia de al menos un metro o metro y medio entre cama y cama. El 
albergue que aloja familias o grupos de personas conocidas cuenta con 
planta alta y cuartos separados. 


Como acciones preventivas frente a la COviD-19, dos albergues realizan 
desinfección con una máquina que adquirieron conjuntamente, dos ve- 
ces al día realizan toma de temperatura y preguntan sobre algún sínto- 
ma a las personas alojadas. En los dos restantes solo se invita al lavado 
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de manos y a avisar si alguien tiene algún síntoma. A pesar de la pan- 
demia por la Covip-19 el flujo migratorio se ha mantenido constante, 
por ello, como medida de protección, en tres albergues disminuyeron 
el número de ingresos para reducir el riesgo de contagio y dispusieron 
un espacio para aislar posibles casos. En Alfa y Omega la persona en- 
trevistada indicó: “A partir del inicio de la cuarentena de CovID-19 no se 
han recibido nuevos ingresos de personas al albergue. Se encuentran en 
cuarentena extendida”. El albergue Hotel Migrante decidió no restringir 
los nuevos ingresos, argumentando que “no podemos dejar a las per- 
sonas en contexto de migración en situación de calle”, tampoco tiene 
un espacio acondicionado para casos posibles de COvID-19. Respecto 
a las salidas diarias, los cuatro albergues coinciden en que no pueden 
limitarlas, debido a que algunos salen por cuestiones de trabajo y por 
asuntos relacionados con sus trámites migratorios. 


Acciones de organizaciones en Mexicali 


La organización civil Médicos sin Fronteras instaló en Mexicali un con- 
sultorio para la atención médica primaria y psicológica durante 2017 
y 2018. Cuando este dejó de operar, a través de su sede en Tijuana 
comenzó a atender necesidades específicas, sobre todo las situaciones 
de emergencia por el aumento de flujos migratorios. Ante la pande- 
mia por Covip-19 distribuyó material informativo; suministró insumos 
de higiene como material, guantes, gel, jabón, lavamanos portátiles, 
implementos generales de limpieza e higiene; y realizó campañas in- 
formativas mediante la entrega de folletos, material para prevención y 
capacitaciones. 


La asociación civil Border Kindness tiene un consultorio ubicado en 
la zona centro de Mexicali donde presta atención médica a personas 
afectadas por la Covip-19 y hace seguimiento a mujeres embarazadas. 
Adicionalmente, gestiona tratamientos médicos y dentales que ellos no 
proporcionan en el consultorio; consigue donativos de ropa, materia- 
les escolares, artículos de higiene personal; y sirve como intermediaria 
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para la consecución de alojamiento. Todo esto dirigido a personas en 
contexto de migración. 


La olm despliega diferentes acciones: estudios en materia migratoria 
para la identificación de necesidades y propuestas de acciones; apoyo 
en traslados para personas que desean regresar al país de procedencia; 
información y asesoría sobre alojamiento y derechos de las personas 
retornadas cuando son devueltas por el gobierno de Estados Unidos; 
programas de capacitación para una mejor operación de los albergues 
que se encuentran a cargo de la sociedad civil; donaciones para equipar 
el lugar y aporte de materiales de limpieza y alimentos. Cuando comen- 
zÓ la pandemia por el CoviD-19 impartió cursos en línea para los encar- 
gados y personal de los albergues; entregó volantes, trípticos, carteles, 
materiales de limpieza, cloro, alcohol, gel antibacterial, mascarillas y 
algunos medicamentos; y carpas que acondicionaron como espacios 
para realizar filtros sanitarios y área de aislamiento. En la entrevista, un 
colaborador mencionó: “Se han donado muchos litros de gel antibac- 
terial, jabón líquido para manos, paracetamol, mascarillas, todo lo que 
implica un tema de respuesta COVID. ACNUR ha implementado la que 
llaman “respuesta wash”, que consistió en donar lavamanos portátiles 
a los diferentes albergues. 


Acciones de organizaciones en Valle Imperial 
Catholic Charities 


Esta organización benéfica provee hospedaje por tiempo limitado (has- 
ta seis meses); alimentos dos veces por semana de manera gratuita; 
materiales de higiene personal y actividades de esparcimiento. 


Dentro de la atención médica y psicológica ofrece servicios básicos, 
tales como recuperación, atención a embarazadas y curaciones diver- 
sas. Asimismo, proporciona acompañamiento y asesoría legal para la 
regularización de la estancia migratoria en EE. UU., asesoría jurídica en 
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casos de trata o secuestro, acompañamiento en procesos de denuncia, 
capacitación no formal en algún oficio y asesoría para la obtención de 
trabajo en servicios generales o conducción de camiones, por ejemplo. 


Dentro de las acciones de organización interna lleva un registro de per- 
sonas, que incluye el nombre completo y teléfono de contacto, gestiona 
recursos y donativos de manera permanente en compañías privadas, y 
como actividades de difusión usa volantes informativos. 


Minority Humanitarian Foundation 


Esta fundación brinda apoyo a las personas en contexto de migración 
que solicitan asilo en EE. UU. No proporciona hospedaje, pero a las 
personas que están en los albergues les dona productos básicos de uso 
diario, incluida ropa, cobijas, colchonetas, medicamentos y artículos de 
higiene personal. Adicionalmente, transporta a personas a los albergues 
para evitar la situación de calle. 


Directamente no ofrece atención médica ni psicológica, pero canaliza a 
quienes la requieran a la institución que pueda apoyarlos. Brinda acom- 
pañamiento y asesoría en procesos de reunificación, integración laboral 
y educativa, así como en colocación en viviendas. 


Los recursos para operar los obtiene por medio de campañas en línea a 
través de su página web. 


Discusión 

Tanto en México como en EE. UU. las organizaciones sociales actúan en 
las fronteras como primeros respondientes, ante las necesidades que 
implica la movilidad humana y el atrapamiento prolongado, y que pue- 


den llevar a situaciones que vulneren los derechos humanos de las 
personas en contexto de migración. 
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En México es evidente la falta de estrategias y protocolos para la opera- 
ción y atención de las personas en contexto de migración en los alber- 
gues. A raíz de la CovID-19 se han emitido recomendaciones, sin embar- 
go, el apoyo por parte de las instancias gubernamentales nacionales e 
internacionales, las asociaciones y fundaciones ha sido limitado. 


Los estragos y afectaciones a las organizaciones de la sociedad civil en 
México ya eran evidentes antes de la COviD-19. Como se mencionó, en 
el año 2018 se suspendió el Fondo de Apoyo a Migrantes, cuyos recur- 
sos eran utilizados para gastos de operación, con lo cual se incrementa- 
ron las condiciones de vulnerabilidad especialmente para las personas 
en contexto de migración. 


La actuación de las instituciones del Estado, además de necesaria, es 
urgente no solo en materia de políticas públicas, sino en mecanismos 
y programas que garanticen la protección de las personas en contexto 
de migración, y en apoyo, asistencia, integración y pleno respeto a los 
derechos humanos ante un escenario de incertidumbre, inestabilidad 
y vulneración atendido fundamentalmente por los albergues que los 
acogen. 


En el caso de las organizaciones del otro lado de la frontera mexicana, 
si bien existe una participación más evidente de las instituciones guber- 
namentales en la recepción y atención de las personas en contexto de 
migración, en el caso del Valle Imperial sigue siendo limitada debido a 
las características de la región misma, producto de no ser considerada 
lugar de destino sino de contención y tránsito. 


Es por ello que la actuación de las instituciones públicas es muy limi- 
tada tanto en acciones como en recursos. En Estados Unidos, en Valle 
Imperial California, sucede lo mismo que en Mexicali: la atención a 
estos flujos se deja a las organizaciones de la sociedad civil y a grupos 
religiosos, quienes deben desplegar estrategias propias para la obten- 
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ción de recursos que les permitan cumplir su propósito benéfico frente 
a las necesidades que enfrentan las personas en contexto de migración. 


La atención proporcionada por los organismos internacionales y de la 
sociedad civil es pronta y expedita, en la medida que satisface las nece- 
sidades a las que se enfrentan las personas migrantes en sus primeros 
meses de llegada y durante el periodo de espera o “atrapamiento”. Sin 
embargo, no puede desconocerse que en la mayoría de los casos se trata 
de una atención de tipo primario que, por tanto, no resuelve los casos 
de estancia permanente o la integración en el mediano y largo plazo. 
Incluso, algunas de ellas están orientadas a desincentivar el tránsito o 
la permanencia y a promover el retorno al país de destino, sin tomar 
en cuenta las causas que originaron que las personas lo abandonaran. 
En este último caso, se hace referencia concretamente a los programas 
de retorno asistido que promueve, en particular, uno de los organismos 
internacionales estudiados. 


En este contexto la atención migrante está destinada a brindar apoyo 
frente a las primeras necesidades al momento de arribar a las ciudades 
de tránsito, por ello en muy pocos casos se hace seguimiento a lo que 
sucede con las personas una vez abandonan los albergues e inician su 
vida en la ciudad que les sirve de estancia temporal y que muchas ve- 
ces, por consecuencia de los prolongados periodos de espera para poder 
solicitar y obtener asilo, debe acogerlos durante años. 


Reflexiones finales 


En México, la situación de abandono de las organizaciones de la so- 
ciedad civil por parte del gobierno federal y estatal no ocurrió como 
consecuencia de la pandemia. Según fuentes oficiales obedece a una 
política de austeridad del gobierno actual, que optó por recortar los 
recursos dirigidos a temas que ordinariamente eran atendidos por estos 
organismos con recursos públicos, uno de ellos es el de la migración. 
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En el caso de Baja California, las afectaciones iniciaron a principios del 
año 2019 y se agudizaron aún más con la llegada de las caravanas de 
migrantes centroamericanos, los migrantes en tránsito de otras nacio- 
nalidades y migrantes de retorno o deportados. Desde entonces estas 
organizaciones, a pesar de ser las primeras respondientes en materia de 
migración, han tenido que depender de donativos y aportes de organis- 
mos internacionales gubernamentales y no gubernamentales, fundacio- 
nes, instituciones académicas y población en general. 


La situación a raíz de la pandemia de Covip-19 no ha sido diferente. Los 
albergues que han dispuesto para alojamiento y atención de población 
migrante han carecido de atención gubernamental, incluso en necesida- 
des básicas como la implementación de protocolos y el abastecimiento 
de insumos. Como consecuencia, algunos han tenido que dejar de ope- 
rar temporalmente y otros han restringido su funcionamiento, a pesar 
de que los flujos migratorios no han disminuido. 


Estos albergues ya venían padeciendo los efectos de la falta de apoyo por 
parte del gobierno de México, solo que la crisis sanitaria generada por la 
Covip-19 les exigió acciones para su contención y prevención que, en 
buena parte, debieron sortear ellos mismos con los escasos recursos 
disponibles. La ayuda que reciben los albergues de estas organizacio- 
nes ha sido valiosa tanto para ellos como institución, como para la 
población migrante y la comunidad en general, aunque no suficiente 
para sobrevivir a los estragos de la pandemia. La participación de los 
organismos internacionales ha sido muy importante para la ciudad de 
Mexicali, a pesar de que su presencia es relativamente reciente. 


En el caso de Estados Unidos, concretamente el Valle Imperial, la situación 
no difiere en gran parte de lo que acontece en Mexicali. La atención a 
la población migrante está, en la mayoría de los casos, en manos de los 
organismos de la sociedad civil y de organizaciones religiosas, dado que 
las instituciones gubernamentales no han implementado programas ni 
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entidades con la capacidad suficiente para brindarle atención y menos 
ante el incremento del flujo migratorio, como corresponde al carác- 
ter de zona de contención y tránsito, más que un destino de estancia 
permanente. 


Claramente, se requiere del involucramiento y de un protagonismo co- 
laborativo de todos los actores, para implementar estrategias que con- 
tribuyan a una mejor atención a los diferentes flujos migratorios con 
sus características propias, no solo por los efectos derivados de la pan- 
demia, sino porque la migración es ya un fenómeno permanente que 
cada día aumenta, con los consiguientes efectos humanos, económicos, 
sociales y culturales. 
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Resumen: Las Casas de Justicia de Bogotá son un ejemplo de la manera en que las instituciones 
del Estado responden a las necesidades jurídicas de las personas migrantes. Esta atención se 
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vulnerability of this population increases and disproportionately affects people from Venezuela, 
being victims of forced recruitment, xenophobia, racism and intrafamily violence, among others. 


Key words: Migrants, Justices Houses, Justice Access, Access Barriers. 


Cómo citar este artículo: Alfonso-Camelo, Heyder (2023). Las Casas de Justicia de Bogotá ante la 
migración venezolana: acceso a la justicia y derechos de las personas migrantes. Revista Contro- 
versia, (220), 51-89. 


Fecha de recepción: 18 de julio de 2022. 
Fecha de aprobación: 19 de diciembre de 2022. 


Introducción 


l fenómeno migratorio de personas provenientes de Venezuela ha 

impactado a Colombia en años recientes. Este impacto ha interpe- 

lado las certezas institucionales y su capacidad para dar respues- 
ta a las necesidades de una población vulnerable en materia de salud 
(Fernández y Orozco, 2018), integración social (Bonilla y Hernández, 
2022), seguridad (López Díaz, 2019) y aspectos económicos (Galvis 
Molano et al., 2020), pues el país no había experimentado una ola mi- 
gratoria de tal magnitud. Antes bien, Colombia se había caracterizado 
por ser un país expulsor de nacionales como resultado de la violencia 
asociada al conflicto armado (Gómez Builes et al., 2008; Comisión de la 
Verdad, 2022), lo que implicó por años un reto en la respuesta humani- 
taria y social para países vecinos que se configuraron en receptores de 
colombianos como Venezuela, Ecuador y Perú. 


Resultado de las tensiones internas en Venezuela como consecuencia 
del menoscabo de las bases de su sistema democrático, paulatinamente 
se fue configurando un clima de inseguridad jurídica que hacía impro- 
bable la recuperación económica (Freitez, 2019, p. 37) y una ola migra- 
toria de sus ciudadanos se extendió por Sudamérica, teniendo fuertes 
repercusiones en Colombia a partir del año 2017. En este contexto, al 
ser países vecinos que han compartido una historia social, política y 
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fronteriza común, miles de nacionales venezolanos tomaron la decisión 
de dirigirse a Colombia para rehacer sus proyectos de vida, mientras 
que otros tantos encontraron en el país un lugar de tránsito. 


Esta migración evidenció una serie de tensiones. Por ejemplo, la vio- 
lencia contra migrantes! se ha agudizado desde el año 2017, de acuerdo 
con datos del Observatorio de Violencia del Instituto Nacional de Me- 
dicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF), entidad que registró para ese 
año 129 migrantes asesinados, mientras que para los años 2020, 2021 y 
2022 registró 812, 968 y 890? respectivamente (INMLCF, 2022). A la par, 
se reforzaron imaginarios estigmatizantes de las personas migrantes 
que los involucrarían en hechos de delincuencia en el país y que ex- 
plicarían el aumento en la percepción de inseguridad de los colombia- 
nos (El Tiempo, 2021), y se constituyeron una serie de escenarios que 
profundizaron su vulnerabilidad, como el reclutamiento por parte de 
grupos armados organizados ilegales (Ebus et al., 2022). 


En la capital del país la vulnerabilidad de la población migrante ve- 
nezolana es manifiesta. Bogotá es la ciudad en la que reside el mayor 
número de esta: 405 236 personas (Migración Colombia, 2022), pero 
también donde mayor victimización se registra, pues entre los años 
2017 y 2022 han muerto, de manera violenta, 503 migrantes (INMLCF, 
2022). A su vez, en Bogotá se implementan, por medio de las distintas 
Secretarías Distritales, una serie de rutas institucionales para dar res- 
puesta a las necesidades de la población migrante (Personería de Bogo- 
tá, 2020). Con todo, existe un desconocimiento en materia de acceso a 
la justicia y de la forma en que las instituciones del Estado despliegan 


1 En estas estadísticas se toman en cuenta los registros por homicidios con arma 
blanca, homicidios con arma de fuego, homicidios en riña y muertes violentas por 
Otras causas. 


2 El corte de la base de datos para el año 2022 se realizó en el mes de noviembre. 
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sus servicios para garantizar la satisfacción de las necesidades jurídicas 
de esta población y hacer frente a las vulnerabilidades que la aquejan. 


Por lo anterior, en la investigación que se expone en el presente artículo 
se buscó dar respuesta a la siguiente pregunta: ¿Cómo se han protegido 
los derechos de las personas migrantes en la ciudad de Bogotá, a través 
de las instituciones de justicia y resolución de conflictos? Para entender 
la manera en que se ha procurado garantizar el acceso a la justicia de 
las personas migrantes, se ha seleccionado a Bogotá por ser una ciudad 
receptora de referencia, dado que, como se anotó anteriormente, en ella 
reside el mayor número de personas provenientes de Venezuela?. Ade- 
más, para tener una lectura más acotada, se observó el trabajo de las 
Casas de Justicia como centros multiagenciales que procuran mejorar el 
acceso a la justicia de los ciudadanos y a las cuales han acudido las per- 
sonas migrantes. En Bogotá existen trece Casas de Justicia, de las cuales 
se seleccionaron tres, concretamente las que funcionan en las locali- 
dades de Los Mártires, Ciudad Bolívar y Usaquén, a las cuales se rea- 
lizaron visitas; se entrevistaron funcionarios públicos de las entidades 
señaladas más adelante en el apartado metodológico; además de una 
serie de conversaciones que se sostuvieron con organizaciones de la 
sociedad civil que trabajan con población migrante y con asociaciones 
de migrantes. 


El presente artículo se divide en cuatro secciones. En la primera se 
ofrece un panorama general de la migración a nivel nacional y, luego, 


3 El trabajo de campo y la recolección de información se realizó en el marco de una 
consultoría desarrollada en el segundo semestre del año 2021, cuyo objeto era 
“apoyar el desarrollo de la capacidad institucional de la Secretaría de Seguridad de 
Bogotá D. C. y fortalecer las Casas de Justicia del Distrito para aumentar el acceso 
a servicios de justicia de calidad para los migrantes, víctimas de violaciones de los 
derechos humanos como parte de la implementación del Objetivo 3 de ABA ROLI 
dentro del programa Conectando Caminos por los Derechos”. Agradezco al men- 
cionado programa por permitirme hacer uso de la información recolectada para la 
construcción del presente artículo. 
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la manera en que esta migración ha constituido a Bogotá en una de las 
ciudades que más recibe ciudadanos venezolanos. En la segunda se rea- 
liza un breve abordaje del acceso a la justicia en general y a las Casas 
de Justicia, en particular, para observar la manera en que estos centros 
multiagenciales se orientan hacia la garantía del acceso a la justicia y 
cómo han prestado servicio a la población migrante que acude a ellas. 
La tercera sección ofrece un diagnóstico de los servicios que las Casas 
de Justicia prestan a la población migrante, los conflictos por los que 
más acuden y las barreras de acceso a la justicia con las que se encuen- 
tran a diario. Por último, la cuarta sección contiene las conclusiones de 
la investigación. 


Un breve contexto en torno a la migración* 


Históricamente, la migración no ha tenido un peso significativo en la 
configuración sociodemográfica de Colombia. Salvo algunos picos re- 
gistrados hacia la década de los ochenta (Aliaga Sáez et al., 2020), la 
reciente ola de migración venezolana que ha llegado al país ha marcado 
una nueva tendencia a nivel nacional. Desde el año 2014 este fenómeno 
ha experimentado un crecimiento a lo largo de los últimos años, siendo 
el 2017 un parte aguas como resultado de la Asamblea Nacional Consti- 
tuyente de Venezuela, lo que trajo consigo un escenario de incertidum- 
bre entre la población del país. De acuerdo con las cifras de Migración 
Colombia, a febrero del año 2022 se registraron cerca de 2 500 000 
personas migrantes en Colombia, tal como lo muestra la ilustración 1. 


4 Alo largo del documento se hace referencia a la población migrante y refugiada. 
De acuerdo con las definiciones de Naciones Unidas (s.f.), se entiende por migrante 
“alguien que ha residido en un país extranjero durante más de un año independien- 
temente de las causas de su traslado, voluntario o involuntario, o de los medios uti- 
lizados, legales u otros” y como refugiados “las personas que se encuentran fuera 
de su país de origen por temor a la persecución, al conflicto, la violencia genera- 
lizada, u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público 
y, en consecuencia, requieren protección internacional”. https: //refugeesmigrants. 
un.org/es/definitions 
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Del total registrado, se tiene información que 333 806 son migrantes 
regulares, es decir, que han logrado llevar a cabo los trámites necesarios 
para estar legalmente en el país bajo la reglamentación expedida por el 
Estado colombiano. Por su parte, 1 231 675 se encuentran en proceso, 
en el marco del Estatuto Temporal de Protección, mientras que 295 038 
son personas en situación de migración irregular. 


Ilustración 1. Evolución histórica de la 
migración venezolana en Colombia 


2.477.588 


1.174.743 


Fuente: Migración Colombia (2022). 


A la par de este fenómeno, y como resultado de las condiciones so- 
ciales y políticas que ha sorteado Venezuela, hasta finales de 2021 al- 
rededor de 645 000 personas colombianas habían retornado a nuestro 
país (Centro de Derechos Humanos, 2022, p. 13). En los últimos años 
este fenómeno ha desencadenado una serie de desafíos para el Estado 
colombiano, profundizados aún más por la pandemia generada por la 
Covip-19 en el año 2020. Por supuesto, Bogotá, como distrito capital y 
principal centro administrativo del país, no ha estado exenta del fenó- 
meno migratorio de personas provenientes de Venezuela, incluyendo 
población migrante, refugiada y retornada. De hecho, del universo de 
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esta población en Colombia, en Bogotá residen 495 236 personas, lo 
que representa un 19.99 % (Migración Colombia, 2022). 


Si bien Migración Colombia no cuenta con cifras publicadas frente a la 
posible distribución de esta población en el Distrito Capital por locali- 
dades, informes de organismos de cooperación internacional y otras in- 
vestigaciones han realizado algunas estimaciones al respecto. En marzo 
de 2019, la Cruz Roja Colombiana, seccional Cundinamarca y Bogotá, 
hizo un análisis aproximado de la distribución poblacional de usuarios 
venezolanos conectados a Facebook en Bogotá, definidos por la red 
social como “personas que vivían en Venezuela y ahora viven en el ex- 
tranjero” (Cruz Roja Colombiana, 2019). El estudio identificó que la ma- 
yor concentración de población conectada se ubicaba en las localidades 
de Kennedy (9,2 %) y Engativá (6,8%), con una densidad entre 19 001 
y 35 000 personas, seguidas por las localidades de Los Mártires (5 %), 
Bosa (4,2 %), Suba (3,9 %) y un segmento de La Candelaria (3,7 %), 
con una densidad entre 12 001 y 19 000 personas. 


Estas cifras coinciden parcialmente con las estimaciones realizadas por 
la Personería de Bogotá, D. C. con el apoyo de ACNUR (2020), publicadas 
en el informe “Situación de las personas provenientes de Venezuela en 
Bogotá D. C.” frente a la distribución local de la población de naciona- 
lidad venezolana que acudió a la entidad entre 2018 y 2019. De acuerdo 
con el citado informe, la población refugiada, migrante y retornada que 
acudió a la entidad y que fue encuestada, reside en mayor proporción 
en las localidades de Kennedy y Suba, seguidas de Bosa y Engativá, y 
con menor frecuencia en las demás localidades. 


Se evidenció una tendencia de esta población al asentamiento en la pe- 
riferia occidental de la ciudad, es decir, en Suba, Engativá, Fontibón y 
Kennedy, pues el 46.71 % habita en dichas localidades. Por su parte, el 
28.37 % de la población que acudió a la Personería de Bogotá D. C. vive 
en la zona sur de la ciudad (Bosa, Ciudad Bolívar, Rafael Uribe Uribe, 
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Usme, San Cristóbal y Tunjuelito). En este sentido, es válido plantear 
que el 75 % de la población refugiada, migrante y retornada que acude 
a la entidad habita en la zona suroccidental bogotana (Personería de 
Bogotá, 2020). 


Vulneración de los derechos de la población 
migrante y refugiada venezolana 


El aumento exponencial de la población migrante y refugiada venezo- 
lana en Colombia, junto con los altos índices de migración irregular 
en los que se produce, han constituido escenarios de vulnerabilidad 
social y económica, entre otras, que se traducen en la violación de sus 
derechos humanos por razones de pobreza, racismo o xenofobia, por 
citar algunas. Por ejemplo, entre los años 2017 y 2022, un total de 3376 
migrantes tuvieron una muerte violenta en Colombia (INMLCF, 2022), 
y a lo largo del primer semestre del año 2021 fueron asesinados 362 
migrantes, en su mayoría hombres. Además, entre 2015 y 2020, más de 
2300 personas de nacionalidad venezolana fueron víctimas de delitos 
sexuales, el 71 % de estas menores de 18 años (El Tiempo, 2021). Las 
vulneraciones y violaciones a los derechos humanos de la población 
migrante es multicausal, donde una serie de factores estructurales y 
coyunturales se conjugan para que se produzcan. 


En este sentido, se identifican al menos dos explicaciones que aportan 
elementos analíticos para comprender las afectaciones de las cuales 
son víctimas. En primer lugar, la vulnerabilidad de la población ve- 
nezolana migrante, refugiada y retornada puede ser entendida porque 
algunos territorios a los que llegan se caracterizan por la desprotección 
y la pobreza, y deben hacer frente a dinámicas de explotación y abu- 
so, competencia por escasez de recursos y servicios, estigmatización 
generalizada y/o xenofobia (CODHEs, 2020, p. 24). Esto produce vulne- 
rabilidad, por cuanto no son tratados como personas con necesidad de 
protección internacional, y muchos de ellos, al detentar una situación 
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migratoria irregular, se abstienen de acudir a las autoridades para de- 
nunciar o para acceder a mecanismos de justicia por miedo, entre otros, 
a ser deportados. 


En segundo lugar, la vulneración puede ser explicada por las condi- 
ciones de violencia de los territorios de acogida donde la población 
migrante, refugiada y retornada ha buscado establecerse. En efecto, en 
la mayoría de territorios de acogida hay manifestaciones de la delin- 
cuencia común, del crimen organizado o del conflicto armado, o de 
las tres al mismo tiempo (Consultoría para los Derechos Humanos y el 
Desplazamiento (Codhes, 2020, p. 29)). El contexto de acogida puede 
incidir en la existencia de homicidios, robos, ajustes de cuentas en los 
que se encuentran involucrados y son víctimas los migrantes. 


De lo anterior se desprende que, en Colombia, la población migrante, 
refugiada y retornada sufre la vulneración de sus derechos humanos 
al menos por seis hechos”, a saber: (i) homicidios; (ii) amenazas; (iii) 
reclutamiento forzado; (iv) delitos sexuales; (v) desaparición forzada; y 
(vi) desplazamiento forzado interno (CODHEs, 2021). Cada uno de estos 
hechos afecta la integridad de las personas, su dignidad y la posibilidad 
de reconstruir un tejido comunitario en los lugares de acogida. Así lo 
muestra la tabla 1. 


Aunado a los anteriores hechos, el contexto de conflicto armado en el 
que se encuentran algunos territorios del país profundiza las condicio- 
nes de vulnerabilidad de la población migrante y retornada que en ellos 
se ubica, pues las dinámicas que despliegan los actores allí presentes 
generan afectaciones a los derechos de estas personas. 


5 Estas seis violaciones a los derechos humanos son una muestra de la violencia 
directa a la que está expuesta la población migrante. Es importante aclarar que no 
excluye otras violaciones estructurales como, por ejemplo, en materia de salud, 
vivienda o educación. 
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Tabla 1. Hechos violentos contra población 
migrante y refugiada venezolana 


Hechos violentos Caracterización 


Entre agosto de 2015 y agosto de 2020, un total de 1770 per- 
sonas de nacionalidad venezolana fueron víctimas directas de 


Ln homicidio en Colombia. De acuerdo a la tasa poblacional de 
Homicidio : oe a 
migrantes venezolanos en 2019, la tasa de homicidios ese año 
fue de 34,72, superior a la tasa de homicidios en Colombia, que 
fue de 25,055. 
Las amenazas de muerte han llevado, en algunos casos, a 
Amenazas líderes sociales y trabajadores de organizaciones defensoras de 
población venezolana a salir forzosamente del país. 
, Buena parte de las víctimas de esta práctica son niños, niñas 
Reclutamiento 
forzado 


y adolescentes incorporados en zonas fronterizas por grupos 
criminales, lo que se profundizó en el marco de la pandemia. 


La violencia hacia la mujer venezolana en Colombia es el 
resultado de la grave situación de las violencias patriarcales que 
Delitos sexuales afectan a las mujeres en el país, en este caso extendidas hacia 
un nuevo grupo poblacional que llega con mayores vulnerabili- 
dades: las mujeres refugiadas y migrantes venezolanas. 


Desde 2015 hasta agosto de 2020 han sido dadas por desapareci- 
Desaparición das 836 personas de nacionalidad venezolana en Colombia, en 
forzada hechos que se asocian a tráfico de migrantes, trata de personas, 
economías ilícitas, entre otros. 


Los casos de este tipo de desplazamiento muestran que los 
migrantes venezolanos son víctimas de una doble expulsión: pri- 
Desplazamiento mero, cuando escapan de la situación política y socioeconómica 
forzado interno. | de su país; luego, cuando por amenazas u otras manifestaciones 
de violencia de las que son víctimas huyen a otros territorios de 
Colombia o a países vecinos. 


Fuente: CODHES (2021). 
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Además, la pandemia mundial de CovipD-19 profundizó las condiciones 
de vulnerabilidad en las que se encuentran inmersas. Conforme a la 
Evaluación Conjunta de Necesidades realizada en el año 2020, el 60 % 
de los hogares declara tener una fuente de ingresos procedente de un 
empleo, en comparación con el 86 % de antes de la declaración de la 
pandemia. El 69 % de las personas encuestadas señaló que se había 
visto privado de al menos una comida al día de las tres necesarias, con 
el 60 % de los hogares comiendo dos veces al día y el 9 % comiendo 
solo una vez; el 42 % de los hogares encuestados declaró haber tenido 
que pedir dinero en la calle (R4V. Plataforma de Coordinación Intera- 
gencial para Refugiados y Migrantes de Venezuela, 2021). 


En Bogotá, D. C., la población migrante, refugiada y retornada es vícti- 
ma de estas violaciones de derechos. Por ejemplo, en la capital se regis- 
tran hechos relacionados con discriminación por nacionalidad, que se 
traducen en amenazas e intimidaciones, violencia física, acoso sexual 
y abuso de autoridad (Personería de Bogotá, 2020, p. 77). Además de 
esto, se ha encontrado que la vulnerabilidad afecta sus posibilidades 
de acceder a servicios legales y de justicia, como por ejemplo, llevar a 
cabo los trámites de solicitud de asilo por desconocimiento y miedo a 
ser deportados, o generar denuncias por los riesgos de explotación a los 
que están expuestos en materia sexual, servilismo, trabajos forzados o 
matrimonio servil. 


Así las cosas, en el distrito de Bogotá confluyen una serie de factores es- 
tructurales que afectan a la población migrante, refugiada y retornada, 
los cuales se refuerzan con las particularidades de las localidades que 
lo conforman y que acrecientan la vulnerabilidad de las personas. De 
hecho, en el año 2019 la Defensoría del Pueblo emitió una alerta tem- 
prana para cuatro localidades de la ciudad —Santa Fe, La Candelaria, 
Los Mártires y Puente Aranda—, en la que advertía el riesgo que corrían 
allí las personas migrantes y retornadas de Venezuela. En dicha alerta 
se sostiene que, dada la vulnerabilidad con la que cuentan al ingresar 
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al país, suelen llegar a alguna de estas localidades, donde quedan in- 
mersas en dinámicas en las que predominan las actividades sexuales 
en contextos de trabajo sexual, mendicidad y criminalidad relacionada 
con el tráfico de estupefacientes, en el marco del accionar de las Auto- 
defensas Gaitanistas de Colombia. Estas vulneraciones se registran para 
las personas migrantes y refugiadas, pero también para las retornadas. 


Ante esto, en el año 2019 la Defensoría del Pueblo, por medio del Sis- 
tema de Alertas Tempranas, publicó las alertas tempranas 023 y 046 
donde pone en evidencia el escenario de riesgo y vulnerabilidad de la 
población migrante. Llama la atención al Estado para que se adelanten 
acciones de prevención en las comunidades para evitar la vinculación, 
uso o reclutamiento de la población venezolana a las diversas diná- 
micas del conflicto armado o la criminalidad, así como tener presente 
acciones de recuperación temprana para que las comunidades logren 
ir, poco a poco, saliendo de la extrema vulnerabilidad, “ya que en la 
medida que sus vulnerabilidades sigan presentes seguirán estando en 
riesgo de ser vinculados a dinámicas ilícitas” (Personería de Bogotá, 
2020, p. 81). 


La vulnerabilidad ha sido registrada por diversas fuentes. Por ejemplo, 
en medios de comunicación se ha evidenciado la instrumentalización 
de personas provenientes de Venezuela en economías ilícitas, lo que 
facilita la cooptación y el reclutamiento para el expendio de drogas, el 
cobro de extorsiones y el sicariato. “Ellos son desechables; se pueden 
eliminar y reemplazar”, dice el jefe de [una] banda. En una tremenda 
competencia, como soldados baratos, los migrantes han tenido que en- 
frentarse entre ellos para ganarse el puesto y la confianza de sus jefes 
colombianos. “El que no sirve, se muere”, afirma el líder de una de esas 
bandas (Ebus et al., 2022). 


Los elementos descritos ofrecen un breve, pero disiente panorama de 
las condiciones de vulnerabilidad de la población migrante, refugiada y 
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retornada en el país y, particularmente, en el distrito de Bogotá. Si bien 
en la capital se han desplegado una serie de rutas para ofrecer atención 
en diferentes campos*, el derecho al acceso a la justicia no ha tenido 
la atención necesaria para entender qué dinámicas se desarrollan al- 
rededor de este. Por tanto, las Casas de Justicia son una oportunidad 
para comenzar un acercamiento analítico en términos de fortalezas, 
limitaciones y propuestas para mejorar el servicio que actualmente se 
les está prestando. 


Acceso a la justicia a través de las Casas de Justicia 


Al hablar de acceso a la justicia se hace referencia al derecho que tiene 


toda persona o grupo de personas, sin discriminación alguna, a que existan 
mecanismos adecuados y sencillos del sistema de justicia para la resolu- 
ción de necesidades jurídicas, y sobre las cuales se adopte una decisión 
mínimamente satisfactoria, oportuna y a la que se le dé cumplimiento. (La 
Rota et al., 2014, p. 31). 


Siguiendo esta definición, existen tres elementos relevantes para hablar 
de acceso a la justicia: un conflicto, un mecanismo y una decisión. El 
primero de ellos, el conflicto, se refiere a la existencia de una necesi- 
dad jurídica que tiene un ciudadano, o un grupo de ciudadanos, y que 
puede vulnerar alguno de sus derechos. El segundo elemento, el meca- 
nismo, exige que existan canales institucionales dispuestos, sean estos 
formales o no, para que se puedan tramitar las necesidades jurídicas y 
se protejan los derechos de las partes involucradas. El tercer elemento 
es la decisión, la cual implica una suerte de cierre, de resolución de la 
necesidad jurídica que, además de ser proferida, debe ser cumplida por 
las partes. 


6 Para profundizar en las demás rutas desplegadas en la capital, consultar Personería 
de Bogotá (2020). 
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Ahora, en Colombia existe un marco normativo e institucional orien- 
tado a garantizar el acceso a la justicia de los ciudadanos conforme a 
lo establecido en la Constitución Política de 1991. Entre las figuras dis- 
puestas para ofrecer servicios y respuestas a las necesidades jurídicas 
se encuentran las Casas de Justicia, las cuales fueron creadas como una 
figura que permitiera acercar los servicios de justicia al ciudadano y, a 
la vez, descongestionar el sistema de justicia formal”. En el año 1995 se 
establecieron las dos primeras Casas de Justicia en el país, una de ellas 
ubicada en Bogotá, D. C., en la localidad de Ciudad Bolívar, y la otra en 
Cali, en el barrio Siloé. 


De acuerdo al Decreto 1477 de 2000, por el cual se adopta el Programa 
Nacional de Casas de Justicia (PNCJ), estas se caracterizan por ser 


centros multiagenciales de información, orientación, referencia y presta- 
ción de servicios de resolución de conflictos, donde se aplican y ejecutan 
mecanismos de justicia formal y no formal. Con ellas se pretende acercar 
la justicia al ciudadano orientándolo sobre sus derechos, previniendo el de- 
lito, luchando contra la impunidad, facilitándole el uso de los servicios de 
justicia formal y promocionando la utilización de mecanismos alternativos 
de resolución de conflictos. (Art. 2). 


De lo anterior se deduce que este Programa se sustenta en la necesidad 
de acercar la justicia al ciudadano, especialmente a la población ubi- 
cada en las zonas o áreas con altos índices de vulnerabilidad, conflic- 
tividad comunitaria, marginalidad económica y social, y en donde la 
presencia institucional del Estado para la administración de justicia es 
reducida. La iniciativa de crear estos centros multiagenciales estuvo, y 


7 Las Casas de Justicia se constituyeron en el país en el año 1995, mediante el 
Acuerdo Institucional O de 1995 Nivel Nacional o “Acuerdo local para la organi- 
zación y funcionamiento de la Casa de Justicia de Ciudad Bolívar en Santa Fe de 
Bogotá”. Luego de ello, el Decreto 1477 de 2000 creó el marco normativo en el cual 
se ubica el Programa Nacional de Casas de Justicia. 
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está, orientada a superar los límites para acceder a la justicia que im- 
piden la garantía plena de derechos de los ciudadanos, de las cuales se 
han identificado, al menos, cinco de estas (Buitrago et al., 2009): 


- — Lejanía de las instituciones de justicia: para las personas que habi- 
tan en lugares apartados de los sitios donde se administra justicia O 
donde se aplican formas de justicia alternativa hay mayor dificultad 
de acceder al servicio. La lejanía y las barreras de tipo geográfico 
son evidentes en el bajo nivel de acceso. 


- Desconocimiento sobre qué hacer cuando se presenta un conflic- 
to: se refiere a las deficiencias en el conocimiento de los procedi- 
mientos y de las instancias judiciales por parte de los usuarios, así 
como el desconocimiento acerca de sus derechos y de la ley cuando 
son víctimas de un delito o una contravención. 


- Altos costos: hace referencia a los costos involucrados en un pro- 
ceso, como los pagos que deben hacerse por honorarios de aboga- 
dos para obtener asesoría legal, las costas judiciales, los gastos de 
desplazamiento. Es un hecho que la población con menos recursos 
económicos tiene limitaciones que le dificultan recurrir o contar con 
una asesoría adecuada y esto hace que la justicia sea proporcional- 
mente más cara para aquellos grupos sociales con menores recursos, 
generando barreras económicas en el acceso al servicio. 


- Falta de confianza en las instituciones: se relaciona con la actitud 
de desconfianza de los distintos grupos sociales hacia la administra- 
ción de justicia, no sin cierto grado de razón, que en muchos casos 
lleva a la típica frase “la justicia es para los de ruana”. También el 
formalismo y el excesivo ritualismo para administrar justicia consti- 
tuyen un factor de desistimiento en el acceso a la justicia. 
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- Poca oferta del servicio de justicia en sitios de alta conflictivi- 
dad - Prioridad de determinadas normas: precisamente donde es 
más urgente la promoción de patrones de convivencia y del propio 
acceso a la justicia es en los lugares donde tiene asentamiento la 
población que experimenta marginalidad y alta conflictividad, y es 
allí donde se presenta la reducción o simplemente la nulidad en la 
prestación de todo tipo de servicios. De otra parte, el traslado de 
recurso humano de las entidades que prestan servicios de justicia 
para atender otros aspectos normativos, en algunas ocasiones gene- 
ra descuido de la oferta de justicia a la comunidad. 


- La denuncia de violencias basadas en género en este tipo de espa- 
cios es de las más frecuentes, incluyendo manifestaciones como la 
violencia intrafamiliar. Sin embargo, debido a barreras identificadas 
como la impunidad y la revictimización, disminuye el acceso de 
víctimas de este tipo de violencias. 


A partir de la implementación del PNCJ en el año 1994, con las dos pri- 
meras Casas de Justicia en el país —en Ciudad Bolívar en Bogotá y Siloé 
en Cali—, este ha tenido una expansión sostenida en el tiempo, lo que 
ha llevado a la creación de nuevas Casas de Justicia en diferentes mu- 
nicipios del territorio nacional. La cooperación internacional, particu- 
larmente la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional 
(USAID por sus siglas en inglés), ha sido determinante para el desarrollo 
del PNCJ. Desde el inicio, a través de recursos dirigidos al Ministerio de 
Justicia y del Derecho apoyó el funcionamiento de las Casas de Justi- 
cia; y desde los operadores de justicia ha promovido el fortalecimiento 
de su capacidad funcional al igual que su expansión, como en el año 
2006 cuando se planteó la apertura de Casas de Justicia regionales con 
un centro institucional fuerte y sedes anexas en municipalidades más 
pequeñas —ejemplo de ello son el Sur del Tolima y el Bajo Cauca Antio- 
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queñoé—. La creciente apropiación del Programa por parte del gobierno 
nacional y de gobiernos locales ha permitido su crecimiento. De acuer- 
do a los datos del Ministerio de Justicia y del Derecho, en la actualidad 
existen 114 Casas de Justicia en el país, de las cuales 13 se encuentran 
en Bogotá, D. C. (Secretaría de Seguridad, Convivencia y Justicia, s. f.). 


Ahora bien, de lo anterior se desprende que el PNCJ fue creado y se ha 
consolidado como una herramienta del Estado colombiano para que 
las comunidades con mayores vulnerabilidades —quienes usualmente 
residen en entornos caracterizados por tener manifiestas necesidades 
socioeconómicas y jurídicas— puedan acceder a la justicia. 


En este orden de ideas, conforme a sus objetivos, las Casas de Justicia 
acercan los servicios de justicia a las comunidades de escasos recursos; 
ofrecen asesoría de acuerdo a la conflictividad, por medio de las insti- 
tuciones que las componen; contribuyen al reconocimiento de la ley y 
la justicia por parte de la ciudadanía; brindan servicios gratuitos lega- 
les; promueven un sistema ágil y coordinado de prestación de servicios 
de justicia; y proporcionan una oferta integral en materia de justicia a 
través de la articulación institucional (Secretaría de Seguridad, Convi- 
vencia y Justicia, s. f.). 


Para llevar a cabo esta labor, el PNCJ plantea la confluencia de la oferta 
de servicios de justicia formal y no formal en un mismo espacio. La 
idea, en general, es que los ciudadanos puedan encontrar en las Casas 
de Justicia una respuesta integral a sus necesidades jurídicas, a través de 
la presencia en ellas de una serie de instituciones del orden nacional 
y municipal que funcionan articuladamente, tal como lo muestra la 
ilustración 2. 


8 Para profundizar en esta temática, véase Agencia de Estados Unidos para el Desa- 
rrollo Internacional (2012). 
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Ilustración 2. Oferta institucional de las Casas de Justicia 


GRÁFICO DE ENTIDADES 
INSTITUCIONES DEL ENTIDADES DEL 
ORDEN MUNICIPAL ORDEN NACIONAL 
Comisaría de Familia- . ¿"Fiscalía local y dependencias asociadas (CAIVAS, CAVIF, CAPIV 
>e e punto de recepción de denuncias 
Inspección de policía- d --- “Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Oficina de asuntos étnicos -.. . AA .---Ministerio de Trabajo 
Personería Municipal- = -.. --- Defensoría del pueblo 
Enlace a víctimas- - -- — - «Instituto Colombiano de Medicina legal 
Oficina de desarrollo comunitario--” zm _ "*= «Registraduría Nacional del Estado Civil 
parados zu 3 Policía nacional ( recepción de denuncia, 
Pp», Información a programas preventivos y MASC) 
Conciliadores en equidad -” sl E E A para la atención y reparación integral 
Centro de conciliación en Derecho - Público +,” E ita 


y 

, y 
N 
4 
' 


“agencia Colombiana la reincorporación e integració 
Consultorio Jurídico - Universidades”. e REE ad Pe 3 


Departamento Administrativo para la Prosperidad Social a traves de la 
Unidad administrativa para la consolidación territorial 


Fuente: Ministerio de Justicia y del Derecho. https://www.minjusticia.gov.co/ 
programas-co/casas-de-justicia/Paginas/casas.aspx Recuperado enero 24 de 2023. 


Como se observa en el gráfico de entidades, en las Casas de Justicia 
coinciden instituciones del orden nacional, municipal y comunitario. 
Así, se plantean formas de atención que abordan elementos de justicia 
y de resolución de conflictos que afectan a la ciudadanía, con miras a 
garantizar una atención integral de las conflictividades que la aquejan: 


La confluencia interinstitucional tiene ventajas. Por ejemplo, promueve la 
concentración de oferta de servicios para el ciudadano y evita su despla- 
zamiento a diversas instituciones, que implica un aumento de costos y 
pérdida de tiempo. También, cuando existe una coordinación efectiva, pro- 
mueve la colaboración conjunta de las entidades representadas en la casa 


para diseñar estrategias de prevención de la conflictividad social, familiar 
y comunitaria. (García Villegas et al., 2015, p. 98). 
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A pesar de su valiosa labor, el PNCJ tiene limitaciones que pueden afec- 
tar la prestación del servicio de justicia y resolución de conflictos a 
los ciudadanos. Un estudio llevado a cabo por García Villegas et al. 
(2015) identifica al menos cuatro limitantes en las Casas de Justicia: 1. 
La baja capacidad administrativa para coordinar y articular de manera 
real el trabajo que les exige su condición de espacio de confluencia 
institucional; 2. El desconocimiento global del presupuesto, dado que 
cada institución tiene un manejo independiente de este, lo que dificulta 
relacionar cantidad de recursos invertidos versus casos atendidos; 3. 
El personal responde funcionalmente a su propia institución, por ello, 
si no hay acuerdos de confluencia mínima, es difícil generar cohesión 
en la prestación de los servicios; y 4. Es difícil establecer un modelo de 
gestión adecuado que permita la articulación de los servicios y el segui- 
miento a la labor de todas las instituciones que hacen presencia en ellas. 


Con todo, las Casas de Justicia se han convertido en un referente para 
las comunidades, ya que acuden a ellas buscando soluciones a las con- 
flictividades que afectan la convivencia o la seguridad de sus barrios o 
municipios. También, como se verá a continuación, han servido como 
una herramienta de acceso a la justicia y de resolución de conflictos en 
el marco de la migración poblacional que ha experimentado Colombia 
en los últimos años. 


Aproximación metodológica 


Para dar respuesta a la pregunta que motivó la investigación objeto de 
este artículo se optó por una metodología de orientación cualitativa, la 
cual se basa en una etnografía burocrática. Tal como lo señalan Jara- 
millo y Buchely (2019), este tipo de etnografía permite la observación 
directa de la interacción que se produce entre las burocracias y los ciu- 
dadanos; entre los funcionarios públicos vinculados a una entidad; y 
entre los funcionarios, los ciudadanos y los documentos. Así las cosas, 
se planteó en esencia obtener información acerca del acceso a la justicia 
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a través de dos fuentes: los funcionarios que trabajan en las Casas de 
Justicia y la población migrante. Ambas permitieron abordar las inte- 
racciones entre la oferta institucional y las necesidades jurídicas de la 
ciudadanía. 


Al efecto se seleccionaron las Casas de Justicia que operan en las loca- 
lidades de Ciudad Bolívar, Los Mártires y Usaquén, teniendo en cuenta 
los siguientes criterios: 1. Número de atención presencial de población 
migrante, refugiada y retornada dentro de los registros del Sistema de In- 
formación de Casas de Justicia (SICAS) y de la atención virtual; 2. Ubica- 
ción en sectores donde la Administración Distrital ha identificado asen- 
tamientos o alto flujo de población migrante, refugiada y retornada; 3. 
Presencia de oferta institucional definida en el marco del PNCJ; y 4. Expe- 
riencias de atención virtual a la ciudadanía en el marco de la pandemia. 


Las visitas y entrevistas realizadas para esta investigación fueron reali- 
zadas en el segundo semestre de 2021 de la siguiente manera: (i) Casa 
de Justicia de Los Mártires (10 de agosto: Referente de la Casa de Justi- 
cia, Unidad de Mediación, Secretaría de la Mujer, Centro de Recepción 
e Información (CRI), Recepción); (ii) Casa de Justicia de Ciudad Bolívar 
(18 de agosto: Referente de la Casa de Justicia, Unidad de Mediación, 
CRI); (iii) Casa de Justicia de Usaquén (3 de septiembre: Referente de 
la Casa de Justicia, CRI, Asuntos de Código de Policía y Preventivos); 
(iv) Reunión con organizaciones venezolanas en Colombia, convocada 
por CODHES-CCD (6 de septiembre); (v) Reunión con referentes locales 
de Casas de Justicia de Bogotá, D. C. (30 de agosto); (vi) Reunión con 
operadores Casa de Justicia de Ciudad Bolívar (24 de agosto); (vii) Reu- 
nión con el International Institute on Race, Equality and Human Rights 
(2 de septiembre). 


La información recolectada fue sistematizada en torno a las variables 


conflictividad, necesidades jurídicas insatisfechas y acceso a la justicia. 
Esto permitió identificar las dinámicas de conflictividad por las cuales 
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acude la población migrante a las Casas de Justicia, pero también la 
manera en que, conforme a las instituciones presentes, se ofrecen ser- 
vicios O se realizan remisiones a otras instituciones competentes. Por 
último, la información evidenció barreras en el acceso a la justicia que 
afectan la protección de los derechos de los migrantes. 


Población migrante, acceso a la justicia 
y Casas de Justicia 


Las Casas de Justicia de Bogotá han venido ofreciendo servicios de 
justicia y resolución de conflictos a la población migrante y retornada. 
Entre los años 2019 y 2021 reportaron la atención de 3082 usuarios que 
se identificaron con cédula de extranjería o con la cédula expedida en 
su país de origen. Tal como lo muestra la ilustración 3, el año 2019 es 
el que presenta mayores registros de atención, seguido por una notable 
reducción en el año 2020, justamente en el marco del confinamiento 
nacional y distrital decretado como consecuencia de la pandemia de 
Covip-19. 


Dustración 3. Usuarios migrantes reportados en 
Casas de Justicia de Bogotá 2019 - 2021 


E 1920 


p 816 


r 346 


Lo | 


Año 2019 Año 2020 Año 2021 


Fuente: Sistema de Información de Casas de Justicia 2019-2021. 
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En el marco de la atención que han venido prestando las Casas de Jus- 
ticia en Bogotá, D. C., no todas registran la misma cantidad de solicitu- 
des por parte de la población migrante. En la ilustración 4 se observa 
que, de las trece Casas de Justicia que hay en la capital, las de Ciudad 
Bolívar, Bosa y Usaquén concentran la mayoría de las solicitudes en el 
periodo referido. 


INustración 4. Atención a población migrante 
registrada por Casa de Justicia en Bogotá 


458 


CJ Barrios Unidos 
CJ Bosa 

CJ Chapinero 

CJ Ciudad Bolívar 
CJ Engativa 

CJ Fontibón 

CJ Kennedy 

CJ Mártires 

CJ San Cristóbal 

CJ Suba Ciudad Jardín 
CJ Suba La Campiña 
CJ Suba Pontevedra 
CJ Usaquén 

CJ Usme 


Fuente: Sistema de Información de Casas de Justicia 2019-2021. 


Estas cifras generales de atención en Bogotá arrojan al menos dos he- 
chos que deben ser resaltados. El primero, como se ha anotado, es que 
las Casas de Justicia han venido atendiendo a la población migrante 
y retornada que llega solicitando algún tipo de servicio de justicia o 
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resolución de conflictos. El segundo, es que buena parte de la atención 
se concentra en localidades que tienen altos índices de necesidades 
insatisfechas, caracterizadas por la desigualdad y la vulnerabilidad en 
el acceso a bienes y servicios”. Ahora bien, al observar con mayor de- 
tenimiento la atención en las tres Casas de Justicia seleccionadas, se 
encuentran elementos relevantes para el análisis como los siguientes. 


Asuntos de consulta de la población migrante, 
refugiada y retornada en las Casas de Justicia 


Al indagar por los asuntos que llegan a las Casas de Justicia seleccio- 
nadas para la presente investigación y que involucran a la población 
migrante y retornada particularmente proveniente de Venezuela, se en- 
cuentran al menos tres conflictividades que son recurrentes: arrenda- 
miento, violencia intrafamiliar y conflictos laborales. Además de estas 
existen otras que vale la pena anotar, como por ejemplo, amenazas y 
conflictos entre vecinos. Vayamos por partes y veamos las dinámicas 
que encierran estas conflictividades. 


El conflicto que atendieron con mayor frecuencia las tres Casas de Jus- 
ticia fue el relacionado con asuntos de arrendamiento. Este involucra 
el no pago o las dificultades para hacerlo de la población migrante y 
retornada, lo que frecuentemente la lleva a un pagadiario'. Este con- 
flicto se agudizó en el marco de la pandemia de CoviD-19, tal como 
lo relataron en la Unidad de Mediación de la Casa de Justicia de Los 


9 Porcentaje de personas con necesidades básicas insatisfechas (nbi) por localidad: 
Ciudad Bolívar (14.5 %), Kennedy (14,17 %), Bosa (11.69 %) y Suba (9.90 %). El 
75 % de las personas en la ciudad con nbi se concentra en siete localidades: Ciudad 
Bolívar, Kennedy, Bosa, Suba, Usme, Rafael Uribe Uribe y San Cristóbal (Secretaría 
Distrital de Planeación, s. f., p. 3). 

10 Residencias u hoteles que ofrecen habitaciones o pequeños apartamentos en los 
que sus residentes pagan cada día el derecho a dormir o vivir allí. Por ejemplo, en 
Bogotá, el valor de una habitación diaria puede rondar entre los $10 000 y $25 000. 
Allí suelen vivir muchas personas en condiciones de hacinamiento (Sánchez, 2021). 
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Mártires: “Muchos conflictos que llegan son por arrendamiento, y se 
han incrementado, entonces, vienen quienes arriendan porque van a 
ser evacuados, lo que profundiza la situación. Hay pagadiarios desde 
$5000 a $10 000 la noche”. 


En las Casas de Justicia de Ciudad Bolívar y Usaquén también se repor- 
tó que buena parte de la conflictividad está relacionada con este hecho. 
Esto implica que se atienden temas de arriendo e incumplimiento de pa- 
gos en los que están involucradas personas migrantes. Según las narra- 
ciones, buena parte de estos conflictos involucran a una persona nacio- 
nal (arrendataria) y otra u otras personas migrantes (arrendadora(s)). 


El conflicto que le sigue hace referencia a la violencia intrafamiliar. 
Aquí existe una serie de elementos que deben ser anotados. En las tres 
Casas de Justicia en las que se adelantó el trabajo de campo se habló de 
la violencia intrafamiliar como una categoría amplia que engloba una 
serie de conflictividades que abarca diversos hechos, entre los que se 
encuentran, conforme a las narraciones registradas, los siguientes: 


1. Conflictos y violencia entre parejas: en estos se encuentran involu- 
cradas usualmente una persona colombiana y una migrante, o dos 
personas migrantes, y están principalmente relacionados con convi- 
vencia y hechos de violencia. 


2. Custodia de menores de edad y regulación de cuota de alimentos: la 
mayoría de los conflictos giran en torno a estas dos situaciones que 
involucran parejas de migrantes o parejas constituidas por una per- 
sona migrante y una colombiana. Tal como lo narró la profesional 
de la Secretaría de la Mujer de la Casa de Justicia de Los Mártires: 
“[Aquí] se hacen remisiones [...] de cada 10 mujeres, 2 son migran- 
tes que vienen por temas de custodia, porque la institucionalidad de 
menores se lleva al hijo. El resto son orientaciones”. 
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3. Violencia basada en género: en la mayoría de ocasiones esta es ejer- 
cida contra la mujer migrante venezolana por parte de su pareja. 
También se encuentran acciones de proxenetismo que, eventual- 
mente, llegan a ser conocidas por las instituciones". 


El tercer conflicto que más se atiende en las Casas de Justicia está rela- 
cionado con temas laborales. En el trabajo realizado se encontró que la 
población migrante solicita orientación mayoritariamente en torno a la 
protección al derecho al trabajo; abusos en los términos de la contrata- 
ción, las condiciones laborales, el pago injusto por las actividades rea- 
lizadas o el no pago por parte de contratistas colombianos. Conforme 
a la información recolectada, se configuran condiciones de explotación 
laboral de las personas migrantes. 


Adicional a estos conflictos recurrentes se encuentran otros dos que 
tienen relación con su condición de migrantes y la vulnerabilidad a ella 
asociada: las amenazas y los conflictos comunitarios entre vecinos. Las 
amenazas se despliegan, bien entre los mismos migrantes, bien entre 
grupos armados ilegales y migrantes. En el primer caso se relacionan 
con temas de deudas, consumo de alcohol y drogas, y microtráfico; en 
el segundo, donde se encuentran involucradas organizaciones crimina- 
les y grupos armados ilegales, los conflictos están relacionados con el 
microtráfico, la explotación de menores de edad y el ofrecimiento de 
seguridad privada por actores armados. Estas dinámicas orientaron las 
alerta tempranas emitidas por la Defensoría del Pueblo referenciadas 
páginas atrás. 


11 En el trabajo de campo realizado en las Casas de Justicia, la violencia basada en 
género se ejerció principalmente por parte de las parejas, lo que no excluye la 
existencia de violencia sexual o violencia contra población lgbti. En las Casas de 
Justicia donde hace presencia la Secretaría de la Mujer se llevan a cabo procesos 
de acompañamiento, orientación y denuncia, que desbordan las capacidades de las 
Casas por no contar con funcionarios de la Fiscalía o de Medicina Legal. 
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Por su parte, las conflictividades entre vecinos derivan directamente 
de las condiciones de vivienda de la población migrante y retornada. 
En las tres Casas de Justicia se registraron hechos que afectan la con- 
vivencia por razones del uso de los espacios comunes, perturbación 
de la tranquilidad y ruidos, temas que buscan solucionar por medios 
institucionales. 


Atención de las Casas de Justicia 
sobre los asuntos de consulta 


De acuerdo con las entrevistas a los funcionarios de las instituciones 
que las conforman, la atención en las Casas de Justicia seleccionadas 
tienen algo en común: el trato igualitario. No existe diferencia en el 
trato humanitario que se le da a una persona nacional colombiana y a 
una persona migrante, particularmente venezolana. Esto, de entrada, 
tendría aspectos positivos; sin embargo, también deja de lado algunas 
dinámicas que deben ser tenidas en cuenta para fortalecer el derecho 
al acceso a la justicia por parte de la población migrante y retornada, y 
que tienen que ver con acciones de discriminación positiva necesarias 
de analizar desde dos niveles: (i) la oferta institucional; y (1i) los obstá- 
culos en el acceso a los derechos. 


Al hablar de la oferta institucional en las Casas de Justicia selecciona- 
das se encontró que, tal como lo evidencia la tabla 2, en ninguna de 
ellas operan todas las entidades que estipula el PNCJ, tal como se señaló 
en la ilustración 2. 


Este hecho podría no ser negativo en sí mismo, sin embargo, vale la 
pena anotar que el Centro de Recepción e Información (CRI) es la entra- 
da a la oferta institucional, toda vez que allí se orienta a la población 
en general, entre ella la migrante, de acuerdo con la conflictividad que 
manifieste. Sin embargo, en el crI de la Casa de Justicia de Usaquén 
señalaron la necesidad de mayor personal de apoyo para la atención: 
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“Puede ser una persona que evalúe [las necesidades de quien acude], 
hay facilitadores que ayudan, pero ahora, por ejemplo, están haciendo 
derechos de petición”. 


Tabla No. 2. Presencia institucional en Casas de Justicia 


Casas de Justicia 


Institu- 
ciones 
presentes 


Los Mártires 


Ciudad Bolívar 


Usaquén 


Centro de Recepción 
e Información 


Centro de Recepción e 
Información 


Centro de Recepción e 


Información 


Inspección de Policía 


No hace presencia 


No hace presencia 


Comisaría de Familia 


Comisaría de Familia 


Comisaría de Familia 


Fiscalía (virtual) 


Fiscalía (virtual) 


Fiscalía (virtual) 


Secretaría de la 
Mujer 


Secretaría de la Mujer 


Secretaria de la Mujer 


(martes) 


Código Nacional de 
Seguridad y Justicia 


No hace presencia 


Código Nacional de 
Seguridad y Justicia 


Unidad de Mediación 


Unidad de Mediación 


Unidad de Mediación 


No hace presencia 


Medicina Legal 


No hace presencia 


No hace presencia 


Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar 


No hace presencia 


Fuente: visitas realizadas a las Casas de Justicia de Los Mártires, Ciudad Bolívar y 
Usaquén entre agosto y septiembre de 2021. 


De acuerdo a las entrevistas realizadas, el registro de la población mi- 
grante, refugiada y retornada en la base de datos se realiza con el nú- 
mero de identificación que proporciona la persona, y no es necesario 
un estatus migratorio regular. Haberse registrado no significa que haya 
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sido atendido su conflicto. Luego del registro, la persona encargada 
orienta a quien solicita el servicio, bien hacia la entidad competente 
dentro de la Casa de Justicia o bien fuera de ella. Por ejemplo, los te- 
mas relacionados con arrendamientos y conflictos entre vecinos son 
atendidos por las Unidades de Mediación de la Alcaldía de Bogotá o 
por las Inspecciones de Policía, quienes se están haciendo cargo de 
los procesos de conciliación a través de los cuales buscan llegar a un 
acuerdo en relación con el pago o la entrega del inmueble, en el caso de 
los arriendos; o restablecer la convivencia y las condiciones de vida en 
común, tratándose de conflictos entre vecinos. 


Para atender los casos de violencia intrafamiliar hacen presencia en las 
Casas de Justicia dos entidades: 1) la Comisaría de Familia, dado que 
sus competencias se encuentran orientadas a prevenir, garantizar, res- 
tablecer y reparar los derechos humanos de los miembros de la familia 
afectados por este tipo de situaciones, y conoce, por tanto, acerca de 
cuotas de alimentos, custodia de menores y conflictos entre parejas. Al 
hablar de violencia basada en género, la Comisaría de Familia, junto 
con la Secretaría de la Mujer, conocen de hechos que involucran medi- 
das de protección relacionados con la Ley 1257 de 2008". 


Al hablar de afectaciones relativas al pago de salario laboral, las insti- 
tuciones que más conocen sobre estos temas son las Unidades de Me- 
diación y las Inspecciones de Policía, quienes buscan llegar a una con- 
ciliación entre las partes para proteger el derecho laboral de la persona 
migrante y retornada. 


La Fiscalía General de la Nación, cuando hace presencia en las Casas 
de Justicia (por ejemplo en la localidad de Los Mártires), es relevante 


12 “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas 
de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de 
Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”. 
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para abordar allí mismo temas como las amenazas, el microtráfico y la 
explotación de menores por parte de organizaciones criminales y gru- 
pos armados ilegales, que son significativos entre la población migran- 
te, refugiada y retornada por encontrarse ubicada en zonas con altas 
vulnerabilidades. 


Por último, debe anotarse que las instituciones que refieren al Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia son las que atienden comparen- 
dos. Allí, como sucede en la Casa de Justicia de Usaquén, muchos de 
los que acuden son personas migrantes venezolanas infractoras por in- 
gresar a Transmilenio sin pagar y por porte ilegal de armas, principal- 
mente cortopunzantes. 


Obstáculos en el acceso a la justicia de la población 
migrante que acude a las Casas de Justicia 


A pesar de la importancia de la respuesta institucional de las Casas de 
Justicia, existen obstáculos estructurales en la atención y el acceso a 
los servicios que prestan, lo cual afecta los derechos de la población 
migrante. En conjunto, los obstáculos pueden resumirse en dos: la falta 
de enfoque en materia de derechos humanos y la no presencia institu- 
cional necesaria para atender la oferta de servicios de justicia y resolver 
los conflictos. A continuación, con base en lo recolectado en las Casas 
de Justicia seleccionadas, se abordan los mencionados impedimentos: 


En cuanto al enfoque en derechos humanos, si bien las conflictivi- 
dades que llegan a las Casas de Justicia reciben atención, la respuesta 
no lo toma en cuenta, lo que tiene, al menos, tres implicaciones. La 
primera de ellas es no reconocer que la población migrante, refugiada y 
retornada debe ser atendida como un sujeto de especial protección por 
la vulnerabilidad en la que se encuentra y, por lo tanto, ir más allá de 
las conflictividades coyunturales para atender una serie de condiciones 
violatorias de los derechos humanos que ameritan ser identificadas y 
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atendidas de manera igualitaria, por ser manifestaciones visibles e in- 
mediatas de afectaciones de largo aliento. 


La segunda es que la atención no está siendo articulada para abordar 
desde este enfoque las condiciones de vulnerabilidad de la población 
migrante, refugiada y retornada. Así las cosas, las respuestas institu- 
cionales son individuales y coyunturales, pero no se observa la vul- 
nerabilidad como una confluencia de condiciones sociales, políticas y 
de justicia que afectan a los ciudadanos. Por consiguiente, el sentido 
mismo de las Casas de Justicia como el engranaje que articula los ser- 
vicios de justicia y resolución de conflictos del PNCJ no está ofreciendo 
una respuesta integral al migrante, en el marco de las competencias 
institucionales. 


La tercera es la falta de promoción de servicios de justicia y resolución 
de conflictos con un enfoque de derechos de la población migrante. 
Tal como se indicó en páginas anteriores, la población migrante tiene 
miedo a denunciar o reclamar la protección de sus derechos por su 
situación irregular, lo que le resulta siendo un obstáculo para acceder 
a la justicia. Al no existir promoción por parte de las Casas de Justicia, 
donde el voz a voz es importante'”, no se logran superar las barreras del 
desconocimiento y el miedo de los migrantes. 


En cuanto a la presencia institucional, en las Casas de Justicia existen 
también tres impedimentos para la población migrante. El primero está 
relacionado con la oferta institucional de cada Casa de Justicia!*. Al 
no hacer presencia instituciones como las Inspecciones de Trabajo, el 


13 El voz a voz fue señalado por una funcionaria de la Secretaría de la Mujer, de la 
Casa de Justicia de Los Mártires, quien anotó que la información de los servicios 
que prestaba en la protección de la violencia contra la mujer se iba esparciendo 
entre las migrantes venezolanas a través de sus experiencias cotidianas. 


14 Esta situación no solo afecta a la población migrante, sino a la ciudadanía en gene- 
ral que acude en busca de servicios de justicia y resolución de conflictos. 
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Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o la Personería Distrital, por 
ejemplo, la población migrante debe ser remitida constantemente hacia 
los lugares donde estas funcionan. Esta situación también incide en 
las estadísticas de atención, pues como ya se dijo, el solo acceso al CRI 
queda registrado como si se hubiera atendido el caso, aunque solo haya 
consistido en orientar la persona y remitirla a la institución competente 
porque no está presente allí. Es decir, la atención consistió en una remi- 
sión, más no en la solución de su necesidad jurídica. 


El segundo impedimento se relaciona con la falta de presencia del Mi- 
nisterio Público en las Casas de Justicia, particularmente la Personería 
Distrital. Esto tiene un efecto negativo para la protección de los dere- 
chos humanos de las personas migrantes, refugiadas y retornadas, pues 
la misma entidad ha reconocido la importancia de la atención que reali- 
za para la búsqueda de información relacionada con la caracterización, 
inclusión y acopio de datos en el Registro Administrativo de Migrantes 
Venezolanos (RAMV). Esta ausencia de cifras se traduce en un déficit de 
protección de los derechos de la población migrante y retornada. 


El tercer impedimento tiene que ver con la Fiscalía General de la Na- 
ción. Como se ha argumentado, buena parte de los hechos violentos 
que configuran violaciones a los derechos humanos de las personas mi- 
grantes están relacionados con homicidios, desaparición forzada y ame- 
nazas, entre otras. La Fiscalía es la única institución competente para 
conocer de estos hechos, pero desde el inicio de la pandemia la aten- 
ción ha sido virtual, lo que se ha constituido en una barrera de acceso 
a la justicia porque dificulta las potenciales denuncias que se vayan a 
realizar. Buena parte de la población migrante, refugiada y retornada 
tiene dificultades para acceder al servicio de internet, bien por falta de 
conocimiento o por los costos, lo que la lleva a desistir de realizar las 
denuncias. A esto se suma el desconocimiento de los procedimientos y 
de la manera como pueden acceder a esta institución. 
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A modo de conclusiones 


Si bien las Casas de Justicia actualmente prestan atención a la pobla- 
ción migrante, refugiada y retornada, su respuesta es limitada si se ob- 
serva desde un enfoque de protección de los derechos humanos. Las 
conflictividades que conocen las instituciones, y que de acuerdo a los 
funcionarios son abordadas sin ningún tipo de discriminación, abordan 
temas coyunturales, puntuales, y a pesar de su relevancia para garan- 
tizar la convivencia y resolver los conflictos no toman en cuenta a la 
persona migrante, refugiada o retornada como un sujeto de especial 
protección. Esto lleva al desconocimiento de conflictos estructurales 
como, por ejemplo, el reclutamiento forzado, la explotación sexual y la 
explotación laboral, que de no ser identificados perpetúan las condicio- 
nes de vulnerabilidad que afectan a esta población. 


Lo anterior se constituye en barreras de acceso a la justicia porque im- 
pide la protección de los derechos de la población migrante y porque 
puede profundizar la desconfianza hacia las instituciones que la impar- 
ten. Otra de las dificultades que existe luego de acceder a las institucio- 
nes en materia de justicia es la eficiencia en la respuesta. Esta, para los 
usuarios, está medida en el tiempo que toma recibir respuesta sobre la 
solicitud o trámite que están realizando. Si bien las Casas de Justicia 
no pueden garantizar per se mejorar los tiempos de respuesta porque 
muchos de los trámites no dependen de una sola institución, sí pueden 
generar estrategias de acompañamiento e información acerca del avan- 
ce de estos. La brecha considerable entre la oferta institucional y una 
respuesta articulada impacta negativamente a la población en general y 
particularmente a la migrante. 


La población migrante no tiene el conocimiento suficiente sobre la 
existencia de las Casas de Justicia, los servicios que se prestan allí y 
las instituciones que las conforman. De hecho, quienes acuden a ellas 
lo hacen a través del voz a voz de quienes ya han hecho uso de sus 
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servicios y comentan sus experiencias, especialmente en los asuntos 
relacionados con los conflictos de arrendamiento o laborales y los ca- 
sos de violencia intrafamiliar. Esto no mejora el relacionamiento de la 
ciudadanía con la justicia (Corporación Instituto sobre Raza, Igualdad 
y Derechos Humanos, 2021)'*, porque, por ejemplo, con la policía hay 
una relación de tensión y desconfianza; se desconoce el trabajo de las 
Comisarías de Familia y de la Fiscalía, instituciones que para muchos 
son sinónimo de cárcel. 


La incompleta presencia institucional limita la respuesta integral a las 
necesidades de los migrantes. El trabajo de campo muestra que nin- 
guna de las Casas de Justicia tiene la oferta completa de institucio- 
nes que determina el PNCJ, y no tienen en cuenta la importancia de la 
presencia permanente de al menos el Ministerio Público y la Fiscalía. 
Ambas instituciones, en el marco de las condiciones de vulnerabilidad 
de las personas migrantes, son relevantes por cuanto permiten, la pri- 
mera, acceder a la orientación e inicio del proceso de regularización; 
la segunda, instaurar las denuncias por hechos violentos que superan 
las competencias de las inspecciones de policía. La ausencia de estas 
instituciones ha sido determinante en la limitada atención de las Casas 
de Justicia, pues, por un lado, no pueden prestar el servicio integral 
que les corresponde para atender las necesidades subyacentes de los 
migrantes; y, por otro lado, ha llevado a la práctica de instaurar sitios de 
orientación distintos, en una ciudad que no conocen y que los expone 
a buscar soluciones para sus necesidades jurídicas por fuera de la ley. 


En resumen, aunque las Casas de Justicia han prestado servicios de 
atención a la población migrante, en materia de protección de los dere- 
chos humanos estos han sido limitados debido a la falta de respuesta 
institucional integral. Las instituciones, a pesar de la voluntad de los 


15 Instituto sobre Raza, Igualdad y Derechos Humanos. Grupo de trabajo. Sesión vir- 
tual. 2 de septiembre de 2021. 
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funcionarios, no han implementado enfoques diferenciales que redun- 
den en la protección de los migrantes ante las vulnerabilidades que los 
aquejan. De hecho, los registros de las Casas de Justicia muestran el 
número de personas que acuden, pero no permiten rastrear la atención 
brindada ni si el asunto fue resuelto, es decir, no se puede hacer segui- 
miento a los casos, lo que dificulta saber si la vulnerabilidad permanece. 
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Resumen: La migración, en el presente, puede entenderse como un fenómeno que apela al surgi- 
miento de nuevas formas de solidaridad humana que, en el mediano y largo plazo, cuestionen las 
bases ontológicas de la sociedad occidental contemporánea. El objetivo de este escrito es plasmar 
cómo en contextos, espacios y territorios en los que se desarrollan de forma simultánea dos expre- 
siones migratorias, se produce un campo de articulación, tensión, negociación y lucha en que la 
politización de lo cotidiano es posible por medio de la imaginación y la paciencia como prácticas 
políticas. Es a través del aprendizaje cotidiano y de la interacción intersubjetiva como las personas 
migrantes transforman los momentos de espera en materia prima para gestionar los conflictos por 
la forma de existir. 
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Politicization of everyday life in waiting situations: 
Imagination and patience as political practices in the 
migrant population in Tapachula, Chiapas 


Abstract: Migration in the present can be understood as a phenomenon that calls for the emer- 
gence of new forms of human solidarity that, in the medium and long term, question the ontologi- 
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cal foundations of contemporary Western society. The objective of this writing is to capture how 
in contexts, spaces and territories -in which two migratory expressions develop simultaneously- a 
field of articulation, tension, negotiation and struggle is produced in which the politicization of 
the daily life is possible through of imagination and patience as political practices. It is through 
daily learning and intersubjective interaction how migrants transform moments of waiting into 
raw material to manage conflicts over the way they exist. 


Keywords: Migration, Waiting, Imagination, Border, Patience. 
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Introducción 


l presente siglo perfila como una de sus características centra- 

les en materia de migración la consolidación de lo que puede 

denominarse regímenes globales de control migratorio. Estos 
mecanismos son establecidos mediante foros de encuentro temporal o 
permanente entre representantes gubernamentales, organismos inter- 
nacionales y empresariales. La premisa central de estos regímenes es 
combatir un fenómeno que, a la luz de los concurrentes, resulta impa- 
rable, incontrolable y amenazante para la seguridad de las fronteras, al 
concebirlo como un problema o flagelo para la democracia. 


El plan de gobernanza migratoria elaborado en estos encuentros ca- 
racteriza al hemisferio occidental como un espacio donde los diversos 
actores interactúan de formas diferentes, con distintas intensidades, en 
temas diversos, con el objetivo de producir bienes públicos globales — 
seguridad, democracia, libertad, derechos humanos, etc.— por medio 
de agendas comunes (lanni, 2002; Keohane, 2002; Rosenau y Czempiel, 
1992; Weiss, 2013; Wilkinson y Hughes, 2002). 
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Bajo esta óptica, la lucha contra el flujo migratorio requiere la coordina- 
ción transversal (armonización de las políticas migratorias en un primer 
instante) entre países de origen, tránsito y destino como condición sine 
qua non para el logro de la gestión migratoria (Departamento de Estado, 
2022). Los planes conjuntos colocan en el centro de la estrategia a la 
contención, o en su caso detención, de los flujos migratorios; el forta- 
lecimiento de la gestión humana de las fronteras; la estabilización y el 
fortalecimiento de las comunidades que acogen a migrantes y refugia- 
dos; y la creación de más vías legales para reforzar la migración segura, 
ordenada, regular y humana (Departamento de Estado, 2022). 


México, en general, y la ciudad de Tapachula, en particular, experimen- 
tan un proceso en el cual la migración está sometida a controles férreos 
por medio de la instauración de barreras burocráticas para el otorga- 
miento de la protección internacional, limitando con ello el derecho 
humano a la libre movilidad y al refugio (Ceja et al., 2021). 


La desigualdad sistémica establecida por las medidas gubernamentales 
es combatida de forma heterogénea por quienes no tienen otra alter- 
nativa que buscar recomponer sus proyectos existenciales en espacios, 
territorios, sociedades, contextos ajenos —en su mayoría adversos—, 
con la intención de mantener viva la esperanza de una vida mejor. Ese 
futuro incierto produce, entreteje y complejiza distintas experiencias 
que vuelven al tránsito humano un desafío ante cualquier intento de 
gestión migratoria. 


El objetivo de este escrito es plasmar cómo en contextos, espacios y 
territorios se produce un campo de articulación, tensión, negociación 
y lucha donde la politización de lo cotidiano es posible a través de la 
imaginación y la paciencia como prácticas políticas. La intención es 
dejar de manifiesto cómo las personas enfrentan una situación para la 
cual no están preparadas y conocer el constante proceso de abando- 
no —material, terrenal, subjetivo, etc.— que experimentan, así como 
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su reinvención permanente, esto último como medio que garantiza la 
subsistencia humana. 


La praxis del día a día permite la creación de nuevos significados que, 
al articularse con los previamente construidos, mantienen abierto el 
abanico de estrategias y respuestas a las limitaciones socioeconómicas 
y políticas que se presentan durante su tránsito y estadía prolongada; 
es decir, es por medio del quehacer intersubjetivo que se construye un 
deseo de lucha y emancipación. La migración, entonces, puede enten- 
derse como una gesta que apela al surgimiento de nuevas formas de 
existir que, en el mediano y largo plazo, cuestionen las bases ontoló- 
gicas de la sociedad contemporánea por medio del establecimiento de 
experiencias, esto es, otras nuevas formas de pensar, ser y estar. 


Por politización de lo cotidiano se entiende toda gama de prácticas, 
discursos e instituciones que colocan a los proyectos existenciales y las 
formas legítimas de migrar en el centro de las disputas entre múltiples 
actores implicados en el régimen de migración y fronteras. Como señala 
de forma acertada Biondini (2022), “no son necesariamente las prácti- 
cas organizadas sino los actos cotidianos [...] lo que trastoca los arre- 
glos institucionales del régimen [...] de migración y frontera” (p. 35). 


A fin de dar cuenta de estos trastocamientos que se construyen y ope- 
ran en la ciudad de Tapachula en contra del régimen de migración, se 
procedió a la realización de trabajo de campo con personas adultas 
—mujeres y hombres— que tuvieran como tiempo mínimo de estancia 
en México dos meses, contados a partir de la realización de su trámite 
migratorio ante la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR). 


Una vez seleccionadas las personas, se pasó a la aplicación de entrevis- 


tas en profundidad que fueron posteriormente sistematizadas para el 
correspondiente análisis narrativo, como forma de 
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aproximación analítica que captura la dimensión humana y personal de la 
experiencia vivida [...] a partir de la escucha reflexiva de los relatos [...] a 
la vez que toma en consideración la relación entre la experiencia individual 
y el contexto cultural. (Camacho et al., 2021, p. 152). 


Para fines operativos, el texto está organizado en seis apartados: en el 
primero se realiza un recorrido por los postulados teóricos que enmar- 
can las ideas aquí expuestas; en el segundo se da cuenta de la decisión 
de migrar, como detonante de la imaginación que permite abrir las po- 
sibilidades de respuesta; en el tercero se deja de manifiesto el proceder 
institucional y sus consecuencias en las personas; en el cuarto se enfa- 
tiza en la simbiosis entre la imaginación y una situación de espera en 
la lucha cotidiana de las personas; en el penúltimo se resalta el papel 
de la paciencia en la transformación de la subjetividad; y el último está 
destinado a reflexiones finales. 


Postulados teóricos 


La pandemia mundial producida por el virus SARS-CoV-2 exacerbó las 
vulnerabilidades a lo largo del ciclo migratorio (Centro Latinoamericano 
y Caribeño de Demografía-Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe, 2020). Las restricciones a la movilidad incluyeron el cierre de 
fronteras, el fortalecimiento de los controles migratorios, el incremen- 
to de disposiciones regulatorias y el aumento del personal asignado a 
la tarea de contención. Las modificaciones a los marcos legales y a la 
forma de operar del personal encargado tanto de la seguridad como del 
aspecto administrativo del flujo migratorio produjeron un escenario en 
el que la inmovilidad de las personas fue la constante. 


La imposibilidad de continuar el tránsito por distintos territorios pro- 
dujo lo que en diversas investigaciones se denomina una situación de 
espera (Dobler, 2020; Khosravi, 2021; Drangsland, 2021; Carling, 2015; 
Debele, 2020; Grabska, 2020; Stasik et al., 2020; Hánsc, 2020). En ella se 
manifiesta una heterogeneidad temporal y relacional (Khosravi, 2021, 
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p. 75) que al interactuar con el imaginario territorial de nacionalismo 
presente en los Estados, abre la posibilidad para la creación de futuros 
múltiples e interrelacionados (Drangsland, 2021, p. 77) que difuminan 
la característica teleológica que sobre la espera se han construido. 


La expectativa, en una condición de este tipo, no cuenta con un fin 
prefigurado en función de que el presente en la espera posee una de- 
pendencia relacional y temporal que potencialmente contiene elemen- 
tos de cambio que transforman el sentido de la vida de las personas 
en una no espera (Drangsland, 2021). En consecuencia, las prácticas, 
discursos, vínculos y luchas que ocurren en espacios donde prima una 
situación de (aparente) inmovilidad representan, inicialmente, un cues- 
tionamiento a la esencia de la forma política tradicional de organización 
en la modernidad: la nacionalidad (Khosravi, 2021, p. 75). Debido al 
carácter cronotópico de la espera (Drangsland, 2021), las acciones en 
defensa de la vida pueden representar una crítica al régimen global de 
control migratorio, al desnaturalizar la ilegalidad de las personas en 
tránsito migratorio. 


En las situaciones de espera el futuro de las personas está abierto, in- 
determinado, en construcción. El presente no simboliza la carencia o 
ausencia de un horizonte, la imposibilidad de concreción de ese futuro 
en el corto plazo no elimina la prefiguración de un escenario alterno, 
simplemente esa fase espacio-temporal, al estar en ciernes, aún no se 
concreta, y ese no todavía (Drangsland, 2021) es dicotómico: manifiesta 
distancia y a su vez potencia. La primera, porque revela lo incompleto 
del proyecto en el presente, existe en cuanto posibilidad; la segunda, 
porque integra y alienta la imaginación en la construcción de una nue- 
va fase de existencia en la que se expresan múltiples formas de vida 
y temporalidades al interior de relaciones de poder en las cuales están 
inmersas las personas. 
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Denominar a este contexto de la vida de las personas en tránsito si- 
tuación y no fase tiene por intención capturar la esencia del fenómeno 
(Carling, 2015, p. 3), pues “aunque las personas a menudo describen 
sus vidas en términos de espera, de hecho, se involucran en una gran 
cantidad de actividades que sólo pueden identificarse mediante una 
observación y participación extensas” (Stasik et al., 2020, p. 4). 


Por otro lado, la obstrucción de la movilidad evidencia cómo la des- 
igualdad social influye en el proceso migratorio, esto es, la velocidad de 
reflexión, acción y movimiento de las personas está marcada, además 
de su propia condición social y económica (Jasso, 2021, p. 5), por las 
técnicas institucionales diferenciales de tratamiento de los solicitantes 
de protección internacional, provocando con ello la intensificación y 
normalización de su condición de vulnerabilidad. En consecuencia, 
esas dinámicas, discursos y proceder institucionales serán el referente 
obligado de las luchas ontológicas que desarrollan, con o sin saberlo, 
las personas migrantes (Wurtz, 2019, p. 65). 


Las reyertas cotidianas construyen —como resultado de la interpreta- 
ción de esa experimentación— imaginarios socialmente compartidos 
que están nutridos de imaginación, entendida “como una actividad en- 
carnada y creativa en constante cambio, tanto incrustada como moldea- 
dora del mundo social y cultural que lo rodea” (Cangiá y Zittoun, 2020, 
p. 643). La imaginación abre el espacio a las disputas y negociaciones 
simbólicas (Appadurai, 2001, p. 8) a través de las cuales los migrantes 
buscan instaurar una dinámica alterna al proceso de regulación migra- 
toria, como primer peldaño de acceso a una condición emancipatoria 
que les permita aproximarse al horizonte deseado. 


El vincular una situación de espera con la imaginación y la paciencia 
permite mostrar a las personas en tránsito internacional como sujetos 
“en constante debate entre inmovilidad y estatismo en su doble sentido, 
en lo material-territorial, pero también en lo discursivo, como resulta- 
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do de una redefinición permanente” (Coraza, 2018, p. 33). Asimismo, 
posibilita el reconocimiento de espacios y tiempos intersticiales (Mus- 
set, 2015) generados y aprovechados por las personas como mecanismo 
para un manejo de la situación de espera por la que atraviesan. Espa- 
cios liminares que evidencian la transición subjetiva de las personas al 
cuestionar los dispositivos, métodos, decisiones y manejo del proce- 
so migratorio institucional. Es gracias a esas áreas que los migrantes 
construyen territorialidad (Musset, 2015), concebida como estructura 
relacional de lo cotidiano que da forma a apropiaciones individuales 
o colectivas y a representaciones de una ideología tanto físicas como 
simbólicas (Musset, 2015, pp. 308-309). 


La espera, entonces, no debe ser entendida solo como un hecho, pre- 
ferentemente debe identificarse su dimensión existencial del ser en esa 
circunstancia. Una dimensión tributaria de la cultura socialmente com- 
partida y que dota de sentido al espacio, a los individuos y grupos 
que, de forma deliberada o involuntaria, se encuentran en esa situación 
(Musset, 2015, p. 310). 


La decisión de migrar 


Previo al análisis de las dinámicas acontecidas en la ciudad de Tapa- 
chula en el tema migratorio, es imperativo detenerse en una precisión: 
la espera no inicia cuando el tránsito migratorio es contenido o suspen- 
dido en un territorio específico, por el contrario, esto acontece en el 
instante en que el proyecto existencial de las personas es interrumpido. 
Lo anterior las coloca en la disyuntiva de permanecer en sus lugares 
de origen con todo lo que eso implica o tomar la determinación de mi- 
grar. La decisión lleva inscrita a la imaginación —sea como memoria 
o deseo— en la dinámica social de la gente que emprende la travesía 
(Appadurai, 2001), ya que permite reconfigurar el mundo (Cangiá y 
Zittoun, 2020), la vida, y dotar de un nuevo sentido la existencia, como 
se Observa en los apartes siguientes: 
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Una experiencia nueva pero que, se sufre mucho eh, pero que muchas 
personas igual han pasado por este sufrimiento y han logrado su objetivo 
y eso es lo que nos da pues fuerza para decir, bueno si ellos lo lograron 
¿por qué no nosotros, no? entonces eh por eso es que, es que optamos por 
emigrar. (Migrante, entrevista, 2021). 


Sí, pensando, pensando, o sea no es solo tomar una decisión. Recuerde que 
tenemos familia, tenemos muchas cosas, dejamos todo, pues, por venir a lo 
desconocido. No cualquiera lo hace, entonces es algo que se piensa, tomar- 
se esa decisión, pues, a saber a lo que venís, si vas a dormir en la calle, si 
no vas a comer, eh, si te van a asaltar, si te pueden... hay muchos factores, 
muchos riesgos, pero uno pues ya viene consciente, pues toma la decisión 
cuando van, incluso hay muchos que hasta han fallecido en el camino pues 
¿verdad? ya no regresan, entonces es bien doloroso pero así es esto, pues. 
(Migrante, entrevista, 2022). 


La conjunción de dolor y esperanza individual alienta de forma inicial 
la decisión de dejar el lugar de origen; lo anterior no soslaya el cono- 
cimiento del contexto general que incide en esa decisión. Las personas 
tienen conciencia plena de las circunstancias difíciles por las que atra- 
viesan otros seres humanos en sus países y allende las fronteras, per- 
ciben que su disposición está imbuida de elementos estructurales que 
trascienden su entorno inmediato pero que trastocan su vida cotidiana, 
distinguen la presencia de elementos vinculantes con el resto de las 
personas que integran las diásporas de la esperanza (Appadurai, 2001): 


Hay mucha cosa buena, es un país bello [Haití], pero, no, es que la maldad 
puede más, pero sí, la maldad está en la alta cúpula, entonces como que 
no hay, habemos unos, en su mayoría, el que puede salir del país hace es- 
fuerzos por hacerlo, se esfuerza y mejor se sale a emigrar, a buscar dónde 
pueda encontrar un mejor lugar donde vivir y hacer su vida en otro lado, 
porque no se ve un cambio, porque para que haya un cambio en el país 
son factores externos, dependería de otras fuerzas para que haya el cambio 
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para el pueblo, que ya quede concentrado para el pueblo, pero los factores 
externos no se interesan en ello. (Migrante, entrevista, 2021). 


Entonces en Chile, así, vivir también tranquilo entonces, pero así para 
económico, para una vida mejor porque ahí algunos chilenos, haciendo 
violencia con nosotros, nosotros no tengo, no tiene presidente que para ha- 
blar por nosotros a la gente, así como hacen violencia con nosotros ahí se 
pasa, así nomás nadie no se habla, por eso así yo pensé así: que pasa algo 
conmigo no va tener nadie que viene que habla conmigo, para mí, allá; por 
eso quiere que buscar un país que es mejor, que respeta a la gente también, 
que no va a hacer violencia para que la vida sea más seguro. (Migrante 
haitiano, entrevista, 2021). 


La decisión de las personas al partir de sus hogares pone de manifiesto 
la inconformidad inicial con la forma de organización social, política 
y económica imperante, adicionalmente, deja entrever el núcleo de las 
reivindicaciones y las luchas a posteriori: la defensa de la vida. Es una 
lucha que arropa a la existencia con el discurso del respeto y defensa 
de los derechos humanos, independientemente del sitio en el que se en- 
cuentren los individuos. Es un cuestionamiento ontológico a dos princi- 
pios fundantes del Estado-nación: la nacionalidad y la ciudadanía. 


El fenómeno migratorio instaura una interrogante en la escena inter- 
nacional: ¿A qué responde que los Estados se asuman como parte de 
una comunidad internacional, pero solo garanticen la protección de 
los derechos humanos a los nacidos en territorio de su jurisdicción? La 
migración internacional muestra el carácter ambivalente del proceder 
institucional: por un lado, ostentarse discursivamente como garante de 
las libertades y derechos de las personas en cada rincón geográfico; 
por el otro, restringir sus derechos como una forma para garantizar su 
propia seguridad. Además de eso deja en evidencia el fortalecimiento 
de las economías clandestinas, el tráfico transnacional ilícito (Wheatley 
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y Kroll-Zeldin, 2020 p. 192), es decir, muestra cómo la clandestinidad y 
la selectividad son convertidas en norma. 


Por último, con el afán de no caer en idealizaciones con relación a 
la decisión de migrar, es preciso destacar que son las condiciones de 
precariedad en las que viven las personas las que en mayor medida la 
producen, es decir, la determinación inicial de salir de sus lugares de 
origen se deriva del cúmulo de violencias existentes en los lugares ha- 
bituales de residencia, que interactúan entre sí (Coraza, 2020, p. 132). 
La búsqueda de una vida mejor conlleva implícito un acto forzado. En 
muchos casos las personas no pensaron en abandonar sus lugares de 
origen, sino que fue el propio devenir político, social y económico en su 
país y en el mundo el causante de tal circunstancia: 


No, nunca pensé en salir de mi país, porque viví tan tranquilo en la propie- 
dad, viví tan tranquilo toda mi vida, inclusive ni salía de ahí, simplemente, 
que uno hasta que sale de su casa, del confort de su casa, sabe cómo en- 
frentar la situación de lo que viene. (Migrante, entrevista, 2021). 


No tenía acceso a nada, pues, es horrible. Después de tener una vida cómo- 
da, después de vivir bien, se puede decir, tener que dejar todo, abandonar 
todo, pero salir con lo más valioso que Dios me ha dado como lo es la vida. 
(Migrante, entrevista, 2022). 


El migrar, eh, para mí ha sido como una obligación, a mí me obligaron a 
migrar. (Migrante, entrevista, 2022). 


La decisión de migrar, entonces, puede ser entendida como el detonan- 
te de la imaginación en la reconfiguración del proyecto existencial inte- 
rrumpido, de ahí la importancia de indagar en el hecho. Esa disposición 
a migrar puede ser concebida como el paso inaugural de un proceso 
de subjetivación que va articulando en el camino comportamientos, 
imaginarios, deseos, experiencias, sueños y esperanzas de quienes co- 
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locan todos esos elementos en distintas escalas geográficas con el fin de 
impedir que la vida sea encapsulada, homogeneizada y domesticada. 


Proceder institucional y sus 
consecuencias en las personas 


La postura del Gobierno mexicano con relación al tema migratorio ha 
presentado diversas modificaciones vinculadas al devenir mundial y re- 
gional. La llegada en el año 2018 de un gobierno con tendencia política 
de izquierda abría la posibilidad de varios elementos: dejar de lado la 
actitud de dique de contención que sobre el flujo migratorio se estable- 
ció en administraciones anteriores; e incrementar la protección de los 
derechos de los migrantes mediante la adopción de un comportamiento 
responsable, respetuoso, no discriminatorio y con estricto apego a la 
legalidad. 


La respuesta inicial de este nuevo Gobierno estuvo marcada por colocar 
al centro de la estrategia a la persona, y el desarrollo social y económico 
como sustento de la movilidad humana de una manera regular, ordena- 
da y segura (Unidad de Política Migratoria, 2019, p. 9). Este cambio de 
paradigma buscó asumir el compromiso contraído mediante la suscrip- 
ción del Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular, 
acuerdo intergubernamental realizado bajo los auspicios de la Organi- 
zación de Naciones Unidas (ONU), adoptado en Marruecos a fines del 
año 2018, que pretende el mejoramiento de la gobernanza migratoria. 


Los componentes de la política migratoria de la administración encabe- 
zada por el presidente Andrés Manuel López Obrador son: la respon- 
sabilidad compartida; la movilidad y migración internacional regular, 
ordenada y segura; la atención a la migración irregular; el fortaleci- 
miento institucional; la protección de los connacionales en el exterior; 
la integración y reintegración de personas en contextos de migración 
y movilidad internacional; y el desarrollo sostenible (Unidad de Po- 
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lítica Migratoria, 2019, p. 10). Discursivamente el Gobierno perfilaba 
una nueva etapa en materia migratoria que estuviera caracterizada por 
ofrecer puertas abiertas y solidaridad hacia las personas migrantes, por 
medio del otorgamiento de visas por razones humanitarias a quienes 
ingresaran al territorio nacional. 


No obstante, las circunstancias del entorno internacional, tal y como 
ocurrió en el pasado, obligaron a un viraje en la postura del Gobierno 
sobre el tema. La urgencia por garantizar recursos económicos al país, 
la presión del Gobierno estadounidense mediante la amenaza de impo- 
sición de aranceles a las exportaciones mexicanas, así como la necesi- 
dad de mantener una relación bilateral estable con el vecino del nor- 
te, condujeron al Gobierno a firmar un acuerdo en junio de 2019, por 
medio del cual se comprometía al control y freno del flujo migratorio 
irregular por medio del despliegue de elementos de la Guardia Nacional 
en la frontera sur. 


Ese acto fungió como el parteaguas en la aplicación de lo que se co- 
noce como el fundamento jurídico de la política migratoria del Estado 
mexicano: la Ley de Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político (Centro de Estudios Internacionales 
Gilberto Bosques, 2011). De facto, la contención de la migración volvía 
al centro de la estrategia gubernamental y con ella la lógica instrumen- 
tal dejó atrás a la lógica de lo apropiado (García et al., 2020). 


La manera en que este viraje gubernamental se plasma en terreno pue- 
de ser ilustrado con el actuar de los funcionarios de las instancias gu- 
bernamentales encargadas del trámite migratorio. Las personas, en la 
ciudad de Tapachula, deben recurrir a dos representaciones oficiales 
para la regularización de su situación migratoria, con el fin de poder 
continuar su travesía: la COMAR y el Instituto Nacional de Migración. A 
la primera es necesario presentarse en, al menos, dos de sus tres sedes, 
para dar cauce al trámite correspondiente de protección legal del Estado 
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mexicano. A la segunda se asiste toda vez que se cuenta con la Clave 
Unica de Registro (CUR), requisito indispensable para la expedición de 
la visa por razones humanitarias. 


Con este último documento las personas, en teoría, pueden continuar 
su camino por territorio mexicano sin infringir la normatividad ni su- 
frir actos de molestia por parte de funcionarios públicos. No todas las 
personas logran obtener la visa, en muchos casos solo consiguen que 
se les expida la Forma Migratoria Múltiple que les otorga un período de 
treinta a ciento ochenta días para abandonar el país por cualquiera de 
sus fronteras. El acceso a alguno de estos instrumentos es una muestra 
de cómo se llevan a cabo el manejo y las restricciones del tiempo por 
parte de las autoridades. El accionar gubernamental de dislocar tempo- 
ralmente a las personas solicitantes de protección legal —en una triple 
acepción: sacar de lugar, torcer la argumentación o el razonamiento y 
hacer perder la compostura— es manifiesto desde que los solicitantes 
acuden con los responsables de las oficinas oficiales: 


¡Ay, eso es otra! Bueno, yo, mira ahí jugaron con nuestra mente herma- 
no... Jugaron con nuestra mente porque, vaya, pues tiraron una página de 
migración donde decía que, pues, que con respecto de los buses, que te 
daban la visa humanitaria y ellos te movían para otro estado. Bueno, no- 
sotros decimos está bien. Yo me vine a quedar una noche antes para, pues 
si por lo mismo, para ser de los primeros. Por acá dormí en este parque, 
eh, la cosa es que hicimos la cola hermano, llegaron hasta el bus sesenta 
y cuantos, 56, la gente del bus 56 lograron su visa humanitaria porque se 
las estaban dando, es cierto. Nosotros fuimos el bus 72 pero te digo, ¿por 
qué jugaron con nuestra mente? Porque [...] nosotros hicimos toda esta 
cola para nada, porque si ellos tenían en mente que iban a llegar hasta el 
56 y anotaron hasta el 125 [...] Lo que pasó es que fue esto, eh, migración 
estuvo anotando y dando fechas hasta para el 30, 31 [de diciembre] que 
supuestamente iban a salir buses de acá, o sea todos los que estamos acá 
anotados en algún bus con la ilusión de que nos íbamos a mover ¿qué 
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paso? [...] pues migración empezó a vender esos buses y nos desajustaron 
a nosotros. ¿Qué pasó?, si usted se fija casi gente cubana no anda, ¡mire!, 
no la que ande ahorita [...] entonces supuestamente ellos pagaron alrede- 
dor de ¡500 dólares por bus! (Migrante, entrevista, 2021). 


Para que ellos hagan todo el procedimiento, ni eso se ha podido hacer, 
entonces yo digo que lo hacen como de esa forma para que uno se canse y 
desista de la situación, que cada quien vaya a enfrentar su situación (Mi- 
grante, entrevista, 2021). 


Paradójicamente, esta forma de operar de los funcionarios —tendiente 
a la ruptura de los vínculos entre quienes acuden a la realización del 
trámite de regularización migratoria— surte el efecto contrario. Es uno 
de los lugares en donde las personas construyen y encuentran espacios 
de territorialidad (Musset, 2015), en el que se forjan estructuras de re- 
lacionamiento cotidiano que dotan de sentido a la espera. Es por medio 
de la observación y participación extensas en esas zonas (Stasik et al., 
2020) que el entrelazamiento de futuros múltiples (Drangsland, 2021) 
se cristaliza y revitaliza la esperanza, elemento que atenta —desde la 
perspectiva oficial — contra el principio de apertura regulada del mode- 
lo actual de migración (Santi, 2020, p. 13). 


Los lugares como la ciudad de Tapachula poseen un carácter ambiva- 
lente en función de las dinámicas que ahí se desarrollan: es un sitio 
de contradicciones donde el encuentro y la interacción conviven con 
la separación y exclusión (Coraza, 2018, p. 46); es un área de disputas 
políticas en la que tienen lugar prácticas y técnicas de desplazamiento 
diversas que apuntan al cuestionamiento de las ideas hegemónicas cir- 
culantes mediante el recurso de la imaginación. 


Imaginación en una situación de espera 


Las disposiciones gubernamentales en materia migratoria, al conjuntar- 
se con las medidas sanitarias establecidas a causa de la pandemia del 
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virus SARS-Cov-2, propiciaron sendas transformaciones en la dinámica 
de la ciudad fronteriza de Tapachula y colocaron a las personas migran- 
tes en un estado de aparente inmovilidad que las obligó a reconstruir, 
reinventar o resignificar un mundo convencional para encontrar “aco- 
modo en los márgenes, en el no lugar, en la no morada” (Porraz, 2020, 
p. 124). La reorganización constante de la vida en ese aparente estado 
de estancamiento dio continuidad a la situación de espera que ya expe- 
rimentaban desde el momento de alejarse del suelo natal. 


La espera, como un fenómeno asimétrico, produce efectos diversos en 
quienes la experimentan. No todas las personas esperan de la misma 
manera y en las mismas condiciones (Khosravi, 2021, p. 202). Repre- 
senta un arma en la batalla para desalentar a las personas de reciente 
ingreso. Está imbuida de frustración, desolación e incertidumbre para 
porciones importantes de población en tránsito: 


Ser un inmigrante, bueno, para mí es triste ¿me entiendes? Eso, ser un 
inmigrante, es triste porque ya estar en un país que no es mi país, y que 
no pueda tener papeles y que ande buscando trabajo y que no me den ni 
trabajo ni nada ¿me entiendes? es difícil y es triste. Es triste porque, ya una 
persona sin papeles y sin nada, prácticamente, es una persona inmigrante, 
una persona que no tiene nada ¿me entiendes? ¡No tiene nada! de que pue- 
da tener una estabilidad en un lugar. Que pueda tener papeles y que pueda 
uno trabajar libremente en el trabajo que uno se pueda desempeñar ¡que uno 
pueda!, pero sin papeles se siente uno totalmente, se siente mal, porque 
yo me he sentido, me he sentido como discriminado, me he sentido súper 
mal, súper mal, así me he sentido, como desechado, como desechado por 
la sociedad ¿tú me entiendes? de menos, así como que me he sentido, ya 
llevo un tiempo que me he sentido así (Migrante, entrevista, 2022). 


Los mecanismos utilizados por los actores que enarbolan el régimen 


global de control migratorio buscan situar a las personas en una posi- 
ción de abandono, un proceso que gradualmente traslada a los seres 
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humanos a “una trama densa de relaciones de exclusión y violencia” 
(Parrini, 2017, p. 139); en ella, la ambigúedad temporal y espacial son 
utilizadas por los agentes del Estado como medio de generación de pa- 
rálisis estructural, donde priman condiciones de precariedad en las que 
los derechos humanos y la satisfacción de las necesidades básicas son 
suspendidos (Wurtz, 2019). Todo lo anterior se ve materializado en las 
constantes variaciones de las indicaciones, lugares y horarios en los que 
las personas están obligadas a realizar los trámites de regularización 
migratoria. Esos virajes institucionales impiden a los individuos tener 
control pleno de las decisiones en su vida cotidiana. Los obliga a inte- 
rrumpir de forma drástica y recurrente sus actividades, y les demanda 
el traslado inmediato a los sitios de que disponen. 


Los seres humanos en Tapachula son situados en un limbo jurídico 
(Sarmiento, 2021) insertos en una relación abusiva (Parrini, 2017) entre 
legalidad e ilegalidad. Como aduce Jasso (2021), los migrantes perma- 
necen en una ficción legal, físicamente insertos en un territorio, pero 
reglamentariamente fuera de su jurisdicción, tácitamente en una con- 
dición de liminalidad (Drangsland, 2021). Será esa misma condición 
liminar la que les permita realizar la transición hacia un estadio subje- 
tivamente distinto a través de actividades rutinarias: 


Primero vendía donas, eh, vendía donas caminando en la calle, ofreciendo 
donas, porque allá también cuando tenía tiempo en Chile, estaba haciendo 
donas. Sí, allá aprendí a hacer donas, después de vender donas, porque 
empecé a vender donas desde las 7 de la mañana hasta las 6 de la tarde, 
pero algún día me fue mal en las donas y tuve que tomar otra decisión, 
dije: ¿Qué voy a hacer ahora? Sí las donas ya no se venden, voy a tener 
que buscar otra manera para poder trabajar, para poder vivir. (Migrante, 
entrevista, 2022). 


La sensación de estancamiento o inmovilidad se desvanece por medio 
de actividades que permiten la vinculación social del individuo. La di- 
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námica de la actividad cotidiana posibilita a la persona establecer nexos 
de mayor amplitud, poseer información actualizada, coordinar estrate- 
glas y acciones conjuntas, tener acceso a espacios ajenos, contar con 
formas de desplazamiento múltiple, recuperar el control temporal de su 
existencia; permite, parafraseando a una de ellas, poder vivir. 


De ahí se desprende la determinación estatal de mantener cerrados los 
espacios laborales a personas con una situación migratoria irregulari- 
zada, pues en ellos se reconocen situaciones en las que la solidaridad 
humana es susceptible de gestación. Como puede apreciarse, es en las 
etapas transicionales donde las personas son “activas en estos procesos 
aunque, en ocasiones, desconocen su agencia” (Grabska, 2020, p. 24); 
las prácticas diarias incrementales e inestables que se desarrollan en 
los espacios liminares son simultáneas con el mantenimiento de una 
visión más amplia para el futuro como principio de esperanza (Stasik 
et al., 2020). 


La espera presenta diversas variantes (voluntaria o estratégica, invo- 
luntaria o forzada, mixta) y esas variaciones pueden considerarse ex- 
presiones locales de la dinámica global de nuestro tiempo, así como 
efectos de la desigualdad social (Dobler, 2020, p. 21; Jasso, 2021). Las 
prácticas, discursos y luchas que se entretejen en la ciudad de Tapachu- 
la dan pauta a la conformación de subjetividades que buscan responder 
a la violencia que la espera impone (Debele, 2020); además, dan cuenta 
de la forma progresiva en que las personas logran recuperar el manejo 
del tiempo; nos ilustran sobre cómo realizan esa reapropiación, al pa- 
sar de momentos de incertidumbre y desesperación a otro nivel donde 
la planificación, el cálculo, la solidaridad, la lucha y la paciencia son 
muestras evidentes de la transformación. Como señalan las personas a 
través de sus testimonios, la espera no implica “únicamente “matar el 
tiempo”, tener una naturaleza pasiva, estar estático, podría ser todo lo 
contrario” (Guevara, 2019, p. 47): 
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Entrevistador: ¿Y qué pensaste cuando te dijeron eso de esperar? 


Entrevistado: Para mí, es como que se apaga la luz, cuando uno tiene la 
luz prendida y llega y apaga la luz, porque la única manera que yo pueda 
salir de aquí, en este momento ¡ni con palo me pueden regresar a mi país! 
Entonces yo estoy en una situación que yo no puedo moverme; entonces, 
por eso cuando yo escuché la caravana aquí, como te comenté, yo trata de 
participar en la primera caravana, pero yo tengo un poco de miedo. Mira, 
el miedo es —yo conozco bien cómo hacen la caravana—, entonces, uno 
antes de meterse en una cosa debe investigar, entonces yo trata de hacer 
todo, de andar con el dinero con toda la gente [...] porque yo digo, en la 
caravana a veces la policía o si no la guardia nacional te puede agarrar a 
uno, o maltratar a uno, eso era lo que yo estaba pensando, pero ¡al conta- 
rio! hay de eso en la caravana, pero no, no tanto ¿me entendés? (Migrante, 
entrevista, 2021). 


La organización de movilizaciones como las caravanas conlleva todo un 
cúmulo de dinámicas, experiencias y recursos que confluyen en espacio 
y tiempo. En las semanas y días previos a la salida del contingente pue- 
de observarse el despliegue de todo el repertorio de aprendizajes que en 
el tránsito y la estadía se produjeron. Se vive un proceso de aceleración 
de las comunicaciones, de recaudación de fondos, de información, de 
acopio de víveres, de concentración humana, de toma de decisiones, de 
reactivación de la espiritualidad. Es un evento que reaviva la esperanza 
y abre la posibilidad de horizontes futuros. 


Las salidas masivas de seres humanos son la expresión culmen de un 
entramado de interacciones cotidianas en calles, plazas, mercados, ins- 
talaciones gubernamentales, parques, centros comerciales, transporte 
público; son el resultado de “tentar activamente el destino a través de 
la acción social y política” (Stasik et al., 2020, p. 2). Son estas accio- 
nes conjuntas las que abren la posibilidad para la transformación futu- 
ra; transforman los lugares de espera en territorios de espera (Musset, 
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2015), espacios de creación de nuevas identidades donde surgen formas 
de solidaridad y estrategias de ayuda entre migrantes inmovilizados 
(Jasso, 2021, p. 7). 


Al centro de las expresiones de apoyo mutuo y de lucha compartida se 
ubica la reivindicación del respeto a los derechos humanos como forma 
de cuestionamiento directo a la figura de la nacionalidad; la contra del 
discurso oficial que enarbolan las personas en tránsito está anclada 
en el altermundismo. En él, los derechos de las personas no pueden 
constreñirse a un espacio geográfico determinado, por el contrario, rei- 
vindicar la condición de humanidad las coloca en un umbral político 
distinto: 


Todos somos seres humanos, o sea, no solo porque aquí sea México, allá sea 
Guatemala, esté en Honduras, todos somos iguales. O sea, solo porque, eh, 
la única diferencia es el nombre de tu país, pero vivimos en el mismo mun- 
do ¿Me entiendes? No, no le hallo lógica pues. (Migrante, entrevista, 2022). 


El empleo de esta estrategia responde al hecho de reconocer que los 
derechos humanos en la prédica gubernamental “juegan el rol de legi- 
timar el bloqueo o condicionamiento de los cruces fronterizos [...] son 
usados como [...] el componente fundamental en el régimen global de 
las migraciones” (Varela, 2017, p. 119): 


Sí, tenemos derecho todos nosotros, tenemos derecho, todo el mundo tene- 
mos derecho, no solo los inmigrantes ¡todos!, sino es que hay a veces que 
no hacen cumplir nuestros derechos, pues eso es lo que ¡les vale a veces! 
(Migrante, entrevista, 2021). 


Sí, yo siento que todos somos seres humanos y tenemos derecho, sí, te- 
nemos derechos, no tenemos derecho a pedir lo que uno quiera, pero, sí, 
tenemos derecho ¡a que nos respeten nuestros derechos, pues! (Migrante, 
entrevista, 2021). 
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La situación de espera produce en los individuos un estado de desvelo y 
vigilancia permanente que, combinado con el intercambio intersubjeti- 
vo, permite crear y distinguir momentos de apertura en el sistema como 
condición para la construcción de un futuro distinto, en suma, es cons- 
tituida por medio de temporalidades múltiples y relacionales (Khosravi, 
2021). Los caminos alternativos que en ella se trazan representan el 
repertorio de estrategias concebibles para la salida de tal circunstancia 
(Carling, 2015): 


Mira, yo siempre creer en esa palabra, dice que, una palabra dice que una 
palabra de Yokoi Kenji; Yokoi Kenji es un japo colombiano, es un confe- 
rencista, dice: “Una persona que se deja muera su esperanza, es como una 
persona muerta, un muerto que tiene esperanza es una persona viva”, dice: 
“Tarde o temprano llegará esperanza”, entonces yo creo que mi esperanza 
es la caravana, esa es la oportunidad, esa. (Migrante, entrevista, 2021). 


En la ciudad de Tapachula se observa la manera en que la imaginación 
es transformada en un “campo organizado de prácticas sociales y una 
forma de negociación entre posiciones de agencia (individuos) y espec- 
tros de posibilidades globalmente definidos” (Appadurai, 2001, p. 29). 
Las personas redescubren la parte geográfica de lo que se es, esto es, 
en el acto de reconocimiento de dónde están y cómo están encuentran 
el quiénes son (Musset, 2015). Habitar un territorio, entonces, es un 
proceso, una tensión entre el presente y el futuro que encuentra en la 
paciencia un elemento vinculante y estabilizador. 


Paciencia como práctica política 


En consonancia con Rivas (2011), señalo que las personas en su interac- 
ción cotidiana poseen y despliegan su capacidad de saber y de actuar. 
Trascienden las situaciones adversas, aprenden a intervenir en el con- 
texto en el que se desarrolla su vida y toman nota de las circunstancias 
contingentes que acontecen (Rivas, 2011). Lo anterior es posible por 
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medio del recurso de la paciencia. Este dispositivo de vinculación y 
dominio temporal rompe con la progresión lineal de la espera (Debele, 
2020). Al hacerlo se puede comenzar a trazar el repertorio de estrate- 
glas concebibles para la salida (Carling, 2015): 


[Lo importante es] no pensar en lo que va a venir o en lo que pasó, es vivir 
la vida, el presente. Yo vivo el presente, no vivo el pasado, el futuro ¡no!, 
¡el presente! No importa lo que va a venir, lo que ya pasó, ¡no!, tiene que 
vivir el presente porque nadie sabe el futuro. ¡El pasado ya pasó! ya no vas 
a saber, no vas a regresar. ¡No tienes que olvidar lo que pasó, lo que ya 
pasó! el pasado, porque con el pasado puedes producir un mejor futuro, 
pero igual no lo olvido, pero me trato de vivir el presente. (Migrante, en- 
trevista, 2022). 


El futuro no es negado, por el contrario, en el tránsito hacia ese horizon- 
te se reconoce una brecha temporal en la que se llevan a cabo ejercicios 
reflexivos y acciones concretas en las que las personas moldean y son 
moldeadas por las experiencias emergentes que viven en Tapachula. 
Esta ciudad es convertida mediante el proceder individual y colectivo 
en un espacio de nuevo sentido (Coraza, 2014), en el que “las estructu- 
ras políticas son interpretadas, sentidas y resistidas en las vidas de los 
migrantes” (Wurtz, 2019, p. 63), donde se impone una nueva gestión 
del tiempo y se establece “el poder de reorientar la acción a través de la 
potencialidad del no-todavía” (Stasik et al., 2020, p. 2): 


La vida personalmente es dura, porque si alguien tiene miedo de sufrir, no 
está viviendo, porque la vida es puro sufrimiento, tiene que aceptar la vida 
como viene, tiene que tratar en salir de donde estás, porque si estás mal 
viviendo, si no puedes comer ¡tienes que tratar de salir!, pero igual tienes 
que vivir la vida como sea. No me voy a matar o castigarme porque estoy 
viviendo mal ¡no!, porque la vida es así. Estoy acá, tengo mi razón, no lo 
sé aún, pero hay, pero existe. (Migrante, entrevista, 2022). 
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La paciencia permite a las personas apartarse de la temporalidad subor- 
dinada a la autoridad; gracias a su existencia el sujeto puede crearse e 
improvisarse activamente (Debele, 2020). Como nos recuerda Drangs- 
land (2021), la espera, al poseer un carácter cronotópico, tiende a orien- 
tar la acción hacia un futuro aún ausente. La potencia del no todavía 
de ese futuro tiene su fundamento en la espontaneidad, pieza clave 
para arrebatar a la autoridad la posibilidad de determinar qué, cómo y 
cuándo se realiza una acción: 


Bueno, mire, yo quiero mucho a México, la gente y todo. Y les doy muchas 
gracias por lo poco que me han ayudado y todo, pero ¿sabe qué? toda per- 
sona tiene siempre mayores anhelos, porque piensa en hijos, en su familia, 
en mujeres y cosas así ¿me entiende? Entonces tiene que ver allá, porque 
allá es donde está el dólar y la moneda que está más alta ¿verdad?, enton- 
ces tiene que ver si va a allá, pero como dijo chirlato, mi amigo, nunca se 
sabe lo que uno puede pensar; ahorita puedo decir una cosa pero ya maña- 
na cambio de opinión. (Migrante, entrevista, 2021). 


A fin de lograr trascender las formas de espera políticamente impuestas, 
las personas migrantes se valen de lo que Carling (2015), siguiendo a 
Vigh, señala como navegación social, fenómeno en el que se destaca 
la articulación entre el conductor de la vida, el proceso de conducción 
de esta y el entorno por el cual se conduce. La metáfora de navegación 
deja de manifiesto la ausencia de una direccionalidad predeterminada y 
permite abrir las posibilidades de futuro; así, la imaginación y la movi- 
lidad se configuran mutuamente (Cangia y Zittoun, 2020). 


La paciencia contribuye a retornar la imaginación al espacio de la vida 
cotidiana de donde había sido desterrada transitoriamente (Appadurai, 
2001). Al reincorporarla al trabajo mental cotidiano la transforma en 
una experiencia social que puede ser compartida y apropiable de forma 
colectiva, “punto inicial de la recuperación del sentido de participación 
[...] a través del rescate de aquello que le fue arrebatado al tener que 
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huir” (Coraza, 2018, p. 34). La paciencia, entonces, no es una actitud 
pasiva, sino una práctica política individual, pero sobre todo colectiva, 
que eleva el sentido de lucha contra los ataques y las estrategias de 
desgaste del Estado; resulta un modo colectivo de habitar la temporali- 
dad (Hánsch, 2020). La paciencia funge como dispositivo que entreteje 
lazos cotidianos con el mundo exterior, tiene el potencial de romper la 
monotonía asociada con el confinamiento existencial (Russell y Rae, 
2020). 


Una temporalidad que por medio de mecanismos diseñados, impulsa- 
dos e instaurados global, regional, estatal y localmente, posiciona a las 
personas migrantes como el “Otro” amenazante que atenta contra las 
normas elementales de convivencia social. Pero es a través del aprendi- 
zaje cotidiano y de la interacción intersubjetiva que las personas trans- 
forman los momentos de espera en materia prima para la emancipación. 


Reflexiones finales 


En las situaciones de espera podemos apreciar que los momentos que 
de forma recurrente son considerados como sistemáticamente perdidos 
son instantes para el aprendizaje individual y colectivo; para el desa- 
rrollo de la solidaridad; para poseer un mejor manejo sobre el tiempo, 
producir estrategias cronotópicas y para perfilar horizontes de posibi- 
lidad que cuestionen en el largo plazo las estructuras que sustentan a 
la sociedad occidental actual. La migración cambia el sentido otorgado 
a la vida, los afectos incluidos en ella y el lugar de las personas en el 
mundo. He pretendido mostrar la potencialidad de la imaginación y la 
paciencia en un espacio y momento determinados, con la finalidad de 
resaltar la relevancia de las acciones cotidianas en la transformación 
subjetiva y social. 


Los procesos sociales, entonces, no deben entenderse como el resultado 
de grandes explosiones sociales que trastocan las estructuras y orien- 
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tan el actuar de las personas, por el contrario, es necesario invertir la 
mirada y reconocer la potencialidad de la base social, de lo micro, lo 
cotidiano. Solo así estaremos en situación de apreciar que la actitud 
paciente y creativa en momentos de dificultad va construyendo las con- 
diciones que a la postre forjarán los futuros horizontes emancipatorios, 
al desnaturalizar la ilegalización del desplazamiento humano. 


Asimismo, las personas que migran a otros espacios dejan de manifies- 
to la manera en que las disposiciones estatales les otorgan derechos a 
manera de recursos. Señalan el carácter paternalista, racista y condes- 
cendiente del otorgamiento de esos derechos. La práctica cotidiana de 
las y los migrantes interpela la manera convencional de interpretar lo 
político, esa suerte de acción redentora destinada a un grupo de privile- 
giados es convertida en una acción compartida que pone en entredicho 
el sentido común de sociedades como las latinoamericanas; subraya el 
carácter artificial de su conformación. 


El elemento subversivo del actuar migrante estriba en ser portadores de 
diferencia y por medio de ella cuestionar el discurso de la desigualdad. 
Los migrantes muestran los límites prácticos del pretendido universa- 
lismo occidental, profundizan las conexiones contradictorias de las di- 
ferencias que este contiene y que son negadas. Es una crítica práctica 
a la totalidad representada en las construcciones ideológicas estatales. 
La acción y discursiva migrantes buscan establecer nuevas bases de 
entendimiento con el resto de la sociedad. Estas nuevas formas de re- 
lacionamiento pretenden lograr que los conglomerados sociales estén 
abiertos a la mixtura, la hibridación, al movimiento. 


Apartemos de nuestra mente esa imagen legada por los discípulos de 
Thomas Hobbes con su Leviatán al que hay vencer por medio de gestas 
épicas. La lucha en tiempos actuales se desarrolla de forma diaria, sea 
para satisfacer las necesidades más elementales, o bien para cuestionar 
formas de operar del propio sistema. Nuestra labor es no entramparnos 
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en los tiempos del propio sistema y establecer una dinámica parale- 
la que, a la par de garantizar la subsistencia, nos permita reflexionar 
desde los aspectos más elementales de nuestro existir hasta los más 
complejos. 


Queda pendiente un aspecto que por razones diversas no fue abordado 
en el presente trabajo: la distinción sexo-genérica que se desarrolla en 
situaciones de espera. Un tema que evidencia la desigualdad entre los 
conglomerados que son considerados vulnerables; es necesario dar vi- 
sibilidad a la desigualdad sistémica que produce dinámicas jerárquicas 
y de exclusión que posicionan a las mujeres, niñas, niños y población 
LGBTTTIQ+ en circunstancias de desventaja frente a la condición de 
privilegio de que gozan los hombres adultos, a pesar de encontrarse 
paralelamente en contextos ajenos y adversos. Lo anterior nos brindará 
luz sobre cómo el patriarcado también presenta una faceta migratoria. 


Finalmente, es preciso dejar de manifiesto el profundo aprendizaje que 
una persona migrante deja a su paso, aunque efímero, en el investiga- 
dor que nunca la consideró objeto de estudio, sino que reconoció su 
humanidad en todo momento. El no dejar de tener conciencia de que 
es frente a seres humanos entre quienes nos encontramos realizando 
nuestra labor de investigación nos permite que su dolor, esperanza y lu- 
cha sean parte de nuestra existencia. Es reconocernos como humanidad 
que en modos diferenciales atraviesa por dificultades semejantes y, por 
ello, se debe emprender una lucha conjunta. 
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Resumen: En este artículo se busca aportar elementos de discusión sobre el concepto de migración 
forzada interna en Colombia, para lo cual se identifican algunos factores/causas de la situación 
que ha llevado al país a ocupar los primeros lugares en el mundo en cuanto a población víctima 
de movilidad forzada interna y externa. Se propone reflexionar a partir de tres tipologías de causas 
de la migración forzada interrelacionadas, no excluyentes y más bien acumulativas: migración a 
causa de la violencia, migración a causa de las economías legales e ilegales y migración a causa de 
los efectos adversos del cambio climático. 


Se han tomado como referencia estudios en el contexto nacional e internacional sobre las catego- 
rías de migración forzada, refugio y desplazamiento, algunos de los cuales reiteran la necesidad de 
ampliar la definición de migración forzada, para garantizar una mejor protección jurídica contra la 
violación sistemática de derechos humanos y afrontar los grandes retos de supervivencia frente al 
cambio climático, especialmente para las poblaciones más vulnerables. 
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Internal Forced Migration in Colombia. Proposal of 
Typologies for the Analysis of the Situation 


Abstract: This article seeks to contribute elements of discussion on the concept of forced internal 
migration in Colombia, identifying some factors/causes of the situation that has led the country to 
occupy the first places in the world in terms of population victims of forced internal and external 
mobility. It is proposed to reflect on three interrelated, non-exclusive, and rather cumulative cat- 
egories of causes of forced migration: Migration due to violence, Migration due to legal and illegal 
economies and Migration due to the adverse effects of climate change. 
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Reference has been made to studies in the national and international context on the categories of 
forced migration, refuge and displacement, in which some reiterate the need to broaden the defini- 
tion of forced migration to ensure better legal protection against the systematic violation of human 
rights and to address the major challenges of survival in the face of climate change, especially for 
the most vulnerable populations. 


Keyswords: forced migration, Colombia, refugee, typology, protection deficit. 
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Introducción 


a movilidad humana ha sido objeto de múltiples investigaciones 

(Chen y Picouet, '980; Landry, 2021; Notestein, 1983; Ravenstein, 

1889), en distintas disciplinas, en diferentes contextos y tiempos. 
El estudio de la migración forzada desde el derecho no solo debe ha- 
cerse de manera interdisciplinaria. Como lo señala Carvajal (2011), es 
necesario analizar la eficacia de la norma y su relación con los fenóme- 
nos sociales, una perspectiva de análisis crítico y empírico que ofrece 
la sociología jurídica. Se concuerda con el autor en que para realidades 
tan complejas como la colombiana, pareciera que las herramientas ordi- 
narias de la dogmática jurídica no son suficientes para responder a los 
diversos problemas del mundo material. 


En cuanto a las discusiones sobre la migración forzada, se observa que 
para las ciencias sociales es una categoría que debe ampliarse y estu- 
diarse desde múltiples dimensiones (Van Hear et al., 2009). En cuanto 
al derecho internacional, aunque la migración forzada no es reconocida 
formalmente como una categoría jurídica, la evolución histórica del 
refugio y el exilio que se brinda a personas, según la Convención de 
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1951, ha generado una serie de cuestionamientos del trato que se le ha 
dado al asunto por medio del modelo de disuasión entre refugio y mi- 
gración forzada explicado por Estévez (2021). Es decir, existe un déficit 
en la protección internacional, al no brindárselos a las personas por el 
solo hecho de necesitarlas. Para las personas desplazadas internas son 
similares estos vacíos de protección, pues solo aplican para aquellas 
que son legalmente reconocidas y según los procedimientos internos 
de cada país. 


Sobre estas nuevas categorías jurídicas de la migración forzada sur- 
gen otras clasificaciones que se pueden abordar, como afirma Posada 
(2009), desde los intereses de los Estados de contener la migración 
deseada/no deseada o desde las personas y las motivaciones, o más 
bien las opciones que tienen frente al derecho de no migrar!. Para el 
primer caso, desde los Estados o la comunidad internacional se han 
normalizado de forma discriminatoria términos como migración legal 
e ilegal; migración regular e irregular; migración mixta, que se refiere a 
la mezcla de diferentes tipos de migrantes; así como la de desplazado 
interno?, refugiado irregular o migrante económico, todo ello desde la 
gobernanza global de la migración. Para el segundo caso, la migración 
forzada desde las personas, se han propuesto otras tipologías teniendo 
en cuenta la perspectiva personal y social de la población. También se 
consideraron criterios económicos, sociales, políticos, culturales y am- 
bientales (López et al., 2019) que buscan profundizar en la problemáti- 
ca de la situación, más allá de las categorías administrativas. 


1 Aun cuando ningún estudio relaciona explícitamente las malas condiciones labo- 
rales con la migración, es notable que en 2008 alrededor del 14 % de la fuerza de 
trabajo mexicana trabaje actualmente en Estados Unidos. Con mejores condiciones 
laborales y salarios más altos, quizá los trabajadores mexicanos podrían acogerse 
al “derecho a no migrar”. Gzesh, Susan. “Una redefinición de la migración forzosa 
con base en los derechos humanos”. Migración y desarrollo 10 (el 1 de diciembre de 
2007): 97-126. https: //doi.org/10.35533/myd.0610.sg. 


2 Enel caso de Colombia, solo en el marco del conflicto armado. 
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El artículo empieza con el análisis de las definiciones de migración 
forzada, seguido de las categorías y los factores que causan este tipo 
migración, y termina con el tema de la migración forzada interna en 
el caso colombiano. Los tres componentes propuestos son explicados 
desde una interpretación directa y estructural de la violencia (Espinar 
Ruiz, 2010); los flujos de expulsión y atracción de economías legales e 
ilegales, distinción que puede ser confusa (Cázarez, 2018) como en el 
caso colombiano; y dentro de un escenario supracapitalista como lo se- 
ñalan López Reyes et al. (2019). El tercer componente es la situación de 
migración forzada en el escenario del cambio climático o ecomigración, 
una problemática que no solo afecta a la población más vulnerable, 
sino también a los ecosistemas, además del desafío de la protección de 
derechos bioculturales. 


Se concluye respondiendo a la pregunta: ¿Estamos obligados a construir 
un nuevo estatuto jurídico de protección para la población víctima de 
migración forzada? Para el caso colombiano, se analiza brevemente la 
problemática en el contexto del conflicto armado, en el marco de la pro- 
tección de derechos civiles y políticos; de las condiciones económicas, 
sociales y culturales que corresponde también a esa categoría de dere- 
chos; y, por último, de los nuevos retos en la tercera generación de dere- 
chos, que exige una protección con un enfoque menos antropocéntrico. 


1. Evolución de la protección internacional 


La Convención de la ONU de 1951 expidió el Estatuto del refugiado tras 
la Segunda Guerra Mundial. Los refugiados son aquellas personas que 
han salido de las fronteras de sus países huyendo de conflictos internos 
o crisis humanitarias y tienen derecho al asilo, una protección jurídi- 
ca que otorga el país de recepción y que, según los procedimientos 
particulares de cada uno, debe aplicar el principio de No devolución. 
La persecución de la que puede ser víctima un refugiado se dio poste- 
riormente en el contexto de la Guerra Fría, donde la división entre el 
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bloque soviético y el capitalista buscaba una confrontación aún mayor 
entre una y otra ideología (Estévez, s.f.). 


Sin embargo, a partir de las siguientes décadas es cuando el alcance del 
estatuto se ve más limitado, a pesar de la expedición de 1967 sobre el 
estatuto de refugiado y el derecho al asilo que anula los límites geográ- 
ficos y temporales. Con las llamadas migraciones Sur-Norte global las 
poblaciones empezaron a huir de las precarias condiciones económicas, 
pero también de la represión política y social ocasionada por las de- 
nominadas Nuevas Guerras, en que los conflictos internos provocaron 
guerras civiles dentro del contexto colonial y neocolonial, catalogados 
también como “Estados fallidos” (Castles, 2003, p. 35). 


Paralelamente, los instrumentos de derecho regional buscaron ampliar 
la definición de refugio para atender las nuevas necesidades de los paí- 
ses. La guía sobre el derecho internacional de los refugiados amplía el 
concepto de refugiado; “Esto significa que las personas que huyen de 
los disturbios civiles, la violencia generalizada y la guerra tienen dere- 
cho a pedir el estatuto de refugiado en los Estados que son partes en 
esta Convención, sean o no fundados sus temores a ser perseguidas” 
(2001, p. 13). 


Frente a esta norma regional es importante señalar dos aspectos: uno, 
que dentro de la definición se hace referencia a la violencia generaliza- 
da, pero también a la estructural, de la que se habla más adelante. 


El término refugiado se aplicará también a toda persona que a causa de 
una agresión exterior, una ocupación o dominación extranjera, o de 
acontecimientos que perturban gravemente el Orden público en una parte 
o en la totalidad de su país de origen o del país de su nacionalidad, está 
obligada a abandonar su residencia habitual para buscar refugio en otro lu- 
gar fuera de su país de origen o del país de su nacionalidad. (Organización 
de la Unidad Africana [OUA], 1969, art. 1.2) negrilla fuera del texto. 
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Al reconocerse que hay una dominación extranjera y una agresión ex- 
terna se podría identificar una de esas causas profundas e históricas de 
expulsión de la población fuera de sus países, e incluso de los orígenes 
de las negativas consecuencias medioambientales (Felipe, 2016, p. 2); 
dos, que es un tratado jurídicamente vinculante para todos los países 
de la OUA. 


En la esfera interamericana, la conclusión tercera de la Declaración de 
Cartagena, de 1984, recomienda del mismo modo la ampliación de la 
definición de refugiado; 


Personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad 
han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, 
los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u 
otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público. 


El contexto latinoamericano de ese momento necesitaba este acuerdo 
entre países, debido a la situación de violencia generalizada, los conflic- 
tos internos y las crisis políticas. El continente generó unas dinámicas 
de migración Sur-Sur, especialmente en Centroamérica, de las cuales 
México es un país receptor importante. Se creó también una nueva cate- 
goría: las personas desplazadas internas. Estas solo fueron reconocidas 
por el derecho internacional en 1998, cuando la ONU emitió los Princi- 
pios Rectores de los desplazamientos internos Allí se establece que son 
las personas que se mueven dentro del territorio de su país sin salir 
de las fronteras y se reconoce, incluso, que los desplazados internos 
son más numerosos que los migrantes externos —para ese momento 
25 millones de personas desplazadas internas— (Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas [ACNUR]). Los desplazados forzosos son benefi- 
ciarios, generalmente, de una ayuda humanitaria temporal, según las 
disposiciones de cada país. Este tipo de movilidad forzada está dentro 
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de lo que se conoce como migración forzada interna*. Igualmente se ha 
señalado que otros tipos de violencias como la de género? o la estructu- 
ral, son causas de migración forzada, cuyas víctimas tiene un déficit de 
protección.* Según Estévez (2021, p. 20): 


Sin embargo, en 1995 la ONU corrigió esta omisión emitiendo pautas de 
género para evaluar la persecución basada en la violencia sexual. En el 
2002, la ONU emitió nuevas normas, las Directrices sobre protección inter- 
nacional: persecución relacionada con el género en el contexto del artículo 
1A (2) de la Convención de 1951 o su Protocolo de 1967. Estas directrices 
establecen que si bien los perpetradores de persecución son en su mayoría 
agentes estatales, en el caso de discriminacion y violencia sexual y de 
género podrían ser actores no estatales a menudo tolerados por el Estado. 


3  Paralas democracias modernas, la comprensión de la realidad política y social lleva 
a una cantidad superior de población migrante interna, a un nivel de cifras más 
alto que la migración internacional. 740 millones de personas se han trasladado 
de diversas zonas rurales, especialmente en Asia, a los centros urbanos. Las trans- 
formaciones económicas y el abandono del campo en busca de mejores oportuni- 
dades económicas en las grandes ciudades han movilizado a un gran número de 
campesinos atraídos por los salarios más altos, siendo China el ejemplo más nota- 
ble entre las dinámicas económicas del este y el oeste del país. También se conoce 
como un fenómeno denominado migración para el desarrollo, sin embargo, se ha 
cuestionado la idea de “desarrollo” que ha despasanizado verificar este término 
los campos a cambio de mano de obra barata para las empresas y ha generado 
precarias condiciones de vida para la población en las ciudades (Organización 
Internacional para las Migraciones, 2018) 


4 Las mujeres que sufren violencia de género quedan excluidas como grupo social 
específico desde el principio. Si bien el sexo se considera una característica inmu- 
table aceptable, no es suficiente para demostrar visibilidad y particularidad, porque 
la violencia doméstica ocurre en el hogar, que es el ámbito privado (Estévez, 2021, 
p. 19). 

5 Algunos países adoptaron legislaciones basadas en los tratados internacionales 
sobre la niñez, la persecución con base en género o los protocolos de la OIT sobre 
las condiciones de los trabajadores migrantes (Declaración de Cartagena sobre los 
Refugiados, 1984, p. 5) 
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Aunque la Declaración de Cartagena no es vinculante, junto a la Orga- 
nización de Estados Americanos (OEA) y la ACNUR (Alto Comisionado 
de Naciones Unidas para los Refugiados), algunos países adoptaron el 
concepto en sus legislaciones. 


Algunos autores como Chimni (2009) citado por Estévez (2021), han 
identificado la relación del manejo de la migración internacional con 
los intereses políticos de los países dominantes, como por ejemplo, a 
partir del 11 de septiembre de 2001 hasta la actualidad. Un periodo 
marcado por el miedo infundado al extranjero, la xenofobia, la lucha 
contra el terrorismo, razones por las cuales los países del norte global 
han creado todo tipo de mecanismos de bloqueo en las fronteras y en 
pro de su seguridad nacional. 


Los migrantes socioeconómicos también llamaron la atención de la co- 
munidad internacional para desarrollar mecanismos de restricción en 
las fronteras. La separación institucional entre refugio —del cual se en- 
carga la ACNUR por medio de un comisionado de la ONU— y migración, 
atendida por la om (Organización Internacional para la Migración) se 
hizo más evidente. Esta última enmarcó la migración económica con un 
mecanismo de acuerdos internacionales bilaterales para el trabajo entre 
unos y otros países, cumpliendo con los principios de la globalización 
y la integración económica con la circulación de capitales, servicios, 
mercancías y personas, siendo el de personas el más limitado. 


Aunque la ONU promulga una migración segura, ordenada y regular, la 
verdad es que lo que llamaremos migración forzada a causa de econo- 
mías legales e ilegales, arrastra y sigue arrastrando muchas víctimas 
dentro de la economía criminal. Esta situación, que no se podía seguir 
invisibilizando, activó dispositivos de cooperación y solidaridad inter- 
nacional con agencias de ayuda humanitaria y organizaciones no gu- 
bernamentales. También se promovieron los derechos de los migrantes 
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en virtud de las normas internacionales de derechos humanos', normas 
laborales internacionales pertinentes sobre los trabajadores migrantes”, 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y sus Protocolos Relativos a la Trata de Personas y el 
Tráfico Ilícito de Migrantes*. Sin embargo, como se ha mencionado, el 
mero reconocimiento de estas causas no permite proteger a las perso- 
nas víctimas de migración forzada de grandes sistemas criminales no 
solo porque el mecanismo de refugio-asilo, que es discrecional de los 
países de acogida, podría decidir que esta situación no entra en las 
condiciones de la protección, sino porque, además, estas personas en 
su mayoría están en la clandestinidad en territorios extranjeros para 
proteger su vida, es decir, que están en peligro dentro y fuera de su país 
de origen sin poderlo declarar a ninguna autoridad. 


Los desplazamientos hacia Europa desde Oriente Medio y África con- 
figuran lo que se ha conocido como una trágica crisis humanitaria de 


6 Declaración Universal de Derechos humanos (1948); Pacto Internacional de los De- 
rechos Económicos, Sociales y Culturales (1966); Convención Internacional de Dere- 
chos Civiles y Políticos (1966); Convención Internacional sobre Eliminación de 
todas las formas de Discriminación Racial (1965); Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer (1979); Convención sobre los 
Derechos del Niño (1989); Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere- 
chos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
de niños en la pornografía (2000); Protocolo Facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados 
(2000(; Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes (1984); Convención Internacional sobre la protección de los derechos 
de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (1990); Pacto Mundial 
para la Migración Segura, Ordenada y Regular (2018). 


7 OIT. Convención de la Migración para el Empleo (Revisada), 1949; Recomendación 
No. 86 sobre los trabajadores migrantes (revisado, 1949); Convenio No. 143 sobre 
los trabajadores migrantes; Recomendación No. 151 sobre los trabajadores migran- 
tes (1975). 


8 Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional, y 
sus protocolos, Declaración sobre los derechos humanos de los individuos que no 
son nacionales del país en que viven, 13 de diciembre de 1985. 
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migrantes y refugiados”, sin embargo, se ha cuestionado esta denomi- 
nación, teniendo en cuenta la frágil respuesta de Europa a la situación 
(Ferrero-Turrón y Pinyol-Jiménez, 2016). De hecho, la ruta mediterrá- 
nea es inhumana debido a la situación económica, la profunda inesta- 
bilidad política y los conflictos armados. Esta situación evidenció que 
la violación sistemática de derechos humanos en cualquier parte del 
mundo genera graves consecuencias a nivel local e internacional. La 
Unión Europea reconoció en 2011 la aplicación de la protección subsi- 
diaria a personas necesitadas de protección internacional —conocido 
como SECA (Sistema Europeo Común de Asilo) —, por parte de todos los 
Estados miembros, a fin de brindar una protección mínima de refugio 
a todos los migrantes. También se discutía el peligro que corría el canal 
de refugio con migrantes que no cumplían los requisitos establecidos 
en la Convención de 1951, a pesar de que la Unión Europea reconoce 
la violencia generalizada, las amenazas a la vida y seguridad como 
causas para otorgar la protección subsidiaria y de derechos humanos 
(Abellán, 2020, p. 3). Se ha criticado fuertemente la gestión de la mi- 
gración forzada que llego a puertas de la Unión Europea en los últimos 
decenios, pues no solo no dio respuestas suficientes y adecuadas a la 
situación en medio de su propia crisis comunitaria, sino que trasladó la 
responsabilidad a terceros países, o en su defecto a los primeros países 
de llegada para el refugio (Grecia e Italia, por ejemplo), agravando las 
tensiones propias (Ferrero-Turrión y Pinyol-Jiménez, 2016), e incluso 
fomentando la contención de la migración no deseada como se sigue 
haciendo en países de tránsito para la migración: México, Marruecos, 
Turquia, entre otros. 


Estas estrategias de gestión de la migración siguen siendo preocupan- 
tes y con varios déficits de protección. Los últimos instrumentos inter- 


9 Desde 2013, cuando 368 migrantes murieron cerca de la isla italiana de Lampedusa, 
la OIM comenzó a recopilar información y a contabilizar a los desaparecidos en las 
rutas migratorias del mundo. El número de muertos y desaparecidos en el Medite- 
rráneo aumentó un 36 % entre 2013 y 2016 (om, 2017). 
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nacionales como la Declaración de Nueva York para los refugiados y 
los migrantes 2016, y El Pacto Mundial para una migraciones segura, 
ordenada y regular, de 2018, plantean grandes derroteros de ayuda a 
la población migrante, incluyendo los migrantes climáticos. Como lo 
señala Beatriz Felipe Pérez (2016) la migración por causas climáticas 
empezó a tratarse solo a partir de los Acuerdos de Cancún, se incluyó 
en los acuerdos de París-cOP 21, pero solo el derecho internacional de 
los derechos humanos puede garantizar una protección básica a estas 
personas. Actualmente, no hay reconocimiento formal ni indemniza- 
ciones a los damnificados por los daños que puedan sufrir frente a 
catástrofes naturales o provocadas por la intervención humana (Borrás 
Pentinat, 2006). En el caso de la Unión Europea, la ausencia de un ele- 
mento de persecución no permitiría aplicar el estatuto de refugiado para 
los migrantes climáticos, sin embargo, los objetivos de la Agenda 2030 
permiten, por medio de la protección subsidiaria, que se brinde ayuda 
humanitaria equiparándola a peligros inminentes como la tortura, en la 
cual si el migrante retorna a su país de origen corre grave peligro para 
su vida (Abellán, 2020, p. 5). 


Pero como lo hemos analizado, el Estatuto de los Refugiado sigue sien- 
do un instrumento discrecional en cada país, alegándose el respeto por 
la soberanía de las naciones. Las migraciones forzadas por el cambio 
climático son un tema de actualidad, de gran importancia y de contro- 
versia jurídica. El caso más conocido desde la jurisprudencia es el de 
loane Teitiota contra Nueva Zelandia. loane Teitiota solicitó asilo en 
Nueva Zelanda y expuso como motivos la protección de su derecho a la 
vida y la de su familia, por los efectos negativos del cambio climático: 
aumento de los niveles del agua provocados por el calentamiento glo- 
bal, erosión de la tierra, contaminación del agua potable por las aguas 
salinas, así como la disputa por tierras que ha provocado varias muertes 
en la isla Tarawa, República de Kiribati, de donde procedía. “El Tribunal 
de Inmigración y Protección rechazó la solicitud. Sin embargo, el Tri- 
bunal no excluyó la posibilidad de que la degradación ambiental podría 
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crear un camino hacia la Convención de Refugiados o la protección 
jurisdiccional de la persona” (Naciones Unidas, 2020, párr. 2.2) 


El dictamen del Comité de Derechos Humanos de la ONU concluyó lo 
mismo que el Tribunal, pero la decisión del Comité tuvo dos votos disi- 
dentes' de quienes argumentaron que la negación del asilo sí afectaba 
la protección de una vida digna del solicitante, en virtud del art. 6 (1) 
del Pacto y que mientras existieran las causas de amenaza para su vida, 
debería ser beneficiado de protección internacional. 


Según la Om (2018), se calcula que la población desplazada debido al 
cambio climático gradual o a catástrofes naturales en Sudán, por ejem- 
plo, será de 100 a 400 millones de personas en 2050. También se han 
discutido las causas de esta nueva situación que sufren especialmente 
las poblaciones más vulnerables (aunque no son las únicas), es de- 
cir, de escasos recursos económicos, en países con economías frágiles 
y sin herramientas tecnológicas ni de investigación para responder a 


10 Uno de Duncan Laki Muhumuza, quien manifestó que aunque es loable que Kiri- 
bati esté tomando medidas para adaptarse y reducir las vulnerabilidades existentes, 
y tratar los males del cambio climático, es claro que la situación de vida continúa 
siendo contraria a los parámetros de dignidad para el autor, como lo requiere el 
Pacto. El hecho de que sea una realidad para muchos otros en el país no lo hace 
más digno para las personas que vivan en esas condiciones. La acción de Nueva 
Zelanda se asimila más a forzar a una persona que se está ahogando, a volver a 
una embarcación que se hunde, con la “justificación” de que después de todo, 
hay otros pasajeros a bordo. Incluso si Kiribati intentara tratar tales condiciones, 
mientras tales condiciones continúen así de deplorables, la vida y la dignidad de 
las personas se encuentran en riesgo. 


El segundo fue de Vasilka Sancin, quien expresó: “Considerando lo arriba expuesto, 
no me encuentro convencido de que el reclamo del autor respecto a la falta de 
acceso al agua consumible segura no fue sustanciado por entender que el análisis 
del Estado parte de la situación del autor y su familia fue claramente arbitrario y 
manifiestamente erróneo. Por ello, en las circunstancias del presente caso, no con- 
cuerdo con la conclusión del Comité de que los hechos no permiten concluir que la 
devolución del autor a Kiribati violó su derecho a la vida bajo el artículo 6 (1) del 
Pacto “Nueva Zelandia y loane Teitiota, al ser expulsado y vulnerado su derecho a 
la vida”. Consultado el 12 de marzo de 2023. 
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las amenazas frente a desastres naturales metereológicos. Los análisis 
actuales de riesgo por el cambio climático han determinado algunos 
lugares especialmente vulnerables: las islas y los países costeros que 
enfrentan riesgos por el aumento del nivel del mar; en las regiones tro- 
picales, hay riesgos especiales por el aumento de las temperaturas y la 
desertificación; y en las regiones polares, aunque menos pobladas, el 
descongelamiento del permafrost implica riesgos especiales de desas- 
tres naturales. Sin la protección de ecosistemas, la biodiversidad y los 
recursos naturales", la subsistencia humana sigue en peligro constante. 


Igualmente, es importante mencionar que los conflictos ambientales 
y las luchas violentas por territorios, así como por sus recursos, en- 
gendran grandes consecuencias negativas, pues estos enfrentamientos 
generan la huida de comunidades, especialmente étnicas (como en el 
caso colombiano), que tienen una fuerte relación ancestral con la na- 
turaleza. Además de proteger la biodiversidad en varias zonas del país, 
estas poblaciones sufren persecución de grupos armados, inseguridad 
alimentaria por contaminación de tierras y cuerpos de agua, enferme- 
dades, abandono histórico estatal!? y falta de voluntad política para su 
real protección. 


Aunque se estima que las poblaciones víctimas de migración forzada 
por causa del cambio climático no poseen los medios para salir de las 


11 En este sentido, se identifican como principales causas ambientales que originan 
el desplazamiento forzado de la población, la desertificación, el aumento del nivel 
del mar y los conflictos ambientales. Otros autores apuntan a la deforestación y la 
sequía, y la degradación terrestre, del agua y del aire. Suelen distinguirse también 
los desastres naturales, la degradación de los recursos terrestres, del reasenta- 
miento involuntario, los accidentes industriales, las situaciones posteriores a un 
conflicto bélico y el cambio climático (Borrás, 2006). 


12 La estrecha relación entre los megaproyectos de gran infraestructura que se con- 
sideran legales pero que generan daños ambientales, también traen como conse- 
cuencia migraciones forzadas, generalmente de las poblaciones rurales y comu- 
nidades altamente vulnerables. Esta relación se explica en lo que se ha llamado 
migración forzada a causa del cambio climático. 
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fronteras nacionales, es decir, que en su mayoría es una migración in- 
terna, varios factores indican que las huidas serán cada vez más nume- 
rosas y se buscará protección fuera de los países. 


2. La migración forzada y algunas tipologías 
Discusión sobre el concepto 


Después de un breve repaso sobre el refugio, sus avances y sus limita- 
ciones de eficacia en su aplicación, especialmente frente a los distintos 
cambios sociales y los desafíos de protección que han surgido desde la 
Convención de Ginebra de 1957 hasta nuestros días, se hace necesario 
plantear una lectura de la migración forzada desde las distintas causas 
de movilidad humana, con la ayuda de herramientas interdisciplinarias. 


Según la ACNUR, a mediados del año 2022 el número de personas que se 
vieron forzadas a huir de la guerra y la persecución en todo el mundo 
superó los 103 millones, producto de la guerra de Ucrania y las crisis sin 
resolver en otras partes del mundo, como en la República Árabe Siria, la 
República Bolivariana de Venezuela, la región africana del Sahel, Afga- 
nistán, Somalia, Etiopía, Yemen, la República Democrática del Congo, 
Mozambique y las hostilidades entre Armenia y Azerbaiyán (Kalonji, 
2023). Cabe mencionar que esta cifra puede variar teniendo en cuenta 
que muchos migrantes forzados internos y externos no cuentan con 
canales de registro. Según el Centro de Monitoreo de Desplazamiento 
Interno (2022), de estos 103 millones, 59 son desplazados internos. Para 
el caso de Colombia el Registro Único de Víctimas (s.f.) estableció que 
hay 8 219 403 personas desplazadas, según el acumulado histórico des- 
de 1985 hasta el año 2021: 


Movimiento migratorio, que si bien esta propiciado por diversos factores, 
entraña el recurso a la fuerza, la coacción o la coerción. 


Nota: Aunque no es un concepto jurídico internacional, este término se ha 
utilizado para describir los movimientos de refugiados, desplazados (in- 
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cluidos los desplazados por desastres o por proyectos de desarrollo) y, en 
algunos casos, las víctimas de la trata. En el plano internacional, el uso de 
este término es objeto de debate debido al reconocimiento generalizado de 
que existe un espectro continuo de agentes, y no así una dicotomía “volun- 
tario/ forzoso”, y de que su empleo podría socavar el régimen jurídico de 
protección internacional existente. (Om, 2019, pp. 126-127). 


Podríamos decir entonces que la migración contemporánea es en su 
gran mayoría forzosa interna y externa, incluyendo en estos compo- 
nentes y denominaciones administrativas los desplazados internos que 
se quedan atrapados al interior de su país, víctimas de violación de 
derechos humanos o resistiendo a las condiciones adversas del cambio 
climático graduales como el deterioro a causa de sobreexplotación o 
repentinas como los desastres naturales o por intervención humana, 
pues no se puede solicitar asilo por este motivo. Y fuera de las fronteras 
encontramos los demandantes de asilo, personas en situaciones irregu- 
lares (sin visa, residencia o permisos temporales); los migrantes econó- 
micos que no encuentran oportunidades laborales o de educación en 
su país o que son víctimas de delitos de trata de personas, narcotráfico, 
explotación laboral. Estas personas, según cada sistema de protección, 
pueden carecer del elemento inmediato de persecución y discrimina- 
ción que se exige para tener el estatuto de refugiado. 


A pesar de las discusiones sobre si el uso del término migración forzada 
“puede socavar el régimen jurídico de protección internacional exis- 
tente”, se puede señalar que como está concebido desde la biopolíti- 
ca!?, Estévez (2018), Talcott (2018) con base en Michel Foucault, “quien 


13 Como puede apreciarse, biopolítica y necropolítica no son opuestos, sino definiti- 
vamente constitutivos en fenómenos sociales como la migración. Explícitamente, 
mientras que la necropolítica produce situaciones de muerte en el primer mundo, 
la biopolítica es la que sirve para administrar la migración de las personas que 
huyen de escenarios necropolíticos que incluyen feminicidio, violencia criminal, 
proyectos económicos y de infraestructura, megaminería, deforestación, etcétera. 
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aventuró una filosofía analítica del poder”, plantean que las formas de 
poder someten la vida de los sujetos a través de dispositivos, leyes y 
políticas públicas, para que mantengan un statu quo racial, como en el 
caso de la migración. En ese sentido, el manejo global de las migracio- 
nes incide de manera restrictiva en los intereses de los migrantes forza- 
dos, conteniendo los flujos migratorios no deseados desde el interior de 
los países, como lo afirman Vidal López (2017) y Posada (2019), toda 
vez que lo que se ha socavado es la protección de derechos humanos de 
los migrantes forzados, a favor de los intereses de ciertos Estados, den- 
tro de un sistema excluyente, racista y discriminatorio de la migración. 


Por estos motivos se ha planteado una redefinición de la migración for- 
zada desde la interdisciplinariedad de las ciencias sociales y a la luz de 
la protección de los derechos humanos, políticos, civiles, económicos, 
sociales y culturales, además de los ambientales y bioculturales: “¿Se 
podría argumentar que cualquier migrante cuyos derechos humanos 
han sido violados en su país de origen es por tanto un «migrante forza- 
do»?” (Gzesh, 2008, p. 97)'*. La respuesta es sí, tanto para los migrantes 
que cruzan fornteras como para los que se quedan dentro de ellas. 


La biopolítica opera a través de categorías como asilado, migrante regular o refu- 
giado (Estévez, 2018). 


14 Entre los científicos sociales hay una definición operativa consensual de “migración 
forzada”. La Asociación Internacional para el Estudio de la Migración Forzada la 
define como un “término general que refiere a los movimientos de refugiados y de 
personas internamente desplazadas por conflictos, desastres naturales o ambien- 
tales, desastres químicos o nucleares o proyectos de desarrollo”. En la última 
década, varios analistas han señalado la necesidad de una definición ampliada de 
la migración forzada. En un artículo de 1994, el geógrafo William Wood estableció 
parámetros para definir la migración forzada: “La eco-migración forzada puede 
definirse como un tipo de migración impulsada por el decaimiento económico y 
la degradación ambiental. Los grupos incapaces de sostenerse en un nivel mínimo 
enfrentan una crisis que es a la vez ecológica y económica. Las eco-migraciones 
forzadas se dan cuando esas condiciones se tornan amenazantes de la vida en lo 
inmediato”. Una década antes, Huyck y Bouvier sugirieron que “para calificar como 
refugiado económicamente motivado, uno, habría de ser totalmente incapaz de 
ubicar en el propio país ninguna clase de empleo o de generar suficientes productos 
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Nuevos elementos son igualmente necesarios en la investigación de las 
migraciones forzadas para entender mejor sus causas y aportar con- 
ceptos a la discusión analítica de la situación. Por ejemplo, la intersec- 
cionalidad, que puede ser estructural y política, es un concepto que 
se remonta a la década de los setenta en Estados Unidos**. La jurista 
Kimberlé Crenshaw la definió así; 


Interseccionalidad estructural alude a la imbricacion de sistemas de 
discriminacion (de género, raza y clase social) que tiene repercusiones 
específicas en la vida de las personas y los grupos sociales. A partir de 
esta la autora analiza la experiencia de mujeres afrodescendientes, quienes 
vivían situaciones de desigualdad en función de su raza, su género y su 
clase social, de modo simultaneo. 


Por su parte, la interseccionalidad política permite entender como las es- 
trategias políticas que solo se centran en una dimensión de desigualdad 
marginan de sus agendas a aquellos sujetos y/o grupos cuya situacion 
de exclusion responde a la imbricacion de diversos sistemas de opresion. 
Dichas estrategias, a la vez, reproducirían y reforzarían aquellos sistemas 
de poder que actuan articuladamente, al no dar cuenta de la heterogenei- 
dad interna de los grupos sociales. Al respecto, la autora estudia algunas 
sentencias judiciales generadas a partir de las demandas de mujeres afro- 


agrícolas para alimentarse y para alojarse a uno mismo y a la familia inmediata. La 
inanición en este caso se convierte en la única alternativa posible a la emigración” 
(Gzesh, 2007, p.112) Precisar la página de la cita textual 


15 Los orígenes de la interseccionalidad se remontan a la década de los setenta en 
Estados Unidos, cuando el feminismo negro y chicano hizo visibles los efectos 
simultáneos de discriminación que pueden generarse en torno a la raza, el género 
y la clase social (Combahee River Collective, 1977/1981; Davis, 1981; Moraga y 
Anzaldúa, 1981; Hooks, 1984; Crenshaw, 1989; Hill Collins, 1990/2000 entre otros). 
El análisis feminista de la interseccionalidad se caracteriza por ser un descentra- 
miento del sujeto del feminismo, al denunciar la perspectiva sesgada del feminismo 
hegemónico (o “blanco”) que, promoviendo la idea de una identidad común, 
invisibilizó a las mujeres de color y que no pertenecían a la clase social dominante 
(Cubillos Almendra, 2015). 
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descendientes, quienes alegaban discriminacion laboral y cuyas causas 
fueron objetadas por no coincidir con las experiencias de discriminacion de 
mujeres blancas ni de hombres negros, sino que respondían a una situacion 
de discriminacion interseccional que el derecho antidiscriminacion esta- 
dounidense no era capaz de visibilizar. (Cubillos Almendra, 2015, p. 122). 


Desde la sociología este concepto fue adoptado en las luchas feminis- 
tas y antirracistas. La misma autora plantea cómo la socióloga Patricia 
Hill Collins propone pensar en una matriz de dominación que organiza 
el poder global que presenta manifestaciones a nivel local. A su vez, 
Collins identificó el domonio estructural, el dominio disciplinario, el do- 
minio hegemónico y el dominio interpersonal (Cubillos Almendra, 2015, 
p. 122). Esta herramienta de análisis ha sido utilizada por los estudios 
feministas en el mundo y también por las teorías criticas decoloniales 
latinoamericanas. Para el análisis de las migraciones forzadas será muy 
interesante la aplicación de este concepto en los casos de estudio con 
metodologías que deben seguir construyéndose colectivamente. 


Tipologías de la migración forzada 


Se han mencionado algunas de las divisiones o tipos de migración for- 
zada desde la comunidad internacional de los Estados**, pero para con- 
tinuar la discusión también se proponen algunas tipologías de causas 
que obligan a las personas a migrar forzadamente. 


Sobre el carácter “forzoso” o “voluntario” de la migración, o lo que 
se conoce como flujos mixtos y el nexo-migración-asilo, dentro de los 
canales de migración se pueden encontrar migrantes económicos, con- 
siderados como una migración voluntaria, y refugiados, que serían re- 
conocidos como migrantes forzosos. Sin embargo, como se ha seña- 


16 O lo que algunos autores han denominado países ricos o hegemónicos (Posada, 
2009; Estévez, 2021).. 
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lado, aunque la línea para dividir estas categorías es muy delgada, se 
considera que la violación de derechos humanos al interior y fuera de 
los Estados es una causa de la migración forzada, conformada por mi- 
grantes económicos y de refugio que carecen de protección. 


Sobre los elementos de la voluntariedad, como lo afirman Brubaker van 
Hear y Besa (2009), citando a Bourdieu y otros analistas: 


Los fenómenos sociales están determinados por la “estructura” es decir las 
condiciones contextuales o el entorno, y la agencia, es decir la capacidad 
y la voluntad de las personas para actuar. El juego de esta dialéctica puede 
enmarcarse últimamente en términos de posesión o disposición de diferen- 
tes formas de “capital” (p. 16). 


La importancia de la acumulación de capitales para un proceso migra- 
torio, especialmente al exterior, depende del destino que requiera más 
capital económico que social, cultural o simbólico. Brubaker van Hear 
y Besa (2009) determinan, citando a Sen (1999), que al final, disponer 
de combinaciones de capital determina la capacidad de las personas a 
migrar. Sin embargo, aplicando esta estructura al caso de la migración 
interna, se podría decir que el valor que se les da a los distintos tipos 
de capital también afecta esa capacidad de decisión de las personas. 
Por ejemplo, si una sociedad considera que el capital económico o so- 
cial es más importante que el cultural, esta concepción del entorno 
también influye en la decisión de migrar, pues no solo radicaría en la 
disposición de los capitales, sino en la importancia o valor que le da 
una determinada sociedad a estos. Se plantea que esta disposición de 
recursos (capital) “implica que los mejores dotados pueden comprar un 
asilo de mejor calidad o buscar seguridad en su propio país” (Van Hear, 
et al, 2009, p. 38). 


Es decir, si las necesidades económicas son la condición para migrar 
como una obligación y no como una opción, los menos opcionados 
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se quedarán al interior de las fronteras. Si las condiciones laborales, 
así como las condiciones de vida digna son favorables al interior de 
los países, entonces las personas podrían ejercer lo que Gzesh (2008) 
denomina derecho a no migrar. La migración económica es el resultado 
de la violación de los derechos económicos, sociales y culturales que ya 
se ha mencionado. El reconocimiento de estas violencias sistemáticas 
presionaría a los Estados y a los países responsables a responder por la 
degradación de las condiciones de vida de los habitantes, en el marco 
de un sistema económica inequitativo. Sin mencionar las economías 
ilegales que, en muchos casos, son financiadas por sistemas de corrup- 
ción entre empresas y estructuras del Estado, lo que hace más difícil 
para las poblaciones denunciar dichos abusos o elegir libremente su 
forma de vida. 


Lo mismo sucede con la migración forzada a causa del cambio climá- 
tico, en la cual la justicia ambiental es un mecanismo que permitiría 
de forma más eficaz establecer la responsabilidad de los Estados en 
función de la emisión de gases de efecto invernadero y de la contamina- 
ción de ecosistemas, deforestación, sequías, entre otros. Las cuotas de 
migrantes forzados por el cambio climático podrían ser asumidas justa- 
mente por los países con más responsabilidad en el deterioro del medio 
ambiente o la violación de los bioderechos, establecidos por ejemplo en 
las constituciones de Bolivia y Ecuador. Lo que se ha señalado como 
una interrelación de causas migratorias no excluyentes y más bien acu- 
mulativas, se refiere a los migrantes por conflictos internos que se han 
generado también por causa de la degradación ambiental, además de 
la pobreza. 


En este punto es importante señalar lo dicho por autores como Naran- 
jo (2015) y Van Her et al. (2009) sobre el transnacionalismo, que es 
una propuesta de estudio de la geopolítica de la migración forzada que 
no permitiría justificar con el argumento de la soberanía nacional la 
discriminación a los migrantes del tercer mundo. Probablemente otros 
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mecanismos sean necesarios para seguir estudiando posibles solucio- 
nes. Algunas propuestas más osadas hablan de una ciudadanía interna- 
cional y un quiebre de las categorías de personas de 1%, 2% y 3% nivel, 
ajustando de forma más equitativa las condiciones de subsistencia hu- 
mana. Naranjo (2015) también menciona la necesidad de abordar “el 
nexo de migración-desplazamiento-asilo, como un problema político y 
sociocultural y no únicamente humanitario” (p. 282). 


A continuación se explica otra forma de tipologías de las migraciones 
forzadas desde una dimensión social espacial. Las tipologías o etiquetas 
desde la gobernanza global de la migración, como se ha mencionado 
por los autores, es necesario seguirlas cuestionando, así como al orden 
fronterizo de las cosas. Para seguir el diálogo, se comenta la tipología 
propuesta por López Reyes et al. (2019), con quien se coincide en que 
se debe profundizar en las causas y dimensiones de las migraciones 
forzadas desde lo social, político, económico, cultural y ambiental. 


La tipología de causas que se propone desde el estudio del caso colom- 
biano tiene transversalmente tres componentes que se intentan identi- 
ficar dentro de las cuatro dimensiones que plantea López et al (2019): 


1. La violencia, que para la sociedad colombiana incluye la direc- 
ta (confrontaciones armadas) y la estructural (entre otras la vio- 
lencia política y de género) se inscribiría dentro de la dimensión 
social-politica. 


2. En la dimensión social-económica se señalan como causas los mer- 
cados laborales. En este estudio se ha denominado migración for- 
zada por causa de economías legales e ilegales. En esta última se 
incluye el caso del narcotráfico, que para el autor estaría dentro de 
la dimensión social-cultural, en la cual identifica como causas el 
control social por grupos irregulares. Pero esta causa no responde 
solamente a una dimensión cultural, pues se corre el riesgo de se- 
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guir ocultando que es un sistema económico criminal mundial y que 
las responsabilidades frente al consumo de estupefacientes no han 
sido aceptadas ni compartidas por todos los Estados responsables, 
al igual que otras actividades clandestinas. 


3. La última dimensión es la social-ambiental, en la cual el autor men- 
ciona como causa la intervención antropocéntrica en la generación 
del cambio climático. Esta es una causa con muchos campos de ac- 
ción que van desde la intervención antropocéntrica en la naturaleza 
hasta la protección de los bioderechos para prevenir y atender este 
tipo de migración forzada. 


Por otro lado, en el tema de la coerción, la fuerza y la coación desde la 
agencia, es decir, desde la voluntad de la persona para migrar. La vio- 
lencia, en el caso colombiano se consideró como el componente “exter- 
no” que influencia y obliga a las personas a migrar, y que es concebida 
en términos amplios como violencia directa (de los conflictos armados, 
civiles o enfrentamientos entre delincuencia), así como violencia estruc- 
tural (Montenegro, 2019), violencia que se va gestando como resultado 
de la discriminación social, racial o económica de grupos poblacionales 
altamente vulnerables. Estas mismas comunidades que se consolidaron 
como campesinos a través del tiempo o de pobres en las periferias de 
las ciudades, han sido discriminadas en la atención de servicios básicos 
en sus territorios, así como excluidas de medios económicos y educati- 
vos para subir en el ascensor social y económico del país. 


Aunque dentro de la evolución del sistema de refugio encontramos la 
violencia generalizada como un motivo para la protección, este criterio 
sigue dependiendo de cada país, además de las dificultades de probar el 
elemento de persecución, que es una carga probatoria para el migrante. 
En el caso de la violencia estructural que deriva en migración por mo- 
tivos económicos de supervivencia, estos siguen siendo probablemente 
un elemento excluyente dentro de la protección. La definición de mi- 
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gración forzada interna de la OIM parece dar causas más amplias sobre 
la situación de migración que el régimen de refugio, especialmente a 
los llamados migrantes a causa de proyectos económicos y del cambio 
climático. 


Un movimiento migratorio en el que existe un elemento de coacción, in- 
cluidas las amenazas a la vida y a los medios de subsistencia, ya sean 
naturales o provocadas por el hombre (por ejemplo, movimientos de 
refugiados y desplazados internos, así como personas desplazadas por ca- 
tástrofes naturales o medioambientales, desastres químicos o nucleares, 
hambrunas o proyectos de desarrollo). (Om, 2019) 


Otro elemento importante para señalar es la movilidad de una o varias 
personas, esto es, la migración forzada grupal. Los movimientos en 
masa son muestra de una obligación de desplazarse para salvaguardar 
la vida. Algunos ejemplos son, en el caso colombiano, los movimientos 
de comunidades indígenas y afrocolombianas dentro del país, que en 
ocasiones se trasladaron en grupo por su misma naturaleza comunita- 
ria, en el marco del conflicto armado. En el caso de la migración forzada 
externa, se estima que aproximadamente siete millones de venezolanos 
salieron de su país presionados por la crisis económica y política, de 
los cuales solo 211 000 personas han sido reconocidas como refugiadas 
formalmente en el mundo [ACNUR, 2023). 


3. Aportes desde el caso colombiano 


Como se ha citado a lo largo del texto, las tipologías de migración for- 
zada propuestas desde el caso colombiano permiten solamente ejempli- 
ficar algunas causas de migración forzada interna, teniendo en cuenta 
que estos componentes podrían aplicarse a sociedades con problemá- 
ticas similares o modificarse según las realidades sociales de cada país 
o región. 
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Migración forzada a causa de la violencia 


Violencia estructural. La historia de colonización colombiana, muy 
similar a la de toda América Latina, generó la imposición de nuevas 
instituciones coloniales, religiosas y culturales que motivaron una des- 
posesión no solo de las tierras, sino de la cosmovisión de los antiguos 
ocupantes del territorio. La movilización forzada a causa de esta vio- 
lencia se dio por parte de las comunidades indígenas para sobrevivir y 
escapar del yugo español. Situación similar vivieron las comunidades 
afrodescendientes, quienes se instalaron, entre otros territorios, en las 
selvas de la costa Pacífica, luego de escapar de la esclavitud o de com- 
prar arduamente su libertad (Helg, 2011; Helg et al., 2004). 


Con el tiempo, los profundos problemas de discriminación racial, social 
y económica llevaron a formar importantes grupos de población cam- 
pesina, las disputas por las tierras los desplazaron de manera violenta 
y fueron desposeídos de sus territorios. Entre los grupos poblacionales 
vulnerados se encuentran: las mujeres, quienes se convirtieron en las 
responsables del sustento económico y del cuidado en las familias; los 
niños y niñas, quienes quedaron desprotegidos/as o fueron reclutados/ 
as por los grupos armados; los ancianos y las ancianas, que no pudie- 
ron jubilarse y asegurarse un sustento digno; y la comunidad LGTBQ, 
cuyos miembros han sido perseguidos por grupos armados extremada- 
mente conservadores y religiosos. 


Violencia directa. Aunque Colombia tiene una larga historia de conflictos 
internos desde el siglo XX y lo que va del siglo XXI. Solo en 1996 entraron 
en vigor en el país, por bloque de constitucionalidad, los convenios que 
consagran el derecho internacional humanitario. Sin embargo, la viola- 
ción de derechos humanos de la población civil siguió incrementándose 
exponencialmente. La situación de desplazamiento interno tuvo que pa- 
sar por varias etapas. Era fácil reconocer un desplazado en el país por su 
vulnerabilidad, pero formalmente no había sistemas de contabilización 
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estatales y fueron las ONG quienes se encargaron del registro. Además, 
los principios rectores de los desplazados internos, de 1998, plasmados 
en una resolución de las Naciones Unidas, no tienen efecto vinculante, 
esto es, los Estados no están obligados a cumplirlos y en muchos casos, 
como en el colombiano, se necesita una fuerte movilización social para 
que sea considerado un problema significativo. La Corte Constitucional 
en la sentencia T-025-04 declaró el estado de cosas inconstitucionales 
y ordenó a todas las instituciones públicas la protección y atención 
de derechos para los desplazados, pero en muchas situaciones espe- 
cíficas una ayuda humanitaria temporal es a lo mucho que pueden 
aspirar los migrantes forzados internos reconocidos como desplazados. 


Aunque Colombia tiene grandes avances desde la jurisprudencia para 
la protección legal de desplazados, con un “sistema de atención, protec- 
ción, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados 
internos por la violencia” (Ley 338/97), las definiciones legales solo 
reconocen bajo sus propios criterios quiénes son beneficiarios de esta 
protección. Según la sentencia T-832/14, el concepto adoptado por la 
Corte Constitucional es: 


El concepto de desplazamiento forzado, tanto a nivel de instrumentos 
internacionales como de jurisprudencia constitucional, se caracteriza esen- 
cialmente por la coacción violenta ejercida en la persona para abandonar 
un determinado lugar y que, en consecuencia, ello se produzca dentro del 
territorio nacional. Por su lado, del concepto de víctima contenido en el 
artículo 3% de la Ley 1448 de 2011, puede destacarse que también se carac- 
teriza porque el individuo es sujeto pasivo de un hecho violento, pero, a 
diferencia del desplazamiento forzado, no existe una limitación territorial 
para que pueda ser identificado, sino simplemente temporal, esto es, que el 
suceso victimizante haya ocurrido con anterioridad al año 1985. 


En este sentido, los migrantes forzados económicos dentro del país no 
serán reconocidos como desplazados. Ante este déficit de garantía de 
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derechos, algunas personas se hicieron pasar como desplazados dentro 
del sistema de atención, para tener algún tipo de ayuda que era vital. 
Tampoco existe el concepto de migrante climático, teniendo en cuenta 
que la mayoría de las personas en riesgo por desastres naturales o arti- 
ficiales se encuentran dentro de los países. El elemento extraterritorial 
de la Ley 1448 de 2011 es muy interesante para la transnacionalización 
de la que se habló en el caso internacional, pero el elemento temporal 
es una gran limitación teniendo en cuenta la larga historia de conflicto 
en el país. 


En Colombia, la distribución de la tierra ha sido el gran desafío para la 
resolución histórica de algunos de los conflictos internos. La cuestión 
sigue sin resolverse, pues se deben implementar varios mecanismos 
para contabilizar las tierras, saber la productividad de estas, en manos 
de quién están y determinar los criterios de redistribución. Los esfuer- 
zos para la restitución de tierras a partir de la Ley 1448 de 2011, relativa 
a las víctimas del conflicto armado, entre ellas campesinos, indígenas 
y afros, se ha dado en la mayoría de casos con altos riesgos para los 
defensores de la restitución, es decir, para aquellos que quieren retornar 
al campo en condiciones dignas de vida para ellos y para sus familias. 


Migración por causa de economías legales e ilegales 


Economías legales. Después de la independencia, las nuevas repúbli- 
cas generaron riquezas por medio de materias primas y recursos natu- 
rales. Pero la sobreexplotación de territorios, la desigualdad socioeco- 
nómica, la realización de megaproyectos y los monocultivos, entre otras 
actividades dentro del modelo agroindustrial que marcó el “desarrollo” 
neoliberal, deterioraron fuertemente los territorios y las comunidades. 
Los más pobres quedaron en búsqueda de cualquier opción laboral para 
sobrevivir, muchos se movieron del campo a la ciudad renunciando a 
su vida rural y otros, aunque siguieron buscando opciones de vida en el 
campo, tuvieron que migrar a otras regiones del país. En muchas situa- 
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ciones estos desplazamientos fueron prolongados, luego intraurbanos 
y, en general, se presentaron en situaciones de alta precariedad. 


La pobreza en Colombia se configuró, en su mayoría, en el campo. El 
coeficiente de Gini'”, que mide el desarrollo humano, en el campo co- 
lombiano fue de 0,87 en el año 2013. Según Fernando et al (2015), “las 
condiciones de las poblaciones rurales se deterioraron no solo económi- 
camente, sino que también fueron los centros de violencia más golpea- 
dos durante los enfrentamientos de los diferentes actores armados”. 
Tampoco se evidenciaron grandes esfuerzos por parte del Estado por 
incluir, dentro de los presupuestos locales y nacional, compensaciones 
o inversiones para atender las dificultades por las que atravesaron las 
comunidades en el campo**. 


Economías ilegales o “paralelas”. Son caldo de cultivo en estas situa- 
ciones de vulnerabilidad de la población. La trata de personas, el nar- 
cotráfico, la minería ilegal, entre otras acciones delictivas, movilizaron 
grupos de personas de manera forzosa hasta los centros de desarrollo 
de estas actividades. Por ejemplo, en las zonas cocaleras selváticas y 
montañosas, los campesinos son obligados a trabajar en los llamados 
cultivos ilícitos. Aunque se ha mencionado el elemento de voluntad 
en este tipo de actividades, cabe mencionar que sin oportunidades la- 
borales, con represiones sindicales y la violación de los derechos fun- 
damentales y sociales, las poblaciones de escasos recursos fueron las 
principales víctimas en este tipo de explotaciones. 


17 Herramienta estadística que permite medir los niveles de desigualdad y de concen- 
tración de riqueza en un país. Está entre 0 y 1, donde O corresponde a una perfecta 
igualdad de ingresos y 1 a la perfecta desigualdad. 


18 Algo similar pasa en otros países como la China, donde los proyectos de desarrollo 
desplazan a millones de personas, pero no se tienen presupuestos para atender las 
consecuencias económicas negativas de estos, ni políticas públicas diseñadas para 
atender la población. Ver más en revista Migraciones forzadas, publicación interna 
del Centro de Estudios sobre Refugiados. 
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El coeficiente de Gini para el resto del país tampoco fue positivo. Co- 
lombia se ubica como uno de los países más desiguales en la distri- 
bución de riqueza de América Latina, lo cual quiere decir que si bien 
algunas cifras muestran una economía en desarrollo, la distribución de 
los recursos al interior del país es muy desequilibrada, con 58,7 en el 
año 2000 y en el año 2023 con un 54,0 (Banco Mundial, 2023). 


La paradoja de estos fenómenos de captación de población es que estas 
economías criminales se entremezclan con las economías legales, es 
decir, algunos actores poderosamente económicos, políticos o armados 
alimentan estos negocios ilícitos (Cázarez, 2018). La corrupción es uno 
de los resultados de esta alianza entre todo tipo de economías, un gran 
problema en la región que afecta las buenas prácticas de gobernabilidad 
y que dificulta atacar sus ramificaciones, puesto que estas permean las 
mismas instituciones de poder encargadas de combatirlas. 


Migración cambio climático 


En este componente se proponen dos aspectos para analizar: la dimen- 
sión antropocéntrica de la migración por causa del cambio climático y 
la protección de derechos-bioculturales. 


La dimensión antropocéntrica está relacionada con la intervención ne- 
gativa del ser humano en el medio ambiente por acción u omisión. 
Es decir, la degradación inmediata como los desastres naturales o las 
graduales consecuencias del cambio climático: deforestación, sequía, 
inundaciones o desastres nucleares. 


En medio de los conflictos armados el país enfrentó grandes pérdidas 
no solo humanas, sino también de recursos naturales, sobrexplotación 
de las tierras y degradación de los ecosistemas. Actividades como el 
narcotráfico, el extractivismo legal e ilegal y la sobreexplotación de los 
recursos naturales brindaron medios económicos a los grupos armados. 
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Los proyectos a gran escala, en los que la expropiación de la población 
se ha multiplicado, y en consecuencia la movilidad forzada se ha exten- 
dido por todo el país, son otra de las causas de migración forzada pero 
también de contaminación ambiental. 


El elemento antroprocéntrico en el deterioro ambiental es muy nega- 
tivo, pero en el caso de Colombia, las comunidades resistieron a los 
conflictos territoriales y salvaguardaron los recursos naturales “que 
pudieron” como medios de subsistencia. La consulta previa es un ins- 
trumento jurídico participativo que han defendido las comunidades en 
sus territorios, pues obliga a que estas sean consultadas para aprobar o 
rechazar proyectos de desarrollo que impactan su forma de vida y sus 
tradiciones. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señala- 
do la importancia de respetar y poner en práctica este mecanismo de 
participación, supremamente valioso para proteger los derechos biocul- 
turales de las comunidades (Olsen, 2008, s. d.). 


Protección de bioderechos 


La relación estrecha de las poblaciones con sus territorios ancestrales 
y la naturaleza les ha permitido la supervivencia, así como la preser- 
vación cultural y tradicional de los grupos étnicos. La Corte Constitu- 
cional, en sentencia T-622 de 2016, declaró el río Atrato como sujeto 
de derechos, ordenó nombrar un representante legal y una comisión 
guardiana conformada por las organizaciones comunitarias, para resol- 
ver las crisis humanitaria, social y ambiental con un fuerte componente 
participativo (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, s.f.). En 
América Latina, países como Bolivia y Ecuador han empezado a pro- 
teger y reconocer constitucionalmente los bioderechos (derechos de la 
naturaleza). 


Según esta sentencia histórica, la naturaleza puede ser considerada víc- 
tima de los conflictos sociales y armados, para proteger los ecosistemas 
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y sus recursos naturales. Estos impactos negativos se han denominado 
“daños socioculturales del conflicto” (Hernández, 2015, p. 444). 


Conclusiones 


La migración forzada es vista desde un concepto amplio e interdisci- 
plinario, especialmente desde sus causas/factores y desde dimensiones 
sociales, políticas, culturales, económicas y ambientales, según las ne- 
cesidades de cada sociedad. Las investigaciones sobre migración for- 
zada pueden alimentar el debate y analizar a profundidad la situación, 
por medio de herramientas conceptuales y metodológicas como la so- 
ciología jurídica, la interseccionalidad o las teorías críticas en ciencias 
sociales, desde el feminismo hasta la decolonización. Estos estudios, a 
su vez, pueden ayudar a plantear nuevos órdenes mundiales, menos 
excluyentes, con nuevos paradigmas de protección de derechos huma- 
nos en todas sus categorías, creando responsabilidades compartidas y 
sistemas transnacionales para la población. 


Las causas de migración forzada que se plantean no son excluyentes y 
por su evolución histórica podemos decir que en muchos casos son más 
bien acumulativas: violencia-pobreza-damnificados. 


Si bien algunos instrumentos como el derecho de asilo para los refu- 
giados o la figura de desplazados internos son un gran avance para 
reconocer a los refugiados como nacionales y a los nacionales como 
víctimas internas, estas herramientas a su vez se ven fuertemente de- 
bilitadas por los Estados o desbordadas por las profundas necesidades 
de la población. 


Si bien todas las causas profundas de migración generan grandes vio- 
laciones de derechos humanos, la migración por cambio climático es 
urgente de atender por sus consecuencias devastadoras. La pregunta 
es: ¿Estamos obligados a construir un nuevo estatuto jurídico de protec- 
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ción para la población más vulnerable en las situaciones de migración 
forzada? 


Al igual que en Colombia con los desplazados forzosos, es necesaria 
una movilización de la sociedad, desde la academia hasta las organi- 
zaciones civiles, para reclamar el reconocimiento legal a un problema 
social. 
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Introducción 


“Acá mucha gente reniega de esos trabajos porque son una explotación, eso 
es una explotación en esas agencias. Una explotación terrible. Imagínate, a 
una persona le pagan 10 dólares la hora cuando a la empresa para la que la 
agencia trabaja se la pagan a 20. ¡Ojalá tú pudieras hacer un estudio de eso!” 


Lucy, trabajadora indocumentada de Paterson. 


W. E. B. Du Bois, el sociólogo afroamericano excluido del canon so- 
ciológico, en su ensayo de 1898 The Study of the Negro Problems ex- 
plica que la naciente sociología norteamericana no había mostrado, a 
la fecha, interés en estudiar los fenómenos sociales provenientes de la 
presencia en esta tierra de ocho millones de descendientes africanos (p. 
2 ). En dicho artículo propuso abordar lo negro como grupo social, su 
historia y desarrollo en tiempos y espacios específicos, sus condiciones 
materiales generales y las dimensiones culturales de la vida afroameri- 
cana. Así mismo, investigar lo negro en “su ambiente particular”, esto 
es, estudiar no solo las condiciones de los afroamericanos, sino la es- 
tructura racial en la que estas se desarrollan. 


Un siglo después, las diferencias étnico-raciales siguen determinando 
procesos de inclusión y exclusión dentro de la estructura social esta- 
dounidense. El diagnóstico del racismo estructural en ese país está bien 
documentado y se evidencia en la segregación urbana, el hiperencarce- 
lamiento, la falta de acceso a la educación superior, el acceso precario al 
mercado laboral, entre otras (Valdez y Golash-Boza, 2017). Los estudios 
críticos de la raza se han complejizado en ese país frente al panorama 
de una migración global hacia los Estados Unidos, especialmente ante el 
fenómeno de una política migratoria que ha criminalizado la migración 
latinoamericana durante los últimos cincuenta años (Massey, 2014a). 


En esta investigación estudio un grupo de inmigrantes de Colombia 
dentro de los más de 10 millones de personas indocumentadas —de las 
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cuales más del 80 % son de origen latinoamericano— que viven en los 
Estados Unidos en condiciones de pobreza y exclusión en relación con 
su “clasificación” étnico-racial (Passel y Conn, 2018). Como hace notar 
Douglas Massey, solo desde los días de la esclavitud tantos residentes 
de los Estados Unidos han carecido de derechos sociales, económicos 
y civiles (2014a). Hoy, más de cien años después de que Du Bois sen- 
tenciara que el problema del siglo veinte era el problema de la línea de 
color (2003), ¿qué sucede en términos raciales y de clase con la migra- 
ción indocumentada latinoamericana? 


El interés por este problema de investigación tuvo para mí primero ra- 
zones biográficas antes que académicas. En el año 2017 mi único her- 
mano decidió viajar a los Estados Unidos, sobrepasar el tiempo de su 
visa de turista y sumarse así a millones de personas indocumentadas. 
Si la precariedad laboral y la incertidumbre económica fueron el contex- 
to de su decisión, la red de familia y amigos migrantes en los Estados 
Unidos fue su condición de posibilidad. Las cosas estaban dadas: una 
asesoría que aseguraba el visado, una casa a la cual llegar y una ciudad 
con una gran oferta de trabajo pagado en dólares. 


Así pues, la decisión de lugar, población y tiempo de esta investigación 
estuvo mediada por dicha situación. El lugar: Paterson, Nueva Jersey; la 
población: migrantes indocumentado/as de Colombia; y el límite tem- 
poral: el tiempo de inmigración, de 2 a 10 años en el caso de migrantes 
de primera generación como mi hermano. Aunque la decisión estaba 
en parte influenciada por mi situación migrante, también partía de la 
certeza de estar dando cuenta de una porción del mundo social muy 
real en la vida económica, afectiva y familiar de muchas personas de 
mi entorno. 


Paterson, si bien es la tercera ciudad más grande de Nueva Jersey, es 


pequeña si se la compara con Nueva York, Miami o Los Ángeles, las 
grandes urbes donde más se han desarrollado investigaciones sobre 
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la migración latinoamericana. ¿Por qué investigar la migración en Pa- 
terson? A mi llegada a la ciudad me encontré con un espacio urbano 
altamente segregado, como me explicó un vecino. Paterson es un gueto 
de población negra y de latinos pobres, me dijo, y en su explicación 
describió cómo está dividida la ciudad: de la avenida Broadway hacia el 
oeste están los barrios de afroestadounidenses y de migrantes del Cari- 
be negro, de la Boradway hacia el este están los barrios de la migración 
latinoamericana. Un barrio dominicano, un barrio puertorriqueño, un 
barrio costarricense, un barrio peruano y el barrio colombiano donde 
nos encontrábamos, conocido como La Veintiuna. 


De manera que Paterson es un espacio urbano ideal para investigar 
enclaves étnicos de la migración latinoamericana y del Caribe. Adicio- 
nalmente, en la historia de la ciudad se evidencian los ciclos de inmi- 
gración a los Estados Unidos: desde los primeros migrantes de Europa 
central, pasando por la migración de judíos de Europa del Este y de mi- 
grantes del sur de Europa, hasta llegar a la migración latinoamericana; 
el auge industrial y manufacturero del siglo xIx y de la primera mitad 
del siglo Xx; y, a la vez, el declive prolongado de la economía indus- 
trial, el abandono del espacio urbano por parte de la población blanca 
y la conformación de una “ciudad latina”. En ese sentido, Paterson es 
un lugar privilegiado para estudiar la migración latinoamericana desde 
el punto de vista de las diferencias raciales y de clase, un lugar ideal 
para indagar por el proceso de racialización de la migración colombiana 
indocumentada, por su proceso de ingreso al mercado laboral y por la 
relación entre racialización y trabajo. 


1. Migración, trabajo y racialización 


Los hallazgos de esta investigación ponen en cuestión algunas de las 
respuestas planteadas por las teorías económicas de la migración labo- 
ral, especialmente la perspectiva de la nueva economía de la migración 
laboral, la de los mercados duales de trabajo y el análisis de la migra- 
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ción desde la economía neoclásica. En estas teorías se encuentra un 
sesgo “asimilacionista” que presupone que el acceso al mercado laboral 
es un indicador de integración en el país receptor, cuyas condiciones 
laborales son la mera respuesta del mercado laboral al poco capital 
humano de lo/as migrantes y al ajuste internacional de los factores de 
producción (Rahmati y Tularam, 2017). De manera opuesta, en esta 
investigación muestro cómo la inserción al mercado laboral, más que 
generar una asimilación de la población migrante, construye procesos 
de exclusión social que, con sus correspondientes condiciones laborales 
y sus formas de control del trabajo, están relacionadas con estrategias 
de acumulación de capital. 


En ese sentido, esta investigación es cercana a la teoría “histórico-es- 
tructural”. Esta ha sostenido que, en el contexto del sistema-mundo, 
la migración laboral es una expresión de la desigualdad entre países 
periféricos y países centrales, y que a diferencia de las teorías econó- 
micas, la migración reproduce las relaciones desiguales entre el centro 
y la periferia. Así pues, más que responder a un ajuste de los factores 
de producción, la migración internacional corresponde a una estrategia 
de acumulación de capital basada en la incorporación de trabajadore/ 
as (ejército industrial de reserva) de regiones periféricas a la economía 
mundo (Arango, 2000). 


Esta perspectiva ha sido criticada, con razón, por un excesivo estruc- 
turalismo, sin embargo, busco alejarme de este a través de dos estra- 
tegias. Por un lado, en vez de centrarme en factores macroeconómicos 
como condición del movimiento internacional de trabajadore/as, des- 
cribo cualitativamente cómo el proceso de inserción laboral y de control 
del trabajo de migrantes de Colombia en un espacio laboral construye 
nuevas formas de acumulación de capital sustentadas en su racializa- 
ción. Por otro lado, abordo las diferencias centro-periferia partiendo de 
la pregunta por la racialización dentro de los Estados Unidos, pues la 
“inclusión” desigual que se hace de lo/as migrantes de América Latina 
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en relación con su clasificación racial tiene todo que ver con la relación 
centro-periferia de la economía global. Así pues, planteo este problema 
desde la experiencia de lo/as migrantes. 


Siguiendo dicha orientación, esta investigación se articula a los recla- 
mos hechos por la llamada Latina/o Critical Race Theory (LATCRIT) 
para “racializar” la investigación de la migración en los Estados Unidos. 
Según esta perspectiva, los estudios migratorios en Estados Unidos si- 
guen estando fuertemente influenciados por la teoría de la asimilación 
y sus derivaciones. La teoría de la asimilación fue construida sobre la 
experiencia histórica de la migración europea a los Estados Unidos en 
las primeras décadas del siglo xx, y según este modelo los migrantes pa- 
san por un proceso de competencia-conflicto-acomodación-asimilación. 
A su llegada estos compiten por recursos escasos, de esta competencia 
se genera un conflicto que desemboca en una acomodación a la cultura 
receptora que, al cabo de dos o tres generaciones, resulta en la asimi- 
lación de dicha cultura (Sáenz y Manges Douglas, 2015). De aquí se 
deriva una suerte de centralidad culturalista que aborda la migración 
como un problema de reajustes étnicos realizados por los migrantes. 


La principal crítica a la teoría de la asimilación es que presupone que el 
ideal de los procesos migratorios es tender a la apropiación, por parte 
de la población inmigrante, de los valores y las prácticas de la cultura 
blanca, anglosajona y protestante sobre la cual se ha construido la re- 
presentación de lo propiamente “americano” (Olmos, 2019). 


Este modelo ha sido dominante en las investigaciones y las valoracio- 
nes que se han hecho sobre la migración latinoamericana a los Estados 
Unidos. Por ejemplo, Smith, en su libro Mexican New York, afirma que 
“la mayoría de transnacionalistas evitan el concepto de asimilación [...] 
Aun cuando debemos criticar este severo proyecto de americanización, 
todavía enfrentamos la pregunta fundamental de cómo los inmigrantes 
se convierten en parte de la sociedad americana más amplia” (2006, p. 
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7). Desde un enfoque transnacional, Smith cuestiona la presunción de 
la teoría de la asimilación de que en la segunda o tercera generación 
de migrantes hay un desarraigo con el lugar de origen que conduce a 
una integración exitosa. Sin embargo, sigue planteando la asimilación 
como el punto de referencia deseable para los procesos migratorios. La 
pregunta importante sigue siendo cómo, aún con tales vínculos trans- 
nacionales, lo/as inmigrantes se “convierten” en parte de la sociedad 
receptora. 


De manera similar Waldinger y Lichter introducen su investigación so- 
bre el trabajo migrante planteando que, si bien las condiciones para 
la inmigración en los Estados Unidos no son fáciles, tienen que ser 
mejores que en los lugares de origen y se preguntan: “Si las oportuni- 
dades en los Estados Unidos no son mejores ¿Por qué vendrían los inmi- 
grantes? ¿Por qué se quedarían?” (2003). Si se parte de tal supuesto es 
difícil que la investigación permita entender críticamente los procesos 
migratorios. Estos autores centran su análisis en las redes migratorias. 
Para ellos, la evidencia empírica del alto empleo de migrantes, pese a su 
baja escolaridad, se explica por el éxito que tienen las redes migratorias 
en cuanto capital social, para que lo/as migrantes encuentren abundan- 
cia de empleo. En su análisis las diferencias étnicas explican distintas 
formas de vulnerabilidad laboral: mientras que la vulnerabilidad para 
lo/as afroestadounidenses está marcada por la exclusión del mercado 
laboral, la vulnerabilidad para la población inmigrante se caracteriza 
por una abundancia de empleos mal pagos con poca posibilidad de 
ascenso. A pesar de los resultados, los autores no enmarcan dicha vul- 
nerabilidad en perspectiva racial, pasando por alto así las formas en las 
que el mercado laboral (re)produce mecanismos de segregación racial. 


Desde la LATCRIT se ha criticado también la teoría de la asimilación 
segmentada porque, según esta, tres factores determinan la movilidad 
social de los grupos migrantes en Estados Unidos: i) Las políticas esta- 
tales de recepción, ii) el mercado laboral y iii) la comunidad étnica. De- 
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pendiendo de las características de estos tres factores se pueden espe- 
rar tres tipos de aculturación durante la primera y segunda generación 
de migrantes: una aculturación disonante, con una movilidad social 
descendente; una aculturación consonante, con poca movilidad so- 
cial ascendente; y una aculturación selectiva con una alta movilidad 
social ascendente (Portes y Rumbaut, 2006). Para la crítica, la centra- 
lidad dada al problema de la asimilación y la aculturación desconoce 
cómo estos procesos están relacionados con los problemas del racismo 
estructural en el país. Por una parte, en el análisis de las políticas esta- 
tales de recepción no se aborda la criminalización de la migración como 
una estrategia institucional que racializa a migrantes de Latinoamérica. 
Por otra parte, hablar de comunidad o enclave étnico sin una perspec- 
tiva racial evade el problema de la segregación urbana (García, 2017). 
Algunos autores han afirmado, incluso, que en esta concepción hay 
narrativas racistas que individualizan los problemas del racismo o dan 
una explicación “culturalista” de estos, específicamente el argumento 
de que en lo/as inmigrantes que han pasado por una “aculturación 
disonante” se encuentra una “cultura oposicional” que rechaza valores 
de ética del trabajo y de la cultura escolar, que redunda en su exclusión 
social (Romero, 2008). 


Para el caso de las investigaciones sobre la migración colombiana a los 
Estados Unidos los enfoques no distan mucho de lo ya mencionado. 
Los primeros estudios se ocuparon especialmente de la llamada “fuga 
de cerebros”, por una preocupación compartida entre investigadores y 
gobiernos que veían en esta una pérdida de capital humano para el país 
(Charum, 2001; Pellegrino, 2001; Pineda, 2008). El enfoque asimilacio- 
nista, por su parte, también ha tenido una importante resonancia en la 
investigación colombiana desde la década de 1980. Esta se ha centrado 
en identificar cómo en el proceso migratorio se han transformado las 
prácticas culturales de lo/as migrantes y qué tanto estas dan cuenta 
de su integración a la sociedad estadounidense (Baldassini y Flaherty, 
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1982; Banks, 1985; Castro, 1982; Colleran et al., 1984; Duque-Páramo, 
2004; Kail et al., 2000; Martínez, 2001; O'Malley et al., 1999). 


Más recientemente el estudio de la migración colombiana a los Estados 
Unidos ha estado influenciado predominantemente por el enfoque del 
transnacionalismo, que puede entenderse como un desarrollo dentro 
de las teorías de las redes migratorias. Estos trabajos han mostrado las 
formas en las que lo/as colombiano/as han mantenido relaciones con 
Colombia con cierta persistencia histórica, las cuales incluyen distintas 
formas de transnacionalismo económico, cultural y político (Díaz M, 
2008; Guarnizo, 2004; Guarnizo y Díaz, 1999; Smith y Guarnizo, 1998). 


De manera que la investigación sobre la migración colombiana a los Es- 
tados Unidos ha indagado poco sobre las particularidades de la pobla- 
ción indocumentada y apenas ha mostrado interés por entender cómo 
las personas colombianas en ese país son afectadas por las distintas 
formas de estratificación de su estructura social. 


Abordar el estudio de la migración desde la experiencia indocumentada 
es importante en términos críticos porque aborda el problema de la 
ciudadanía desde su negación, ya que las definiciones de quién es ciu- 
dadano y quién es ilegal estratifican la vida social y determinan la vida 
cotidiana de lo/as migrantes. El enfoque asimilacionista ha centrado su 
mirada en elementos culturales, en la apropiación de unas prácticas y 
unos valores determinados, pero como afirma Laguerre “el campo de 
batalla por la igualdad no radica en una redefinición de la etnicidad o del 
estatus de minoría, sino más bien en el de la ciudadanía” (1998, p. 11). 


Más recientemente, Massey y Pren (2012) han mostrado cómo cambios 
en el sistema migratorio en la década de 1960 criminalizaron un flujo ya 
existente de migrantes de América Latina a los Estados Unidos. Como 
resultado se pasó de una cifra insignificante de migrantes indocumenta- 
dos en 1960 a 3.5 millones en 1990, 8.6 millones en 2000, 11.4 millones 
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en 2010 y, según cálculos de Passel y Conn (2018), 10.7 millones en el 
2016. Para este último año la población indocumentada representaba el 
24 % del total de la población extranjera, y dentro de ese 24 % la latina 
llegaba al 83 % (Passel y Conn, 2018). 


El “migrante ilegal” y la construcción de esta ilegalidad no es entonces 
neutral racialmente. Primero fue construida para racializar a los mexi- 
canos y posteriormente se amplió para todo el espectro de la migración 
latinoamericana. Esta criminalización ha sido altamente represiva: el 
sistema migratorio es la rama de todo el complejo judicial de los Esta- 
dos Unidos que más ha crecido desde 1990 (Massey, 2014b). Este apara- 
to represivo en crecimiento se ha aplicado de forma abrumadora sobre 
la población latina (Molina, 2014). Para dar tan solo un ejemplo: según 
Golash-Boza el 97 % de las personas deportadas hasta el año 2015 eran 
de origen latinoamericano (2015, p. 8). 


Por tal razón, en esta investigación busco responder algunas preguntas 
recurrentes en el estudio de las migraciones, especialmente la relativa 
a la inserción de los/as inmigrantes al mercado laboral, desde la expe- 
riencia de los/as migrantes indocumentados, a partir del enfoque de su 
racialización. Preguntarse por los mecanismos de racialización en los 
procesos migratorios es importante porque i) muestra que las diferen- 
cias étnico-raciales siguen siendo una forma de estratificación social, 11) 
es un elemento crucial para comprender las dificultades que enfrenta 
la inmigración latinoamericana y iii) permite visibilizar las experiencias 
racializadas de lo/as inmigrantes (Olmos, 2019). 


2. Paterson, una ciudad segregada 


Paterson es una ciudad ubicada en el norte de Nueva Jersey, a tan solo 
38 km de la ciudad de Nueva York, reconocida por su pasado industrial. 
Hoy es la tercera ciudad más poblada del estado de Nueva Jersey, está 
altamente segregada étnico-racialmente y es habitada mayoritariamen- 
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te por migrantes provenientes de América Latina. Según el American 
Community Survey, para el 2021 el 67 % de la población de la ciudad 
era “hispana o latina de cualquier raza”, el 24 % negra (no hispana) y 
tan solo un 9 % era blanca (no hispana)!. 


Dos cambios sucedidos a partir de la segunda mitad del siglo xx expli- 
can la formación histórica de Paterson como una ciudad segregada: el 
primero, un fuerte proceso de desindustrialización? y, el segundo, la 
transformación de la composición demográfica debido a la salida de su 
población blanca y la llegada de habitantes afroestadounidenses y de in- 
migrantes de América Latina. Estos cambios no pueden entenderse sin 
tener en cuenta un proceso doble ocurrido en Estados Unidos, uno de su- 
burbanización (Jackson, 1987) y otro de guetización (Wacquant, 2015). 


Desde el punto de vista de los suburbios? su auge tiene que ver con la 
política de vivienda de la Federal Housing Administration (FHA). Esta 
institución, a partir de la Segunda Guerra Mundial, estimuló la cons- 
trucción y compra de vivienda a través de préstamos hipotecarios con 
cuotas iniciales de menos del 10 % y un periodo de amortización de 
más de veinte años (Jackson, 1987). Estas nuevas propiedades se con- 
centraron sobre todo en los suburbios de población blanca, porque la 
política estaba diseñada para favorecer la construcción de casas unifa- 
miliares, era más fácil comprar una casa nueva que mejorar una y, de 


1 Uso las palabras hispano/a y latino/a siguiendo la terminología del censo. Para 
acceder a la información del American Community Survey consultar https: //data. 
census.gov/ o http://ipums.org 


2 Como muestra Owusu, en Paterson el área metropolitana perdió en empleo manu- 
facturero (-8.7 %) pero ganó en los sectores minoristas (+25 %), mayorista (+21 
%), y servicios (+50 %) [...] estos aumentos en el empleo ocurrieron en los subur- 
bios más que en las ciudades [...] en Paterson hubo una ganancia neta en el empleo 
(+3.8 %) combinados todos los sectores, pero una reducción (-13 %) en la ciudad 
y un aumento (12 %) en el área metropolitana (2014, p. 4). 


3  Entiéndase por suburbio zonas cercanas a las ciudades con poca densidad pobla- 
cional y, para el caso de los suburbios del norte de Nueva Jersey, con habitantes de 
ingresos medios y altos. 
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manera más determinante, porque el criterio para ofrecer los servicios 
financieros que permitían la compra de nueva vivienda y decidir el va- 
lor de la hipoteca partía de una evaluación de la propiedad, del deudor 
y de la ubicación, en la que se tenían como factores de riesgo “grupos 
nacionales o raciales inarmónicos”. Este criterio discriminó a personas 
afroestadounidenses y segregó los espacios urbanos y los suburbios, ya 
que no solo las personas blancas accedían más fácil a los créditos, sino 
que estos se otorgaban en proyectos de vivienda nueva en zonas con 
una alta homogeneidad racial (Jackson, 1987). Así pues, la política de 
vivienda de la FHA favoreció la creación de suburbios completamente 
blancos, mientras que los afroamericanos pobres se concentraron en los 
abandonados centros urbanos y en ciudades industriales en deterioro. 


Luego del declive industrial de Paterson la ciudad entró en lo que 
Wacquant (1996) llamó el nuevo régimen de marginalidad urbana, que 
califica de marginalidad avanzada. La marginalidad avanzada tiene 
que ver con los cambios en la economía urbana luego de procesos de 
desindustrialización como el aumento del desempleo, la concentración 
de la pobreza, la segregación espacial, el desmonte de las instituciones 
del estado de bienestar y la desinversión social propiciada por el recorte 
del gasto público (Wacquant, 2015). En Estados Unidos el régimen de 
nueva marginalidad tiene la particularidad de separar social y espa- 
cialmente personas blancas y personas racializadas, ubicando así la 
relación entre raza y pobreza urbana como un problema central de la 
marginalidad avanzada (Wacquant, 1999). La marginalidad avanzada 
construyó en Estados Unidos lo que Wacquant (2015) llama el hiper- 
gueto, esto es, espacios urbanos donde se concentran las personas ra- 
cializadas más empobrecidas, en un contexto de alta criminalidad, bajo 
empleo y una política social precaria. 


Este doble proceso de suburbanización/(hiper)guetización tiene una 


expresión muy clara en los cambios demográficos absolutamente ra- 
dicales ocurridos durante la segunda mitad del siglo xx en Paterson. 
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El nuevo panorama de la segregación espacial tuvo dos expresiones 
inequívocas: i) la disminución sustancial de la población blanca y ii) el 
aumento inverso de población afroestadounidense y latinoamericana. 


Si bien Paterson había sido la cuna de una cultura migrante rica, tam- 
bién es cierto que la ciudad había mantenido una homogeneidad racial 
que se empezó a alterar a partir de la década de 1950. Los censos dan 
cuenta de una minoría afroamericana presente desde principios del si- 
glo xx*, pero no fue sino hasta la década de 1970 que esta población au- 
mentó de una manera espectacular, con un incremento demográfico del 
371 % entre 1950 y 1970. La población afroamericana pasó de ser un 
6 % a representar el 27 % de la población de Paterson. Esta población 
alcanzó un pico máximo en 1980 representando el 33 % de la población 
de la ciudad, fecha a partir de la cual su crecimiento se estancó durante 
las siguientes dos décadas con un 32 %, luego de las cuales ha empeza- 
do a disminuir representando hoy el 24 % de la población de la ciudad. 


Tan asombrosa como el crecimiento de la población afroamericana fue 
la disminución de la población blanca. Entre 1950 y 1970 hubo un cam- 
bio demográfico negativo del 21 % de esta población, al presentar una 
disminución de 27 509 personas. La disminución más fuerte se dio en- 
tre 1970 y 1980 cuando la población blanca se redujo en un 51 % y pasó 
de ser el 71% de la ciudad a ser el 37 %. La tendencia se ha mantenido 
y ya para el 2021 representó apenas un 8 % de la población de la ciu- 
dad. Hubo entonces una relación inversa en la dinámica demográfica 
de la población blanca y afroamericana. 


Desde la obstrucción a la migración europea de 1921 no hubo otro 
pico migratorio importante en los Estados Unidos hasta 1960 cuando 


4 Para 1910 y 1920 constituían el 1,2 % de la población, con aproximadamente 1500 
habitantes. Durante las tres décadas posteriores se presentó un aumento tímido: 2 % 
en 1930 y 3 % en 1940. 


REVISTA CONTROVERSIA € N.* 220, ENE-JUN 2023 * ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 167-208 


1821 Sebastián González Aguilera 


la inmigración latinoamericana se tornó masiva (Reimers, 1992). Los 
primeros latinos en llegar a esta zona de Estados Unidos fueron los 
puertorriqueños, quienes se concentraron especialmente en la “inner- 
city” neoyorquina (Bourgois, 2003) y también al sur de Nueva York, 
en Nueva Jersey. Según Shaw (1994), para 1980 había 240 000 latino- 
americano/as en todo el estado. Luego de la migración puertorriqueña 
llegaron migrantes de países centroamericanos, especialmente de Repú- 
blica Dominicana y Cuba, y en menor proporción de América del Sur. 
Después de la población puertorriqueña y cubana, para el año 1980 la 
colombiana era la mayor población de origen latinoamericano del esta- 
do de Nueva Jersey (Shaw, 1994, p. 66). 


El censo de 1980 preguntó por el origen hispano y desde entonces se 
tiene una estadística confiable sobre esta población (Cohn, 2010), aun- 
que la inclusión de dicha pregunta fue tardía. Para el caso de Paterson, 
en 1980 la población hispana ya representaba el 29 % de la población 
total. Como se mostró anteriormente, los blancos tuvieron un decreci- 
miento sostenido y la población afroamericana se estancó. La población 
hispana, por su parte, tuvo un crecimiento casi tan espectacular como 
el de la afroamericana, que se ha mantenido hasta el presente. 


Para 1990 (ver figura 1) la población identificada como hispana o latina 
era la más grande de la ciudad, representando un 41 % de la población 
y un cambio demográfico positivo de 46 %. Siguiendo la tendencia, en 
el 2000 eran el 50 % en la ciudad, en el 2010 el 58 % y en el 2021 el 
67 %. Como se muestra en la figura 2, la estabilidad de la población 
total de Paterson ha sido posible gracias a la suma de afroamericano/ 
as y de la migración latinoamericana. Paterson se configuró, entonces, 
como un hipergueto —en el sentido sociológico descrito anteriormen- 
te— que reúne a población racializada afroamericana y latinoamerica- 
na. Este contexto de segregación urbana es fundamental para entender 
la articulación entre racialización y la forma en que la migración indo- 
cumentada ingresa al mercado laboral. En ese sentido, en la siguiente 


CINEP € JEIl * CONFIAR 


Racialización y trabajo: El caso de la migración colombiana 1183 
indocumentada en Paterson, New Jersey 


Figura 1. Población blanca, afroamericana e hispana 
en Paterson, Nueva Jersey, 1980-2021 
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sección busco responder las siguientes preguntas: ¿Cómo ingresan lo/ 
as migrantes colombiano/as indocumentado/as al mercado laboral? 
¿Cómo se relaciona esta segregación urbana con la inserción al merca- 
do laboral? 


3. El mercado laboral indocumentado 


A continuación describo cómo la migración colombiana indocumen- 
tada ingresa al mercado laboral, a qué trabajos accede y esto cómo se 
relaciona con la segregación urbana, con lo cual intento responder las 
preguntas planteadas. Hacerlo requiere partir de los relatos de la/os 
migrantes, dado que su experiencia se juega constantemente en una 
frontera difusa entre lo legal y lo ilegal, la migración indocumentada es- 
capa a los conteos oficiales, sus nombres son ocultados de los reportes 
de las empresas y quienes migran sin documentos hacen esfuerzos de- 
liberados y acuerdos estratégicos por conservar su anonimato. Realicé 
15 entrevistas a profundidad a migrantes indocumentado/as habitantes 
de Paterson que, en ese momento, hubiesen migrado al menos dos años 
antes. Las entrevistas incluyen hombres y mujeres solteros jóvenes, pa- 
rejas jóvenes y mujeres mayores. De las 15 entrevistas 10 fueron codi- 
ficadas y analizadas utilizando los métodos del análisis narrativo y de 
contenido. Adicionalmente, trabajé durante tres semanas en un ware- 
house (almacén) con el objetivo de realizar observación participante 
dentro de un espacio de trabajo. 


3.1 Instrucciones para trabajar sin documentos 


Las vías para acceder al trabajo disponible para la población indocu- 
mentada cuentan con una infraestructura tan consolidada, y la deman- 
da por su fuerza de trabajo es tan constante, que se podría afirmar que 
el desempleo no es un problema para la población indocumentada de 
Paterson y que el acceso al mismo no requiere de mayor creatividad, 
pues los vehículos para acceder al trabajo ya están establecidos. Por 
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esta razón, a continuación describo las “instrucciones” que sigue esta 
migración obrera para acceder al mercado laboral. 


I. Sacar el social y el ID 


Para iniciar el proceso de búsqueda de trabajo se necesitan documentos 
falsos. El mercado negro de estos funciona de forma bastante eficiente: 
solo se requiere escoger un nombre, enviar una foto y pagar alrededor 
de 150 dólares. Al cabo de uno o dos días se obtiene una Green Card? 
falsa —conocida como ID— y un número de seguro social —conocido 
como social— y ya es posible presentarse a los trabajos. 


El contacto para adquirir los documentos falsos usualmente se logra 
por medio de los familiares o los amigos que reciben al migrante, una 
llamada es suficiente. Sin embargo, sin tener un número de teléfono 
disponible o un contacto, también es fácil adquirir los documentos. 
Camila, quien migró en el 2015 escapando del conflicto armado en el 
Urabá, describió así el proceso: 


Yo fui a la Roosevelt [en Nueva York], que es una avenida larguísima en 
donde están todos los mexicanos, latinos. Usted camina la Roosevelt y escu- 
cha gente que dice: social, social, social [pronunciación en inglés]. Eso no es 
nada más que usted se tome una foto y ya, esperar dos días a que lo hagan. 
(Entrevista personal, 14 de julio, 2018). 


El nombre que se escoja puede ser el mismo o uno diferente, en ambos 
casos la decisión se toma creyendo actuar de la manera menos ilegal 
posible. Andrés, migrante joven de Loboguerrero, Valle del Cauca, con- 
servó su nombre: “Yo, el mío lo saqué con mi nombre porque ya falsifi- 
cación es otra cosa” (entrevista personal, 28 de junio, 2018). Lucy, mu- 
jer mayor, de Bogotá, aseguró haberse cambiado el nombre porque si 


5 Documento de identidad para residentes en los Estados Unidos, que les permite 
trabajar y vivir permanentemente en ese país. 
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usaba su nombre real podía ser identificada más fácilmente en caso de 
una inspección migratoria: “Nuestros nombres van a aparecer en listas 
de una empresa porque es que la empresa pide los nombres de las perso- 
nas que están trabajando” (entrevista personal, 15 de julio, 2018). Sacar 
documentos y decidir la conservación o el cambio de nombre marca de 
manera más definitiva la ruptura biográfica que significa la migración 
cuando se mira desde la perspectiva individual. Laura, a quien conocí 
en el trabajo, me confesó luego de un tiempo que su nombre de naci- 
miento es Natalia. Me contó que, a veces, olvida que su nombre en Co- 
lombia es Natalia, y que este se ha convertido en un nombre de filiación 
familiar, pues en esta nueva vida es Laura. 


II. Presentarse ante agencias de trabajo 


Una vez se cuenta con los documentos falsos el siguiente paso es visitar 
las agencias de trabajo repartidas por toda la ciudad, pero concentradas 
especialmente en el downtown (centro). Las agencias de trabajo suelen 
ser unos pequeños espacios con dos o tres personas atendiendo en 
oficinas de escaso mobiliario. Dichas agencias ofrecen empleo en tres 
turnos diferentes: uno matutino (empieza tipo 7 u 8 de la mañana y ter- 
mina ocho horas después), uno vespertino (empieza al medio día, entre 
las 11:00 a. m. y la 1:00 p.m.) y otro nocturno (puede empezar a las 
10:00 p. m. y terminar a las 6:00 a. m.). Entre más tarde sea el horario 
el pago aumenta, puede subir 1 dólar o máximo 2 dólares. 


La búsqueda consiste en hacer un recorrido por varias agencias, pre- 
guntar por disponibilidad de trabajo, horarios y pago por turnos. La 
disponibilidad de trabajo puede variar en el curso del día, por lo que 
las agencias toman el número de teléfono de las personas interesadas 
y las llaman para confirmarles a qué hora deben llegar ahípara ser tras- 
ladadas a la empresa correspondiente, en otros casos piden llegar en la 
mañana a esperar que haya algún trabajo en algún lugar. 
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La gran disponibilidad de trabajo en las agencias proviene del clúster de 
transporte, logística y distribución de Nueva Jersey. Las agencias solo 
tercerizan el trabajo de grandes almacenes que, a su vez, están sub- 
contratados para realizar la logística para el guardado, empaquetado y 
distribución de mercancías tan diversas que pueden ir desde salchichas 
hasta ropa, pasando por medicamentos y verduras. Los trabajos ofreci- 
dos son en mantenimiento (aseo general), empaquetado, carga, bodega 
(acomodar mercancías en grandes estantes), control de calidad, entre 
otros. 


Los documentos mantienen un performance de la legalidad, útil tanto 
para agencias de trabajo como para empresas, pues les permite excul- 
parse de su responsabilidad de contratar empleados indocumentados. 
La falsedad de dichos documentos es bien sabida y evidente a primera 
vista. Cuando le pregunté a Camila si en los trabajos saben la falsedad 
de los documentos respondió convencida: “¡Claro! Claro que sí, es más, 
a veces en las entrevistas la gente dice: "Yo no tengo papeles, pero ten- 
go esto” y ya. Usted imagínese, la mayoría son latinos y la mayoría de 
latinos no tienen papeles, son recién llegados” (entrevista personal, 14 
de julio, 2018). 


TI. “Ganarse la titular” 


La forma de lograr cierta estabilidad es asegurándose un lugar dentro 
de una empresa. Así lo explica Oscar, migrante joven que llegó a Pater- 
son con su esposa en el 2016: 


Usted llega acá a una empresa y esa gente mira su desempeño y si usted 
trabaja bien lo dejan las 40 horas de lunes a viernes. Si no, lo ponen a 
descansar por ahí dos días o lo rotan por todas las empresas que tenga 
la agencia. Yo en todas las empresas que he ido llego y de una me gano 
la titular [...] la titular es que usted va fijo de lunes a viernes, el mínimo 
¿Me entiende? Y la otra gente tiene que estar todos los días preguntando en 
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la agencia si hay trabajo para mañana. (Entrevista personal, 11 de julio, 
2018). 


Esta falta de estabilidad es posible porque la tercerización laboral hace 
desaparecer el vínculo laboral y con esto desaparece también la noción 
de contratación y de despido. Aparecen, en cambio, mecanismos infor- 
males de “ganar” permanencia en las empresas, que funcionan, a su 
vez, como mecanismos de control del trabajo y la productividad. 


¿Cómo se gana la titular? Para Shirley, quien migró con Oscar en el 
2016, la respuesta es clara: 


Demostrando con el trabajo ¿no?, porque acá lo que más vale es el trabajo 
¿Usted quiere durar en una empresa?, la primera semana demuestre que 
usted hace de todo, haga todo bien. Tampoco se regale, y de ahí para delante 
ya se relaja. (Entrevista personal, 11 de julio, 2018). 


Relajarse no quiere decir que el trabajo se reduzca, sino lo contrario, 
significa que se ha asegurado una mayor asignación de horas de trabajo 
semanal, incluido, de ser necesario, tiempo extra, lo que aumenta los 
ingresos, pues el pago se realiza por horas. 


IV. Esperar el despido y repetir desde el paso dos 


La estabilidad que brinda “la titular”, sin embargo, suele ser corta. La 
permanencia en uno de estos trabajos dura poco más de tres meses y 
salvo en casos excepcionales se permanece años en el mismo lugar. En 
las entrevistas a profundidad realicé un rastreo de las trayectorias la- 
borales teniendo en cuenta los trabajos donde los entrevistados habían 
alcanzado “la titular”. Cabe señalar que el rastreo de todos los trabajos 
desempeñados es difícil de realizar, ya que se puede pasar hasta por 
cinco trabajos en una misma semana. Como muestro en la tabla 1, el 
promedio de trabajo por año, de nueve de los participantes, es de dos 
por año. El promedio más bajo fue de 1,2 y el más alto de 3,5. 
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Tabla 1. Promedio de trabajos por año 


Participante e de pi UU. hasta pio de 
junio-julio de 2018 (A) trabajos (B) 
Andrés E 4 1,3 
Camila 3 7 2,3 
Héctor 2 5 2,9 
Lorena 10 12 1,2 
Lucy 2 4 2 
Oscar 2 vé 350: 
Shirley 2 4 2 
Sofía 2 5 2,5 
Yuli 9 14 1,6 
Promedio de trabajos por año 2,10 


Fuente: elaboración propia con base en la información de las entrevistas. 


Lorena, quien llegó justo al inicio de la crisis de 2008, explicó así las 
dinámicas de despidos: 


Ellos contratan a las agencias y dan trabajo unos cuantos meses, cuando 
ven que pasó el tiempo despiden y traen nueva gente. Esa es la mecánica, 
así no le pagan seguro a nadie ni les dan beneficios ni nada [ ] mis amis- 
tades se cambian de trabajo todo el tiempo ¡Todo el tiempo! (Entrevista 
personal, 29 de junio, 2018). 


Shirley, quien había permanecido en una empresa por más de un año, 
describió cómo en su despido le mintieron sobre las razones, culpando 
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a la agencia de no querer contratar personas indocumentadas, y le ad- 
virtieron que podría ser revisada por la autoridad migratoria: 


Hicieron cambio de mánager, sacaron gente que llevaba 15 y 20 años en esa 
empresa [...] entre ellos calé yo. Nos inventaron que era la agencia la que 
ya no quería más indocumentados. ¿Sí? Entonces a todos nos dijeron —No, 
eso ya no trabajen con su nombre, váyanse de donde viven, les va a caer la 
ICE?, o sea, todo para que uno no protestara por el hecho de que nos saca- 
ron [...] Yo me cambié el nombre, mandé a hacer papeles con otro nombre, 
cuando apenas me pongo yo a mirar y la misma agencia diciéndonos: —No, 
vengan, yo las mando a otro lado. ¿No se supone que acá no pueden tener 
más indocumentados? (Entrevista personal, 11 de julio, 2018). 


3.2. Trabajando como indocumentado 


Cómo se trabaja en un warehouse de logística 


En el desarrollo de una entrevista, Lucy, una mujer de unos sesenta 
años, luego de describir cómo ha ingresado a sus múltiples trabajos y 
cómo ha sido su experiencia laboral, me hizo una recomendación de 
método: debería ir yo mismo a una agencia de trabajo para entender 
cómo son las condiciones de las factorías: “[Ve] para que hagas un es- 
tudio de cómo explotan la gente acá, esto es una explotación, este país 
es una explotación y hay mucha gente que reniega y maldice Estados 
Unidos” (entrevista personal, 15 de julio, 2018). Había en dicha suge- 
rencia una intuición que Lucy hizo explícita cuando vinculó trabajar 
con realizar un estudio sobre “cómo explotan la gente acá”. Pese a que 
el trabajo ocupe la mayor parte del tiempo de las personas, este aparece 
en las entrevistas como un tiempo muerto, como una actividad no des- 
crita. Se puede explicar cómo se ingresó o se salió de un trabajo, cómo 


6 La U.S. Immigration and Customs Enforcement (ICE) es una agencia del Departa- 
mento de Seguridad Nacional de los Estados Unidos que se encarga del control 
migratorio. 
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es el pago, cómo es el transporte al trabajo. Más difícil, no obstante, 
es explicar la incertidumbre sobre el trabajo al que se va mientras uno 
se transporta en una guagua” desconociendo su destino. El sentimiento 
encontrado, entre alegría y tedio, de un “mañana trabajas doce horas”. 
La frustración de un pago que apenas aumenta luego de una semana 
con mucho overtime (tiempo extra). El cansancio compartido, su silen- 
cio denso, sus respuestas irritadas. El nudo en la espalda, los talones 
sensibles, los nudillos temblorosos. El cuerpo que trabaja. Decido acep- 
tar la recomendación. 


Era el martes 17 de julio del 2018 y Romy, la mujer que me asesoró para 
acceder al trabajo, me había citado en el downtown para guiarme hasta 
la agencia que la contrataba por entonces. En la agencia nos recibió una 
mexicana llamada María, quien me ofreció trabajo en el tercer turno 
(10:00 p. m.-06:00 a. m.) empacando verduras en un cuarto frío y un 
pago de 10 dólares la hora. Le dejé mi número de celular para confirmar 
hora y punto de recogida. Romy me recomendó pasar por más agencias. 
En menos de cinco cuadras visité al menos unas siete agencias de tra- 
bajo. En la mayoría guardaron mi número de teléfono para confirmar, 
en el transcurso del día, si habría trabajo al otro día. En caso de haberlo 
debía llegar a eso de las cinco de la mañana a la agencia, allí me reco- 
gería una guagua que me transportaría a mi trabajo de destino. En otras 
agencias simplemente me citaron a las cinco de la mañana. 


A las ocho de la noche María no me había llamado para confirmar el 
lugar de recogida. Decidí llamarla y me contestó entusiasmada: 


—Te tengo un trabajo mejor. Ahorita te va a llamar una persona, dile 
que vas de parte de Mario. 


7 Jerga dominicana y puertorriqueña utilizada para nombrar las minivan en las que 
las agencias de trabajo transportan a las/os trabajadoras/es a las factorías” 
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A la media hora recibí una llamada de una mujer: 
— Buenas noches, llamo por el trabajo. 
—Sí, respondo, yo voy de parte de Mario, 


—OKk, sí. Necesito que llegues mañana a la 22 Church Street. El turno 
empieza a las once de la mañana, pero tienes que llegar a las nueve y 
media para cuadrar los papeles. 


Llegué puntual. No sabía el nombre de la agencia de trabajo ni por 
quién debía preguntar. La 22 Church St. no tenía ningún cartel y se en- 
contraba cerrada. Por la ventana vi tres sillas de plástico y un escritorio 
al fondo con un computador. Caminé un poco confundido buscando 
algún local con un cartel que anunciara Work Agency. Pasados unos 
veinte minutos llegó un hombre que me preguntó si venía a trabajar, me 
pidió que me sentara y esperara. Se sentó en su computador y pasados 
pocos minutos me llamó: 


—+¿Usted es el que no tiene papeles? 


—Pues no tengo, pero traigo estos. Le mostré el 1D y el social falsos de 
mi hermano. 


—No, no. Guarde eso. Me entregó un papel con un nombre y unos 
números. Este es su nombre y ahí está escrito su número de seguro so- 
cial, memorice los últimos cuatro dígitos, con esos va a poncharse en la 
empresa. 


Mi nuevo nombre era Anthony Stuart Marte y los últimos cuatro dígitos 
de mi número de seguro social eran 7516. En voz alta nos explicó a las 
cuatro personas que estábamos esperando, que la guagua iba a llegar 
en veinte minutos. Para el hombre que daba instrucciones, todo parecía 
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evidente, sin embargo, yo no entendía nada. ¿Cómo me iban a pagar 
si no había firmado ni un solo papel? Pensé abrumado: María me dijo 
que me presentara en nombre de Mario cuando recibiera una llamada 
telefónica de una mujer desconocida, quien me envió a una agencia 
que escasamente tiene un escritorio y tres sillas de plástico. La agencia 
es atendida por un hombre parco, quien me acaba de dar un nombre y 
un número de seguro social sin lograr determinar si estoy usando una 
identidad falsa o estoy suplantando a una persona real. La red de nom- 
bres es imposible de desenmarañar. En cualquier caso, mi identidad 
permanece oculta, no he sido fotografiado, no he firmado nada. Es un 
trabajo en la oscuridad y esa idea me tranquiliza. 


Preocupado, le pregunto al hombre de la agencia: 

—¿Cómo va a realizarse el pago? 

—Los pagos se hacen después de una semana. Por ejemplo, usted traba- 
ja esta semana y el pago de esta semana se le hace el jueves en la noche 
de la otra semana. El pago se realiza en una cuenta bancaria, yo le voy 
a dar la tarjeta para que retire durante esta semana. Una tarjeta débito 
nueva, usted llama y con su número de seguro social la activa. Esa clave 
solo la sabe usted, a esa cuenta le vamos a consignar los pagos, 

—Pero ¿esa tarjeta está a mi nombre? No entiendo. 

—Sí, está con el nombre que le escribí en el papel. 


—+¿Y cuánto están pagando? 


—Diez dólares. Respondió tajantemente y clavó su mirada en el compu- 
tador dejando claro que no iba a responder más mis preguntas. 
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El trayecto de la agencia al lugar de trabajo toma alrededor de media 
hora, el warehouse queda sobre la carretera en Rutherford, un condado 
al norte de Paterson. Cuando íbamos llegando vi una señalización verde 
que decía Industrial Park. A medida que avanzábamos por la carrete- 
ra pasábamos entradas hacia grandes bodegas industriales. La guagua 
desvió por una de esas entradas, era la primera vez que veía para quién 
iba a trabajar: Bergen Logistics. 


La guagua se estacionó en la entrada de la bodega de Bergen Logistics, 
los pasajeros bajaron apresurados y nosotros los seguimos. Todos traían 
consigo un código QR plastificado que les permitía el paso a través de 
unos torniquetes. A los nuevos nos recibió Domingo, un hombre de 
aspecto rudo que le habló a tres afroamericanos en un inglés callejero 
difícil de comprender para mí. Entendí que íbamos a trasladarnos a una 
instalación nueva y a trabajar en mantenimiento. Al final hizo un chiste 
que no comprendí, me miró y resumió lacónicamente en un español 
rotundamente dominicano: 


—Vamo” pa” otro lado. Nos montamos de nuevo a la guagua y nos lle- 
varon a una nueva sucursal. 


En la nueva sucursal Domingo nos presentó con Damián, un cubano 
afro de unos cincuenta años que supervisaba el Departamento de Man- 
tenimiento de esta bodega. Damián empezó a explicar en español, pero 
los tres afroamericanos no comprendían y Damián no sabía inglés. Los 
jóvenes se miraron entre sí, confundidos. Me ofrecí como traductor. El 
trabajo era sencillo, debíamos pasar por todo el warehouse recogiendo 
dos tipos de desechos: cartón y plástico. Luego de haber recorrido todo 
el lugar debíamos volver a nuestro punto de partida y arrojar el cartón 
y el plástico a unas máquinas compactadoras, una vez compactado de- 
bíamos repetir el recorrido. 
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Nos separamos y empezamos a trabajar de inmediato. Mi recorrido era 
el mismo que el realizado por las mercancías que entraban en el ware- 
house, lo cual me permitió entender qué hacía Bergen Logistics. Pri- 
mero estaba la sección de receiving (área de recepción de mercancías), 
que estaba compuesta por una bahía donde se descargaba la mercancía 
entrante y una zona donde se organizaba. El camión era descargado por 
una sola persona y la mercancía era organizada por otras cinco perso- 
nas. Las mercancías, una vez organizadas, pasaban a ser acomodadas 
en estanterías gigantes donde se mantenían en stock (en bodega). Esta 
labor era desempeñada por lo que en “espanglish postindustrial” lla- 
man estoqueros (del inglés stocker o almacenista). Esta área era la que 
mayor espacio ocupaba. Decenas de altos estantes (13 metros, a decir 
de un estoquero) llenos de cajas de zapatillas Nike, Adidas y Jordan. 
Vi también gorras de visera plana con el logotipo de los Yankees, y, en 
general, ropa. Millones de pequeñas prendas. 


Por los pasillos de la mercancía en bodega no solo transitaban los es- 
toqueros, sino también los picadores (del inglés picker o recogedores). 
Los picadores se encargaban de encontrar en el stock mercancía que ha- 
bía sido pedida por las empresas que subcontratan o por los clientes de 
estas en tiendas físicas y virtuales. Los picadores recogían las órdenes y 
las acomodaban al final de los pasillos para ser llevadas a la sección de 
packing (embalaje) por hombres que manejaban unos vehículos llama- 
dos high lift pallet truck (transpaleta de gran altura). Derivado de la pro- 
nunciación de high lift se les llama jaileros. Los jaileros transportaban 
estibas con mercancía por todo el almacén, así que cumplían funciones 
de picadores y estoqueros, pero su nombre proviene del vehículo que 


manejan. 


La sección de packing consistía en puestos de trabajo organizados a los 
costados de una banda eléctrica. En cada puesto de trabajo se encon- 
traba un computador, un lector de código de barras y una impresora de 
etiquetas. En esta sección trabajaban sobre todo mujeres empacadoras, 
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quienes recibían las órdenes de la mercancía picada (del inglés pick), 
que debía ser empacada según los pedidos. Las mercancías debían pa- 
sarse por un código de barras que registraba la orden en el computa- 
dor y generaba una etiqueta para la caja en la que se empacaban. Las 
empacadoras debían empacar dos veces, primero el empaque requeri- 
do por la empresa propietaria del producto, y este paquete, a su vez, 
empacarlo en una caja para la empresa de envíos. Una vez hecho esto 
se imprimía la etiqueta y se pegaba sobre la caja que finalmente debía 
ponerse sobre la banda eléctrica para ser transportada al área de ship- 
ping (carga). 


Al final de la banda eléctrica estaba el primer hombre del Departamento 
de Carga, quien debía recibir las cajas y organizarlas sobre estibas se- 
gún la empresa de envíos y la prioridad del domicilio. Una vez se acu- 
mulaban suficientes cajas en una misma estiba, esta era transportada 
y cargada, por el mismo hombre, a un camión de usPs (United States 
Postal Service) que estaba estacionado todo el día, o descargarlas en las 
bahías de FedEx, USPS O DHL*, cuyos camiones llegaban en el transcurso 
del día. Otras dos áreas que debía limpiar eran la de devoluciones y la 
de etiquetado, llamada así porque es donde se prenden a la ropa peque- 
ñas piezas de tela u otro material con las especificaciones del producto. 


En el centro del almacén se encontraba una estructura de dos pisos con 
ventanas altas que no permitían ver hacia adentro. Eran las oficinas 
donde trabajaba el administrador y las personas de atención al cliente. 
Allí se llevaba a cabo el control virtual de las mercancías y los pedidos. 
Rápidamente entendí que era el centro del poder del almacén, que fun- 
cionaba como un verdadero panóptico. 


8 Iniciales del apellido de los tres fundadores: Adrian Dalsey, Larry Hillblom y Robert 
Lynn. 
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4. Los mecanismos de control del trabajo 


En todo almacén había un mánager encargado de administrar el ware- 
house. En este almacén de Bergen Logistics el mánager se llamaba Evelio, 
un hombre iracundo, hijo de inmigrantes cubanos. Había otros manager 
que se encargaban de la gestión de departamentos específicos de varios 
almacenes, por ejemplo, Domingo, el hombre que nos recibió como 
nuevos trabajadores, se encargaba del Departamento de Mantenimiento. 


A un mánager se le reconocía por su despliegue ostentoso de autoridad. 
Cuando bajaba de la torre de control hacia el almacén lo hacía con la 
finalidad de dar alguna reprimenda o de ordenar alguna tarea y, en ese 
sentido, solo se le veía en el ejercicio de su autoridad. Un mánager se 
reconocía, además, por el uso de audífonos inalámbricos. Todos los tra- 
bajadores teníamos prohibido el uso de celular, sin embargo, nunca se 
veía a un mánager sin audífonos. Solían caminar afanosamente por el 
almacén mientras conversaban en inglés a través de sus audífonos, con 
la rudeza y la determinación esperada de su autoridad. En mi primer 
día de trabajo, Kahlil, uno de los afroamericanos que llegaron conmigo, 
le murmuró a su amigo con cierta admiración al ver irse a Domingo 
hablando: He got the money man (él es de la plata). 


Finalmente, al mánager se le reconocía por ser un latino que ejercía 
control sobre otros latinos, por ser el hombre que se encargaba de la 
relación cara a cara con los trabajadores. Él era quien daba o quitaba 
horas de trabajo. Como explica Oscar: “Siempre le ponen a uno un capa- 
taz, y siempre es un hispano. Y esos hispanos son la gente más mierda 
del mundo. Usted ve a un hijueputa hispano que tiene un cargo más que 
usted y lo ve a usted como una mierda, y si usted no habla inglés peor” 
(entrevista personal, 11 de julio, 2018). 


Adam era un hindú de segunda generación. Al parecer era la segunda 
persona encargada de lidiar con los trabajadores al interior del almacén, 
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pero su computador se encontraba fuera de la torre de control —deli- 
beradamente o no, de la torre de control solo salían personas con piel 
blanca—. Adam vigilaba la productividad de los diferentes departamen- 
tos y sus trabajadores haciendo uso del registro digital e individualiza- 
do que en cada proceso se llevaba a través de los lectores de códigos de 
barras. Si Evelio era el encargado del control político de los trabajado- 
res, Adam era el responsable de la dimensión técnica de este control. 


A lo/as demás trabajadore/as se nos podía reconocer por las camisetas 
negras que eran de uso obligatorio. En este almacén todo/as éramos de 
algún país latinoamericano, salvo por una mujer filipina. Al menos una 
tercera parte habíamos migrado desde Colombia, otra tercera parte de 
República Dominicana y el otro tercio variaba entre Puerto Rico, Perú, 
Venezuela y Centroamérica. Respondíamos a dos tipos de vinculación: 
quienes estaban contratados por la empresa y quienes estábamos por 
agencia. Las dos vinculaciones estaban determinadas por el estatus le- 
gal: quienes no estaban tercerizados contaban con permisos de resi- 
dencia, quienes estábamos tercerizados éramos indocumentados. Las 
personas tercerizadas debíamos poncharnos (registrar nuestra entrada y 
nuestra salida) en los relojes de las agencias de trabajo. Sin duda, más 
de dos tercios de los trabajadores/as no teníamos permiso de trabajo. 


Quienes estaban vinculados directamente con la empresa entraron an- 
tes de la crisis del 2008 y solían ser personas mayores. Samuel, un 
colombiano de Armenia que trabajaba a mi lado, me explicó que esta- 
ba vinculado desde hacía once años y esperaba la pensión del seguro 
social estadounidense. Era la única ventaja, según él, si se comparaba 
con las personas que estábamos por agencia. Las incapacidades por 
enfermedad eran pagas, pero afirmaba que si la incapacidad duraba 
muchos días se esperaba el despido. En cuanto a las vacaciones, luego 
de un año daban tres días, luego de cinco años cinco y luego de diez 
años once días. 
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Las órdenes dentro del almacén viajaban del capataz al supervisor y del 
supervisor a los trabajadores. El supervisor era un antiguo trabajador 
camisa negra que ahora debía vigilar que el departamento a su cargo 
cumpliera con sus funciones y con las metas de productividad. Su tra- 
bajo consistía en recibir órdenes de las tareas a realizar y distribuirlas 
a los trabajadores de su departamento. Aunque debía cumplir con las 
mismas horas de trabajo, su pago aumentaba en dos dólares por hora 
y ya no debía realizar las labores físicas que los demás ejecutábamos. 
El supervisor era el punto de contacto entre Evelio y los trabajadores; 
era quien sobre el terreno y de forma permanente controlaba la produc- 
tividad de lo/as trabajadores; era otro trabajador camisa negra, pues 
compartía los mismos espacios, los mismos horarios y estaba sometido 
a una presión constante al tener que comunicarse de forma permanente 
con el capataz. 


Rosa, una puertorriqueña de sesenta años, al verme sentado durante 
unos segundos en los que no tenía tanta carga de trabajo, me aconsejó 
ser más discreto cuando descansara, pues Evelio podría verme y despe- 
dirme de inmediato: 


—Al mismo muchacho que estaba ahí le dijo: “Quiere que le mande el 
cheque a la casa?” Eso está mal, es como decirle que le toca ser esclavo. 


No fue un consejo aislado. Durante los primeros días varios compañe- 
ro/as de trabajo se asustaban y me corregían por mis descuidos: a la 
hora del almuerzo una mujer me recomendó no subirme al hand jack 
(montacarga) cuando tuviera que moverme por el warehouse. “Están 
sacando por todo”, me dijo. Rosa resumió la relación entre el capataz 
y los trabajadores con la siguiente expresión: “En esta factoría hay un 
demonio llamado Evelio”. 


Me explicó, sin embargo, que el carácter autoritario de las decisiones 
y la arbitrariedad de los despidos eran sistemáticos en todos los alma- 
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cenes en los que había trabajado durante los últimos veinte años. Los 
capataces generaban un auténtico miedo en la mayoría de trabajadore/ 
as, y estos/as creaban estrategias para no tener que enfrentarse a su 
poder. José, un puertorriqueño del Área de Carga, en una de nuestras 
conversaciones me lo explicó así: 


—Si ves a Evelio o a Domingo, camina para el otro lado, solo por si algo 
¿Sabes que hay cámaras vigilando? Ellos nos vigilan todo el tiempo. 


Como describe Linhart, en referencia a una fábrica de Citroén: 


El miedo supura de la fábrica porque la fábrica, al nivel más elemental, 
más perceptible, amenaza permanentemente a los hombres que utiliza [...] 
son nuestras propias herramientas las que nos amenazan al menor descui- 
do, son los engranajes de la cadena los que llaman brutalmente al orden. 
La dictadura de los propietarios se ejerce aquí, en primer término, a través 
de la omnipotencia de los objetos. (2013, p. 76). 


En ese autoritarismo hay una verdadera asociación de dominación en el 
sentido weberiano, en su significado básico de “alguien mandando efi- 
cazmente a otro” (Weber, 2014, p. 186) dentro del “cuadro administrati- 
vo” de la empresa, en una relación laboral no estructurada legalmente y 
cuya obediencia se debe a la ausencia de capacidad de negociación del 
trabajador con el empleador. El discurso que regula esta asociación de 
dominación podría ser llamado mandato de productividad. El mandato 
de productividad dispone que en la jornada laboral no exista el tiempo 
muerto y que el trabajador deba realizar alguna tarea de forma disci- 
plinada durante esta, independientemente de su duración. El mandato 
de productividad desconoce los movimientos mismos de la cadena de 
logística que, por breves momentos de exiguos minutos, deja a uno de 
sus departamentos sin actividades. El mandato de productividad exige 
del trabajador una evidencia ostentosa de su rendimiento. Las largas 
jornadas laborales, así como la carga física, generan un gran cansancio 
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en lo/as migrantes, Oscar lo explica así: “El sueño americano ¿sabe cuál 
es? Es tener sueño todo el día” (entrevista personal, 11 de julio, 2018). 


Lo que garantiza la obediencia a la asociación de dominación es la 
latencia del despido, reforzada diariamente por un gran turn-over (ro- 
tación) de trabajadores y por las amenazas explícitas del capataz. La 
exigencia irreal de productividad del mandato encuentra límites de le- 
gitimidad entre lo/as trabajadore/as que se encuentran constantemen- 
te estresados; las alusiones al cansancio, la esclavitud o la cárcel son 
frecuentes para hablar del trabajo. Rosa, por ejemplo, todos los días al 
saludarme decía en voz alta: “Un día más, un día menos”. Oscar, de 
manera irónica, afirmaba estar viviendo en “Esclavos Unidos”. Las in- 
teracciones en la guagua o en la cantina estaban llenas de tensiones y 
hostilidades. En el viaje de regreso a las casas solía haber un mutismo 
que, al ser alterado, recibía una sanción airada de quienes permanecían 
en silencio. Cuando nos bajábamos de la guagua y sonaba el timbre 
que marcaba el inicio de la jornada se escuchaban comentarios del tipo 
“entramos a la cárcel”. La cotidianidad del trabajo era una cotidianidad 
hostil y la conversación diaria se refería constantemente a la situación 
opresiva y extenuante del trabajo. En un momento de tensión, Amparo, 
una antioqueña de unos sesenta años, me miró y me dijo con rabia: 


—Esto es una explotación ¡La esclavitud no ha terminado! Uno está tra- 
bajando en esta línea a toda mierda, a toda mierda, a todo dar. 


Discusión final. La subcontratación y el 
régimen de contratación racial 


El Departamento de Desarrollo Laboral y de Fuerza de Trabajo de Nueva 
Jersey ha identificado que el clúster de Transporte, Logística y Distribu- 
ción aportó en el 2020 $62,5 billones de dólares al PIB de la economía 
estatal. Es uno de los clústeres más grandes del estado y se mantiene 
en un constante crecimiento, impulsado por el aumento del comercio 
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virtual. Este clúster está directamente asociado a redes globales de co- 
mercio, pues se conecta con el puerto de Nueva York y Nueva Jersey, 
el más grande de la costa Atlántica de los Estados Unidos y el tercero 
más grande de ese país (New Jersey's Transportation Distribution € 
Logistics Industry Cluster, 2021). Desde la perspectiva ocupacional, los 
tipos de empleos del clúster son mayoritariamente no especializados, 
fundamentalmente obreros de carga, de transporte manual de materia- 
les y mercancía (14 %) y empacadadores (8,7%). Comparado con todas 
las industrias del estado, este clúster concentra una mayor fuerza de 
trabajo hispana (New Jersey's Transportation Distribution € Logistics 
Industry Cluster, 2021). 


Como ya mostré, la inserción laboral de la migración indocumentada co- 
lombiana se da en una red de subcontratación que tiene dos momentos. 
Un primer momento de subcontratación de grandes empresas a cadenas 
de logística de este clúster de Transporte, Logística y Distribución. Un 
segundo momento de tercerización de la mano de obra de las cadenas 
de logística a través de agencias de trabajo que vinculan a la migración 
obrera (“ilegal”) con esa economía global (“legal”). Desde el punto de 
vista de lo/as migrantes, esta forma de vinculación permite la intensi- 
ficación del trabajo, elimina la posibilidad de las vacaciones o días de 
descanso, asegura que se hagan cambios rápidos de la planta laboral y 
posibilita el ajuste de la jornada de trabajo según las necesidades de pro- 
ducción, todo esto sin ninguna consideración por lo/as trabajadore/as. 


Los análisis de la subcontratación han discutido sobre el papel de esta 
a nivel global. Por un lado, unas posturas críticas aseguran que es una 
forma de acumulación que se sustenta en contratar bajo condiciones 
precarias a personas de países periféricos. Por otro lado, las valora- 
ciones positivas ven en la subcontratación una forma más eficiente de 
desarrollo que permite la especialización de actividades, aumenta el 
empleo y estimula el incremento de capital humano en países en desa- 
rrollo (De la Garza Toledo, 2012). 
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Para evidenciar de manera más precisa la forma en la que el trabajo 
migrante investigado se vincula a la economía global sería preciso in- 
dagar más por la articulación entre las empresas que subcontratan la 
distribución y las empresas subcontratadas como Bergen Logistics. La 
unidad de análisis para abordar este problema debería ser la cadena de 
valor completa, pues el nivel de un espacio de trabajo es insuficiente 
(De la Garza Toledo, 2012). No obstante, esta investigación se centró en 
la experiencia de migrantes sin documentos y desde ese punto de vista 
los resultados indican que la subcontratación es una forma de acumu- 
lación de capital que procura condiciones de trabajo precarias a sus tra- 
bajadore/as, incluso más precarias que en el país de origen en cuanto a 
la seguridad en el trabajo y al acceso a derechos laborales básicos (i.e., 
pagos por días de enfermedad). Estas condiciones laborales son experi- 
mentadas por lo/as migrantes como relaciones de explotación frente a 
las cuales, sin embargo, no hay opciones de acción colectiva. 


El control político y la explotación económica de este proletariado mi- 
grante no se explican únicamente por razones económicas o por la or- 
ganización social del espacio de trabajo, sino que se sustentan en su 
racialización. Como expliqué, no tener documentos es determinante 
para entender tanto la forma en que se ingresa al mercado laboral como 
la manera en la que se ejerce el control del trabajo. Esta vulnerabilidad 
generada por la falta de documentos puede entenderse como una téc- 
nica racializadora (González-Aguilera, 2019), en el sentido de que la 
racialización no está adscrita a las personas, sino que se construye a 
través de procesos sociales, siendo la criminalización uno de estos. 


En el mismo sentido, la experiencia indocumentada y su ingreso al 
mercado laboral no pueden explicarse sin la segregación urbana, en- 
tendida también como técnica racializadora, por cuanto concentra es- 
pacialmente a personas que clasifica étnico-racialmente como latinas, 
determinando así su proceso migratorio y su acceso al mercado de tra- 
bajo (González-Aguilera, 2019). Al respecto, Gonos y Martino (2011) 
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encontraron que las agencias de trabajo del norte de Nueva Jersey están 
concentradas en las zonas urbanas segregadas donde la mayoría de 
la población es latina. Dado que la segregación urbana concentra es- 
pacialmente a personas indocumentadas, acaso como un gran ejército 
industrial de reserva (Hernández, 2002), al ubicarse en estos espacios 
las agencias de trabajo reclutan esta fuerza laboral migrante disponible 
para atender la oferta de empleo. Esta articulación entre la segregación 
urbana y la oferta de trabajo para la migración indocumentada genera 
una segmentación laboral racializada que algunos autores han llamado 
“régimen de contratación racial” (Gonos y Martino, 2011). 


De esta manera, se puede observar la interrelación entre la racializa- 
ción y el trabajo en el contexto de la migración indocumentada. Las 
agencias de trabajo operan en zonas urbanas segregadas, donde terce- 
rizan a migrantes indocumentados para desempeñar tareas logísticas 
subcontratadas por empresas de alcance global. Esto da lugar a una red 
de subcontratación sustentada en una racialización producto de la cri- 
minalización y la segregación espacial de estos migrantes, todo lo cual 
permite un control eficiente sobre el trabajo, asegurando una respuesta 
eficaz y sin fricciones a las necesidades de producción y acumulación 
de capital. Así, podemos entender cómo la articulación de la racializa- 
ción y el trabajo resultan un mecanismo poderoso para el control y la 
explotación de los migrantes indocumentados, así como para el cumpli- 
miento de las metas económicas y empresariales. 
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Resumen: La reciente migración desde Venezuela hacia Colombia es un fenómeno sin precedentes 
en la historia de América Latina y hasta el momento es poco lo que se ha investigado sobre las 
apreciaciones personales y los sentimientos de los migrantes en este país de acogida. En el pre- 
sente documento analizamos los determinantes que inciden en la percepción de discriminación e 
identificación cultural por parte de la población migrante venezolana en Colombia. Para ello utili- 
zamos un modelo no lineal ordenado y datos de la Encuesta Pulso de la Migración (EPM) realizada 
por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). Encontramos que factores 
como estar inscrito en un registro para migrantes, tener pasaporte, estar trabajando, la edad y el 
tamaño del hogar son altamente significativos a la hora de analizar las percepciones. Estos resul- 
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Perceptions of cultural identification and discrimination 
ofthe migrant population. Case: venezuelans in Colombia 


Abstract: The recent migration from Venezuela to Colombia is an unprecedented phenomenon 
in the history of Latin America, and so far, little has been investigated about the personal views 
and feelings of migrants in this host country. In this work we study the factors that affect the 
perception of discrimination and cultural identification by the Venezuelan migrant population in 
Colombia, we use an ordered non-linear model and data from the Encuesta Pulso de la Migración 
(EPM) carried out by the Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). We found 
that factors such as being registered in a registry for migrants, having a passport, being working, 
age and household size are highly significant factors when analyzing perceptions. These results 
are relevant for the implementation of public policies that seek to improve the quality of life of the 
growing Venezuelan population in Colombia. 
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Introducción 


ás de seis millones de venezolanos se han visto obligados a 

migrar debido a la crisis económica, política y social que ha 

vivido este país en los últimos seis años. Esta cifra representa 
el 19 % del total de refugiados en el mundo y Colombia es el país de 
mayor recepción, con cerca de dos millones de migrantes (Ibáñez et 
al., 2021; Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y 
Migrantes [R4V], 2022). Este fenómeno ha implicado un gran reto para 
la institucionalidad y la sociedad civil a nivel nacional y territorial, en 
materia de atención humanitaria, inserción al mercado laboral y provi- 
sión de bienes y servicios requeridos por dicha población, puesto que 
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Colombia en su historia nunca había sido un país receptor de extranje- 
ros con ese carácter (Tovar Pinzón, 2001). 


Las respuestas del Gobierno colombiano ante este fenómeno se han 
orientado en la regularización y atención humanitaria de las personas 
migrantes (Departamento Nacional de Planeación [DNP], 2018). En el 
año 2017 se implementó el Permiso Especial de Permanencia (PEP), que 
tuvo como objetivo principal regularizar la situación migratoria de quie- 
nes habían ingresado al país desde puntos de control autorizados. En 
2018 se expidió el Decreto 542, mediante el cual se adoptaron “medidas 
para la creación de un registro administrativo de migrantes venezola- 
nos en Colombia”, que permitió ampliar la información del fenómeno 
migratorio y el acceso al PEP para migrantes irregulares, beneficiando a 
cerca de 340 000 personas (Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística [DANE], 2021). Adicionalmente, en 2021, el Gobierno decidió 
extender el programa de regularización del PEP de dos a diez años, me- 
diante el Estatuto Temporal de Protección (ETP). 


Existe evidencia de que las estrategias y políticas de regularización im- 
plementadas por el Gobierno colombiano han tenido efectos positivos 
sobre la formalización laboral, la reducción de la inseguridad alimenta- 
ria, y las mejoras en el consumo y condiciones de salud de la población 
migrante de Venezuela (Ibáñez et al., 2022), sin embargo, es poco lo 
que se conoce sobre sus sentimientos, percepciones y subjetividades 
respecto a las condiciones de vida en Colombia, a pesar de que estas 
pueden facilitar u obstaculizar procesos de adaptación, cohibir o fo- 
mentar programas y ser factores de orientación de las políticas en una 
u otra dirección (Rocha, 2006). 


En este documento analizamos las características demográficas, de si- 


tuación migratoria y de estado ocupacional que influyen sobre la per- 
cepción de asimilación cultural y los sentimientos de discriminación 
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por parte de los y las migrantes venezolanas en Colombia. Para ello 
realizamos un análisis cuantitativo de modelos no lineales ordenados 
y la Encuesta Pulso de la Migración (EPM)! durante cuatro rondas que 
fueron de julio de 2021 a abril de 2022. 


Encontramos que estar inscrito en el Registro Administrativo de Mi- 
grantes Venezolanos (RAMV), tener amigos no migrantes en Colombia 
y poseer pasaporte venezolano incrementa la probabilidad de sentirse 
completamente identificado con la cultura colombiana. Así mismo, mi- 
grantes mujeres, estudiantes y quienes realizan oficios del hogar tie- 
nen menores probabilidades de sentirse discriminados. Estos resultados 
contrastan con la población migrante desempleada, pues encontramos 
que esta tiene menor probabilidad de sentirse identificada culturalmen- 
te y mayor posibilidad de sentirse discriminada. 


Este estudio contribuye a la literatura que analiza los factores que influ- 
yen en las percepciones de integración y discriminación de migrantes 
en países de acogida. Aunque en los últimos años se ha venido desa- 
rrollando un creciente número de estudios sobre el fenómeno migra- 
torio de venezolanos en Colombia, son relativamente pocos los que 
se enfocan en el análisis de percepción y migración. Los trabajos de 
Bahar et al. (2020 y 2021) y de Ibánez et al. (2022) se enfocan en ana- 
lizar los efectos de programas de regularización y de amnistía; los de 
Pulido y Varón (2020), Delgado-Prieto (2021) y Lebow (2022) en los 
efectos y resultados del mercado laboral; los de Ramírez (2021), Álvarez 
(2021) y Daly (2021) analizan efectos sobre variables macroeconómicas 
como precios, producto interno bruto y pobreza; mientras Ibáñez et al., 
(2020); Ibáñez et al., (2021); y Rozo y Vargas (2021) analizan efectos de 


1 La EPM es una reciente e innovadora encuesta enfocada en la población migrante 
desde Venezuela ubicada en Colombia, realizada por el DANE. Hacemos referencia 
a la población migrante desde Venezuela, ya que la EPM recoge información tanto 
de migrantes venezolanos como de colombianos retornados. Sin embargo, en este 
estudio solo nos enfocamos en el primer grupo. 
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la migración sobre situaciones legales, resultados electorales y contagio 
de enfermedades infecciosas. 


Encontramos dos estudios relacionados con análisis de bienestar sub- 
jetivo: el de Allen et al. (2022) sobre percepciones y preferencias de 
colombianos ante políticas migratorias, dada la gran afluencia de ve- 
nezolanos, y el de Ibáñez et al. (2022) respecto a los cambios en los 
sentimientos de discriminación e integración de los venezolanos en Co- 
lombia como resultado de tener el Per. En este sentido, nuestro aporte 
se centra en los factores que incrementan las probabilidades de que los 
migrantes venezolanos se sientan identificados con la cultura colombia- 
na y aquellos que les reduzcan las posibilidades de sentirse discrimina- 
dos, por considerarlos elementos claves para el diseño, elaboración y 
cambios en la política pública respectiva. 


El cuerpo del documento se encuentra estructurado de la siguiente ma- 
nera: en la sección 1 describimos algunos antecedentes y características 
del fenómeno migratorio de venezolanos en Colombia, en la sección 2 
detallamos los datos utilizados y la metodología, en la sección 3 pre- 
sentamos los resultados del análisis, en la sección 4 realizamos una 
discusión sobre los resultados y en la sección 5 condensamos las con- 
clusiones del estudio. 


1. Características del fenómeno migratorio 
venezolano en Colombia 


Según la Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) del DANE?,, en 2021 
existían en Colombia 2 851 283 personas procedentes del exterior, de 
las cuales el 95,8 % (2 730 970) eran venezolanas. De estas, 1 979 627 


2 Entidad oficial de la producción estadística en Colombia. 
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(72,2 %) migraron a Colombia desde el 2016. Es decir, cerca de 395 000 
personas, en promedio, migraron por año hasta 2019”. 


El desplazamiento de las grandes oleadas migratorias desde Venezuela 
tiene diversas causas: según la EPM del DANE (2021-2022), el 91,4 % 
de los y las migrantes buscaban mejorar sus condiciones económicas, 
mientras que la exacerbación de las condiciones de seguridad y la in- 
certidumbre política fue otro de los factores relevantes encontrados a la 
hora de analizar la alta afluencia migratoria. 


Por otra parte, las poblaciones de Venezuela y Colombia han tenido 
fuertes lazos históricos. En los años de mayor incidencia del conflicto 
armado en Colombia, Venezuela se convirtió en uno de los países que 
mayor acogida tuvo para los colombianos (Álvarez, 2004). De hecho 
estos lazos entre ciudadanos, al igual que la proximidad geográfica, 
ayudan a explicar por qué Colombia ha sido uno de los países de ma- 
yor recepción de venezolanos en el mundo ante la crisis humanitaria. 
Según la EPM, el 81,6 % de las personas migrantes de Venezuela te- 
nían contactos en Colombia antes de establecerse en este país (DANE, 
2021-2022). 


A pesar del significado que tienen las distintas causas de la migración, 
estas no necesariamente se convierten en factores que garanticen me- 
joras en el bienestar subjetivo de la población migrante en un país ex- 
tranjero. Según el DANE (2021-2022), en el periodo enero-agosto de 2021 
la tasa de desempleo para venezolanos fue de 17,5 %. Una explicación 
a este fenómeno se encuentra en la falta de documentación: de acuerdo 
con la EPM solo el 27,2 % de los migrantes venezolanos contaban con 
pasaporte en agosto de 2021, es decir, el no tener en regla los documen- 


3 Para años posteriores a 2020 este número se redujo significativamente debido a los 
cierres de frontera decretados por el Gobierno de Colombia para contener el conta- 
gio y expansión de la enfermedad por coronavirus (COvID-19). 
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tos de identificación no solo ha sido una barrera para su entrada al mer- 
cado laboral colombiano, sino que también puede haber incidido en las 
percepciones que tienen sobre la discriminación (Taborda et al., 2021). 


A esto se suma el hecho de que para el año 2020 la enfermedad por co- 
ronavirus vino acompañada con un aumento de la xenofobia en varios 
países, afectando entre otros a las tasas de inserción laboral (Zhou et 
al., 2022). Según la EPM, el 22,6 % de la población migrante venezolana 
en Colombia ha experimentado discriminación o ha sido tratada injus- 
tamente debido a su país de origen o por la condición de migrantes. A 
esto se suman los datos de la Encuesta Pulso Social del DANE, de julio 
de 2022, según la cual el 78,4 % de las jefas de hogar ubicadas en las 
áreas urbanas de las 23 principales ciudades del país confiaba nada o 
muy poco en personas de otra nacionalidad. 


Como mencionamos en la sección anterior, el Gobierno colombiano im- 
plementó en 2017 el RAMV con el fin de ampliar la información sobre di- 
cha población, especialmente la indocumentada. Este registro ha sido la 
fuente principal de datos para formular y diseñar políticas de atención 
humanitaria y programas de amnistía como el PEP (Ibáñez et al., 2022 y 
2020), y el Permiso de Protección Temporal (PPT). Sin embargo, el 65,9 
% de los y las migrantes de Venezuela informaron no estar registrados/ 
as en el RAMV (DANE, 2021-2022). 


A este programa de formalización se le pueden añadir otro tipo de ayu- 
das públicas o privadas. Según la EPM el 38,7 % de las y los venezolanos 
residentes en Colombia no recibió ningún tipo de ingreso monetario en 
julio-agosto de 2021. Pero, además, solo el 8,8 % recibió dinero por par- 
te de Familias en Acción, Jóvenes en Acción, Programa de Alimentación 
Escolar, Ingreso Solidario, Devolución del Iva o el programa Colombia 
Mayor. Estos datos resaltan las dificultades que tienen las personas mi- 
grantes para acceder a ayudas y atención social en Colombia (DANE, 
2021-2022). 
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El anterior panorama es el fundamento principal para incluir, en la par- 
te cuantitativa del presente estudio, variables que permitan describir 
tendencias y relaciones sobre la probabilidad de sentimientos de dis- 
criminación e de falta de identificación cultural por parte de las y los 
migrantes venezolanos en Colombia. Si bien su subjetividad respecto al 
bienestar es un proceso complejo, esta puede estar influenciada direc- 
tamente por diversos aspectos que van desde su situación económica 
hasta sus conexiones sociales, su regularización e incluso sus caracte- 
rísticas personales (Rocha, 2006). 


2. Datos y metodología 
2.1 Datos 


La fuente de información para el análisis cuantitativo fue la EPM elabo- 
rada por el DANE entre julio de 2021 y abril de 2022 en cuatro rondas 
sucesivas. Esta se aplicó en 24 departamentos a población migrante 
que llegó desde Venezuela en los últimos cinco años, e incluyó una 
gran cantidad de temáticas como mercado laboral, ingresos, remesas 
enviadas, acceso a vacunación contra la CoviD-19, patrones migrato- 
rios, capital social, así como sus percepciones y valoraciones sobre su 
situación económica, familiar y social. 


A pesar de que la EpmM en las cuatro rondas tuvo estructura de panel, en 
nuestro análisis usamos los datos como corte transversal dada la varia- 
bilidad en las preguntas que se realizaron en cada ronda. Además, nos 
enfocamos en la población migrante de Venezuela sin tener en cuenta a 
los colombianos retornados. Analizamos cambios en la probabilidad de 
percepción sobre discriminación o identificación cultural, teniendo en 
cuenta factores demográficos, sociales y laborales; además, estudiamos 
efectos heterogéneos por departamento. Las variables dependientes e 
independientes se tomaron de la misma encuesta. En la tabla 1 mos- 
tramos las categorías que tienen las variables de interés y en la tabla 2 
algunas estadísticas descriptivas. 
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La EPM en la ronda 2 realizó preguntas de percepción sobre identifica- 
ción cultural y discriminación: “En una escala de 1 a 5, en donde 1 sig- 
nifica nada y 5 completamente, ¿se siente identificado/a con la cultura 
colombiana?” y “En una escala de 1 a 5, en donde 1 significa nada y 
5 completamente, ¿se siente discriminado/a por la sociedad colombia- 
na?” En el análisis categorizamos las opciones de respuesta de 0 a 2. 
En la categoría 0 agrupamos las categorías 1 y 2 de la pregunta origi- 
nal. Es decir, en esta categoría están las respuestas más cercanas a la 
valoración “Nada”. En la categoría 1 agrupamos la opción 3, la cual es 
una valoración intermedia. En la categoría 2 agrupamos las opciones de 
respuesta 4 y 5, es decir, las valoraciones cercanas a “Completamente”*, 


La tabla 1 muestra que el 6.4 % del total de migrantes en análisis 
(4698) no se sienten identificados con la cultura colombiana, el 23.3 
% se encuentra en la categoría intermedia y el 70.3 % percibe sentirse 
identificado/a. En cuanto a la percepción de discriminación se tiene 
que el 81.1 % no se sienten discriminados, el 11,8 % están en la catego- 
ría intermedia y el 7 % percibe sentirse discriminado/a. 


Por su parte, la tabla 2 muestra que 57 % del total de población migran- 
te venezolana en análisis son mujeres, la edad media es de 33 años y el 
tamaño del hogar es de 5 personas en promedio. El 57 % se encontraba 
trabajando, el 13 % buscando trabajo, el 5 % estudiando, el 22 % reali- 
za oficios del hogar y el 2 % estaba incapacitado para trabajar. El 78 % 
tenían contactos en Colombia antes de migrar, el 27 % afirmaron tener 
pasaporte venezolano, el 22 % se encontraban inscritos en el RAMv, el 
63 % recibieron algún tipo de ayuda económica y el 61 % tenían ami- 
gos no migrantes. 


4 Esta agrupación permite, en principio, una mejor interpretación del modelo econo- 
métrico utilizado, tal como se verá en la sección de resultados; y, en segundo lugar, 
clasificar en una escala de Likert a quienes se encuentran en categorías extremas y 
medias. 
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Tabla 1. Descripción de las categorías de las variables dependientes 


Frecuencia 


a Participación 
Identificación cultural 
Nada identificado/a 318 6,4 
Más o menos identificado/a 1156 23,3 
Completamente identificado/a 3494 70,3 
Discriminación 
Nada discriminado/a 4031 81,1 
Más o menos discriminado/a 588 11,8 
Completamente discriminado/a 349 70 


Nota: para la percepción de identificación cultural, nada identificado/a es la categoría 0, 
más o menos identificado/a la categoría 1 y completamente identificado/a la categoría 
2. Para la percepción de discriminación, nada discriminado/a es la categoría 0, más o 
menos discriminado/a la categoría 1 y completamente discriminado/a la categoría 2. 
La participación se presenta en %. 


Tabla 2. Estadísticas descriptivas variables independientes 


Variables Media Desv. estándar 


Demográficas 
Sexo 0,57 0,50 
Edad 32,81 12,01 
Tamaño del hogar 5,00 2,33 


(Continúa) 
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Variables Media Desv. estándar 


Ocupación 
Trabajando 0,57 0,49 
Buscando trabajo 0,13 0,34 
Estudiando 0,05 0,23 
Oficios del hogar 0,22 0,41 
Incapacitado para trabajar 0,02 0,15 
Migración 
Tener contactos en Colombia antes de migrar 0,78 0,41 
Tener pasaporte 0,27 0,45 
Estar inscrito en el RAMV 0,22 0,42 
Recibir apoyo económico 0,63 0,48 
Tener amigos no migrantes 0,61 0,49 
Observaciones 4968 


Nota: para las variables demográficas: Sexo =1 si es mujer. Edad es la variable que 
recoge los años que tenía la persona en el momento de la encuesta. Tamaño del hogar 
incluye a personas no migrantes que vivían en el hogar. Para las variables de ocupación: 
Trabajando =1 si estaba trabajando la mayor parte del tiempo en los últimos 7 días 
antes de la encuesta, O=caso contrario. Buscando trabajo =1 si estaba buscando 
trabajo la mayor parte del tiempo en los últimos 7 días antes de la encuesta. Estudiando 
=1 si estaba estudiando la mayor parte del tiempo en los últimos 7 días antes de la 
encuesta. Oficios del hogar =1 si se ocupó en oficios del hogar la mayor parte del 
tiempo en los últimos 7 días antes de la encuesta. Incapacitado para trabajar =1 si se 
encontraba incapacitado para trabajar en los últimos 7 días antes de la encuesta. Para 
las variables de migración: Tener contactos en Colombia antes de migrar =1 si contaba 
con contactos en Colombia antes de migrar. Tener pasaporte =1 si en el momento de 
migrar contaba con pasaporte venezolano para hacerlo. Estar inscrito en el RAMV =1 si 
se inscribió en el RAMVv. Recibir apoyo económico = 1 si recibió ayudas económicas por 
parte de programas del Estado, fundaciones, amigos, vecinos, ONG, etc., en el último 
mes previo a la encuesta. Tener amigos no migrantes =1, si contaba con amigos no 
migrantes a los que podría pedirle ayuda en Colombia. 
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2.2 Estrategia empírica 


Estimamos dos modelos econométricos no lineales donde las variables 
de interés son la identificación cultural y la percepción de discrimina- 
ción por parte de la población migrante. Estas son variables categóricas 
ordinales que siguen una escala de Likert: 0= nada identificado/a o 
nada discriminado/a, 1= más o menos identificado/a o más o menos 
discriminado/a, 2= completamente identificado/a o completamente 
discriminado/a. Siguiendo a Cameron y Trivedi (2005) buscamos esti- 
mar dos modelos de regresión logístico ordenado de la forma: 


Yi = XiB + Ya FE¡ (1) 


Donde: 


L E 
AP = 2 +08; +... +) 0eT, 2) 
=1 e=1 
La variable dependiente y, es la percepción de identificación cultu- 
ral y discriminación para el individuo i. Las variables independientes 
R;, Si,..., T, corresponden a sexo, edad, tamaño del hogar, ocupación, 
tener contactos en Colombia antes de migrar, tener pasaporte venezo- 
lano, estar inscrito en el RAMV, recibir apoyo económico y tener amigos 
no migrantes a quienes pedir ayuda. Incluimos efectos heterogéneos 
por departamento, los cuales se capturaron con la variable y,. Dado 
que estimamos un modelo logístico ordenado, la variable dependiente 
siguió la siguiente especificación: 


0 si X¡B + Ya +E¡< Ho 
1 si XP + ya +E¡< Mi 


Y; = 


j si ja < X¡B + Ya +Es 
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ero (XiB+Ya) 


a 1+ ero XiPHYA) 


em lXiB+Hva ) ero (Xi B+Y4 ) 
[Pe=eT] 


= 1+ pm XP) 1 52 ero (XiB+Y) 


(P 2] 3 ero XiB+Ya ) 
== == 


1+ er XiB+Ya ) 


Donde j es la categoría de respuesta sobre percepción (0 nada, 1 más o 
menos, 2 completamente), u, son umbrales por estimar, f es un vector 
de parámetros asociados a cada variable explicativa X y e es el término 
aleatorio de error. Esta especificación impone a priori la restricción so- 
bre los parámetros poblacionales, los cuales deben ser constantes ante 
los diferentes umbrales (supuesto de riesgos proporcionales o regresio- 
nes paralelas). En el caso de no cumplirse este supuesto se debe estimar 
un modelo logit ordenado generalizado (Williams, 2018). 


Realizamos dos especificaciones: una para un modelo logit ordenado 
y Otra para un modelo logit ordenado generalizado (ologit y gologit) y 
probamos el supuesto de riesgos proporcionales con la prueba Likeli- 
hood-ratio (LR). Encontramos evidencia estadísticamente significativa 
de que al menos una variable independiente viola el supuesto de regre- 
siones paralelas (p-valor < 0,000*). Contrastamos este resultado con 
el criterio de información de Akaike (A1C) y el criterio de información 


5 El p-valor indica la probabilidad de cometer error tipo I: rechazar la hipótesis nula 
cuando esta es verdadera, si dicha probabilidad es inferior al 0.05 o 5 % la regla 
de decisión es rechazar la hipótesis nula. En este caso la hipótesis nula es que el 
modelo cumple el supuesto de tendencias paralelas, la regla de decisión dado que 
el p-valor es inferior al 5 % es rechazarla, en otras palabras, el modelo incumple 
dicho supuesto. 
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bayesiano (BIC), y concluimos que el modelo a estimar es un modelo 
logit ordenado generalizado. 


3. Resultados 


En la tabla 3 presentamos los resultados del modelo logit ordenado ge- 
neralizado. En las columnas (1) y (2) se encuentran los resultados para 
la identificación cultural y en las (3) y (4) los resultados para la percep- 
ción de discriminación. El modelo estima la probabilidad de cambiar de 
categoría según las variables explicativas y toma como base la categoría 
más alta. Aunque los coeficientes del modelo no son directamente in- 
terpretables, factores como la edad, el tamaño del hogar, tener amigos 
no migrantes que vivan en Colombia, estar inscrito/a en el RAMv, tener 
pasaporte venezolano y estar buscando trabajo o estar estudiando son 
factores altamente significativos a la hora de analizar la percepción de 
las personas migrantes sobre identificación cultural y discriminación. 


Tabla 3. Resultados Modelo Logit Ordenado Generalizado 


Identificación cultural Percepción de discriminación 


(1) (2) (3) (4) 


Nada Más o menos Nada Más o menos 


identificado/a identificado/a discriminado/a discriminado/a 
-0,043 -0.064 0.145* 0.078 
(0.131) (0.075) (0.083) (0.125) 
0.012* 0.009*** -0.010*** -0.000 
(0.006) (0.003) (0.003) (0.005) 


Edad 


Tamaño del hogar 0.070** 0.025 -0.016 -0.014 
(0.029) (0.016) (0.018) (0.026) 
Tener contactos en -0.140 -0.012 -0.105 -0.157 
Colombia (0.147) (0.081) (0.092) (0.134) 
Inscripción en el 0.330** 0.235*** 0.014 0.115 
RAMV (0.164) (0.086) (0.091) (0.142) 
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Identificación cultural Percepción de discriminación 
(09) (2) (3) (6) 
Nada Más o menos Nada Más o menos 
identificado/a identificado/a discriminado/a discriminado/a 
Recibir apoyo 0.090 0.091 -0.098 -0.041 
económico (0.131) (0.076) (0.087) (0.134) 
Tener amigos no 0.637*** 0.531*** 0.523 ** -0,.469*** 
migrantes (0.138) (0.074) (0.081) (0.121) 
Tener pasaporte 0.203 0.152* 0.051 -0.267* 
(0.159) (0.081) (0.088) (0.147) 
Buscando trabajo -0,317* -0,205** 0.209* 0.293* 
(0.177) (0.103) (0.110) (0.166) 
Estudiando 0.620* 0.182 -0.860*** -0.866** 
(0.355) (0.166) (0.212) (0.392) 
Oficios del hogar -0.137 -0.129 -0.250** -0.188 
(0.173) (0.096) (0.112) (0.178) 
Incapacitado/a para -0.154 0.020 -0.297 -0.531 
trabajar (0.466) (0.230) (0.284) (0.462) 
Observaciones 4,967 4,967 
Pseudo R2 0,1222 0,0644 
Ef fij r ; ' 
o s s 


Nota: en las columnas (1) y (2) se presentan los resultados del modelo para la percepción 
de identificación cultural, en (1) para la categoría nada identificado/a frente a la categoría 
completamente identificado/a; en (2) para la categoría más o menos identificado/a 
frente a la categoría base completamente identificado/a. En las columnas (3) y (4) 
se presentan los resultados para la percepción de discriminación, en (3) la categoría 
nada discriminado/a se compara frente a la categoría completamente discriminado/a 
y en la columna (4) los resultados para la categoría más o menos discriminado/a 
frente a la categoría completamente discriminado/a. Los errores estándar robustos a la 
especificación se muestran entre paréntesis. La significancia estadística se calcula en los 
niveles *** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1. 


Para la identificación cultural, los signos de cada parámetro en la fila 


(1) de la tabla 3 se estiman sobre la base de la categoría completamente 
identificado/a, por tanto, incrementar la edad y el tamaño del hogar 
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al igual que estar inscrito en el RAMV, tener amigos no migrantes y es- 
tar estudiando incrementan la probabilidad de sentirse completamente 
identificado/a con la cultura colombiana. Por el contrario, encontrarse 
en una situación de desempleo afecta de forma negativa la percepción 
de identificación. Los signos de los parámetros sobre discriminación 
en la fila (3) de la tabla 3 se comparan con la categoría completamente 
discriminado/a, por tanto, incrementar la edad, tener amigos no mi- 
grantes y estar estudiando son factores que disminuyen la probabilidad 
de sentirse completamente discriminado/a. Caso contrario ocurre con 
las y los desempleados: estar en esta condición incrementa la proba- 
bilidad de sentirse completamente discriminado/a frente a quienes se 
encontraban trabajando. 


Los efectos marginales de la tabla 4 permiten comprender de forma más 
clara la relación entre las variables. En la fila (3) se muestra que estar 
inscrito en el RAMV incrementa la probabilidad de sentirse completa- 
mente identificado/a con la cultura colombiana en aproximadamente 
4,4 puntos porcentuales (pp.), tener amigos no migrantes la incrementa 
en 9,9 pp. y tener pasaporte venezolano en 2,8 pp. Por el contrario, 
encontrarse desempleado/a disminuye la probabilidad de sentirse com- 
pletamente identificado/a en 3.8 pp.*. 


En la fila (4) de la tabla 4 se muestran los efectos marginales para la 
categoría nada discriminado/a. Las mujeres tienen una probabilidad de 
1,9 pp. de sentirse menos discriminadas que los hombres, tener amigos 
no migrantes en Colombia incrementa la probabilidad de no sentir dis- 
criminación en 6,9 pp. Quienes se encuentran estudiando y realizando 
oficios del hogar incrementan la probabilidad de no sentir discrimina- 
ción en 11,4 pp. y 3,3 pp., mientras que quienes se encuentran buscan- 


6 La categoría base para la comparación de la ocupación (buscando trabajo, 
estar estudiando o realizando oficios del hogar) fueron quienes se encontraban 
trabajando. 
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do empleo disminuyen la probabilidad de no sentirse discriminados/as 
en 2,8 pp. Un resultado interesante que se presenta en la fila (6) de la 
tabla 4 es que tener pasaporte venezolano disminuye la probabilidad de 
sentirse completamente discriminado/a en 1,6 pp. 


Tabla 4. Resultados efectos marginales 


Identificación cultural Percepción de discriminación 


(69) (2) €) (€) 
Nada Más o | Comple- Más o 
identifi- | Menos tamente PRESA menos 
dal identifi-| identifi- vadora discrimi- 
cado/a | cado/a nado/a 
Sexo 0.002 0.010 -0.012 -0.019* 0.015 0.005 
(0.005) | (0.013) (0.014) (0.011) (0.009) (0.007) 
Edad -0.000* |-0.001**| 0.002*** | 0.001***| -0.001*** | -0.000 
(0.000) | (0.001) (0.001) (0.000) (0.000) (0.000) 
Tamaño del hogar | -0.003** | -0.002 0.005 0.002 -0.001 -0.001 
(0.001) | (0.003) (0.003) (0.002) (0.002) (0.002) 
Tener contactos en| 0.005 -0.003 -0.002 0.014 -0.005 -0.009 
Colombia (0.005) | (0.014) (0.015) (0.012) (0.010) (0.008) 
Inscripción enel -0.012** |-0.032** | 0.044*** -0.002 -0.005 0.007 
RamMv (0.006) | (0.015) (0.016) (0.012) (0.010) (0.008) 
Recibir apoyo -0.003 -0.014 0.017 0.013 -0.011 -0.002 
económico (0.005) | (0.013) (0.014) (0.011) (0.009) (0.008) 
Tener amigos no  |-0.024*** |-0,075***  0,099*** | 0,069***| -0,041*** |-0,028*** 
migrantes (0.005) | (0.013) (0.014) (0.011) (0.009) (0.007) 
Tener pasaporte -0.008 -0.021 0.028* -0.007 0.022** | -0.016* 
(0.006) | (0.014) (0.015) (0.012) (0.010) (0.009) 
Buscando trabajo 0.012* 0.026 | -0.038** -0.028* 0.010 0.017* 
(0.007) | (0.018) (0.019) (0.015) (0.012) (0.010) 
Estudiando -0,.023* | -0.011 0.034 0.114***  -0,063** |-0.051** 
(0.013) | (0.029) (0.031) (0.028) (0.026) (0.023) 


(Continúa) 
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Identificación cultural Percepción de discriminación 


[6)) Q) €) 63) 


Más o | Comple- 


Nada 
menos | tamente 


identifi- 
cado/a 


identifi- | identifi- ns discrimi- ds 


nado/a mi- 


cado/a cado/a nado/a 


nado/a 
Oficios del hogar 0.005 0.019 -0.024 0.033** -0.022* -0.011 
(0.006) — (0.017) (0.018) (0.015) (0.012) (0.010) 


Incapacitado para 0.006 -0.010 0.004 0.039 -0.008 -0.031 
trabajar (0.017) | (0.040) (0.043) (0.037) (0.031) (0.027) 


Nota: los efectos marginales se calculan con base en los datos promedio de las variables 
explicativas. En las columnas (1), (2) y (3) se presentan los efectos marginales del 
migrante medio para la percepción de identificación cultural así: (1) para la categoría 
nada identificado/a, (2) para la categoría más o menos identificado/a y (3) para la 
categoría completamente identificado/a. En las columnas (4), (5) y (6) se presentan los 
efectos marginales para la percepción de discriminación así: en (4) la categoría nada 
discriminada/a, en (5) la categoría más o menos discriminado/a y en (6) la categoría 
completamente discriminado/a. El valor y signo de cada columna se interpreta con base 
en la misma categoría. Los errores estándar robustos a la especificación se muestran 
entre paréntesis. La significancia estadística se calcula en los niveles *** p<0.01, ** 
p<0.05, * p<0.1. 


En la sección de anexos presentamos la tabla completa con los resul- 
tados de la regresión, en la que se muestran los efectos fijos por de- 
partamento, siendo la categoría base Norte de Santander. En la fila (3) 
del anexo 2 se muestra que la probabilidad de sentirse completamente 
identificado/a con la cultura colombiana es 27,5 pp. mayor en los mi- 
grantes que se encontraban en Antioquia; otro resultado interesante es 
el de Bogotá, que por el contrario reduce en 16,5 pp. la probabilidad de 
sentirse completamente identificado/a con la cultura colombiana frente 
a la categoría base. En la fila (4) del anexo 2 se muestra que la proba- 
bilidad de no sentir discriminación por parte de las y los migrantes es 
16.1 pp. menor en Bogotá que en Norte de Santander, mientras que en 
Antioquia es 0,5 pp. mayor (aunque este último resultado no es estadís- 
ticamente significativo al 5 %). 
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4. Discusión 


Hasta aquí hemos examinado qué características de la población mi- 
grante venezolana influyen en la percepción de discriminación e iden- 
tificación cultural. Aunque Colombia y Venezuela cuentan con caracte- 
rísticas culturales similares, preguntarse por la identidad cultural de las 
y los migrantes permite aproximarse a las particularidades y diferencias 
que pueden influir en su proceso de integración y adaptación en el país 
receptor. 


Somos conscientes de que identificación cultural no necesariamente 
implica integración social, sin embargo, los dos conceptos pueden estar 
ampliamente relacionados. En adición, existe evidencia de que la asimi- 
lación cultural reduce los sentimientos negativos de las y los migrantes 
e incentiva la reacción ante nuevos vínculos sociales para un mejor 
desarrollo personal (Bhugra y Becker, 2005). 


Por otra parte, medir el bienestar subjetivo en las personas migrantes 
se enfrenta a dificultades de información, especialmente cuando existe 
población migrante indocumentada, Adicionalmente, las medidas de 
percepción autorreportadas no están exentas de ciertos riesgos metodo- 
lógicos, En este estudio usamos la encuesta más grande y generalizada 
para población migrante procedente de Venezuela realizada por el DANE 
sin importar su estatus migratorio, y encontramos la existencia de una 
fuerte correlación entre características personales, características de la 
migración y estatus ocupacional frente a la percepción de discrimina- 
ción e identificación cultural. 


A través de una estimación de un modelo no lineal encontramos que 
incrementar la edad de las y los migrantes en un año está asociado a 
una mayor identificación cultural y a una menor probabilidad de sen- 
tirse discriminados/das. Este resultado contradice investigaciones so- 
bre población migrante en Europa, donde las y los migrantes jóvenes 
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tienden a estar mejor asimilados/as o integrados/as culturalmente que 
las y los migrantes de mayor edad (Angelini et al., 2015). Una posible 
explicación a este resultado es que la asimilación e identificación con la 
cultura colombiana está asociada al número de años que llevan vivien- 
do en Colombia. Por otra parte, según datos de la EPM, el 20,6 % de la 
población entre los 15 y 55 años se encontraba buscando trabajo, frente 
a apenas el 19,5 % de quienes tenían 55 años o más, por lo cual es 
probable que la población migrante más joven tenga mayores percep- 
ciones de discriminación. La comprobación de estas hipótesis excede 
los límites del presente estudio, pero puede ser interesante para futuras 
investigaciones o como extensión del aquí expuesto. 


Nuestros resultados evidencian que un mayor grado de identificación 
cultural también está relacionado con hogares más numerosos de mi- 
grantes. Esta relación puede darse debido a que existe un gran número 
de hogares migrantes que tienen uno o más miembros con nacionalidad 
colombiana. De hecho, la EPM identificó que cerca del 3,3 % de las y los 
migrantes reportaron que alguien de su familia había nacido en los 6 
meses previos a la realización de la encuesta, cuando ya se encontraban 
en Colombia. Esta característica puede ser una explicación a los incre- 
mentos del tamaño del hogar y mejoras de percepción de identificación 
cultural. 


El tener amigos no migrantes incrementa la probabilidad de sentirse 
completamente identificados con la cultura colombiana. Este resultado 
coincide con literatura que ha demostrado que tener un mayor capi- 
tal social tiene efectos positivos en el bienestar de las y los migrantes 
(Aguilera y Massey, 2003; Adedeji, 2021). Es decir, las redes y relaciones 
interpersonales de la población migrante con habitantes colombianos 
son un indicador fuerte del nivel de integración a la sociedad, pues me- 
diante estas les es posible acceder más fácil a distintas oportunidades 
en el país. De hecho, las y los migrantes evolucionan hasta consolidar 
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redes de apoyo mutuo, que con el tiempo pueden facilitar su integra- 
ción (Echeverry Hernández, 2011). 


De forma consistente, esta investigación logró determinar que no tener 
amigos no migrantes aumenta la probabilidad de sentirse completa- 
mente discriminado/a. Según la EPM, el 40,7 % de la población mi- 
grante de Venezuela no tiene amigos no migrantes a quienes pedirles 
ayuda en Colombia. Existe evidencia según la cual la percepción de 
discriminación está asociada con niveles de capital social bajos y salud 
autorreportados como precarios (Chen y Yang, 2014). En otras palabras, 
la percepción de discriminación no solo está asociada a pocas redes de 
contactos y apoyo, sino que además puede tener efectos en los niveles 
de bienestar y salud de las y los migrantes. 


Por otra parte, encontramos que tener pasaporte venezolano disminuye 
la probabilidad de sentirse completamente discriminado. Existen evi- 
dencias de que en muchos procesos de contratación se les exige a las y 
los migrantes venezolanos copia del pasaporte, siendo esta una forma 
de discriminación indirecta, pues no es fácil adquirir o renovar dicho 
documento debido a los altos costos (Taborda et al., 2021; Ripoll y Na- 
vas, 2018). Incluso, el acceso al PEP en sus inicios estuvo condicionado 
a tener el pasaporte sellado, lo cual nuevamente supone una barrera 
más para la integración de las personas migrantes (Romero y Uribe, 
2021). En ese sentido, la exigencia de pasaporte para acceder a servicios 
de regularización u oportunidades laborales debería ser estudiada por 
los entes gubernamentales comprometidos con dichos procesos. 


Dentro de otros resultados importantes evidenciamos que las y los mi- 
grantes que estaban inscritos en el RAMV incrementaron la probabilidad 
de sentirse identificados/as con la cultura colombiana frente a quie- 
nes no lo estaban. Como se analizó en segmentos anteriores, el RAMV 
permite identificar a migrantes documentados e indocumentados, pero 
también el PEP y el PPT han sido base para el acceso a políticas inte- 
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grales y de ayuda humanitaria, y a la oferta del Estado en materia de 
educación, salud, ejercicio de actividades económicas de forma legal e 
incluso acceder a una puntuación favorable en el Sistema de Identifica- 
ción de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (SIsBEN). Estas 
inserciones inciden directamente en las posibilidades de asimilación, 
integración y cultivo de la identidad por parte de las y los migrantes 
(Rocha, 2006), por ende, el registro en el RAMV significó incrementos en 
las posibilidades de que la población migrante venezolana se sintiera 
identificada con la cultura colombiana. 


Nuestros resultados contrastan con el estudio de Ibáñez et al. (2022), 
quienes encontraron nulo el hecho de tener PEP frente a la percepción 
de integración a la cultura colombiana o sentirse parte de la sociedad 
colombiana por parte de las y los migrantes venezolanos. Esto puede 
ser explicado por dos razones: 1) el estudio de Ibáñez et al. (2022) re- 
colectó información primaria teniendo como población de estudio mi- 
grantes inscritos en el RAMV, mientras que el contrafactual (no estar 
inscrito en el RAMV) se basó en información que dieron los migrantes 
encuestados sobre amigos o conocidos migrantes que no se inscribie- 
ron en este registro y otras bases de datos”. En segundo lugar, estar 
inscrito en el RAMV no necesariamente implica tener un estatus de re- 
gularización. Según datos de la EPM, más del 80 % de los encuestados 


7 En el estudio de Ibáñez et al. (2022) utilizaron un total de 2232 encuestas de fami- 
lias migrantes procedentes de Venezuela, mientras que el número de observaciones 
para analizar cambios en la percepción de integración debido al PEP no alcanzaron 
las 300. Nuestro estudio se enfocó en una muestra representativa de aproximada- 
mente 8000 observaciones para cada una de las cuatro rondas realizadas en la EPM, 
y las observaciones para analizar cambios en la percepción de identificación cultu- 
ral comprendió cerca de 5000 personas migrantes. Además, la EPM es una submues- 
tra de la GErnH, es decir, que aquellas identificadas por la GEIH fueron contactados 
por la EPM un semestre después, con el fin de levantar nueva información. A ello 
se le añade que la estrategia de identificación de personas migrantes por parte de 
la GEIH está basada en un muestreo probabilístico, con base en la proyección de 
población derivada del censo de población y vivienda de 2018 realizado por el 
DANE. 
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que afirmaron estar en el RAMV no tenían PEP y más del 60 % de los 
inscritos en el RAMV no obtuvieron el PPT (DANE, 2021). Aun bajo estas 
discrepancias, nuestros resultados parecen indicar que el simple hecho 
de que a la población migrante venezolana se la haya incluido en un 
registro de migrantes bien sea como documentadas e indocumentadas, 
influye positivamente sobre el cultivo de la identidad e identificación 
con la cultura colombiana. 


En cuanto a temas laborales, encontramos que la población migrante 
desempleada empeora sus percepciones de identificación cultural y dis- 
criminación frente a aquella que se encontraba trabajando. Esto sigue 
las líneas de análisis que argumentan que sus actitudes están determi- 
nadas, en gran medida, por sus condiciones económicas en el país de 
acogida (Muller, 2003). Adicionalmente, estos resultados concuerdan 
con investigaciones realizadas para migrantes en Europa, que indican 
que las percepciones de discriminación guardan una estrecha relación 
con experiencias negativas en el país anfitrión (McGinnity y Gijsberts, 
2016). Según datos de la EPM, gran proporción de población migrante 
venezolana afirmó que una de las razones más importantes para venir 
a Colombia fue mejorar sus condiciones económicas, sin embargo, el 13 
% de quienes ya estaban establecidos en el país dijeron estar buscando 
trabajo, es decir, no habían podido cumplir con el objetivo principal 
por el que migraron, lo cual explica sus bajos niveles de identificación 
cultural y sentimientos discriminatorios. 


Conclusiones 


Las percepciones de la población migrante reflejan sus experiencias y 
son un indicador de cohesión social y de bienestar en el país de acogida 
(McGinnity y Gijsberts, 2016). La identificación con la cultura del país 
anfitrión y la percepción de discriminación son factores relevantes a la 
hora de direccionar políticas públicas que tengan como objetivo mejorar 
el bienestar y calidad de vida de los y las migrantes (Rocha, 2006). Adi- 
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cionalmente, el sentido de integración para la población migrantes im- 
plica sentirse parte del contrato social en el país de acogida, confiar en el 
Estado e instituciones, y sobre todo actuar colectivamente dentro de una 
comunidad (Ibáñez et al., 2022). A pesar de esto, existe limitada literatu- 
ra que analice percepciones de los y las migrantes y los factores que las 
determinan, limitación que empeora para países en vías de desarrollo. 


En este estudio hacemos nuevos aportes sobre bienestar subjetivo de 
la población migrante venezolana en Colombia y los factores que lo 
determinan. Específicamente analizamos sentimientos de asimilación 
cultural y discriminación. Este tipo de estudios son más frecuentes para 
migrantes residentes en Europa y Estados Unidos, pero son escasos 
para América Latina. Aportamos evidencia empírica sobre la relación 
entre identificación cultural, discriminación y un número importante de 
variables relacionadas con sus características demográficas, el acceso 
al mercado laboral, el proceso migratorio y la documentación con la 
que cuentan. Los resultados expuestos evidencian la importancia de 
darle continuidad y acelerar los procesos de regularización de su esta- 
tus migratorio, así como reducir las barreras que les impiden acceder al 
mercado laboral. 


Encontramos que factores como la edad, tamaño del hogar, estar inscri- 
to en el RAMV, tener pasaporte venezolano, tener amigos no migrantes, 
estar empleado, son variables altamente significativas a la hora de ana- 
lizar percepciones de la población migrante de Venezuela en Colombia. 
Estos resultados fueron consistentes en varias especificaciones econo- 
métricas que tuvieron en cuenta heterogeneidades por departamento. 
El estudio es suficientemente concluyente y consistente con otros ha- 
llazgos de literatura relacionada y puede ser la base para diseñar, imple- 
mentar o darle continuidad a la política pública migratoria. 


Los resultados de este estudio pueden ser base para futuras aproxi- 
maciones al tema, por ejemplo, para analizar los efectos de la discri- 


CINEP € JEl * CONFIAR 


Percepciones de identificación cultural y discriminación en población migrante. 1237 
Caso: venezolanos en Colombia 


minación sobre el bienestar material, dado que este aspecto no está 
documentado en el caso de la población migrante en Colombia. Aún 
existen muy pocos estudios empíricos e incluso conceptuales sobre sen- 
timientos y percepciones de la migración venezolana. Sin embargo, sí 
hay evidencia de que la discriminación, la falta de integración e identifi- 
cación cultural en el país de acogida pueden tener efectos no solo sobre 
la calidad de vida y el bienestar de la población migrante, sino también 
sobre su salud mental. 


Referencias 


Adedeji, Adekunle. (2021). Social capital and migrants' quality of life: A sys- 
tematic narrative review. Journal of International Migration and Integra- 
tion, 22(1), 87-101. 


Aguilera, Michel y Massey, Douglas. (2003). Social capital and the wages of 
Mexican migrants: New hypotheses and tests. Social forces, 82(2), 671-701. 


Álvarez Cardona, Juan Nicolás. (2021, noviembre 9). Efectos de la migración de 
venezolanos a Colombia [Doctoral dissertation], Universidad del Rosario, 
Bogotá, Colombia. 


Álvarez de Flores, Raquel. (2004). La dinámica migratoria colombo-venezola- 
na: evolución y perspectiva actual. Geoenseñanza, 9(2), 191-202. 


Allen, William, Ruiz, Isabel y Vargas-Silva, Carlos. (2022). Policy preferences in res- 
ponseto large migration inflows. http: //documents.worldbank.org/curated/ 
en/099025205182230856/1DU094698ddb0bb4604a3f0bf4a0122ceed14ed5 


Angelini, Viola, Casi, Laura y Corazzini, Luca. (2015). Life satisfaction of im- 
migrants: does cultural assimilation matter? Journal of Population Econo- 
mics, (28), 817-844. 


Bahar, Dany, Ibáñez, Ana Mará y Rozo, Sandra. (2020). Allowing forced mi- 
grants to work: Impacts of work permits on labor markets and crime. Mi- 
meo, Interamerican Development Bank. 


REVISTA CONTROVERSIA € N.* 220, ENE-JUN 2023 * ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 211-248 


238) Karen Liseth Atis Ortega y Nicolás Esteban Lara Rodríguez 


Bahar, Dany, Ibáñez, Ana Mmaría y Rozo, Sandra. (2021). Give me your tired 
and your poor: Impact of a large-scale amnesty program for undocumented 
refugees. Journal of Development Economics, 151, 102652. 


Bhugra, Dinesh y Becker, Matthew. (2005). Migration, cultural bereavement 
and cultural identity. World psychiatry, 4(1), 18-24. 


Cameron, A. Colin y Trivedi, Pravin. (2005). Microeconometrics: Methods and 
applications. Cambridge University Press. 


Chen, Danhong y Yang, Tse-Chuan. (2014). The pathways from perceived dis- 
crimination to self-rated health: An investigation of the roles of distrust, 
social capital, and health behaviors. Social Science £ Medicine, 104, 64-73, 


Daly, Julio César. (2021). Effects of Venezuelan migration on Colombian price 
level. Universidad de los Andes. 


Departamento Administrativo Nacional de Estadística [DANE]. (2021- 
2022). Encuesta Pulso de la Migración.  https://www.dane.gov. 
co/index.php/estadisticas-por-tema/demografia-y-poblacion/ 
encuesta-pulso-de-la-migracion-epm 


DANE. (2021). Gran Encuesta Integrada de Hogares-Módulo de Migración. 
https: //microdatos.dane.gov.co//catalog/700/get_microdata 


DANE. (2022). Encuesta Pulso Social. https://www.dane.gov.co/index.php/ 
estadisticas-por-tema/encuesta-pulso-social 


Decreto 542 de 2018 [Presidencia de la República de Colombia]. Por el cual se 
desarrolla parcialmente el artículo 140 de la Ley 1873 de 2017 y se adoptan 
medidas para la creación de un registro administrativo de migrantes vene- 
zolanos en Colombia que sirva como insumo para el diseño de una política 
integral de atención humanitaria. Marzo 21 de 2018. 


Delgado-Prieto, Lukas. (2021). Dynamics of Local Wages and Employment: 
Evidence from the Venezuelan Immigration in Colombia. Universidad Car- 
los UI de Madrid, Departamento de Economía, working paper, 31183. 


Departamento Nacional de Planeación (DNP). (2018). Estrategia para la aten- 
ción de la migración desde Venezuela. https://colaboracion.dnp.gov.co/ 
CDT/Conpes/Econ%C3 %B3micos/3950.pdf 


CINEP € JEl * CONFIAR 


Percepciones de identificación cultural y discriminación en población migrante. 1239 
Caso: venezolanos en Colombia 


Echeverry Hernández, Ariel Augusto. (2011). Análisis de la migración venezo- 
lana a Colombia durante el gobierno de Hugo Chávez (1999-2011). Iden- 
tificación de capital social y compensación económica. Revista Análisis 
Internacional, 1(4), 33-52. 


Ibáñez, Ana María, Moya, Andrés, Ortega, María Adelaida, Rozo, Sandra y 
Urbina, María José. (2022). Life Out of the Shadows: Impacts of Amnesties 
in the Lives of Migrants. Institute of Labor Economics. 


Ibáñez, Ana María, Rozo, Sandra y Urbina, María José. (2021). Forced migra- 
tion and the spread of infectious diseases. Journal of Health Economics, 79, 
102491. 


Ibáñez, Ana María, Rozo, Sandra y Bahar, Dany. (2020). Empowering mi- 
grants: Impacts of a migrant's amnesty on crime reports. Institute of Labor 
Economics. 


Lebow, Jeremy. (2022). The labor market effects of Venezuelan migration to 
Colombia: reconciling conflicting results. IZA Journal of Development and 
Migration, 13(1). 


McGinnity, Frances y Gijsberts, Mérove. (2016). A threat in the air? Percep- 
tions of group discrimination in the first years after migration: Comparing 
Polish Migrants in Germany, the Netherlands, the UK and Ireland. Ethnici- 
ties, 16(2), 290-315. 


Muller, Tobias. (2003). Migration, unemployment and discrimination. Euro- 
pean Economic Review, 47(3), 409-427. 


Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes (R4V). 
(2022). Refugiados y migrantes venezolanos en la región.. 


Pulido, José y Varón, Alejandra. (2020). Misallocation of the immigrant 
workforce: Aggregate productivity effects for the host country. Borradores de 
Economía; No. 1135. https://www.banrep.gov.co/en/misallocation-immi- 
grant-workforce-aggregate-productivity-effects-host-country 


Ramírez, Jemmy Alejandra. (2021). Migrantes venezolanos en Colombia: prin- 
cipales efectos macroeconómicos. https://repositorio.uniandes.edu.co/ 
handle/1992/53916?show = full 


REVISTA CONTROVERSIA € N.* 220, ENE-JUN 2023 * ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 211-248 


240 Karen Liseth Atis Ortega y Nicolás Esteban Lara Rodríguez 


Ripoll, Santiago y Navas-Alemán, Lizbeth. (2018). Xenofobia y discriminación 
hacia refugiados y migrantes venezolanos en Ecuador y lecciones aprendidas 
para la promoción de la inclusión social. https: //www.socialscienceinac- 
tion.org/resources/xenofobia-y-discriminacion-hacia-refugiados-y-migran- 
tes-venezolanos-en-ecuador-y-lecciones-aprendidas-para-la-promocion-de- 
la-inclusion-social/ 


Rocha Gómez, José. Luis. (2006). Análisis de percepciones y aportes para una 
política de migraciones internacionales en Nicaragua. Centro Latinoameri- 
cano y Caribeño de Demorafía (CELADE).. 


Romero, Nicolás y Uribe,Laura. (2021). Mecanismos que fortalecen la integra- 
ción: redes de migrantes y permisos de permanencia en los procesos migra- 
torios. Banco Interamericano de Desarrollo. 


Rozo, Sandra y Vargas, Juan. (2021). Brothers or invaders? How crisis-driven 
migrants shape voting behavior. Journal of Development Economics, 150, 
102636. 


Taborda Burgo, Juan Camilo, Acosta Ortiz, Alida María y García, María Camila. 
(2021). Discriminación en silencio: percepciones de migrantes venezolanos 
sobre la discriminación en Colombia. Desarrollo y Sociedad, (89), 143-186. 


Tovar Pinzón, Hermes. (2001). Emigración y éxodo en la historia de Colom- 
bia. Amérique Latine Histoire et Mémoire. Les Cahiers ALHIM. Les Cahiers 
ALHIM, (3). 


Williams, Richard. (2018). Ordered logit models - Basic 4 intermediate topics. 
University of Notre Dame. 


Zhou, Yang-Yang, Peters, Margaret y Rojas, Daniel. (2022). When Pandemic 
Threat Does Not Stoke Xenophobia: Evidence from a Panel Survey around 
COVID-19 in Colombia. OSF Preprints. 


CINEP € JEl * CONFIAR 


Percepciones de identificación cultural y discriminación en población migrante. 1241 
Caso: venezolanos en Colombia 


Anexos 


Anexo 1. Estimación Modelo Logit Ordenado 
Generalizado (completo) 


Percepción de 


discriminación 
o | 
Nada Más o menos | Nada dis- Más o menos 
identificado/a|identificado/a| criminado| discriminado 
Sexo -0.043 -0.064 0,145* 0.078 
(0,131) (0.075) (0.083) (0,125) 
Edad 0.012* 0.009*** -0.010*** -0.000 
(0.006) (0.003) (0.003) (0.005) 
Tamaño del hogar 0.070** 0.025 -0.016 -0.014 
(0.029) (0.016) (0.018) (0.026) 
Tener contactos en Colombia -0.140 -0.012 -0.105 -0,157 
(0.147) (0.081) (0.092) (0,134) 
Inscripción RAMV 0,330** 0.235%** 0.014 0.115 
(0.164) (0.086) (0.091) (0,142) 
Recibir apoyo económico 0.090 0.091 -0.098 -0.041 
(0,131) (0.076) (0.087) (0,134) 
Tener amigos no migrantes 0.637*** 0:33 1er -0,.523*** | -0,469*** 
(0.138) (0.074) (0.081) (0.121) 
Tener pasaporte venezolano 0,203 0.152* 0.051 -0.267* 
(0.159) (0.081) (0.088) (0,147) 
Buscando trabajo -0,317* -0.205** 0.209* 0.293* 
(0,177) (0.103) (0.110) (0.166) 
Estudiando 0.620* 0.182 -0.860*** -0.866** 
(0.355) (0.166) (0.212) (0.392) 
Oficios del hogar -0.137 -0.129 -0.250** -0.188 
(0.173) (0.096) (0.112) (0.178) 
Incapacitado para trabajar -0.154 0.020 -0.297 -0.531 
(0.466) (0.230) (0.284) (0.462) 
(Continúa) 
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Percepción de 


Identificación cultural A 
discriminación 


NETA! Más o menos | Nada dis- | Más o menos 
identificado/a|identificado/a| criminado| discriminado 


Antioquia -0.000 1,474*** -0.040 0.627* 
(0.410) (0.296) (0.232) (0.359) 
Atlántico al I21ée -1,483*** 0:9398%* 1,073*4** 
(0.294) (0.166) (0.196) (0.331) 
Bogotá -0.305 -0,883*** 1,219*%** 0:93 7+** 
(0.303) (0.158) (0.178) (0.317) 
Bolívar -0.538 -2.312*** 0.206 -0,739 
(0.372) (0.201) (0.260) (0.636) 
Boyacá -0.819** -1,.014*** -0,.897* -1.047 
(0.403) (0.233) (0.478) (1.044) 
Caldas 0.250 -0.188 0.364 0.503 
(0.570) (0.263) (0.299) (0.508) 
Caquetá 14,593*** -0,944*** 1,252**+* 1.763*** 
(0.288) (0.360) (0.388) (0.506) 
Cauca -0,389 -0,532** 0.656** 0.731 
(0.436) (0.245) (0.282) (0.472) 
Cesar o L:S5OL%*+ 1.082*** 1,203*** 
(1.022) (0.282) (0.187) (0.320) 
Córdoba -0,923** 0.211 1,389*** 2.278*** 
(0.435) (0.327) (0.270) (0.373) 
Cundinamarca 0.030 -0.133 1.471*** 1:209*** 
(0.582) (0.307) (0.288) (0.463) 
Chocó 15.888*** 0.660 -14,288***| 19,397*** 
(0.300) (0.596) (0.234) (1.050) 
Huila 0.004 -1.260*** 1,693*** 1.169** 
(0.768) (0.299) (0.316) (0.551) 
La Guajira LATER -1,436*** 0.812*** l33OSER 
(0.265) (0.152) (0.186) (0.300) 
Magdalena -0,252 -0,104 0:977%+* 0:791%*+ 
(0.383) (0.221) (0.229) (0.392) 
(Continúa) 
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Percepción de 
discriminación 


Nada Más o menos | Nada dis- | Más o menos 
identificado/a identificado/a| criminado| discriminado 


Identificación cultural 


Meta -0,539 -1,139*** 0.250 0.228 
(0.353) (0.188) (0.253) (0.443) 
Nariño =1,259%** -1,234*** 1.492*** 2.130*** 
(0.446) (0.286) (0.294) (0.405) 
Quindío 0.212 -0,456** 0,453* 0.416 
(0.468) (0.215) (0.254) (0.449) 
Risaralda -0,791** -1,742*** 0.622*** -0.729 
(0.329) (0.176) (0.219) (0.572) 
Santander -0,432 -0.760*** 0.875*** 1,291%** 
(0.344) (0.184) (0.208) (0.335) 
Sucre -0.155 0.990*** -0.564* -0.480 
(0.446) (0.296) (0.332) (0.602) 
Tolima -0.679** -0.802*** 0.889*** 1 192%*+* 
(0.310) (0.172) (0.198) (0.324) 
Valle del cauca -1,137*** -1,933*** 0.711** 0.870* 
(0.393) (0.233) (0.291) (0.479) 
Constante 2.082*** 0793 8** -1,348*** | -2,893*** 
(0.373) (0.197) (0.230) (0.365) 
Observaciones 4,967 
Pseudo R2 0,064 


Nota: en las columnas (1) y (2) se presentan los resultados del modelo para la per- 
cepción de identificación cultural así: (1) para la categoría nada identificado/a fren- 
te a la categoría completamente identificado/a, (2) para la categoría más o menos 
identificado/a frente a la categoría base completamente identificado/a. En las colum- 
nas (3) y (4) se presentan los resultados para la percepción de discriminación: en 
(3) la categoría nada discriminado/a se compara frente a la categoría completamente 
discriminado/a y en (4) la categoría más o menos discriminado/a frente a la categoría 
completamente discriminado/a. Los errores estándar robustos a la especificación se 
muestran entre paréntesis. La significancia estadística se calcula en los niveles *** 
p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1. 
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Anexo 2. Efectos Marginales Modelo Logit Ordenado Generalizado (completo) 


(0) 
NET! 
identifi- 
cado/a 


0) 


Más o 

menos 
identifi- 
cado/a 


mente 
identifi- 
cado/a 


(4) 
NETEl 
discrimi- 
nado/a 


(€) 
Más o 
menos 

discrimi- 
nado/a 


Identificación cultural Percepción de discriminación 
€) 
Completa- 


(0) 
Completa- 
mente 
discrimi- 
nado/a 


Sexo 0.002 0.010 -0.012 -0.019* 0.015 0.005 
(0.005) (0.013) (0.014) (0.011) (0.009) (0.007) 

Edad -0.000* -0.001** 0.002*** 0.001*** -0.001*** -0.000 
(0.000) (0.001) (0.001) (0.000) (0.000) (0.000) 

Tamaño del hogar -0.003** -0.002 0.005 0.002 -0.001 -0.001 


(0.001) 


(0.003) 


(0.003) 


(0.002) 


(0.002) 


(0.002) 


Tener contactos en Colombia 0.005 -0.003 -0.002 0.014 -0.005 -0.009 
(0.005) (0.014) (0.015) (0.012) (0.010) (0.008) 
Inscripción RAMV -0.012** -0.032** 0.044*** -0.002 -0.005 0.007 
(0.006) (0.015) (0.016) (0.012) (0.010) (0.008) 
Recibir apoyo económico -0.003 -0.014 0.017 0.013 -0.011 -0.002 
(0.005) (0.013) (0.014) (0.011) (0.009) (0.008) 
Tener amigos no migrantes -0.024*** | -0.075*** 0.099*** 0.069*** -0.041*** -0.028*** 
(0.005) (0.013) (0.014) (0.011) (0.009) (0.007) 


(Continúa) 
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Identificación cultural Percepción de discriminación 


(09) (0) (€) (4) (€) (6) 
Na Más o Completa- ar Más O Completa- 

a O O cl o a 

OS od identifi- dd discrimi- | discrimi- 

cado/a nado/a nado/a 

Tener pasaporte venezolano -0.008 -0.021 0.028* -0.007 0.022** -0.016* 
(0.006) (0.014) (0.015) (0.012) (0.010) (0.009) 
Buscando trabajo 0.012* 0.026 -0.038** -0.028* 0.010 0.017* 
(0.007) (0.018) (0.019) (0.015) (0.012) (0.010) 

Estudiando -0.023* -0.011 0.034 0,114*** -0.063** -0.051** 
(0.013) (0.029) (0.031) (0.028) (0.026) (0.023) 
Oficios del hogar 0.005 0.019 -0.024 0.033** -0.022* -0.011 
(0.006) (0.017) (0.018) (0.015) (0.012) (0.010) 
Incapacitado para trabajar 0.006 -0.010 0.004 0.039 -0.008 -0.031 
(0.017) (0.040) (0.043) (0.037) (0.031) (0.027) 
Antioquia 0.000 -0.275*+** 0.275*** 0.005 -0.042* 0.037* 
(0.015) (0.044) (0.054) (0.031) (0.024) (0.021) 

Atlántico 0.042*** 0.235*** -0,277+** -0,124*** 0.061*** 0.063*** 
(0.011) (0.028) (0.031) (0.026) (0.022) (0.019) 

Bogotá 0.011 0.153** -0.165*** -0,161*** 0.106*** 0.055*** 
(0.011) (0.027) (0.029) (0.023) (0.022) (0.018) 

(Continúa) 
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Identificación cultural Percepción de discriminación 


0 Q) 3) (5) (6) 


NA Más o Completa- a Más o Completa- 
o a al o as 
A A identifi- a discrimi- | discrimi- 
cado/a nado/a nado/a 
Bolívar 0.020 0,411*** -0,431*** -0.027 0.071* -0,044 
(0.014) (0.037) (0.038) (0.034) (0.040) (0.037) 
Boyacá 0.030** 0.159*** -0.189*** 0,119* -0.057 -0.062 
(0.015) (0.039) (0.043) (0.063) (0.066) (0.061) 
Caldas -0.009 0.044 -0.035 -0.048 0.018 0.030 
(0.021) (0.045) (0.049) (0.039) (0.034) (0.030) 
Caquetá -0,543*** | 0,719*** -0,176*** -0,165*** 0.062 0,104*** 
(0.050) (0.082) (0.067) (0.051) (0.039) (0.029) 
Cauca 0.014 0.085** -0.099** -0,143*** 0:072*** 0.071*** 
(0.016) (0.042) (0.046) (0.024) (0.022) (0.018) 
Cesar -0,103*** | -0,177*** 0.280*** -0.087** 0.044 0.043 
(0.032) (0.053) (0.051) (0.037) (0.033) (0.028) 
Córdoba 0.034** -0.074 0.039 -0.183*** 0.049* 0.134*** 
(0.016) (0.050) (0.061) (0.036) (0.027) (0.022) 
Cundinamarca -0.001 0.026 -0.025 -0,194*** 0.123+** 0.071*** 
(0.022) (0.051) (0.057) (0.038) (0.034) (0.027) 


(Continúa) 


ZINSLIPOY P18'] UPQ9)Sq SPJODIN Á P3311O SOY Yl9ST] USC MOvz 


8b7-TIZ “dd e VIENOTO) e (VANIT NA) EZ291-6€S7 - (OSHANI) S9Ib-0Z10 NSSI e £207 NAS-INA “027 ¿'N e VISHIAOHINO) VISIAJA 


Identificación cultural Percepción de discriminación 


a) (2) (€) (4) (€) (0) 
E Completa- Más o Completa- 
Nada Más o E Nada E 
. eS menos mente A menos mente 
identifi- identifi , E discrimi- A A 
a identifi- identifi- O discrimi- discrimi- 
cal 
cado/a cado/a nado/a nado/a 
Chocó -0.591*** 0.468*** 0.123 1.888*** -3.031*** 1143++** 
(0.055) (0.122) (0.111) (0.066) (0.131) (0.096) 
Huila -0.000 0.239*** -0.235*** -0.224*** 0.155**>* 0.069** 
(0.029) (0.056) (0.056) (0.042) (0.041) (0.032) 
La Guajira 0.042*** 0.226*** -0.268*** -0.107*** 0.029 0.078*** 
(0.010) (0.026) (0.028) (0.024) (0.020) (0.017) 
Magdalena 0.009 0.010 -0.019 -0.129*** 0.083*** 0.047** 
(0.014) (0.036) (0.041) (0.030) (0.027) (0.023) 
Meta 0.020 0.:192**=* -0.212*** -0.033 0.020 0.013 
(0.013) (0.032) (0.035) (0.033) (0.030) (0.026) 
Nariño 0.047*** 0.183*** -0.230*** -0.197*** 0.072** 0.126*** 
(0.017) (0.048) (0.053) (0.039) (0.030) (0.024) 
Quindío -0.008 0.093** -0.085** -0.060* 0.035 0.025 
(0.017) (0.038) (0.040) (0.034) (0.030) (0.026) 
Risaralda 0.029** 0.295*** -0.325*** -0.082*** 0.125*** -0.043 
(0.012) (0.031) (0.033) (0.029) (0.036) (0.033) 
(Continúa) 
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Identificación cultural Percepción de discriminación 
(€) 


Completa- 


0) 
Nada 
identifi- 
cado/a 


0) 


Más o 

menos 
identifi- 
cado/a 


mente 
identifi- 
cado/a 


(4) 
NETEl 
discrimi- 
nado/a 


(€) 
Más o 
menos 

discrimi- 
nado/a 


Q) 


Completa- 


mente 
discrimi- 
nado/a 


Santander 0.016 0.126*** -0.142*** -0.116*** 0.040* 0.076*** 
(0.013) (0.031) (0.034) (0.027) (0.023) (0.019) 
Sucre 0.006 -0.190*** 0.185*%** 0.075* -0.046 -0.028 
(0.017) (0.046) (0.055) (0.044) (0.038) (0.035) 
Tolima 0.025** 0.124*** -0,150*** -0.118*** 0.047** 0.070*** 
(0.012) (0.029) (0.032) (0.026) (0.022) (0.019) 
Valle del cauca 0.042*** | 0.318*** -0.361*** -0.094** 0.043 0.051* 
(0.015) (0.041) (0.044) (0.038) (0.033) (0.028) 


Nota: los efectos marginales se calculan con base en los datos promedio de las variables explicativas. En las columnas 
(D), (Q) y (3) se presentan los efectos marginales del migrante medio para la percepción de identificación cultural, según 
categorías: en (1) la categoría nada identificado/a, en (2) la categoría más o menos identificado/a y en la columna (3) 
la categoría completamente identificado/a. En las columnas (4), (5) y (6) se presentan los efectos marginales para la 
percepción de discriminación: en (4) la categoría nada discriminada/a, en (5) la categoría más o menos discriminado/a 
y en la 6) la categoría completamente discriminado/a. El valor y signo de cada columna se interpretan con base en 
la misma categoría. Los errores estándar robustos a la especificación se muestran entre paréntesis. La significancia 
estadística se calcula en los niveles *** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1. 
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Resumen: América Latina se caracteriza por su liderazgo en materia de protección del asilo y refu- 
gio, y por sus legislaciones y prácticas de raíz consuetudinario-humanitarias muy avanzadas. La 
adopción de la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados, en 1984, creó, de nuevo, vanguar- 
dia y presentó una definición ampliada del concepto de refugiado que sirve como complemento 
regional a la Convención de Ginebra de 1951. 


La actual crisis migratoria venezolana está impactando en América Latina y el Caribe con una 
intensidad y velocidad nunca antes vistas. Casi 7 millones de venezolanos se han visto obligados 
a abandonar su país, la mayoría de los cuales (5,75 millones) ha llegado a países de la región, 
especialmente a Colombia. Ante esta crisis, el 40% aniversario de la Declaración de Cartagena, que 
se celebrará en 2024, presenta una ocasión única para el análisis de los avances y vacíos existentes 
en la protección regional de la población refugiada y migrante. 


Dada la enorme legitimidad que tiene la Declaración de Cartagena, en este artículo se pretende 
posicionarla en la agenda latinoamericana al considerarse que puede ser parte de la solución 
buscada a esta crisis. 
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The 40 years of the Cartagena Declaration on Refugees 
and the Venezuelan migration crisis 


Abstract: Latin America is characterized by its leadership in the protection of Asylum and Refuge, 
with very advanced customary-humanitarian laws and practices. The adoption in 1984 of the Cart- 
agena Declaration on Refugees created, once again, a vanguard and presented an expanded defini- 
tion of the refugee concept that serves as a regional complement to the 1951 Geneva Convention. 


The current Venezuelan migration crisis is impacting Latin America and the Caribbean with an 
intensity and speed never seen before. Almost 7 million Venezuelans have been forced to leave 
their country, most of whom (5.75 million) have arrived in countries in the region, especially 
Colombia. Faced with this crisis, the 40th anniversary of the Cartagena Declaration, which will 
be held in 2024, presents a unique opportunity to analyze the progress and existing gaps in the 
regional protection of the refugee and migrant population. 


Given the enormous legitimacy of the Cartagena Declaration, this article aims to position it on the 
Latin American agenda, considering that it may be part of the solution sought to this crisis. 


Keywords: Latin America and the Caribbean, Cartagena Declaration of 1984, refugees, Venezuela, 
forced migration, Cartagena +40. 
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Introducción 


a Declaración de Cartagena sobre los Refugiados, de 1984, cons- 

tituye uno de los hitos de la tradición secular de América Latina 

en materia de protección de los refugiados, al recoger una defini- 
ción ampliada del concepto que, entre otros aspectos, la convierte en 
un modelo mundial de legislación centrada en los derechos humanos 
(Freier, 2015). 
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Esta Declaración responde al cambio fundamental que se produjo en la 
región en materia de refugiados políticos, pues, en ese momento, ya no 
se trataba de los refugiados de antaño, quienes por lo general eran po- 
cos en número y estaban constituidos fundamentalmente por dirigentes 
que gozaban de medios de fortuna, sino que, como resultado de los 
movimientos políticos acaecidos en la mayoría de los países americanos 
y la falta de estabilidad democrática en algunos de ellos, gran cantidad 
de personas, la mayoría sin bienes de ninguna especie, comenzaron a 
trasladarse al territorio de otras repúblicas americanas a causa de las 
persecuciones de que eran objeto!. 


En este sentido, como señalan Franco y Santistevan (2011), la Declara- 
ción de Cartagena encuentra sus raíces en: 1) una larga historia mundial 
y regional de protección de refugiados y de utilización del asilo como 
herramienta práctica; 2) la búsqueda de la convergencia del derecho in- 
ternacional de los refugiados con el derecho internacional humanitario 
y, de estos, con el derecho internacional de los derechos humanos; y 3) 
la metodología informal de búsqueda del consenso, promovida exito- 
samente en la región por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados (ACNUR) para promover el desarrollo del derecho 
internacional de los refugiados. 


Su principal mérito consiste, como identifica Dos Santos (2015), en ha- 
ber recomendado la adopción de su famosa definición ampliada del 
concepto de refugiado, por la cual es mundialmente conocida. No obs- 
tante, como se desarrollará a continuación, no es menos cierto que tras 
un análisis detallado se comprueba que este texto trasciende la defini- 
ción y presenta, entre otros aspectos, un enfoque regional innovador 
y creativo para garantizar la protección de los derechos fundamenta- 


1 Así lo señalaba el importante Inforne Anual de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos 1981-1982, en el capítulo VI numeral B “Los refugiados y el 
sistema interamericano”, campos en los cuales han de tomarse medidas. Véase OEA 
(1982). 
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les de los refugiados, caracterizado por su integralidad y flexibilidad 
para encontrar soluciones. Junto a ello, veremos que la Declaración de 
Cartagena no debe ser considerada un documento, un texto, sino que, 
—por el contrario— nos encontramos ante un proceso, un camino. Es 
decir, lo valioso de esta Declaración no es su configuración como un 
documento histórico importante, sino el “continuum” a que da lugar 
con sus desarrollos posteriores (Franco y Santistevan, 2011), los cuales 
serán objeto de análisis. 


En 2024 se celebrarán los 40 años de la adopción de la Declaración, lo 
cual presenta un marco temporal insoslayable, una oportunidad acadé- 
mica de primer orden, pero, sobre todo, una ocasión política única para 
el análisis de los avances y de los vacíos existentes en la protección 
internacional de la población solicitante de asilo, refugiada y apátrida. 
Como destacan Franco y Santistevan (2011, p. 138), “su conmemora- 
ción debe concentrarse, más que en el propio texto, en el proceso que 
se ha desarrollado desde su adopción y en las respuestas que a sus 
planteamientos se han esbozado”. 


Este momento histórico debería ser también aprovechado para abordar 
las situaciones derivadas de los desplazamientos humanos, masivos y 
no voluntarios, que se están produciendo en la actualidad en América 
Latina, principalmente la enorme crisis de los millones de venezolanos 
que están siendo forzados a abandonar su país. 


El proceso de revisión del pionero espíritu humanitario de la Declara- 
ción de Cartagena deberá ser una oportunidad para realizar recomen- 
daciones, a fin de lograr una mayor aplicación de la definición del con- 
cepto de refugiado que introduce. Ante ello, dicha Declaración debe 
seguir siendo, en el ámbito latinoamericano, un instrumento jurídico y 
humanitario de vanguardia en la protección de los refugiados, si logra 
adaptarse, en su 40% aniversario, a la nueva realidad de las migraciones 
forzadas en América Latina y el Caribe. 
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En este artículo examinaremos, en primer lugar, el conjunto de cir- 
cunstancias que llevaron a la celebración del coloquio que dio a luz la 
Declaración de Cartagena de 1984, las características de la definición 
recomendada y el impacto que tuvo su pionera definición ampliada. A 
continuación, analizaremos esos otros aspectos especialmente destaca- 
bles de la Declaración. También, estudiaremos brevemente la evolución 
de lo que se ha denominado “el espíritu de Cartagena” a lo largo de los 
últimos cuarenta años, y tras profundizar en su aplicabilidad u obliga- 
toriedad, nos centraremos en su conmemoración (Cartagena +40) y en 
el actual contexto regional en materia de refugio. 


1. Elementos de la Declaración de Cartagena 
1.1, Antecedentes y contexto histórico 


La Declaración de Cartagena tiene como antecedente próximo los con- 
flictos centroamericanos de finales de los años setenta y principios de 
los ochenta, que dieron lugar a que esta región se convirtiera en el 
escenario de movimientos masivos de personas que, debido a la perse- 
cución política, a la violencia generalizada y a los conflictos internos, 
se vieron obligadas a desplazarse dentro de su país (desplazados inter- 
nos) o hacia otros países (refugiados). Concretamente, a causa de las 
encarnizadas guerras civiles de El Salvador, Guatemala y Nicaragua, 
más de dos millones de personas fueron desarraigadas, lo cual obligó al 
ACNUR a intervenir por primera vez en Centroamérica. En este contexto, 
las necesidades de protección y asistencia de los refugiados y los limi- 
tados recursos e infraestructuras de los países receptores obligaron a la 
comunidad internacional y a los países afectados a iniciar un proceso 
de identificación e implementación de medidas encaminadas a dar una 
respuesta humanitaria (Dos Santos, 2015). 


Junto a ello, nos encontramos con unos antecedentes lejanos que se 


remontan a los grandes movimientos de refugiados que provenían, so- 
bre todo, de países del Caribe —principalmente de Cuba—, tal y como 
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lo señaló la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 
su Informe Anual de 1965? (OEA, 1965). Este episodio fue calificado por 
Franco y Santistevan (2011) como “la primera crisis” del sistema de 
protección de las Convenciones Interamericanas del Asilo. Al respecto, 
debemos recordar que la crisis política de Cuba, de 1959, produjo un 
éxodo masivo de cubanos, a lo que se añadió la difícil situación de mi- 
les de exiliados de Haití, Paraguay y Bolivia, así como la de otros miles 
provenientes de República Dominicana, Nicaragua y Honduras, entre 
otros países. 


La “segunda crisis” se produjo un poco más tarde, con los hechos que 
tuvieron lugar en la década de 1970 en el Cono Sur. La sucesión de gol- 
pes de Estado militares en esta región, seguidos por una gran represión 
a la oposición política, dieron como resultado un flujo sin precedentes 
de refugiados y de exiliados por motivos políticos, primero de Chile*, y 
luego de Uruguay? y de Argentina* (Franco y Santistevan, 2011). 


2 El informe señalaba que, hasta 1960, los exiliados políticos de los países america- 
nos se trasladaban con relativa facilidad a los países vecinos, donde generalmente 
se les concedía el asilo de conformidad con las disposiciones de convenios inter- 
nacionales vigentes y de la legislación interna. La eficacia de este proceso se asen- 
taba en: 1) una larga tradición de movimientos de exiliados por motivos políticos 
de un país a otro; 2) un idioma, cultura y tradiciones comunes que facilitaban la 
adaptación; y 3) el hecho de que los exiliados políticos frecuentemente pertenecían 
a los sectores más ricos y con mejor educación, quienes usualmente mantenían 
inversiones y propiedades en sus países de origen y, por tanto, no se convertían en 
un peso económico para el Estado que los recibía. 


3 En 1971, Allende solicitó la actuación del ACNUR para hacer frente a la situación de 
los refugiados bolivianos en Chile, tras la caída del Gobierno de aquel país. Debe 
destacarse que, con tal motivo, el gobierno de Allende accedió, en 1972, a la Con- 
vención del 51 y a su Protocolo (Franco y Santistevan, 2011). Más tarde, el golpe de 
Estado de Pinochet, en septiembre de 1973, y la posterior crisis migratoria, llevaron 
a la apertura de una oficina permanente del ACNUR en Santiago de Chile. 


4 Miles de personas de Uruguay salieron al exilio antes y después de que los militares 
asumieran el poder total en 1973 (Vargas, 1983). 


5 Desde finales de 1973 hasta junio de 1979, un total de 15 849 personas fueron 
reconocidas como refugiadas por el ACNUR en Argentina. De ellas, el 70 % eran 
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Ante esta situación, a principios de los ochenta era evidente que para 
poder dar una respuesta a los refugiados provenientes del Cono Sur y 
de Centroamérica debía abordarse el problema de otra manera. Para 
ello, se celebró en Ciudad de México, en junio de 1981, el Coloquio 
sobre Asilo y Protección Internacional de Refugiados en América Lati- 
na, el cual, como señala Franco (1982), se dedicó a examinar los prin- 
cipales problemas que afectaban al sistema interamericano del asilo, 
buscando llegar a conclusiones y recomendaciones que permitieran el 
funcionamiento óptimo de la institución y el alivio de las condiciones 
de los asilados y refugiados, cuyo problema se caracterizaba, como he- 
cho novedoso, por afectar a un gran número de personas. 


Esta importante reunión, conocida también como Coloquio de Tlatelol- 
co, sería el antecedente inmediatísimo de la Declaración de Cartagena, 
pues ya en él se puso sobre la mesa la necesidad de contar con una de- 
finición que tuviera en cuenta a las personas que huían por la violencia 
generalizada y la violación de los derechos humanos, y no solo a aque- 
llas que huían por motivos o delitos políticos (sistema interamericano), 
o por temor fundado de persecución por razones de raza, religión, na- 
cionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opinión política 
(sistema universal). 


Pero, volviendo a la realidad sociopolítica previa a la Declaración de 
Cartagena, es importante recordar que la afluencia masiva de solicitan- 
tes de asilo, originada por la proliferación de conflictos armados y por 
la generalización de la violencia en Centroamérica, dio lugar a grandes 
aglomeraciones de refugiados, los cuales fueron generalmente mante- 
nidos en condiciones precarias. Esta fue la complicada situación que se 
dio en Centroamérica y en México en los años ochenta, sobre todo en 
los campamentos de refugiados salvadoreños en Honduras y en los que 


chilenas, el 18 % uruguayas, el 2,2 % bolivianas, el 1,42 % paraguayas y el resto 
de otras nacionalidades (Letcher, 1981). 
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se establecieron en México a lo largo de la frontera con Guatemala. Las 
duras condiciones de vida que se dieron en estos campamentos estu- 
vieron en la base, junto con los antecedentes históricos que acabamos 
de analizar, de las preocupaciones que se discutieron en Cartagena en 
1984 (Franco y Santistevan, 2011). 


1.2 La definición ampliada de refugiado 


Con estos antecedentes, llegamos al Coloquio sobre la Protección In- 
ternacional de los Refugiados en América Central, México y Panamá: 
Problemas Jurídicos y Humanitarios, celebrado en Cartagena de Indias, 
Colombia, del 19 al 22 de noviembre de 1984, cuya principal y más 
conocida aportación fue haber adoptado la Declaración de Cartagena y 
recomendado una definición ampliada del concepto de refugiado. Así, 
la tercera conclusión del documento final establece: 


[...] la definición o concepto de refugiado recomendable para su utiliza- 
ción en la región es aquella que además de contener los elementos de 
la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, considere también como 
refugiados a las personas que han huido de sus países porque su vida, 
seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la 
agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los de- 
rechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente 
el orden público. 


La novedosa definición que propone la Declaración de Cartagena pre- 
senta las siguientes características principales: 


1. Señala que el concepto de refugiado recomendable es el que “ade- 
más de contener los elementos de la Convención de 1951 [adoptada 
en Ginebra] y el Procotolo de 1967, considere también...”. Es decir, 
tiene un efecto sumatorio y no eliminatorio. La base es la Conven- 
ción de Ginebra, y a ella la Declaración de Cartagena añade nuevos 
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elementos. Esto pudiera parecer una verdad de Perogrullo, pero en 
algunos análisis vemos que se olvida que la clave de la Declaración 
de Cartagena es su carácter ampliatorio, sumatorio y complementa- 
rio de la Convención ginebrina. 


2. Incorpora los denominados “elementos objetivos” para determinar 
la condición de refugiado. Estos son: 1) la persona tiene que estar 
fuera de su país; 2) el país en cuestión” debe estar experimentando 
al menos uno de los eventos situacionales; y 3) la vida, seguridad 
o libertad de la persona deben estar amenazadas” (en riesgo) como 
resultado de uno o más de los eventos situacionales (ACNUR, 2013). 


Por lo tanto, la Declaración de Cartagena no hace mención al “fundado 
temor”, un elemento subjetivo que establece la Convención ginebrina, 
sino al de “amenaza”?. Como explica Dos Santos (2015, p. 69): 


Requiere que la persona reúna dos características objetivas fundamentales: 
por un lado, que exista una amenaza contra su vida, seguridad y libertad 
y, por otro lado, que dicha amenaza sea el resultado de uno de los cinco 
elementos enumerados en la definición”. 


6 Es muy importante recordar que la definición de refugiado de la Declaración de 
Cartagena se orientó hacia las situaciones grupales. Su foco “no está en las circuns- 
tancias personales del individuo que huye del daño/peligro, sino en las circunstan- 
cias objetivas en el país de origen. Por lo tanto, las circunstancias personales del 
individuo no desempeñarán un papel determinante” (ACNUR, 2013, punto 29). 


7 El elemento “amenaza” o “riesgo” que figura en la definición ampliada connota la 
posibilidad de daño infligido a una persona o grupo de personas, pero no implica 
que el daño se haya materializado (ACNUR, 2013, punto 28). 

8 Como señala ACNUR (2013, punto 29), el elemento “amenaza” es distinto del con- 


cepto de “temor fundado” de la definición de la Convención de 1951, puesto que 
debe entenderse que exige un menor umbral de la prueba. 


9 Este importante elemento objetivo de la Declaración de Cartagena es destacado por 
todos los grandes expertos en esta materia, como Juan Ignacio Mondelli (2004 y 
2019), Franco y Santistevan (2011) p.ej. 
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2.1.Una vez establecida la relación causal entre las situaciones de 
hecho y la necesidad objetiva de huir para salvar la vida, la liber- 
tad o la seguridad, opera el derecho subjetivo de tales personas 
de exigir la protección como refugiados sobre la base del princi- 
pio pro homine” y la aplicación inmediata del principio de non 
refoulement" (Franco y Santistevan, 2011). 


Por último, merece especial atención la referencia de la Declaración 
de Cartagena a la violación masiva de los derechos humanos, pues 
su inclusión confirma el enraizamiento de la protección de los refu- 
giados al derecho internacional de los derechos humanos por la que 
esta propugna y con la que busca blindar los derechos pertenecien- 
tes al denominado “núcleo duro” de los derechos humanos, es decir, 
la vida, la libertad y la seguridad. 


1.3 Otros aspectos destacados de la Declaración de Cartagena 


Muchas veces se ha llegado a confundir el enorme valor de esta Decla- 
ración con el de la definición de refugiado que propone. Como hemos 
señalado, es mucho más que su definición ampliada, por lo que es 
necesario destacar, siguiendo a Franco y Santistevan (2011), al menos 
otras tres de sus principales contribuciones: 


10 


11 


Este principio señala la observancia de las normas mínimas de tratamiento huma- 
nitario, fundando la esencia de la protección en el respeto de la dignidad del hom- 
bre y de los derechos humanos. Así, sobre la base de la aplicación de este principio, 
los Estados están obligados a brindar a los refugiados el tratamiento más favorable 
derivado de otros instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos 
(Franco y Santistevan, 2011, p. 68). 

El principio de no devolución está considerado como la “columna vertebral” del 
sistema jurídico protector de los refugiados, principio aceptado y reconocido por la 
comunidad internacional como disposición que no admite norma en contrario, es 
decir, como parte del ¿us cogens (Ruiz de Santiago, 2005). 
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1. Es un proceso y no solo un documento. Esta es, sin duda, la se- 
gunda principal contribución de la Declaración de Cartagena. Esto 
significa que abrió un proceso de diálogo, de maduración y continua 
aportación a la idea original establecida en el Coloquio de 1984. De 
alguna manera, creó un documento vivo, un espíritu, un proceso 
que aún permanece y que volverá a ser revisado y actualizado a 
la luz de la realidad latinoamericana actual, hasta llegar al 2024 
y celebrar su 40% aniversario. Por lo tanto, lo valioso de esta no 
es su consideración como un documento trascendental en el dere- 
cho latinoamericano (visión estática), sino la idea de “continuum”, 
que permite hablar de un proceso de desarrollo progresivo (visión 
dinámica) que se plasma en diferentes documentos que desde en- 
tonces se han acordado” y en los hitos de las conmemoraciones del 
109%, 20% y 30% aniversario de la Declaración, que analizaremos más 
adelante. 


2. Se basa en la legitimidad, antes que en la formalidad. Es decir, si 
bien la Declaración de Cartagena no constituye en sí misma un ins- 
trumento vinculante para los Estados, ello no supone que no haya 
adquirido una fuerza persuasiva que ha ido más allá que otros docu- 
mentos que sí son vinculantes. Esto permite afirmar que lo valioso 
de esta Declaración es la legitimidad que ha alcanzado. Su validez 
como opinio juris!* está fuera de cuestión, además, ha ido aún más 
lejos, pues ha irradiado sus efectos en la legislación interna de los 
Estados y/o en la práctica desarrollada por estos. 


12 De entre ellos, debe destacarse el documento Principios y Criterios para la Protec- 
ción Internacional a los Refugiados, elaborado en el marco de la Conferencia Inter- 
nacional sobre Refugiados Centroamericanos (CIREFCA), que se celebró en Ciudad 
de Guatemala del 29 al 31 de mayo de 1989. 


13 Para profundizar en esta idea, se sugiere la lectura del artículo del catedrático 
Felipe Gómez Isa (2016). 
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3. Constituye un enfoque regional innovador y creativo para garan- 
tizar la protección de los derechos fundamentales de los refugiados, 
caracterizado por su integralidad y flexibilidad para encontrar solu- 
ciones, lo cual queda patente al insertar la protección a los refugia- 
dos en el marco de la Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo 
de 1967, así como de la Convención Americana de Derechos Hu- 
manos'*, Además, establece el “principio de no devolución”** como 
piedra angular de la protección internacional de los refugiados y 
como un “principio de ius cogens”**, 


1.4 La aplicación de la Declaración: ¿Es un 
instrumento jurídico obligatorio? 


Un punto aparte en este breve estudio sobre la Declaración de Cartage- 
na merece la cuestión de su obligatoriedad y de cómo y quiénes la están 
aplicando en la actualidad. Desde que terminó el Coloquio de Cartage- 
na en 1984, su contenido y su espíritu no han dejado de impregnar el 
posterior desarrollo que se ha producido en la región sobre la protec- 
ción internacional de la condición de refugiado. Ante ello, los países 
de América Latina y el Caribe se han venido acercando, a diferentes 
intensidades y ritmos, a sus propuestas y, sobre todo, a su definición 
ampliada, de ahí que nos encontremos con países que la incorporan 
directamente, otros que agregan solo algunos de sus elementos, y un 
tercer grupo que no incorporan ningún elemento de la definición de 
Cartagena (Freier et al, 2020). 


En este sentido, no podemos olvidar que esta Declaración fue fruto de 
un coloquio de expertos, no de una cumbre o reunión de jefes de Esta- 
do, de Gobierno o de ministros de Asuntos Exteriores. Por lo tanto, no 


14 Declaración de Cartagena, 1984. Conclusiones octava y novena. 
15 Ibídem, conclusión quinta. 


16 Ibídem, conclusión quinta. Luego la CIREFCA precisa su relevancia en la conclusión 
V, así como en los párrafos 46 a 48. 
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hay ninguna duda de que nos encontramos ante un texto, un documen- 
to, que no obliga per se a los Estados, es decir, no es un instrumento 
jurídicamente vinculante” (pertenece al denominado soft law) como sí 
lo es un tratado internacional (hard law). 


En sus orígenes, esta Declaración únicamente reflejaba un consenso 
sobre algunos de los principios que deberían orientar a los Estados de 
América Latina en el tratamiento de los refugiados. Como señala Gros 
Espiell (1995), durante el Coloquio de Cartagena los países participan- 
tes no pretendieron adoptar un instrumento jurídicamente vinculante. 


Pero, si bien este carácter no obligatorio per se es jurídicamente reco- 
nocible, está también fuera de cuestión su fuerza persuasiva, su legi- 
timidad y su potencia irradiadora en materia de derecho internacional 
regional latinoamericano. Ante ello, y dado el alto grado de aceptación 
y desarrollo que ha obtenido la Declaración, algunos expertos defien- 
den que esta podría haber adquirido el carácter de costumbre regio- 
nal'*. En esta línea, Mondelli (2019) trata de demostrar que, en el actual 
estado del derecho internacional, la definición regional de refugiado se 
habría convertido en una norma de derecho internacional consuetudi- 
nario particular (costumbre regional) y, por lo tanto, sería de obligado 
cumplimiento para los países latinoamericanos. 


Por lo que respecta a la incorporación de la definición regional en la 
legislación interna, encontramos que, desde su adopción, en 1984, 


17 Esta es una de las características principales de la Declaración de Cartagena que es 
sustentada por infinidad de informes, estudios y análisis, entre otros ACNUR (2013), 
Franco y Santistevan (2011, punto 97) y Mondelli (2019). 


18 Defensores de esta línea son, entre otros, Gros Espiell (1995), Mondelli (2019) 
y Ruiz de Santiago (2005). Franco (1994) y Franco y Santistevan (2011) parecen 
también respaldar esta posición, pues consideran que “su validez como opinio 
turis está fuera de cuestión”. Frente a ellos, también nos encontramos con expertos 
como Corcuera (2005), quien expresamente ha señalado que la definición regional 
no ha adquirido fuerza vinculante como costumbre regional. 


REVISTA CONTROVERSIA * N.* 220, ENE-JUN 2023 € ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 251-287 


266 Moisés Morera Martín y Pablo Nicolás Biderbost 


los siguientes dieciséis países de la región la han incorporado: Boli- 
via (1983)!”, Ecuador (1987), Belice (1991), México (1991), Colombia 
(1995), Brasil (1997), Argentina (1998), Guatemala (2001), El Salva- 
dor (2002), Paraguay (2002), Perú (2002), Honduras (2003), Uruguay 
(2006), Nicaragua (2008), Chile (2010) y Costa Rica (2014)”. La in- 
corporación normativa estaría pendiente en solo cuatro países: Cuba, 
Panamá, República Dominicana y Venezuela (Freier et al., 2020). 


Por lo tanto, para los países que expresamente han incorporado par- 
cial o totalmente la Declaración en sus legislaciones internas no existe 
duda sobre su obligatoriedad. Por lo que respecta a los cuatro países 
que no la han incorporado en su derecho nacional (Cuba*!, Panamá”, 
República Dominicana” y Venezuela?”), los defensores de la existencia 


19 Bolivia la consagró en el art. 2 del Decreto Supremo 19.649/83 del 4/7/83, es decir, 
aún antes de su adopción. 


20 El Tribunal de Disputas Administrativo concluyó que la Corte Constitucional había 
incorporado la Declaración en el derecho interno en 2014. Sentence of the Admi- 
nistrative Dispute Tribunal, Section Four, on 28 November 2014. Vote 0103-2014 IV 
regarding the extending definition in Costa Rica (Freier et al, 2020). 


21 Como señala Mondelli (2019), Cuba es el único país que puede arrojar dudas sobre 
si la costumbre regional le resulta oponible. No es parte de la Convención de 1951, 
ni de su Protocolo, ni de la Convención Americana. No cuenta con una ley especial 
sobre protección de refugiados. No participó en el Coloquio de Cartagena y asistió 
solo como observador al Coloquio de San José (1994). Dada la falta de acceso a 
la información, no es posible constatar la existencia de una práctica lo suficiente- 
mente densa como para concluir que la norma consuetudinaria le resulta oponible. 


22 Participó en el Coloquio de Cartagena y recomendó la adopción de la definición 
regional. En 1987, junto con Costa Rica, fue uno de los países que respaldó el 
proyecto de resolución sobre refugiados centroamericanos. Participó en CIREFCA 
(1989) y también adoptó la Declaración de San José (1994), la Declaración y Plan 
de Acción de México (2004), la de Brasilia (2010) y la Declaración y Plan de Acción 
de Brasil (2014). 

23 Adoptó la Declaración de San José (1994) y la de Brasilia (2010). También participó 
como observador en la Reunión de México (2004) y en CIREFCA (1989). En 2008, 
informó en la OEA que estaba considerando la ampliación del concepto de refugiado 
en línea con la definición regional. 


24 Participó en el Coloquio de Cartagena y recomendó la adopción de la definición 
regional, y en CIREFCA (1989). Adoptó la Declaración de San José (1994), la Decla- 
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de una costumbre regional sostendrán que estos han contribuido de tal 
modo a su formación que la norma consuetudinaria les resulta oponible 
(Mondelli, 2019). Por el contrario, quienes no aceptan su carácter con- 
suetudinario (Corcuera, 2005) se ceñirán a lo que establezcan las legis- 
laciones nacionales, las obligaciones internacionalmente adquiridas por 
los Estados y las decisiones de los tribunales internacionales. 


Más allá de este debate técnico-jurídico —que era menester reseñar 
someramente para entender mejor la Declaración de Cartagena—, lo 
importante sobre su condición jurídica es que existe unanimidad en 
reconocer su importancia fundamental como instrumento regional de 
protección complementario a la Convención de 1951 y a su Protocolo. 
Como hemos visto, la definición regional ha sido incorporada en la 
legislación de la mayoría de los Estados de la región, pero muy pocos 
países la han aplicado en la práctica (únicamente México? y Brasil”). 
Además, cuenta con un enorme aval político al haber sido apoyada por 
la OEA y otras instancias regionales. 


En definitiva, en ausencia de carácter jurídico vinculante, su fuerza 
se basa en su “considerable nivel de reconocimiento” (Fortin, 2005. p. 
280), en su “fuerza persuasiva y en la enorme legitimidad que ha logra- 
do” (Franco y Santisteven, 2011, punto 97). 


ración y Plan de Acción de México (2004), la de Brasilia (2010) y la Declaración y 
Plan de Acción de Brasil (2014). 


25 México reconoció alrededor de 10 400 casos entre 2013 y 2018 aplicando la Con- 
vención de Ginebra y la Declaración de Cartagena (Sánchez Nájera y Freier (2022). 
Para profundizar sobre el emblemático caso de México en la aplicación de la Decla- 
ración de Cartagena a los venezolanos, se recomienda consultar Sánchez Nájera y 
Freier (2022). 


26 Más recientemente (en 2019 y 2020) Brasil se unió a la decisión de México y reco- 
noció prima facie la condición de refugiados a los venezolanos, con base en la defi- 
nición de la Declaración de Cartagena (Margheritis y Pedroza, 2022), decisión que 
en julio de 2019 le mereció una felicitación por parte del ACNUR. Hasta esa fecha 
había aplicado esta definición a cerca de 46 000 venezolanos (ACNUR, 2019). 
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1.5 El proceso de revisión del espíritu humanitario 
de la Declaración de Cartagena y sus hitos 


Como venimos señalando, una característica del derecho de los refu- 
giados en América Latina ha sido la celebración, desde 1981”, de colo- 
quios y encuentros que han reunido a especialistas de derechos huma- 
nos; a representantes gubernamentales, de la sociedad civil y a juristas, 
quienes han debatido y mantenido vivo lo que se denomina, a partir de 
1984, el “espíritu humanitario” de dicha Declaración. 


Sin duda, el estudio de estos coloquios o hitos es fundamental para 
examinar las distintas realidades de los refugiados en América Latina 
en estas últimas décadas y verificar el estado del pensamiento jurídi- 
co, la sensibilidad social y la respuesta política que se ofreció en cada 
momento. En este sentido, como señala Cancado Trindade (1995), las 
diferentes declaraciones en materia de refugiados reflejan la opinio iuris 
que sobre la materia ha ido prevaleciendo en el continente, sin perjuicio 
de comprobar, además, que en los derechos internos de los Estados se 
hayan ido transformando, con el paso del tiempo, en normativa interna 
o práctica habitual. 


Por ello, señalaremos brevemente la evolución de ese “espíritu”, ja- 
lonado por tres momentos históricos en los que volvió a debatirse y 
a destacarse la importancia y trascendencia de este documento. Cabe 
señalar que cada una de esas declaraciones son hijas de su tiempo, de 
su contexto y fruto de las crisis históricas que en la materia conocieron. 


1.5.1 Cartagena +10. La Declaración de San José (1994) 


En diciembre de 1994 se celebró en San José, Costa Rica, el coloquio 
Diez Años de la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados, de cu- 


27 Fecha del famoso “Coloquio de México”, que estableció la base de la definición 
ampliada de la Declaración de Cartagena sobre los refugiados. 
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yos debates resultó la Declaración de San José sobre Refugiados y Per- 
sonas Desplazadas. Como señala Cancado Trindade (1995), el Coloquio 
de San José, lejos de ser un mero acto conmemorativo, propició la oca- 
sión para discutir y analizar los logros obtenidos desde la mencionada 
Declaración, así como para identificar y proponer soluciones a los retos 
que enfrentaba el continente en materia de desplazamiento forzoso de 
poblaciones. 


El contexto histórico de este coloquio estuvo marcado por la proble- 
mática del desplazamiento interno en varios países de la región, prin- 
cipalmente en Colombia, México y Centro América, junto a los flujos 
migratorios irregulares, fruto de situaciones de violencia generalizada 
que hacían la vida insoportable en su propio medio social. Se trataba, 
en este caso, de “una crisis distinta, más difusa, marcada por el dete- 
rioro de las condiciones socioeconómicas de amplios segmentos de la 
población en distintas regiones de América Latina” (Cancado Trindade, 
1995, p. 14). 


Ante esta situación, la Declaración de San José puso especial énfasis 
en los desplazamientos internos; en los movimientos migratorios forza- 
dos; en los derechos económicos, sociales y culturales; en el desarrollo 
humano de las poblaciones indígenas; en los derechos de los niños, el 
enfoque de género* y el derecho de refugio en su dimensión amplia. 
Junto a ello, pidió a los gobiernos impulsar la progresiva armonización 
de normas, criterios y procedimientos en materia de refugiados, con 
base en la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración de Cartagena 
(ACNUR, 1994). 


28 Su conclusión decimosegunda fue pionera al subrayar la importancia de atender 
las necesidades de las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas, particularmente 
aquellas en estado de vulnerabilidad en las áreas de salud, seguridad, trabajo y 
educación. Asimismo, alentar la inclusión de criterios de género en el estudio de 
solicitudes de la condición de refugiado. 
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Sin duda, la Declaración de San José constituyó el primero de los gran- 
des hitos de refuerzo, retroalimentación y reimpulso de la Declaración 
de Cartagena en el tratamiento de los refugiados y los desplazamientos 
forzosos que tuvieron lugar en la región. 


1.5.2 Cartagena +20. La Declaración y el 
Plan de Acción de México (2004) 


A los efectos de este estudio, vale anotar que el final de la década de 
los noventa y los primeros años del nuevo siglo estuvieron marcados en 
América Latina por el conflicto en Colombia y sus duras consecuencias. 
Sin duda, este conflicto fue el principal foco generador de desplazados 
internos y el gran expulsor de refugiados en la región latinoamerica- 
na. En este sentido, la CIDH señalaba?” en 1999 que, desde finales de 
los años noventa, Colombia tenía el número más alto de desplazados 
internos en el mundo, pues se calculaba que más de tres millones de 
personas estaban en esta condición. 


Esta crisis humanitaria —calificada por Franco y Santistevan (2011) 
como “oculta o invisible” por su gran dispersión dentro y fuera del 
territorio colombiano y el anonimato de muchos de los afectados— fue 
el contexto político y social en el que se enmarcó la conmemoración 
del 20% aniversario de la Declaración de Cartagena, que tuvo lugar en 
Ciudad de México, en noviembre del 2004. 


De ella emanó la Declaración y Plan de Acción de México para Fortale- 
cer la Protección de los Refugiados en América Latina, documento que 
reconoce la contribución de la región al desarrollo progresivo del de- 
recho internacional de los refugiados, así como la actualidad de la De- 
claración de Cartagena y su importancia para continuar inspirando las 
políticas públicas de protección y búsqueda de soluciones duraderas. 


29 CIDH. Informe País Colombia 1999. Cap. VI. http://www.cidh.org/countryrep/ 
colom99sp/capitulo-6.htm (visitado 13/06/2022). 
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Nuevamente, recomienda que, en el marco de una progresiva armoni- 
zación legislativa en materia de refugiados, se incorporen debidamente 
los principios y normas contenidos en la Convención ginebrina, la Con- 
vención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos 
internacionales relevantes (ACNUR, 2004). 


En México se establece en el 2004, por primera vez, un Plan de Acción 
que acompaña a la Declaración de Cartagena, el cual señala que la defi- 
nición regional de refugiado ya había sido incluida en la legislación in- 
terna de numerosos países, aunque era importante precisar los criterios 
para su interpretación (en particular la interpretación restrictiva de las 
cláusulas de exclusión) y sistematizar la práctica estatal y la doctrina. 
Asimismo, recomendó abrir un proceso de consultas con el fin de pre- 
cisar el contenido y alcance de la conclusión tercera* de la Declaración 
de Cartagena, para fortalecer la protección internacional de los refugia- 
dos en América Latina (ACNUR, 2004). En definitiva, como señaló Han- 
lan (2005), la Declaración de México significó un desarrollo progresivo 
muy importante de las disposiciones de la Declaración de Cartagena. 


1.5.3 Cartagena +30. La Declaración y el 
Plan de Acción de Brasil (2014) 


En diciembre de 2014 se conmemoró en Brasilia, Brasil, el 30% aniver- 
sario de la Declaración de Cartagena. De esa reunión surgió la Decla- 
ración y el Plan de Acción de Brasil. Esta reunión constituyó un nuevo 
hito en el proceso de consultas entre los gobiernos y la sociedad civil de 
América Latina para analizar los desafíos que la región tenía en materia 
de protección de los refugiados, las personas desplazadas internamente 
y la apatridia (ACNUR, 2014b). 


30 Es la que propone la definición ampliada de refugiado, anteriormente analizada. 


REVISTA CONTROVERSIA * N.* 220, ENE-JUN 2023 € ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 251-287 


2721 Moisés Morera Martín y Pablo Nicolás Biderbost 


Como destacó el, a la sazón, alto comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados, António Guterres, en el lanzamiento de Cartagena 
+ 30, en febrero de 2014: 


Algunos de los movimientos de los que somos testigos en la actualidad 
pueden ser considerados como situaciones nuevas que han abierto nuevas 
brechas en la protección. Algunos países de América Latina han reconoci- 
do los desafíos particulares del cambio climático y están jugando un papel 
importante en la “Iniciativa Nansen”*, Hay otras situaciones nuevas que 
afectan a diversas partes del mundo. (ACNUR, 2014a). 


¿Pero, a qué situaciones y crisis hacía referencia el alto comisionado 
Guterres? A nivel mundial nos encontrábamos, fundamentalmente, con 
la enorme crisis de refugiados sirios. Como señala Sami Nair (2019), 
un análisis comparativo de los informes anuales del ACNUR de 2011 al 
2015 —el 15 de marzo comenzó la guerra en Siria—, permite observar 
cambios significativos en materia de refugiados a partir de 2011, pues 
se verificó que 


el mayor flujo de refugiados de los últimos cuatro años, tanto a nivel mun- 
dial, como europeo, provenía de Siria. Así, para finales de 2014, Siria había 
generado el mayor número, tanto de desplazados internos (7,6 millones) 
como de refugiados (3,8 millones) hasta la fecha. (p. 19). 


Junto con el drama de Siria, el contexto mundial de crisis humanitarias 
de principios de la década del 2010 se completaba con la crisis en Costa 


31 La Conferencia Nansen sobre Cambio Climático y Desplazamiento tuvo lugar en 
Oslo, en 2011, y trató de responder a la necesidad de adoptar un enfoque más 
coherente en la protección de las personas desplazadas a través de fronteras en el 
contexto de desastres y cambio climático. Como resultado, la Iniciativa Nansen se 
lanzó en 2012, de la que surgió la Agenda para la Protección de las Personas Des- 
plazadas a Través de Fronteras en el Contexto de Desastres y Cambio Climático. 
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de Marfil, que fue rápidamente seguida por la de Libia, Somalia, Sudán, 
Sudán del Sur*? y otros lugares. 


A nivel latinoamericano, el contexto no era mucho más halagiieño. Co- 
lombia continuaba siendo el mayor generador de desplazados internos 
y hacia el exterior de sus fronteras. Como señalan Ortiz y Kaminker 
(2014), desde 2006 se evidenció en Colombia la consolidación del para- 
militarismo como fuerza política y la persecución sistemática a defen- 
sores de los derechos humanos y a los críticos de la política de guerra 
total. En esa época, el desplazamiento forzado interno pasó a ser el 
protagonista de las dinámicas de la guerra. La masacre, instalada como 
mecanismo de coerción, llevó en este período a que cerca de cuatro 
millones de campesinos huyeran de sus territorios para salvar su vida. 


Frente a este contexto, del encuentro de Brasilia emanaron dos impor- 
tantes documentos: la Declaración y el Plan de Acción, cuyo principal 
objetivo era mantener los estándares más altos de protección internacio- 
nal, implementar soluciones innovadoras para las personas refugiadas 
y desplazadas internamente, y erradicar la apatridia (ACNUR, 2014b). 


Como señaló el alto comisionado Guterres, la Declaración de Brasil y 
su Plan de Acción reconocen las nuevas realidades de América Latina y 
el Caribe que obligan a personas a huir en busca de protección. Como 
respuesta, los Estados diseñaron nuevas estrategias para ampliar las 
oportunidades de integración local, reasentamiento, repatriación volun- 
taria y programas regionales de movilidad de trabajadores, al igual que 
para garantizarles sus derechos a los refugiados y desplazados internos 
(ACNUR, 2014a). Los Estados quedaron comprometidos, de igual ma- 
nera, con la erradicación de la apatridia en la región antes del 2024, 


32 De marzo de 2011 a agosto de 2012 el autor de este artículo estuvo destinado como 
diplomático en este país y fue testigo de la crítica situación humanitaria y de des- 
plazados internos que vivían Sudán del Sur y Sudán. 
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convirtiéndose, gracias a esta Declaración, en la primera región que 
responde a este llamado global del ACNUR”. 


1.5.4 Los 100 puntos de Brasilia (2018) 


En esta serie de jalones llegamos a febrero de 2018, cuando los países 
de América Latina y el Caribe se reunieron, también en Brasilia, y adop- 
taron el documento denominado Los 100 puntos de Brasilia. Aportes de 
América Latina y el Caribe para el Pacto Mundial sobre Refugiados. Este 
recoge experiencias regionales en materia de protección de personas so- 
licitantes del reconocimiento de la condición de refugiado, desplazados 
y apátridas en la región (ACNUR, 2018). Como señala Mondelli (2019), 
el documento refleja los avances regionales en la implementación de la 
Declaración y el Plan de Acción de Brasil, y fue elaborado como una 
contribución para la discusión, negociación y desarrollo del Pacto Mun- 
dial sobre los Refugiados, de 2018**. 


Los cien puntos ilustran el éxito de la cooperación internacional en 
materia de protección de refugiados y reflejan la larga historia de res- 
ponsabilidades compartidas entre los países de la región, iniciada con 
la Declaración de Cartagena e implementada mediante distintos acuer- 
dos, programas y mecanismos. Por último, debemos destacar que dicho 
documento señala como una buena práctica, “la incorporación en la 
normativa interna de la definición ampliada de refugiado propuesta por 
la Declaración de Cartagena de 1984” (ACNUR, 2018, punto 4). 


33 En 2014 el ACNUR lanzó el Plan de Acción Mundial para Acabar con la Apatridia: 
2014-2024, que establece un marco de orientación de diez acciones que han de 
llevar a cabo los Estados con su ayuda, a fin de resolver las principales situaciones 
de apatridia, prevenir el surgimiento de nuevos casos e identificar y proteger mejor 
a las poblaciones apátridas. https: //www.acnur.org/5b75c3ba4.pdf 


34 Para un mayor conocimiento del Pacto Mundial sobre los Refugiados se sugiere ver: 
https: //www.acnur.org/pacto-mundial-sobre-refugiados.html 
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2. Cartagena +40. Una crisis hemisférica 
y Venezuela, el mayor desplazamiento de 
personas en la historia de América Latina 


“Antes hablábamos de que la migración venía del norte de Centroamé- 
rica, pero ahora, lamentablemente, hablamos de que la migración es 
hemisférica. Tenemos a todo el continente en movimiento”*”. Con estas 
palabras, Lola Castro** alertaba, en junio del 2022, sobre la inseguridad 
alimentaria en América Latina y el Caribe y cómo esta crisis, unida a 
las características tradicionales de los desplazamientos humanos en el 
continente, ha exacerbado la situación de los desplazados y refugiados. 


Así, en pleno 2022 nos encontrábamos con que la migración es un fe- 
nómeno hemisférico. Como señalaba Castro: 


Estamos viendo principalmente tres grupos de personas en movimiento 
[...] antiguos emigrantes, como haitianos y venezolanos, que ya estaban 
en otro país y necesitan volver a emigrar debido a las nuevas dificultades 
económicas; residentes de países latinoamericanos y caribeños [que bus- 
can oportunidades o huyen de contextos críticos]; y personas procedentes 
de otros continentes como África y Asia, que creen que cruzar el Paso del 
Darién les dará la oportunidad de llegar a Estados Unidos. (Voz de América. 
A más hambre, párrs. 2 y 3). 


Por lo tanto, como destaca Lola Castro, ya no se habla de migración 
subregional en América Latina, y la tradicional Sur-Norte, sino que nos 
encontramos ante un fenómeno que afecta a toda la región, del Norte 
al Sur, y del Sur al Sur, incluidas todas las islas del Caribe. Como bien 
explica, las rutas migratorias cambian constantemente, según se ha ve- 


35 Estas declaraciones se pueden ver en: https://twitter.com/UNGeneva/sta- 
tus/1536703623001952259 (visitado el 17 de diciembre de 2022). 


36 Directora Regional del Programa Mundial de Alimentos para América Latina y el 
Caribe. 
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rificado en el golfo del Darién. Así, en el año 2020, unas 5000 personas 
cruzaron la peligrosa selva entre Colombia y Panamá. En 2021 fueron 
150 000 y solo en el primer trimestre del año 2022 se registró un aumen- 
to del 140 % en comparación con 2021. 


Esta misma tendencia es confirmada por Torres-Villarreal e Iregui-Parra 
(2020), quienes consideran que la dinámica de las migraciones en este 
continente es cada vez más cambiante. “En un principio las migra- 
ciones solían ser hacia el norte del continente, pero desde hace algún 
tiempo se evidencia una tendencia a las migraciones dentro de los paí- 
ses del mismo continente” (p. 221). Por su parte, y en esta línea, la 
Organización Internacional para las Migraciones (OIM) en su informe 
de 2013 sobre “Movilidad Humana y Desarrollo”, consideraba que, si 
bien los migrantes se desplazan predominantemente hacia los países 
con mayores niveles de desarrollo, a raíz de la recesión económica en 
los países de destino la dinámica migratoria emergente es la migración 
de retorno a los países de origen, que por lo general tienen niveles de 
desarrollo más bajos. Asimismo, los movimientos de población a causa 
del grave deterioro ambiental, la inestabilidad política o por razón de la 
violencia son otra tendencia que lleva a un aumento de las corrientes y 
a la diversificación de los corredores y sus direcciones, como es el caso 
de la migración venezolana y su impacto en la región (om, 2013). 


En la actualidad, la gran mayoría de esos migrantes se dirige a Estados 
Unidos, pero Canadá y México son también países de destino. Como 
hemos señalado, a la Región del Darién llegan también migrantes de 
África y Asia, quienes se unen a los migrantes venezolanos y centroa- 
mericanos en su camino hacia el norte. Tras el terremoto ocurrido en 
Haití?” en el 2010, la migración de personas originarias de dicho país 


37 El terremoto que devastó la nación caribeña el 12 de enero de 2010 originó un 
éxodo que sigue en movimiento, con decenas de miles de migrantes atascados en 
Colombia o México que provienen de Brasil y Chile. https://elpais.com/internacio- 
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hacia América del Sur generó desafíos importantes para los Estados de 
la región, particularmente en Argentina, Brasil y Chile (Freier y Castillo, 
2021). 


3. La crisis migratoria venezolana 


Al tratar de hacer la foto fija de la migración latinoamericana, examen 
aparte merece el caso del éxodo venezolano de los últimos años, el cual 
ya se ha registrado como el mayor desplazamiento de personas en la 
historia de América Latina** y la segunda crisis de desplazamiento ex- 
terno de mayor magnitud en el mundo””. 


A finales de agosto del 2022, la ONU cifraba en 6,8 millones los migran- 
tes y refugiados venezolanos en todo el mundo*”. La mayor parte de los 
migrantes (84 %), en concreto 5,75 millones, llegaron a países de Amé- 
rica Latina y el Caribe. Solo Colombia ha recibido a 2,48 millones de ve- 
nezolanos. Le siguen, según las mismas fuentes, Perú (1,22 millones), 
Ecuador (502 000), Chile (448 000) y Brasil (358 000), aunque la lista 
señala a 17 países del continente como receptores de venezolanos, es 
decir, han llegado a todos los rincones del hemisferio, lo que convierte 


nal/2021-08-09/el-exodo-silencioso-de-los-haitianos-en-america-latina.html (visto 
el 10 de diciembre de 2022). 


38 Así lo definía Filippo Grandi, máximo responsable de ACNUR, en junio de 2021. 
https: //elpais.com/internacional/2021-06-19/en-latinoamerica-hay-un-enfoque- 
humanitario-y-solidario-mas-fuerte-que-en-otras-regiones.html+?rel =mas (visto el 
10 de diciembre de 2022). 


39 Así lo señalaba el ACNUR en su informe Situación de Venezuela. https://www. 
acnur.org/situacion-en-venezuela.html (visto el 10 de diciembre de 2022). 


40 El nuevo informe de la R4V (Plataforma de Coordinación Interagencial para Refu- 
giados y Migrantes de Venezuela), liderada por ACNUR y la OIM, representa un drás- 
tico aumento en relación a los datos de un informe de principios de julio que daba 
cuenta de 6,1 millones de migrantes y refugiados venezolanos, entre ellos casi 5,1 
millones en la región. https: //www.r4v.info/es/document/r4v-america-latina-y-el- 
caribe-refugiados-y-migrantes-venezolanos-en-la-region-agosto-2022 (Visto el 3 de 
octubre de 2022). 
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a este fenómeno en uno de los principales catalizadores de la migración 
en Latinoamérica (Biderbost y Núñez, 2018). 


Al comienzo de la crisis migratoria venezolana, en agosto del 2015, las 
primeras soluciones políticas y jurídicas ofrecidas por la gran mayoría 
de los países receptores fueron de apertura y generosidad, pero, a me- 
dida que la cantidad de población migrante y refugiada aumentaba y 
la situación económica y social de los países se deterioraba, muchos 
gobiernos comenzaron a adoptar medidas restrictivas, tales como re- 
quisitos de documentación, visados o simplemente no renovaron sus 
programas temporales de regularización, lo que llevó a un aumento 
exponencial de la población migrante venezolana en situación irregular 
en toda América Latina (Acosta y Brumat, 2020). 


Además, la respuesta de la región ante la llegada de los venezolanos ha 
sido tan variada como sistemas legislativos encontramos. La mayoría 
de los países han creado respuestas específicas para estos venezolanos, 
otorgándoles una protección temporal (Ochoa, 2020) y sorteando los 
acuerdos e instrumentos regionales que permitirían soluciones más ge- 
nerosas y abiertas, tal y como ofrece la Declaración de Cartagena. Junto 
a ello, en la mayoría de los países se identifican normas administrativas 
de rango inferior a la ley, que han sido elaboradas con poca o nula 
intervención de los parlamentos y que contienen numerosas cláusulas 
que otorgan plena discrecionalidad al Ejecutivo (Acosta et al., 2019). 


En línea con lo que considera ACNUR, la mayoría de estos venezola- 
nos podrían ser catalogados como refugiados según la Convención de 
Ginebra de 1951 y su Protocolo, y muchos otros, quizás la gran parte, 
podrían ser clasificados como refugiados según la definición ampliada 
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de la Declaración de Cartagena, al menos por los dieciséis países de la 
región que la han incorporado a su legislación*. 


Pero, a pesar de esta enorme crisis, prácticamente todos los países de la 
región han decido no aplicar la Declaración de Cartagena a los migran- 
tes venezolanos y han respondido con enorme cautela a la pregunta 
de si estos son refugiados o no (Acosta et al., 2019). Se teme, según 
consideran Acosta et al. (2019), que la aplicación de la definición am- 
pliada de la citada Declaración pueda estimular la llegada de personas 
en busca de protección y que esto suponga una mayor presión a unos 
servicios públicos deficientes, por lo que habría un consenso en la re- 
gión de que la Declaración de Cartagena no se aplica a la crisis de los 
desplazados venezolanos (Freier, 2018). Podría pensarse que reconocer 
el estatuto de refugiado de acuerdo con la Declaración de Cartagena 
tendría un coste político alto, pero, como hemos visto, Brasil y México 
han reconocido prima facie a venezolanos con base en esta definición, 
sin que se haya producido un efecto llamada en estos países, ni hayan 
registrado una sobrecarga en sus procedimientos de asilo (Ochoa, 2020). 


En el caso concreto de Colombia, principal receptor de venezolanos, 
vemos que la respuesta dada a los migrantes se habría hecho no solo no 
aplicando la Declaración de Cartagena, sino creando un nuevo sistema, 
un sistema paralelo, específico para los venezolanos, desconociendo 
dos realidades: que hay otros flujos migratorios en el continente, ante- 
riormente señalados, y que la región cuenta con instrumentos válidos y 
suficientes para responder a esta crisis”, 


41 Así lo reconoce ACNUR en su importante Nota de Orientación sobre Consideracio- 
nes de Protección Internacional para los Venezolanos. Actualización I, 21 mayo 
de 2019. Disponible en: https: //www.refworld.org.es/docid/5ce2d44c4.html Esta 
nota actualiza y reemplaza la “Nota de Orientación sobre el Flujo de Venezolanos” 
de marzo de 2018. https: //www.refworld.org.es/docid/5aa076f74.html (Visitado el 
7 de noviembre de 2022). 


42 Para profundizar en la respuesta dada por el Gobierno de Colombia ante la lle- 
gada de venezolanos estos últimos años se sugiere consultar la información de 
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Ante ello, consideramos que las respuestas jurídicas dadas por los paí- 
ses latinoamericanos ante la llegada de venezolanos pudieran haber 
sido más generosas, abiertas y protectoras, de haberse aplicado la defi- 
nición de refugiado de la Declaración de Cartagena por aquellos países 
que la han incorporado a su legislación interna. 


Conclusiones 


La crisis migratoria venezolana se presenta como una verdadera prueba 
de fuego para la Declaración de Cartagena de 1984, una de las propues- 
tas más avanzadas del mundo en materia de refugio. Gracias a ella, 
América Latina se encontraba muy bien preparada, desde el punto de 
vista legal, para hacer frente a esta crisis migratoria, pero los Gobier- 
nos decidieron no aplicarla (Freier y Doña-Reveco, 2022). Por ello, esta 
crisis supone también una oportunidad para reafirmar el valor, la tras- 
cendencia y el carácter vanguardista de la Declaración, al ofrecer los 
instrumentos necesarios para dotar a estos migrantes forzosos de una 
protección amplia y duradera (Acosta et al., 2019). 


Por lo tanto, el proceso de revisión del “espíritu humanitario” de la De- 
claración de Cartagena, que ya se ha abierto de cara al 2024, debe poner 
a los migrantes venezolanos en el centro de todo el debate y debe llegar 
a esa fecha con propuestas que mejoren su protección. Cartagena +40 
debe promover el debate sobre la protección complementaria para estas 
personas, amparándolas ante cualquier tipo de trato denigrante, vejato- 
rio, de irrespeto a sus derechos humanos fundamentales, el ataque a su 
dignidad personal, así como garantizarles la no devolución. 


ACNUR Colombia en: https://help.unhcr.org/colombia/otros-derechos/estatuto- 
temporal-de-proteccion-para-migrantes-venezolanos/ y el informe: Programas de 
regularización y facilidades administrativas para las personas refugiadas y migran- 
tes de Venezuela de La Plataforma R4V en: https: //www.r4v.info/sites/default/ 
files/2022-06/PDA55369_1%20-% 20R4V-Junio7 % 20v4.pdf 
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En el 2024 deberemos llamar la atención a aquellos países que han 
incorporado la Declaración de Cartagena en su legislación interna para 
que, a través de la innovación jurídica y de nuevas políticas públicas, 
apliquen su definición de refugiado a grupos de personas prima facie 
y no solo a individuos, con especial atención a los venezolanos, con 
todas las consecuencias que esta obligación representa. 


Asimismo, estos países deben superar la debilidad legislativa con la que 
han regulado esta cuestión y darle rango de ley a la respuesta jurídi- 
ca de la migración venezolana, aumentar la intervención de los parla- 
mentos nacionales en esta labor y reducir la discrecionalidad del Poder 
Ejecutivo. Esto permitirá mejorar el nivel de protección y la seguridad 
jurídica de estas personas. 


Consideramos que Colombia debería liderar este proceso de revisión 
de la Declaración de Cartagena con base en un principio de oportuni- 
dad política no solo por ser el primer receptor mundial de migrantes 
venezolanos en estos últimos años, sino también por la enorme inten- 
sidad de las fluidas relaciones humanas, familiares, socioculturales y 
comerciales que existen entre los dos pueblos. El Gobierno de Colombia 
podría proponer que el 40% aniversario de la Declaración se celebre en 
su país, como reconocimiento al enorme esfuerzo que está realizando 
al acoger a casi 2,5 millones de venezolanos y por ser la cuna de esta 
importante Declaración que contiene, al menos de manera teórica, los 
instrumentos jurídicos suficientes para proteger a esta población de re- 
fugiados forzosos. 


Si bien la importancia de la Declaración de Cartagena se basa en su 
“considerable nivel de reconocimiento” (Fortin, 2005, p. 280), en su 
“fuerza persuasiva y en la enorme legitimidad que ha logrado” (Franco 
y Santistevan, 2011, punto 97), Cartagena +40 debe ser una oportuni- 
dad para lograr un mayor compromiso político de los Estados de la re- 
gión. Debemos proponer que este instrumento jurídico sea obligatorio 
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en todo el continente, elevando su rango normativo en el ámbito del 
derecho latinoamericano y convirtiéndolo en un tratado internacional, 
a fin de que la aplicación de la definición de refugiado de la Declara- 
ción de Cartagena se convierta en la regla y no en la excepción (Ochoa, 
2020). 


A escasos meses del 2024, la situación de los movimientos de población 
en toda América Latina, especialmente de los millones de venezolanos 
que han abandonado su país, solo puede ser calificado como de crisis 
migratoria sin parangón. En este sentido, contextualizar el fenómeno 
migratorio y las necesidades de protección de estas personas constituye 
el primer ejercicio a realizar de cara a la cita de Cartagena +40. A la 
luz de los nuevos acontecimientos, este ejercicio deberá traducirse en 
recomendaciones de mejora del texto de 1984 que den lugar a un Plan 
de Acción para la próxima década, con enfoque de derechos humanos, 
y al que se sumen todos los países de la región. Solo así permitiremos 
que la Declaración de Cartagena siga siendo un instrumento jurídico y 
humanitario de vanguardia y América Latina un verdadero líder en la 
protección de los refugiados basada en los derechos humanos. 
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Abstract: The research is developed in the context of the Cali city, analyzing the advances and 
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in a territory located between rural and urban areas in the Community Council of Black Communi- 
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Introducción 


olombia es un Estado social de derecho, consagrado en la carta 
magna de 1991 como un país pluriétnico y multicultural, postura 
política que se expresa así en el artículo 7: “El Estado reconoce 
y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”. A 
partir de ahí han emergido una serie de leyes con enfoque étnico, sin 
embargo, para el interés de esta investigación nos centramos en la Ley 
de 70 de 1993 (en adelante Ley 70), que tiene como propósito proteger 
a las comunidades negras y sus territorios, en aras de la supervivencia 
de sus modos de vida ancestrales que aportan a la cultura y el sustento. 
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Las disposiciones de la Ley 70 están orientadas a las comunidades asen- 
tadas históricamente en zonas ribereñas de la Cuenca del Pacífico co- 
lombiano. De ahí que las comunidades que por distintos motivos han 
migrado y configurado sus territorios en otras latitudes del país, se en- 
cuentren con dificultades para ser reconocidas por parte del Estado en 
su derecho a conformarse legalmente como consejo comunitario y para 
obtener la titulación colectiva de los territorios que ocupan. 


Esta situación no ha sido ajena al proceso organizativo que llevó a la 
constitución del Consejo Comunitario de Comunidades Negras Playa 
Renaciente, el cual según planeación municipal estuvo ubicado en la 
zona urbana de Cali desde su proceso de poblamiento hasta el año 
2000, cuando por modificaciones del plan de ordenamiento territorial 
de la ciudad el terreno pasó a ser considerado zona rural del corregi- 
miento de Navarro. Este hecho, a su vez, produjo una serie de paradojas 
y acontecimientos reflejados en sus prácticas culturales e identitarias. 


Con el propósito de obtener el reconocimiento como consejo comuni- 
tario por parte del Ministerio del Interior, la comunidad emprendió un 
ejercicio organizado y constante de acciones entre los años 2000-2007, 
que culminaron con la respuesta positiva de dicho Ministerio a través 
de la Resolución 900432842-3 de 2007, donde los acreditó como Conse- 
jo Comunitario de Comunidades Negras Playa Renaciente, legalmente 
constituido y reconocido por el Estado. 


El propósito de la investigación se planteó desde la comprensión i) de 
los obstáculos de las instituciones del Estado para el goce del derecho 
al territorio colectivo por parte de las comunidades, como en este caso; 
y 1i) el ejercicio organizativo de asignación de responsabilidades por la 
defensa de los derechos, y la continuidad de acciones relacionadas con 
las construcciones culturales. 
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Ubicación geográfica de Playa Renaciente 


Playa Renaciente es un territorio ubicado al nororiente de la ciudad de 
Santiago de Cali. Colinda al norte con los barrios Alfonso López y Nue- 
vo Puerto, al oriente con Juanchito, al sur con la planta de tratamiento 
de aguas residuales del Puerto Mallarino y al occidente con el barrio 
Puerto Mallarino (figura 1). 


Figura 1. Localización geográfica Playa Renaciente 


La playa renaciente 


Ubicado al oriente de Cali, a orillas del 
río Cauca en el corregimiento de Navarro 
vereda Cauquita. 


3.469 visitas 
COMPARTIR 


[y] Capa sin nombre 
4) Consejo Comunitario 
h Tienda 
¡3 Marca de posición 2 
%h Industria de guadua 
4 Rio Cauca 
% Juanchito 
1) Pto. Mallarino 
4 Puente Río Cauca 
14 PTAR-C 
%) Pto. Nuevo 


Fuente: Google Maps 


El sector rural de Playa Renaciente no tiene una separación formal 
con la urbe de Cali, lo cual propicia una interacción y un dinamismo 
constante. 


El territorio está ocupado actualmente por una comunidad afro con 
alrededor de doscientas familias y cerca de novecientas personas. Sus 
primeros pobladores llegaron a las riberas del río Cauca hace ciento cin- 
cuenta años, aproximadamente, y se ubicaron en la zona hoy conocida 
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como Puerto Mallarino, al oriente del municipio de Cali. Hace parte del 
corregimiento de Navarro, zona rural. Sin embargo, su colindancia con 
la ciudad ha hecho que se le considere como área urbana (Figueroa 
Gomez, 2012). 


La particularidad de colindar con el área urbana del distrito especial 
de Cali no tiene por qué ser una limitante para la obtención de la titu- 
lación colectiva, puesto que de acuerdo con la Ley 70 esto no anula su 
categoría rural, concuerda con las definiciones del artículo 2 relativas 
a la ocupación colectiva (inciso 6) y las prácticas tradicionales de pro- 
ducción (inciso 7), y según el artículo 7: “En cada comunidad, la parte 
de la tierra de la comunidad negra destinada a su uso colectivo es ina- 
lienable, imprescriptible e inembargable”. 


En coherencia con el propósito de la investigación, a continuación se 
presentan los componentes teóricos, concretamente las principales ca- 
tegorías de análisis relacionadas con la territorialidad y los procesos 
organizativos afro, conceptos que fueron el bastión general al interior 
de este ejercicio de investigación y su posterior interpretación. Seguida- 
mente se precisan los aspectos metodológicos que guiaron la selección 
no solo del método, el enfoque y la población, sino las herramientas 
que permitieron la recolección de información. En un tercer momento 
se exponen los resultados del objetivo de investigación en torno a los 
logros y limitaciones de las luchas políticas y las construcciones cultu- 
rales del proceso organizativo, a través de los acápites “Entre chapuzo- 
nes en el territorio se entreteje cultura” y “Dinámica en la construcción 
y consolidación de procesos organizativos”. Finalmente, se presenta 
una discusión reflexiva a manera de conclusiones. 


Aspectos teóricos 


Teniendo en cuenta que en el presente artículo se analizan los avances 
y limitaciones en torno a las luchas políticas y las construcciones cultu- 
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rales del proceso organizativo ocurrido en un territorio ubicado entre lo 
rural y lo urbano, que concluyó con el reconocimiento legal del Consejo 
Comunitario de Comunidades Negras Playa Renaciente de la ciudad 
de Cali y su incidencia en la transformación del espacio territorial, es 
necesario conocer los procesos organizativos afro y lo que estos han 
significado en sus respectivos territorios. 


Procesos organizativos afro 


Son múltiples las lógicas que se establecen al interior de los procesos 
organizativos sociales. De acuerdo con Marchioni (2007), quien dedicó 
parte de sus estudios al campo de la intervención comunitaria, el nivel 
de participación de las comunidades al interior de los procesos organi- 
zativos es escaso, dado que esta se convierte en un peso, un compro- 
miso y exige un esfuerzo personal muy grande debido a que solo pocos 
toman parte. Sin embargo, existen momentos y ocasiones puntuales de 
gran y masiva participación que constituyen la excepción y no la regla. 


El proceso organizativo se ha teorizado desde distintas disciplinas 
como la antropología, la sociología y el trabajo social, de acuerdo con 
las cuales cumple un rol permeado de significados según el contexto 
bajo el cual se le dé vida. En este sentido, Antón (2009) ha enfocado 
sus estudios en el análisis de la diáspora africana, así como en la histo- 
ria y el surgimiento de movimientos sociales afro, entre otras cuantas 
temáticas diferenciadas ligadas a estas comunidades. Con base en tales 
estudios plantea 


una postura desde el campo de lo social, contemplando los procesos or- 
ganizativos como parte de la sociedad civil en búsqueda de una mayor 
inclusión, participación y mejor amplitud democrática en la estructura de 
la nación. El carácter organizativo [...] es complejo y obedece a los conflic- 
tos identitarios, a los intereses particulares y grupales y a las condiciones 
regionales, que determinan una especificación de dependencias políticas 
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y de subordinaciones a los aparatos del poder de las élites hegemónicas. 
(Antón, 2009, p. 148). 


Aunado a lo anterior, es necesario resaltar la perspectiva de Castillo 
Gómez, quien no solo comprende el proceso organizativo afro desde 
una noción de resistencia, pervivencia de la vida, ancestralidad, y auto- 
nomía comunitaria y política, sino que le adhiere la cuestión identitaria 
como un elemento importante dentro de la composición organizativa 
étnica. Bajo la noción anterior afirma: 


La organización afro en Colombia puede enmarcarse bajo la esfera polí- 
tico-jurídica del Consejo Comunitario. Argumento lo anterior debido a la 
importancia que adquiere la cuestión identitaria al interior de la estructura 
organizativa, así mismo, por el gran componente étnico-territorial que de- 
sarrolla al interior de un territorio colectivo de comunidades afro. (2016, 
p. 106). 


Según el autor en cita los procesos organizativos afro contienen un 
gran componente étnico, pues es la heterogeneidad social al interior de 
los movimientos la que enriquece tales procesos. Aunado a lo anterior, 
propone que es desde esta condición político-organizativa como las co- 
munidades étnicas expresan sus respectivas lógicas de gobierno propio. 


A partir de los postulados de los autores citados, en esta investigación 
la noción de proceso organizativo se entiende como un entretejido co- 
munitario en el que muchas y muchos participan, con un dinamismo 
concreto, pequeño o limitado, que no requiere necesariamente de una 
participación constante y simultánea de todos los integrantes de la co- 
munidad, pero sí que hagan parte activa del proceso en algún momento. 


Así mismo, la organización afro se comprende como una forma de es- 


tructura propia, que permite a las comunidades autonomía al interior 
de un territorio para la construcción y reconstrucción de prácticas an- 
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cestrales, identitarias, culturales y políticas que sostienen a la colectivi- 
dad. En paralelo, se explica por qué en los procesos colectivos se gestan 
acciones tanto para el bienestar integral de las personas circunscritas al 
grupo como para la defensa del territorio y de los derechos consagrados 
en la Constitución Política. 


Territorialidad e identidades afro: más allá de la “cultura” 


En el caso de los procesos afro en Colombia, aspectos como la territo- 
rialidad y la identidad son fundamentales para comprender las dinámi- 
cas que se entretejen en los espacios que estas comunidades habitan, 
puesto que son escenarios en donde la interacción y el relacionamiento 
horizontal con el territorio aportan a la constante reconstrucción de la 
cultura. 


De acuerdo con Rodríguez Valbuena (2010), la noción de territorialidad 
corresponde al modo de apropiación y a la relación establecida entre el 
ser humano, la sociedad y el espacio terrestre. Esta categoría concibe 
la apropiación del espacio por parte de actores sociopolíticos a partir 
de la pertenencia a un territorio geográfico determinado, a través de 
un proceso de identificación y representación colectivo o individual. 
De este modo, asegura este autor, el sentido de pertenencia e identidad 
solo adquiere existencia real a partir de su expresión de territorialidad. 


Por otro lado, Avendaño Flores (2010) concibe la territorialidad como 
aquella acción de significar un territorio mediante hábitos, prácticas y 
usos, por un sujeto individual o colectivo, donde surgen incertidumbres 
sobre la forma en que simbolizamos los “lugares”, nos relacionamos y 
conservamos el sentido de lugar. Desde la perspectiva geográfica, dice, 
“la territorialidad se define como la acción de significar un lugar y con 
ello, proteger, ratificar, defender, marcar, generar y alterar el territorio 
mediante hábitos, ritos, costumbres, prácticas y usos por un sujeto in- 
dividual o colectivo” (p. 15). 
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Por otra parte, para Hoffmann (2007), quien ha estudiado los procesos 
de construcción territorial afro desde las particularidades de lo rural 
urbano, una dimensión territorial se configura mediante un proceso 
relacional entre la noción de identidad y de territorio. En consecuencia, 
la territorialidad se establece como una producción social, como aquel 
espacio complejo lleno de entramados que integran sujetos sociales que 
participan en su interior. En este caso, la territorialidad se refiere a una 
de las prácticas identitarias elementales que nunca se reduce a la no- 
ción ortodoxa del territorio, sino que puede ser interpretada como un 
espacio de poder, de apropiaciones y de prácticas culturales. 


Para esta autora, la territorialidad inició como una construcción de la 
ruralidad, pero producto de las transformaciones sociopolíticas, por 
tanto, migra y se puede consolidar en espacios urbanos. La ciudad sus- 
cita, así, la mitificación de un mundo rural considerado como fuente de 
identidad étnica, misma que viene acompañada de una sobrevaloriza- 
ción de la tradición y las “costumbres rurales” que los urbanos redescu- 
bren y codifican de acuerdo con sus necesidades. 


El anterior postulado resulta relevante para esta investigación, puesto 
que aborda la territorialidad como una práctica continua caracterizada 
por el reconocimiento e interacción con el territorio, que aporta a la 
construcción de identidad. Construcción identitaria que tiende a ser 
dinámica, puesto que se adapta al espacio físico que puede cambiar 
por factores y estímulos externos. La territorialidad, como práctica, 
trasciende la interacción de los sujetos con un espacio específico, para 
ubicarse en una construcción dinámica como respuesta a los cambios 
de la ubicación geográfica que se ocupa. 


De igual forma, fue relevante para la investigación la comprensión de 
las identidades culturales; de cómo estas se construyen y reconstruyen 
de forma continua en el compartir de significados y en la comprensión de 
acciones, palabras y gestos, a partir de la interacción grupal en un con- 
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texto determinado, tal como lo plantea Oslender: “Los movimientos 
sociales consideran las prácticas vernáculas como manifestaciones sim- 
bólicas de luchas culturales sobre prácticas y significados de la vida 
diaria” (1998, p. 4). Así, la comprensión de las dinámicas y las cons- 
trucciones culturales propias de la comunidad de Playa Renaciente y 
su incidir permanentemente en las formas de vida, propician una com- 
prensión de la realidad y la forma como la asumen, a partir de los re- 
sultados del entretejido social, en la interacción como comunidad y con 
su contexto urbano externo. 


Asimismo, se debe reconocer que la construcción permanente de cul- 
tura se ve afectada por continuas fusiones entre diferentes contextos 
históricos, políticos, sociales, económicos y ambientales, estos últimos 
relacionados con cambios en los ecosistemas naturales de formas ines- 
peradas o con el cambio climático. Por lo tanto, es importante separar 
las construcciones culturales de postulados esencialistas mediados por 
la pertenencia a determinado grupo social, para este caso preciso lo 
étnico. En coherencia, Barbary y Urrea plantean: 


Nuestra orientación analítica observa las dinámicas culturales bajo el su- 
puesto que ellas resultan de continuos procesos de fusión o mezcla [...] En 
los diferentes contextos históricos [...] es su particular énfasis por el análi- 
sis concreto de las situaciones o contextos nacionales, regionales y locales 
de la sociedad colombiana en las que está inserta la población afro, sin 
buscar un sentido esencialista o de orígenes que enfatiza más la tradición 
cultural como permanente en el tiempo. (2004, p. 31). 


A partir de los acercamientos teóricos, se comprende la cultura como 
dinámica, por naturaleza cambiante, producto de los estímulos del con- 
texto y la interacción con los actores de un determinado grupo social. 
La cultura cuenta con aspectos identitarios que facilitan el reconoci- 
miento y diferenciación entre grupos sociales, elementos con orígenes 
ancestrales que se transmiten entre generaciones y con el trascender 
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del tiempo se fortalecen por los aportes que cada época y generaciones 
le otorgan, convirtiéndola en un elemento vivo, dinámico y cambiante. 
En el ejercicio de investigación que aquí se presenta, la cultura se com- 
prendió como una noción movible e inacabada, que constantemente se 
está construyendo como respuesta a las transformaciones contextuales 
en el marco histórico, social y territorial que nutre las cimentaciones 
culturales de las colectividades, concepto del que el Consejo Comuni- 
tario de Comunidades Negras de Playa Renaciente no es la excepción. 


Aspectos metodológicos 


Al interesarnos por la descripción de los avances y limitaciones del 
proceso organizativo del Consejo Comunitario de Comunidades Negras 
de Playa Renaciente, en especial por aquellas prácticas identitarias ges- 
tadas en su interior, se optó por el modelo metodológico cuyos aspectos 
se precisan a continuación. 


Enfoque y técnicas: implementamos una metodología cualitativa basa- 
da en un paradigma interpretativo, que nos permitió una reflexión des- 
de la praxis, con la reconstrucción de los hechos observables por signi- 
ficados e interpretaciones elaboradas del sujeto de análisis mediante la 
interacción con los demás en un contexto determinado. Atendiendo lo 
expuesto por Ricoy, nos propusimos “realizar una rigurosa descripción 
contextual del fenómeno de estudio a través de una recogida sistemáti- 
ca de los datos que admite el análisis descriptivo” (2006, p. 8). 


Teniendo como referencia el anterior enfoque, la técnica utilizada du- 
rante diez visitas a campo, en un periodo de dieciséis meses (septiem- 
bre de 2019-enero de 2021), fue la observación participante. Así mismo, 
el diario de campo constituyó un elemento necesario para la interpre- 
tación, y la entrevista semiestructurada se convirtió en la herramienta 
principal para la recolección de información primaria. Entrevistamos a 
siete personas del Consejo Comunitario: cuatro integrantes de la Jun- 
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ta Directiva y tres habitantes; según el género: tres mujeres y cuatro 
hombres. La muestra se seleccionó buscando contar con la percepción 
de personas de la comunidad tanto con diferentes roles (político o de 
agente activo) como de enfoque de género. 


Población: la población de interés la determinamos tanto por grupos 
etarios como por sexo, liderazgo, tiempo de vida en el territorio y cono- 
cimiento de las dinámicas al interior de la comunidad. Dado lo anterior, 
de las siete personas que participaron de las entrevistas, tres fueron de 
la comunidad (dos hombres adultos mayores y una mujer adulta joven) 
y cuatro de la Junta Directiva del Consejo Comunitario (dos hombres, 
uno joven y un adulto mayor; y dos mujeres, una adulta joven y una 
adulta mayor), quienes brindaron información desde sus experiencias, 
participaciones y roles al interior del territorio. 


Análisis de datos: desarrollamos un estudio descriptivo que permitió 
interpretar la información recolectada a través de las categorías de aná- 
lisis planteadas en el marco teórico y el marco analítico, representativas 
de la comunidad afro, la una de la territorialidad y la otra del proceso 
organizativo. Luego de aplicados los instrumentos, procedimos a la sis- 
tematización de la información mediante el programa Atlas.ti que nos 
permitió, de acuerdo con las categorías de análisis establecidas pre- 
viamente, hacer una identificación de la información recolectada y su 
relacionamiento con las categorías. 


Resultados 
Entre chapuzones, en el territorio se entreteje cultura 


Teniendo como referencia que el territorio de Playa Renaciente lo con- 
forman la tierra, el río y la comunidad, a lo largo de su historia se han 
construido unas dinámicas propias de relacionamiento que cobran sen- 
tido por el espacio que ocupan. Para los moradores del Consejo Comu- 
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nitario de Comunidades Negras Playa Renaciente, el territorio es vida 
que está en un constante proceso de construcción cultural e identitario. 
Por ello, a lo largo de este acápite abordaremos el análisis de sus proce- 
sos de construcción cultural desde el relacionamiento con el territorio 
(figura 1). 


La cosmovisión de la comunidad de Playa Renaciente en el vínculo con 
el territorio trasciende el espacio geográfico, pues comprende desde 
la configuración de su historia de vida individual y colectiva hasta las 
prácticas culturales significadas en lo laboral, tales como la pesca, la 
draga de arena, el corte de guadua, el servicio de peinados, las ventas 
de fritos, entre otras. También cobran importancia los aspectos cultura- 
les con sus espacios para el fortalecimiento de la identidad ancestral a 
través del baile y la música; los juegos infantiles que incluyen el uso del 
río; el compartir la tradición oral y los velorios; entre otros. Lo anterior 
se expresa en dinámicas que propician un escenario para la edificación 
continua de una historia de vida colectiva. 


Las prácticas que se desarrollan en el territorio de Playa Renaciente se 
han construido, reconstruido y consolidado gracias al espacio, la tierra, 
el río, y la interacción y relación que han alcanzado los moradores. 
Esto se evidencia en lo expresado por María Eny (2020), lideresa adulta 
joven del Consejo Comunitario: “Las características que tenemos noso- 
tros aquí, el acceso al río, nuestra fuente de empleo está en el río, de 
ahí surge nuestra alimentación, la pesca, el material que es la arena”. 


Asimismo, el río Cauca, que colinda con el territorio de Playa Renacien- 
te, hace parte de la construcción de territorio de los pobladores y de 
sus prácticas culturales, las cuales son el reflejo de su identidad. Este 
facilita a un número variado de personas de la comunidad el desarrollo 
de prácticas productivas para el sostenimiento de sus familias, con- 
virtiéndose en fuente de empleo para terceros a través de actividades 
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como las faenas' para la recolección de guadua en sectores aledaños y 
la extracción de arena para su posterior comercialización en el territorio 
y sus alrededores. 


El uso histórico del territorio evidencia un entramado de prácticas iden- 
titarias en las que predomina el uso del río y el aprovechamiento de 
los espacios naturales para el desarrollo de actividades comunitarias, 
productivas y de juegos tradicionales. María Eny (2020) lo expresa así: 


El territorio para nosotros es todo, es nuestra fuente de empleo, nuestra 
fuente de vida, nuestra historia. Es lo único propio que tenemos porque 
aquí es donde hemos construido nuestra historia y cultura, en donde las 
historias de nuestros ancestros se unen. 


De igual forma, Jorge, un habitante nacido y criado en el territorio, que 
no hace parte de la Junta Directiva del Consejo Comunitario, y cuenta 
con amplio conocimiento y sentido de pertenencia, refirió: 


La Playa Renaciente es el territorio donde yo nací, crecí, me formé y a 
través de mi conexión con el río Cauca logré entrar a trabajar a EMCALI. El 
territorio ha sido, qué te digo, el espacio donde mi familia y mis ancestros 
comenzamos a crecer como familia; el sustento los sacábamos como pro- 
ducto del río Cauca, la pesca, la arena, la guadua. (2021). 


Los hallazgos en torno a la construcción de la territorialidad actual se 
distinguen en lo histórico de la herencia afrodiaspórica de las comu- 
nidades afro rurales del litoral Pacífico, de la influencia urbana en la 
interacción dinámica con la ciudad de Cali, y de los procesos de cons- 
trucción cultural y territorial en la comunidad de Playa Renaciente. 


1 Actividad en la que se sale al río o mar abierto durante varios días con el propósito 
de pescar o recolectar madera. 
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La construcción del territorio para los moradores de Playa Renaciente 
ha estado relacionada con procesos políticos, desde el entendido de un 
espacio físico-cultural de desarrollo propio de la vida y la pervivencia 
de su ancestralidad. Por lo mismo, un variado número de habitantes, 
en diferentes momentos de la historia, han asumido el liderazgo en la 
defensa del territorio como un derecho propio que viene inserto como 
comunidad afro. Durante el presente siglo, la lucha política se ha ges- 
tado en torno a la constitución legal como consejo comunitario, lo cual 
se logró en el 2007 luego de varios y largos procesos, pues la docu- 
mentación requerida se extravió en varias ocasiones, por lo que las y 
los líderes se encargaron de hacerle seguimiento a detalle a los nuevos 
documentos radicados hasta obtener la respuesta anhelada. 


Sin embargo, las limitaciones institucionales no se han superado. Desde 
el 2007 se vienen desarrollando acciones para lograr la titulación colec- 
tiva, sin que a la fecha (2023) se tenga una respuesta positiva. Camilo 
(2020), un líder joven perteneciente a la Junta Directiva del Consejo 
Comunitario, quien nació y ha desarrollado su proyecto de vida en la 
comunidad, expresa al respecto: 


Para mí, Playa Renaciente ha sido un proceso de mucha lucha y mucha 
resistencia. A pesar de las diferencias con el Estado, que nos quiere sacar 
a como dé lugar, siempre la comunidad ha tenido esa resistencia de pelear 
por su territorio y por sus derechos, es el significado de mucha resistencia. 


Las dinámicas de consolidación de la cultura están mediadas por las in- 
terpretaciones de un grupo de personas en torno a diferentes acciones, 
gestos e incluso ante la falta de conductas observables y el silencio. Los 
constructos comunitarios se van perpetuando en el tiempo dando paso 
a la herencia cultural entre generaciones, dinámica que en el contexto 
de Playa Renaciente se refleja a través de la configuración territorial 
mediante la cual se ha ido construyendo una historia de vida grupal 
permeada de significaciones. Es de resaltar la lucha por la permanen- 
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cia en el territorio; la juntanza para la celebración de actividades que 
unen a la comunidad, entre ellas la fiesta anual de rogativa a la Virgen 
de la Asunción el 15 de agosto y las festividades decembrinas; y su re- 
lacionamiento con el río como fuente de ingreso económico y espacio 
de recreación, aspectos que han permitido el tejido de significados que 
en la actualidad narran la historia del territorio. Es de destacar que un 
número representativo de moradores de Playa Renaciente procede del 
litoral Pacífico colombiano y aportan elementos de la diáspora africana. 


Si bien los moradores de Playa Renaciente cuentan con las menciona- 
das herencias del litoral y de la diáspora afro, expresadas en la zona 
rural de la ciudad, las construcciones y significaciones de la cultura en 
este territorio han tenido una influencia relevante de la urbe caleña. Lo 
anterior resulta notable al momento de hacer el análisis de las dinámi- 
cas culturales del territorio desde el entendido que las construcciones 
culturales, si bien cuentan con unos patrones generales, cobran matices 
y esencias de acuerdo con los grupos sociales y los diferentes factores 
con los que se encuentran en continua interacción. 


Durante la celebración de integración que se hace anualmente a inicios 
de diciembre en el territorio, cuya programación busca resaltar aspectos 
de la cultura afro del Pacífico, en calidad de participante presencié? que 
las personas no se sentían movilizadas o en ambiente para el baile y la 
diversión con las presentaciones de las agrupaciones de chirimía, lo que 
contrasta con mis experiencias en Buenaventura, donde este tipo de 
música, que también es urbano, ambienta y moviliza cualquier encuen- 
tro. No obstante, durante la misma jornada sonó la canción La vamo a 
tumba del Grupo Saboreo, con connotaciones principalmente urbanas, 
e inmediatamente hubo mayor respuesta e interés de los asistentes por 
el baile, tal vez por sentirse identificados con su ritmo y letra. 


2  Lainformación la recolectó Diana Milena Montenegro a través del diario de campo, 
el 07 de diciembre de 2019 en horas de la tarde, en el parque principal del territorio. 
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Momentos como el recién narrado demuestran la validez de prácticas 
culturales tradicionales en la construcción de identidad cultural, como 
son la balsada a la Virgen de la Asunción; los grupos de danza; la músi- 
ca para niñas, niños, adolescentes y jóvenes; los espacios de encuentro 
comunitario para compartir; la gastronomía; las reuniones frente a dife- 
rentes situaciones emergentes en el territorio; las ceremonias fúnebres; 
entre otras. Estas prácticas, si bien recogen herencias de tradiciones 
culturales de pobladores negros del Pacífico, han sido adaptadas, con- 
textualizadas y tienen una historicidad propia del proceso de Playa Re- 
naciente que responde también a su propio contexto urbano. 


La balsada a la Virgen de la Asunción es, aparentemente, una actividad 
de petición que en sus inicios (1952) se desarrollaba en procesión sa- 
liendo de Playa Renaciente y pasando por sectores aledaños. Cuentan 
los moradores del sector que comenzó luego de una inundación que 
los mantuvo fuera por varios días, por lo que junto con el sacerdote de 
la iglesia Nuestra Señora de la Asunción le hicieron una rogativa a la 
Virgen de la Asunción para que el agua menguara y les fuera posible re- 
tornar a sus hogares. Desde sus apreciaciones, la rogativa funcionó y a 
partir de ahí se consolidó esta práctica. Sin embargo, con el trascender 
del tiempo se trasladó al río Cauca, lo que permite dilucidar el estrecho 
relacionamiento y el valor identitario que la comunidad ha construido 
alrededor del río. 


En la cosmovisión de los moradores el río significa el complemento de 
su territorio, de su estilo de vida, del paisaje natural circundado por 
este, pues les ha permitido a través de la historia desarrollar actividades 
económicas, recreativas y folclóricas que completan la identidad del 
espacio en el cual habitan. 


En torno a lo anterior, Fanor (2021), adulto mayor miembro de la comu- 
nidad, con más de cuarenta años de vida en el territorio, dueño de una 
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unidad productiva de comercialización de guadua, explica las prácticas 
culturales que se han entretejido alrededor del río: 


Ocho días antes del 15 de agosto se inician las novenas y el último día es el 
día de la balsada. El día 9, a las 5:00 de la mañana, se hace una alborada 
aquí en el barrio con procesión y todo eso. Ya tipo 6:00 a 6:30 de la mañana 
se reúne aquí la gente para la actividad que hay que hacer en el río y otras 
personas hacen comidas y todo. 


Cabe mencionar que la balsada ha venido presentando transformacio- 
nes en correspondencia con las reconstrucciones de la cultura y las 
actividades que se programan alrededor de ella. Así lo refiere Jorge 
(2021), cuya ascendencia familiar se circunscribe a la consolidación del 
territorio: 


La balsada por el río Cauca a la Virgen de la Asunción —que originalmente 
no se llamaba balsada sino procesión, porque las primeras dos las hicieron 
a pie por el barrio en una rogativa con el padre Jaime Jacobo para que cesa- 
ran la lluvia y la creciente— comenzó cuando la actividad fue trasladada al 
río. Anteriormente era organizada por mi madre, Mérida Vallecilla, y mi tío 
Jorge Julio, y se contaba con la participación de toda la comunidad para la 
rogativa. Posteriormente se fue convirtiendo en un motivo de celebración 
y fiesta. 


En la comunidad prevalecen actividades adicionales que aportan a la 
construcción de territorialidad, como son el programa Generaciones 
Étnicas con Bienestar?; iniciativas productivas relacionadas con la se- 
guridad alimentaria —plan semilla familiar y comunitaria de huertas y 


3 Con un enfoque diferencial que nace desde el reconocimiento de grupos huma- 
nos con características históricas y culturales comunes, este programa del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar concibe a las comunidades como sujetos colec- 
tivos de derechos y, a su vez, como sujetos individuales. Se ejecuta en diferentes 
territorios étnicos del país. 
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gallinas—; talleres de aprendizaje sobre la Ley 70, medio ambiente y li- 
derazgo; Guardia Cimarrona; participación en espacios de construcción 
con otros grupos afro especialmente del norte del Cauca; recreación y 
deporte; en donde confluye la comunidad en general. Algunas inicia- 
tivas propias de la comunidad cuentan con el acompañamiento de ex- 
ternos del Estado, especialmente generaciones étnicas y las estrategias 
para avanzar en la seguridad alimentaria. 


No obstante, es relevante visibilizar cómo en la actualidad los procesos 
continuos de construcción cultural están mediados especialmente por 
las dinámicas organizativas del Consejo Comunitario, particularmente 
por acciones relacionadas con la lucha por lograr el goce pleno de los 
derechos consagrados en la Ley 70, principalmente las relativas a la ti- 
tulación colectiva de la tierra, todas con una orientación sustancialmen- 
te política. De esta parte se evidencian iniciativas grupales que aportan 
al sostén de la identidad cultural y que están ligadas a los liderazgos y 
al proceso organizativo del Consejo Comunitario. 


Resultado de lo anterior, identificamos cómo las distintas dinámicas que 
se generan en la comunidad tienen valor y sentido debido al relaciona- 
miento histórico y espiritual de las y los pobladores con el territorio; y 
a la apreciación del espacio que ocupan y que les permite el desarrollo 
de las diferentes prácticas culturales, económicas, ambientales, recrea- 
tivas, educativas y sociales, propiciadas por un paisaje conformado por 
el río, la naturaleza y la tierra. 


Dinámica en la construcción y consolidación 
de procesos organizativos 


El proceso de organización comunitaria en Playa Renaciente data de 
mediados del siglo xx con la constitución de la Cooperativa de Areneros 
del Río Cauca en 1946, y se consolidó con los permisos de construcción 
en el territorio en 1952. Esta cooperativa fue constituida en el marco de 
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la actividad económica de extracción de arena del río Cauca que rodea 
parte de la comunidad. El dinamismo de la organización se afianzó 
hasta finales del mismo siglo*. 


A inicios del presente siglo se constituyó en la comunidad el Comité de 
Vecinos, como un proceso organizativo informal que centró su accionar 
en las pretensiones de constituirse y ser reconocido legalmente como 
consejo comunitario por el Ministerio del Interior. Desafortunadamente, 
en el Plan de Ordenamiento Territorial (Por) del año 2000 pasaron de 
comunidad urbana a rural, perteneciente al corregimiento de Navarro. 


En el 2000 o 2002 nos empezamos a organizar como Comité de Vecinos. 
Con el nuevo PoT esto cambió de urbano a rural. Lo hicieron considerando 
que la propiedad urbana la pagan a un precio y la rural a otro precio más 
económico. Siempre lo que es rural lo han pagado mal. De un momento a 
otro empezaron a llegar personas que tenían bastante conocimiento sobre 
los derechos de los que podíamos gozar con el cambio, entre ellas Teresa?, 
quien nos dijo: “Aquí cabe un Consejo Comunitario”. Fanor (2021). 


En aras de velar por los derechos de la comunidad, un grupo de perso- 
nas organizadas iniciaron acciones ante el Ministerio del Interior para 
el reconocimiento legal como Consejo Comunitario de Comunidades 
Negras Playa Reciente. Con la convicción de avanzar en la mencionada 
exigencia, las personas que lideraron el proceso se toparon con las pri- 
meras limitaciones en la Ley 70, plasmada en desarrollo de la Constitu- 
ción Política de 1991, que en el artículo 1” establece: 


4 Según el diario de campo de la investigadora Diana M. Montenegro Arboleda, 
el 7 de diciembre 2019, durante recorrido etnográfico por el territorio de Playa 
Renaciente. 


5 Teresa es una lideresa que hizo parte del proceso con el cual lograron la resolución 
que los acreditó como consejo comunitario. En la actualidad ya no se encuentra 
en la comunidad por cuestiones de seguridad. La información se obtuvo durante el 
ejercicio etnográfico. 
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La presente ley tiene por objeto reconocer a las comunidades negras que 
han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los 
ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales 
de producción, el derecho a la propiedad colectiva. 


De entrada esta disposición se convirtió en obstáculo, y en esa medida 
demandó mayor esfuerzo para comprobar el cumplimiento de las con- 
diciones requeridas para ser reconocidos como consejo comunitario. 
No obstante, el propósito se logró en el año 2007. 


A partir del reconocimiento legal como Consejo Comunitario se avanza 
en la reivindicación como pueblo negro colombiano, en el goce parcial 
de los derechos consagrados en la Ley 70, en la posibilidad de alcanzar la 
titulación colectiva de la tierra y el acceso a espacios educativos, sociales 
y políticos desde el enfoque diferencial. La dinámica comunitaria empe- 
zÓ a desarrollarse en torno a las propuestas e iniciativas de los voceros de 
la Junta Directiva del Consejo Comunitario. Desde entonces se han pro- 
movido acciones por la defensa del territorio y contra del despojo terri- 
torial al que son especialmente vulnerables, producto del Plan Jarillón'. 


En la actualidad, el Consejo Comunitario ha volcado su lucha política 
hacia la exigencia al Estado de la titulación colectiva del territorio que 
ocupan de manera histórica, de modo que les permita continuar desa- 
rrollando su vida comunitaria y sus actividades ancestrales, cumplien- 
do con lo dispuesto en el artículo 20 del Decreto 1745 de 1995 referente 
a la solicitud de titulación: 


Para iniciar el trámite de titulación colectiva de Tierras de las Comunidades 
Negras, la comunidad presentará por escrito la solicitud respectiva ante la 


6 Consiste en el reasentamiento de las 8777 familias y el reforzamiento del dique del 
jarillón o barrera que protege a la ciudad de una posible inundación de grandes 
proporciones en la zona oriental. 
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regional del Incora correspondiente, a través de su representante legal, pre- 
via autorización de la Asamblea General del Consejo Comunitario. 


Los obstáculos para la obtención de dicho título provienen especial- 
mente de la Alcaldía de Santiago de Cali, que argumenta el inminente 
riesgo al que se expondría la comunidad ante un eventual desborda- 
miento del río Cauca. Sin embargo, no se puede desconocer el interés 
municipal en el desarrollo del megaproyecto Plan Jarillón, que tiene 
como propósito principal construir el malecón del río Cauca. 


En consecuencia, en los discursos de las y los moradores del territorio 
se halla la constante de ver en la Junta Directiva del Consejo Comu- 
nitario y sus iniciativas por la defensa del territorio la posibilidad de 
mantenerse y continuar con prácticas de pervivencia. Viviana (2020) 
es una mujer joven que para su sustento económico realiza peinados 
al interior del territorio. Es un miembro más del Consejo Comunitario 
y su manifestación es ejemplo de la percepción reiterativa y constante 
dentro de la comunidad: 


Para mí un consejo comunitario es la relación de nuestras etnias, nuestras 
raíces, nuestras culturas; es ser unidos en muchos procesos; colaborarnos 
como comunidad. Las funciones de un consejo comunitario son propender 
por la sostenibilidad de las costumbres vivas. Como etnias vivas, que no 
se pierdan las tradiciones, por ejemplo, si hay cantadoras, apoyarlas para 
que no se pierdan esas costumbres; si hay sembradores, que sigamos sem- 
brando; todo lo que hacemos es aprender uno del otro de toda esa cultura 
que son nuestras raíces. 


También se identificó en las narrativas la legitimidad de los liderazgos 
desde la comprensión de su quehacer organizativo. Según María Eny 
(2020): “El representante legal, el Consejo Comunitario, el presidente y 
la Junta Directiva son personas que están al frente y peleando por los 
derechos de toda una comunidad”. No obstante, si bien en la actualidad 
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el Consejo Comunitario es un referente de liderazgo y organización, 
queda la incógnita de la presencia de liderazgos emergentes con un 
quehacer diferente, que en paralelo a la Junta Directiva del Consejo Co- 
munitario aporten a la construcción de comunidad. Es relevante men- 
cionar que las personas que integran la Junta Directiva cuentan con 
formación académica a nivel técnico y superior restringido, y capacidad 
para el ejercicio de las ocupaciones laborales propias del proceso orga- 
nizativo, sin embargo, se perciben dificultades para acceder a los cargos 
por desconocimiento, falta de recursos económicos y de procesos desde 
el enfoque diferencial. 


Los discursos de los habitantes de la comunidad e integrantes del Con- 
sejo Comunitario señalan ser una asociación exclusiva de los liderazgos 
que participan en la dirección de este órgano colegiado. La conforma- 
ción de la Junta Directiva de dicho Consejo se da mediante un proceso 
de elección comunitaria. En el caso específico de Playa Renaciente, las 
personas que lo han dirigido a lo largo de los años han sido las mismas 
o quienes tienen cercanía con ellas; las personas jóvenes no represen- 
tan un número significativo. 


Lo anterior podría explicar el rol e incidencia del Consejo al interior del 
territorio, consistente en movilizar a las personas de la comunidad para 
hacerle frente a las situaciones y dialogar con la institucionalidad res- 
pecto a la estancia de las familias en el territorio: “Aquí hemos seguido 
con muchas personas como Luz Carolina Peñalosa; Hernán Barrios, un 
señor que colaboraba mucho, así como su señora, doña Rosalba; Mari- 
na estuvo también al pie y Leonardo Márquez, quien murió que días; y 
mi persona” (Fanor, 2021). 


En la actualidad, al interior del territorio no se identificó presencia de 
procesos organizativos juveniles, de mujeres, ambientales o productivos 
formalizados. Esto explica por qué los moradores de Playa Renaciente 
han construido la significación del liderazgo con base en los procesos 
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que adelanta la Junta Directiva del Consejo Comunitario desde el 2007, 
para el caso específico de la titulación del territorio colectivo. 


En coherencia, se presenta una crisis de nuevos liderazgos jóvenes, que 
puede estar mediada por factores como desinterés, falta de identidad 
con los actuales liderazgos o desconocimiento del aporte de bienestar a 
sus proyectos de vida. Como reafirma Jorge (2021): “Personas con ese 
talento no las hay, porque los únicos fueron Teresa y Leonardo, quien 
falleció hace poco. Carolina ha ido aprendiendo”. 


La falta de interés y compromiso por parte de las nuevas generaciones, 
según Jorge (2021) se debe, en parte, al posible desalojo del territorio 
una vez se inicie la ejecución del Plan Jarillón: 


De las generaciones nuevas no hay nadie que se interese por esa lucha, son 
totalmente apáticas. Qué le digo, eso no tiene mejora porque como eso está 
en un plan de desalojo del territorio, entonces la gente tiene la moral por el 
suelo, estamos amenazados de que nos sacan, nos sacan. 


El Consejo Comunitario, en cabeza de sus liderazgos, desde el año 2007 
le ha exigido al Estado a través de diferentes medios legales la titulación 
colectiva de la tierra que habitan ancestralmente, pero no ha obtenido 
resultados favorables. Adicionalmente, desde el año 2017 la Alcaldía de 
Cali aprobó la propuesta para ejecutar el megaproyecto Plan Jarrillón, 
el cual por su tipología de malecón va paralelo a la orilla del río Cauca, 
incluida la zona de Playa Renaciente, lo cual afecta la posibilidad de ob- 
tener la mencionada titulación. Márquez (2020), quien fue presidente 
del Consejo Comunitario entre 2007 y 2020, recuerda: 


Nosotros estábamos solos, no teníamos opción de nada para hacer valer 
nuestros derechos. En una época vinieron a despojar la gente, a exigirle que 
tenía que irse para el barrio Potrero Grande a la fuerza. Si tú no tenías más 
de cincuenta años no tenías derecho a nada, etcétera, una compañera de 
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nosotros —que en paz descanse y que Dios le dé mucha bendición— nos 
dijo que teníamos que organizarnos porque nos iban a sacar del territo- 
rio. Entonces nos organizamos como comité y seguimos evolucionando y 
evolucionando. 


En lo relacionado con los procesos organizativos debemos reiterar que, 
si bien ha habido varios a lo largo de la historia de la comunidad, en la 
actualidad el único que está legalmente constituido y se mantiene en 
el ejercicio práctico es el Consejo Comunitario de Comunidades Negras 
Playa Renaciente. Quienes lo conforman se han caracterizado por el 
desarrollo de acciones políticas ante la institucionalidad local y nacio- 
nal para el reconocimiento como proceso organizativo afro, lo cual ya 
lograron, y la tenencia legítima del territorio de forma colectiva que, 
como ya se mencionó, no han obtenido. 


Asimismo, en paralelo al proceso organizativo afro, desarrolla acciones 
para la pervivencia cultural de tradiciones como la balsada a la Virgen 
de la Asunción; la realización de actividades anuales cerca al río alrede- 
dor de la música, el baile, las comidas, las bebidas y los juegos, recor- 
dando lo que se agencia año tras año en el plano político; los espacios 
de aprendizaje con el nombre de generaciones étnicas; la promoción de 
la Guardia Cimarrona; y las alianzas interinstitucionales que aporten al 
bienestar de la comunidad. 


En cuanto a las limitaciones, es preciso reiterar que el no tener la titula- 
ción colectiva incide en la autonomía territorial e impide el goce pleno 
de derechos tales como el recibir educación con enfoque étnico, benefi- 
ciarse de un plan de etnodesarrollo que los haga sujetos de la consulta 
previa y de reparación colectiva frente a situaciones que vulneren su 
permanencia en el territorio por su condición étnica diferencial. 


Sin embargo, es significativo reconocer los logros de su participación 
representativa en espacios de construcción de consejos comunitarios 
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especialmente del norte del Cauca, los cuales han propiciado la conso- 
lidación de la Guardia Cimarrona conformada principalmente por jóve- 
nes de la comunidad; en el apoyo de la Alcaldía para el desarrollo de 
algunas actividades culturales; la consulta previa en caso de llevarse a 
cabo el Plan Jarillón, apelando solo a su condición étnica; y el compro- 
miso de luchar por la permanencia en el territorio en condiciones de 
dignidad 


Discusión 
Conclusiones 


Durante la investigación se analizaron los avances y limitaciones del 
proceso organizativo del Consejo Comunitario de Comunidades Negras 
Playa Renaciente de la ciudad de Cali. El estudio cobra relevancia por 
la particularidad de encontrarse en zona urbana, en contraste con los 
planteamientos generales de la Ley 70 que destaca que las poblaciones 
negras se hallan principalmente en zona rural del litoral Pacífico colom- 
biano, por lo que el asentamiento Playa Renaciente desafía las lógicas 
que predominan en la ley. 


El ejercicio permitió dilucidar las dinámicas propias que se tejen en el 
Consejo Comunitario, porque, si bien contienen elementos de la ances- 
tralidad afro característica del litoral Pacífico colombiano, con el tras- 
cender de su historia han construido unas prácticas particulares a partir 
de la supervivencia en el relacionamiento directo y constante con el 
área urbana de Cali, las cuales han aportado acciones en el marco del 
proceso organizativo, las construcciones culturales y la cotidianidad. 


En cuanto al proceso organizativo, es relevante reiterar que en la actua- 
lidad solo existe en el territorio el Consejo Comunitario de Comunida- 
des Negras Playa Renaciente. Conviene subrayar que, además de ser el 
único, sus acciones se han centrado principalmente en luchas políticas 
por el goce pleno de los derechos territoriales, que propicien un escena- 
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rio de garantías para el desarrollo de sus vidas desde el enfoque étnico. 
De ahí que la lucha política frente al Estado haya sido continua, en un 
primer momento por el reconocimiento legal como consejo comuni- 
tario, y en la actualidad por la obtención de la titulación colectiva del 
territorio conformado por la tierra, el río y la comunidad, que ocupan 
al oriente de la ciudad de Cali. 


En materia de construcciones culturales se evidencian elementos inma- 
teriales producto del relacionamiento territorial de la triada tierra-río- 
comunidad, puesto que, si bien la balsada a la Virgen de la Asunción, 
los 15 de agosto de cada año, continúa siendo una costumbre muy visi- 
ble en la comunidad como un elemento representativo y de gran valor, 
también son de resaltar las prácticas culturales implícitas que hacen 
parte de la cotidianidad y que se han convertido en su forma de vida. 


Actividades caracterizadas por su valor productivo-económico y de re- 
sistencia también reafirman el relacionamiento simbólico de la comuni- 
dad con su territorio. En cuanto a las productivo-económicas se identi- 
ficaron: la corta de guadua, la extracción de arena, la venta de fritos y 
el servicio de peinados tradicionales. En el caso de la resistencia están: 
las actividades de esparcimiento y de sostenimiento de la tradición oral 
como los bailes, la música, los juegos infantiles, que incluyen el goce 
del río; los encuentros comunitarios alrededor de celebraciones y cere- 
monias como bautismos, matrimonios y velorios; la conformación de la 
Guardia Cimarrona; las generaciones étnicas; y espacios de formación 
relacionados con la Ley 70, los liderazgos y el medio ambiente. Oslen- 
der (1998) plantea las prácticas como “manifestaciones simbólicas de 
luchas culturales y significados de la vida diaria. Prácticas relacionadas 
con la recreación, formas de relacionamiento, actividades económicas, 
de resistencia y protección de la vida” (p. 254). 


Si bien el proceso organizativo afro de Playa Renaciente avanza en los 
diálogos e interacción con el Estado para la obtención de la titulación 
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colectiva del territorio que actualmente ocupan, existen limitaciones 
para que ello ocurra, producto del interés de ejecutar el megaproyecto 
del Plan Jarillón”, lo que ha desencadenado un conflicto de intereses 
divergentes por el territorio, puesto que, a la fecha, a ninguna de las dos 
partes interesadas le ha sido posible avanzar en sus iniciativas. 


La apropiación territorial y el forjamiento de su cultura, que hasta antes 
del año 2000 se contemplaban por parte de la institucionalidad local 
como propias de la zona urbana, cambiaron con la Ley 70 que inclinó 
la balanza hacia las zonas rurales ribereñas dejando sin sostén a parte 
de la población negra del país, y a Playa Renaciente con un soporte 
jurídico frágil no solo frente a la titulación colectiva del territorio que 
ocupan, sino respecto al riesgo de desterritorialización ante el posible 
avance del Plan Jarillón. En el presente, la Alcaldía le ha propuesto a 
la comunidad abandonar el territorio, con el compromiso de facilitarles 
unos apoyos económicos provisionales para que se reubiquen de mane- 
ra individual en la zona urbana de la ciudad de Cali. 


Respecto a las construcciones culturales, se deben destacar los elemen- 
tos autóctonos que se han venido consolidando con el transcurso del 
tiempo y que han forjado tanto su sello identitario como el tejido comu- 
nitario actual, caracterizado por alejarse de ideas simplistas que redu- 
cen la cultura a esencialismos y por ser una construcción permanente 
que se va resignificando con el tiempo y en el contexto. 


Las contribuciones de la investigación a las ciencias sociales deben 
distinguirse entre elementos socioculturales y políticos. En cuanto a 
los aspectos socioculturales cabe destacar el debate de las ideas esen- 
cialistas que contemplan la cultura como estática y única para todos 
los grupos sociales que comparten pertenencia étnica, demostrando el 
enriquecimiento cultural del grupo social de Playa Renaciente en co- 


7 Véase nota 6. 
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rrespondencia con su historia de poblamiento; ubicación geográfica; 
estímulos sociales, culturales, económicos y ambientales; e incluso la 
interacción predominante con las manifestaciones urbanas. En el as- 
pecto político vale resaltar el haber evidenciado los vacíos de la Ley 70 
para corresponder a las comunidades que han resignificado su diáspora 
y ancestralidad a partir de características disímiles a las planteadas por 
dicha norma, toda vez que contempla y, por ende, beneficia de manera 
especial a los grupos ubicados en las zonas rurales ribereñas del litoral 
Pacífico colombiano. 


Finalmente, el ejercicio investigativo permitió identificar i) los logros 
del proceso organizativo en torno a las acciones que promueven para 
la construcción continua de cultura como parte de su identidad; ii) las 
limitaciones que le representa a esta comunidad el no contar con la ti- 
tulación colectiva del territorio que ocupan en la actualidad; iii) la nece- 
sidad de abordar en futuras investigaciones el proceso de ocupación de 
Playa Renaciente desde una perspectiva de historicidad, esto es, como 
un ejercicio atípico que no está directamente relacionado con las ideas 
generalizadas de que la población afro llegó a la ciudad de Cali en el si- 
glo anterior, como consecuencia del conflicto armado en sus territorios 
de origen en el litoral Pacífico y la falta de oportunidades, mientras las 
historias narradas por los moradores ubican el proceso de poblamiento 
y configuración del territorio como producto de la abolición de la escla- 
vitud en 1851. 
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Resumen: En este documento se analizan las características de los órdenes sociales armados que 
se desarrollaron en la subprovincia del Sumapaz entre los años 1990 y 2004, tiempo y espacio en 
donde diferentes estructuras de las extintas FARC-EP tuvieron presencia e incidencia intensa en la 
sociedad y en el territorio. Las fuentes utilizadas en este análisis fueron los testimonios e historias 
de vida de algunas víctimas, y de responsables y testigos del conflicto armado en la subprovincia. 
Sus relatos fueron contrastados con fuentes primarias y de archivo de los diferentes municipios 
del territorio. La metodología con la cual se operativizó esta investigación fue la contrastación de 
los postulados teóricos de algunos académicos especializados en el análisis del Estado desde la 
sociología histórica versus las evidencias testimoniales que describen las formas como las FARC-EP 
construyeron contraestados en el Sumapaz. 


En el texto se defiende la idea que en la subprovincia del Sumapaz, por los años 1990-2004, se 
construyeron órdenes sociales armados por medio de un complejo proceso de adhesión social, 
dominio directo, resistencia y resiliencia de la sociedad civil, el cual no fue estático en el tiempo 
ni en el espacio. De este modo, la razón central para realizar esta investigación fue describir el 
proceso en el cual se construyen los contraestados en medio de la guerra. 


Palabras clave: ordenes sociales, juntas comunales, violencia dosificada, FARC-EP, Sumapaz. 


Armed Social Orders of the FARC-EP in the Sumapaz 
Subprovince, between the years 1990-2004 


Abstract: This document intends to analyze the characteristics of the armed social orders that 
developed in the Sumapaz subprovince between 1990 and 2004, time and space, where different 
structures of the extinct FARC-EP had an intense presence and incidence in society and the envi- 
ronment. territory. The sources used in this analysis were the testimonies and life stories of some 
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victims, perpetrators and witnesses of the armed conflict in the sub-province, however, these were 
contrasted with primary and archival sources from the different municipalities of the territory. In 
the previous direction, the methodology with which this research was operationalized was the 
contrast between the theoretical postulates of some academics specialized in the analysis of the 
State from historical sociology, versus the testimonial evidence that describes the ways in which 
the Farc-EP built counter-States in the Sumapaz. 


In this way, the text defends the idea that in the subprovince of Sumapaz armed social orders were 
built for the years 1990-2004 through a complex process of social adherence, direct domination, 
resistance, and resilience of civil society, which it was not static in time or space; Thus, the main 
reason for carrying out this research is to describe the process in which counter-States are built 
in the midst of war. 


Keywords: social orders, community boards, dosed violence, FARC-EP, Sumapaz 
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Introducción 


a región del Sumapaz, en el departamento de Cundinamarca, 

está ubicada en los Andes Orientales Colombianos. Esto hace, en 

términos geográficos, que interconecte varios municipios de los 
departamentos del Tolima, Cundinamarca, Meta, Huila y la ciudad de 
Bogotá, por ello los fenómenos que allí se desarrollaron tienen caracte- 
rísticas comunes más allá de los límites políticos y administrativos entre 
los municipios, y que los componentes históricos y sociales hayan sido 
determinantes para lo que allí ocurrió. En el caso de esta investigación, 
esto marcó las tendencias comportamentales de la sociedad frente a la 
presencia e incidencia de la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucio- 
narias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARc-Ep). 
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Este territorio colombiano ha tenido aproximaciones descriptivas y 
analíticas por parte de académicos dedicados al estudio del medioam- 
biente, quienes se han concentrado en el análisis de las dinámicas que 
se reflejan en Bogotá y Colombia por cuenta de lo que acontece en el 
páramo de Sumapaz. En otro sentido, el Sumapaz ha sido ampliamen- 
te analizado por historiadores y sociólogos que intentaron mostrar el 
transcurrir de la colonización y la violencia en la región a lo largo del 
siglo XxX. En este segundo grupo es posible encontrar los trabajos de Pie- 
rre Gilhodes (1974), Marco Palacios (1986), José Jairo González (1986), 
Elsy Marulanda (1991), Rocío Londoño (2011), Laura María Varela y 
Deyanira Duque (2011), Alfredo Molano (2016), entre otros (Baquero, 
2020, pp. 5-7). 


Los aportes de los autores citados anteriormente hicieron hincapié en 
las características de la región del Sumapaz: por un lado, un predomi- 
nio de la hacienda y la economía cafetera en la década de 1920; por otro 
lado, una importante influencia del Partido Liberal, el Partido Comunis- 
ta y movimientos políticos agraristas en la primera mitad del siglo Xx; 
y finalmente la lucha por la titulación de tierra, que inició en los años 
veinte y finalizó mayoritariamente en los años sesenta y setenta. Adi- 
cionalmente, con las lecturas de historia de frontera se puede identificar 
que en los años cincuenta hubo una constante tensión entre Estado y 
sociedad a raíz de la convivencia entre una parte de las agencias es- 
tatales y grupos paramilitares de primera generación, de adscripción 
conservadora, así como las buenas relaciones entre la población civil y 
las guerrillas liberales de la época. 


Estas características regionales decantaron en una estigmatización de 
la región del Sumapaz por parte de algunas élites nacionales, por con- 
siderarla uno de los nichos de las guerrillas campesinas y de las FARC- 
EP. Así mismo, el estudio más reciente sobre la región del Sumapaz 
fue realizado por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 
Convivencia y la No Repetición (Comisión de la Verdad [CEv], 2022), 


REVISTA CONTROVERSIA * N.* 220, ENE-JUN 2023 * ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 325-382 


3301 Jorge Andrés Baquero Monroy 


en donde se encuentra una narrativa que hace hincapié en los mismos 
elementos. 


Ilustración 1: Provincia del Sumapaz 


Fuente: Elaboración propia. 


A pesar de lo anterior, otra arista de esta historia ha sido poco estudia- 
da: la presencia de las estructuras guerrilleras entre los años 1990-2004 
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(Baquero, 2022) y la existencia de grupos paramilitares entre los años 
2000-2004 (Origua, 2018). Estos fenómenos significaron que la pobla- 
ción civil se viera involucrada en la guerra al compartir el territorio con 
estos responsables del conflicto armado. En el caso de la guerrilla de 
las FARC-EP esta transitó por la subprovincia desde los tiempos en que 
se denominaba Bloque Sur (1964) hasta inicios de los años ochenta. A 
partir de 1982 aumentó su presencia a raíz del plan de “toma de Bogo- 
tá” que se trazó en su octava conferencia (Centro Nacional de Memoria 
Histórica [CNMH], 2014) y fue retomado en 1993 (Aguilera, 2013). El 
mencionado plan se puede sintetizar en el interés de la guerrilla por 
crecer cuantitativamente, desdoblar frentes, rodear a Bogotá por la cor- 
dillera Oriental y generar una toma del poder desde el campo hacia la 
ciudad y, ya en esta, generar un paro general (Aguilera, 2013). La pre- 
sencia de las FARC-EP en la subprovincia mayoritariamente se extendió 
hasta el año 2004, y en lugares muy específicos como la Localidad 20 de 
Bogotá esta presencia se amplió unos años más (Baquero, 2022). 


En el caso de los grupos paramilitares con incidencia en el Sumapaz, 
su presencia fue el resultado de cuatro factores: uno, el impulso de 
algunos notablatos políticos del departamento de Cundinamarca, Fusa- 
gasugá y Silvania; dos, el estímulo de algunas élites económicas locales; 
tres, un grupo de fuerzas militares que intentaban un dominio indirecto 
de la población civil; y cuatro, algunos ciudadanos que actuaban como 
enlace para realizar “limpiezas sociales” en el municipio de Fusagasu- 
gá. Dichos grupos aparecieron formalmente entre finales del año 2000 
e inicios del 2001, los cuales se aglutinaron en dos estructuras armadas 
ilegales: por un lado, las Autodefensas Campesinas del Casanare (ACC), 
en cabeza de Hernán Buitrago; y, por otro lado, las Autodefensas Uni- 
das de Colombia (Auc) y el Bloque Tolima, a cargo de la Casa Castaño. 
El lugar de incidencia de las acc fueron los municipios de Silvania, Fu- 
sagasugá y Viotá, mientras que en el caso de las AUC fueron los munici- 
pios de Pandi, Icononzo, Cunday, Soacha y el sur de Bogotá; en ambos 
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casos, formalmente su presencia finalizó en el año 2004 (Baquero y 
Origua, 2022). 


La relación de los grupos paramilitares y guerrilleros con parte de la 
población civil existió por cuenta de un intercambio de bienes y servi- 
cios violentos (Wood, 2010). Los grupos paramilitares requerían el apo- 
yo logístico y social por parte de algunas élites económicas y políticas 
locales, las fuerzas militares y los mencionados enlaces, a cambio de 
exterminar grupos guerrilleros, habitantes de calle, militantes y simpa- 
tizantes de grupos políticos de izquierda. Por su parte, los grupos gue- 
rrilleros obtenían de la población civil apoyo logístico y social, a cambio 
de exterminar a personas indeseables para comunidades del Sumapaz, 
como ladrones de ganado, expendedores de sustancias psicoactivas, 
prostitutas y diferentes tipos de delincuentes. 


Respecto a los grupos paramilitares, en la subprovincia del Sumapaz no 
es posible decir que existió un paraestado, pues no había una disputa 
por el poder con el Estado, y tampoco existe evidencia de que este últi- 
mo, a nivel regional, estuviera combatiendo y persiguiendo al paramili- 
tarismo (Baquero y Origua, 2022). En consecuencia, como señala Fran- 
cisco Gutiérrez Sanín (2014), esto puede comprenderse como otro caso 
de amor no correspondido entre los grupos paramilitares y el Gobierno, 
donde los dos sectores se aliaron para obtener un mismo fin, mientras 
este último actuaba con una ceguera activa en todo lo que ocurría. 


Por el lado de las FArc-EP, al sostenerse en el tiempo su presencia e in- 
cidencia en la subprovincia del Sumapaz, se fueron generando órdenes 
sociales armados que tuvieron transiciones de auge y declive; diferentes 
volúmenes en el uso de la violencia, es decir, violencia dosificada e 
indiscriminada; y distintos tipos de reacción en la población civil: obe- 
diencia, resistencia y resiliencia, por ejemplo. 
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Orden social armado, una aproximación teórica 


Según Charles Tilly (1992), la formación de los Estados europeos se 
basa en la coerción capitalizada, es decir, cuando un Estado se conso- 
lida a raíz de la aplicación combinada de una coerción intensiva que 
“depure” a los adversarios del Estado en formación y una oferta de 
movilidad económica para que los ciudadanos se motiven a ser par- 
te del Estado. Más tarde Philip Abrams (1988) y luego Norbert Elias 
(1998) agregarían a esta discusión que este proceso de formación del 
Estado pasa por una construcción ideológica, discursiva, simbólica e 
identitaria de la nación perteneciente a dicho Estado. Cabe aclarar que 
el proceso de formación del Estado transcurre por períodos de auge y 
retroceso en una o varias de las mencionadas características. En ese 
sentido, la concepción modélica del Estado-nación es el resultado de 
complejos procesos históricos en los cuales la violencia, el capital y lo 
simbólico actúan de forma simultánea o diferenciada. 


Continuando con la discusión, Michael Mann (1991) señala que el Es- 
tado no controla en su totalidad el territorio y la población, y por esta 
razón surgen iniciativas locales y regionales que se resisten a los pode- 
res estatales centrales. En esta dirección el poder se construye en redes 
subestatales, pues el Estado es un constructo inacabado que domina de 
forma parcial, segmentada y cristalizada a la sociedad. De igual modo, 
Mann señala que estas particularidades no solo pasan por la coerción y 
la violencia, pues el Estado constantemente se está legitimando ante la 
población civil, bien sea de forma directa o por medio de redes organi- 
zadas de poder. Para Charles Tilly (2010) esta legitimación se realiza por 
medio de redes de confianza, las cuales conducen a la sociedad civil 
hacia un apoyo de las instituciones públicas. 


No es de extrañar que en muchos casos alrededor del mundo existan 


poderes contraestatales que se resisten al poder estatal central, y como 
dice Barrington Moore (1989) desafíen a la autoridad amparados en 
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un sentimiento de injusticia. Estos poderes contraestatales utilizan los 
mismos métodos que los Estados en formación para consolidarse en 
el territorio y ante la población civil, es decir, coerción capitalizada, 
dispositivos simbólicos y redes sociales de poder. Colombia es uno de 
estos casos, según el académico Fernán González (2015), quien afirma 
que aquí surgen poderes paralelos que operan como sustitutos O com- 
plementos de instituciones estatales. Estos poderes se insertan en la 
sociedad ofreciendo cuestiones como bienestar, justicia y seguridad, y 
lo hacen con mucho más ahínco si existen sociabilidades preexistentes, 
tienen simetrías ideológicas con la población y han sido parte de la co- 
lonización del territorio. 


Para González existe un proceso de construcción del Estado en Colom- 
bia que aún no termina y es problemático, conflictivo y oscilante. Bajo 
esta lógica, los poderes paralelos al Estado también se encuentran en 
una etapa inconclusa de formación altamente conflictiva (González, 
2003), como se puede ver con claridad en algunas investigaciones que 
abordaron los casos de los poderes centrales y paralelos en los depar- 
tamentos del Cesar (Barrera, 2014), Bolívar y Sucre (Porras, 2014), y el 
municipio de La Macarena (Rincón, 2018). 


Argumentaciones como las de González han sido construidas en la mis- 
ma dirección que los estudios regionales del Centro de Investigación y 
Educación Popular (CINEP) y el Observatorio Colombiano para el De- 
sarrollo Integral, la Convivencia Ciudadana y el Fortalecimiento Insti- 
tucional en Regiones Fuertemente Afectadas por el Conflicto Armado 
(ODECOFI) sobre este asunto. Buen ejemplo de ello son las investigacio- 
nes de autores como Teófilo Vásquez (2010), Íngrid Bolívar (2008), Ma- 
ría Clara Bustamante (2011), José Darío Rodríguez (2015), Gloria Isabel 
Ocampo (2014), Andrés Felipe Aponte (2016), entre muchos otros. En 
estas investigaciones es posible identificar dos cosas: i) que se han apo- 
yado teóricamente en los postulados, argumentaciones y conceptualiza- 
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ciones de Tilly, Moore, Mann, Abrams y Elias; y 1i) que tienen modelos 
interpretativos que se han operativizado en muchos casos colombianos. 


Es así que, bastante fue la influencia de este tipo de lecturas del CINEP 
y ODECOFI en la literatura de punta sobre las dinámicas espaciales del 
conflicto armado, por lo menos en Colombia, y aunque no lo dijera 
abiertamente la CEv, esta utilizó sus postulados, argumentaciones y 
conceptualizaciones para desarrollar su mandato en términos académi- 
co, y dar un concepto de órdenes sociales armados sintético y bastante 
potente en su carácter explicativo. En concreto, para la CEv los órdenes 
sociales armados son: 


Estructuras de relacionamiento a partir de las cuales se organizó la vida 
de las comunidades en territorios controlados por actores armados. En es- 
tos casos, el actor armado dominante imponía por medio de la violencia 
formas de conducta, control y castigo. Todo ello implicó el ejercicio de un 
poder por medio del cual se desplazaba la autoridad del Estado y la insti- 
tucionalidad comunitaria. (2022, p. 156). 


En otro sentido, una investigadora que ha escrito para la literatura de 
punta ha sido Ana María Arjona (2016). Para ella, en algunos lugares del 
mundo los grupos armados asumen funciones de gobierno, establecen 
normas y regulaciones, pues tienen el control de la población civil y el 
territorio como fruto del ejercicio de la violencia y la coerción. Además, 
señala que los grupos armados mantienen el orden público y cobran im- 
puestos, lo que les permite intervenir en el ámbito económico, político 
y social. A este fenómeno Arjona (2016) le da el nombre de rebelocracia. 


Arjona (2016) señala que las rebelocracias transcurren en países con 
altos grados de violencia privada y son una manifestación de las de- 
bilidades del Estado y la sociedad civil. Los grupos armados, dice, son 
una alternativa al Estado, capaces de proveer seguridad y justicia en un 
contexto de ausencia estatal. En el mismo sentido, las rebelocracias ha- 
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cen que se mantengan las inestabilidades de las instituciones estatales 
y la democracia. 


Una de las estructuras teóricas que Ana María Arjona usa en sus escri- 
tos es la perspectiva analítica de Stathis Kalyvas. De allí surgen discu- 
siones acertadas sobre los análisis de las escisiones muestras (o macro) 
en combinación con las microdinámicas de la guerra (Kalyvas, 2010); 
las descripciones sobre el control local de la administración de justicia 
y el orden social en medio de la guerra por parte de actores arma- 
dos (Kalyvas, 2001); las combinaciones de violencia privada y política 
como motivaciones para ser parte de la guerra (Kalyvas, 2004); y la 
superación de la empantanada discusión sobre viejas guerras y nuevas 
guerras, lo cual está directamente relacionado con las dimensiones po- 
líticas y económicas del conflicto armado (Kaldor, 2001). 


Siguiendo algunos postulados de Hoover (2007) y Kalyvas (2001), es 
preciso señalar que dentro de la guerra civil' la coerción de la población 
civil se ejerce por medio de un conjunto de prácticas violentas que un 
grupo armado lleva a cabo rutinariamente mientras hace reclamos a 
otros actores políticos o sociales?,. Estas prácticas son aplicadas de for- 
ma dosificada o indiscriminada. En el primero de los casos esto se debe 
a que mayoritariamente existe un disciplinamiento social que se tradu- 
ce en obediencia, mientras que en el segundo es el resultado de una 
disputa en el territorio por parte de actores armados. A propósito de lo 
anterior, en estos casos la población civil no tiene claro a cuál tercero 
garante del territorio debe obedecer. Este tema de los repertorios violen- 


1 Para Nicholas Sambanis (2004), una guerra civil es un conflicto que se produce 
entre dos o varias partes que tienen jerarquías y estructuras plenamente identifi- 
cadas, en su lucha por el poder estatal y la manera de conseguirlo es por medios 
violentos. Las muertes de combatientes afectan a todas las partes. El umbral de 
muertos es de mil víctimas letales al año, por lo menos cien por parte del gobierno. 


2 Concepto que Charles Tilly proporciona sobre repertorios violentos. 
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tos, violencia dosificada e indiscriminada será imprescindible para esta 
investigación sobre el Sumapaz. 


A simple vista parecería que el concepto de rebelocracia es el más comple- 
to que se ha escrito y debería usarse como modelo teórico, sin embargo, 
esta categoría tiene algunas debilidades que parecen superficiales, pero 
son significativas. En el cuerpo argumentativo del trabajo de Arjona hay 
algunas tendencias a concluir que el actor armado controla el territorio 
y la población civil, con lo cual desconoce la existencia de transiciones o 
niveles en el control; en otro sentido, señala que en los lugares en donde 
se desarrollan las rebelocracias concurre una ausencia estatal, lo que sig- 
nifica no reconocer que el Estado es una estructura en construcción, que 
tiene una presencia diferenciada de las instituciones en los territorios. 


Arjona, por medio de numerosos casos, muestra la forma como la vio- 
lencia y la coerción son las determinantes para que existan rebelocra- 
cias, dándole, por tanto, un peso menor a temas como la legitimación 
del actor armado en la población civil, la ideología como forma sim- 
bólica de construir adhesiones sociales entre los actores armados y la 
población civil, la oferta económica de las personas que se vinculan a 
la guerra en asocio con los actores armados para solventar sus incon- 
venientes económicos, y las afinidades que se generan entre actores ar- 
mados y población civil en el momento de desplegar retos de autoridad 
amparados en sentimientos de injusticia. 


Por otra parte, Francisco Gutiérrez Sanín (2016) señala que en Kalyvas 
existe una visión insuficiente, al inclinarse en tres sentidos: primero, 
observar la guerra como un asunto estrictamente racional; segundo, 
minimizar la discusión al plantear que el objetivo de la guerra es el 
control del territorio; y, tercero, identificar en la población civil grupos 
sociales uniformes. Al comparar esta crítica de Gutiérrez con los textos 
de Arjona, es posible observar que las debilidades observadas también 
aplican para la forma como se conciben las rebelocracias. 
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Lo anterior no quiere decir que las tendencias analíticas de Kalyvas y 
Arjona sean antagónicas con respecto a las posturas de Tilly, Moore, 
Mann, Elias y Abrams, pues en efecto son complementarias. Por ello 
el espíritu argumentativo de Kalyvas y Arjona es el que se va a utilizar 
para comprender los pormenores de los poderes contraestatales o los 
órdenes sociales armados de las FARC-EP en el caso de la subprovincia 
del Sumapaz. No obstante, esto no va a llevarse hasta los puntos débi- 
les que ya se señalaron, ni tampoco se va a considerar la subprovincia 
del Sumapaz como un caso de rebelocracia o una gobernanza rebelde. 


Órdenes sociales armados de las FARC-EP 
en la subprovincia del Sumapaz 


Para los años ochenta la guerrilla de las FARC-EP transitaba de forma 
clandestina y marginal en las veredas colindantes con el páramo de Su- 
mapaz y el bosque alto andino, lo que le permitió tener una circulación 


Tabla 1. Lugares de transición de los órdenes sociales 
armados de las FARC-EP en la subprovincia del Sumapaz 


Pasca Santa Teresita, Costa Rica, La Esperanza, Corrales, Juan Viejo, La Ar- 
gentina, Alta Gracia, El Carmen y Quebradas. 


Cabrera Santa Rita, Paquiló, Santo Domingo, Peñas Blancas, La cascada, La 
Playa, Pueblo Nuevo, Hoyerías, Quebradanegra, Núñez y Las Aguilas. 


Localidad 20 Tunal Alto, Concepción, Nueva Granada, San José, Lagunitas, Chorre- 

de Bogotá ras, La Unión, Santo Domingo, San Juan, Capitolio, Las Vegas, Naza- 
reth, Las Ánimas. 

Venecia Las Mercedes 


San Bernardo |El Pilar y El dorado. 


Arbeláez El Salitre 


Fuente: Elaboración propia. 
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segura por esta franja territorial y una movilidad óptima para desarro- 
llar la guerra, sin embargo, en los años noventa se fue expandiendo 
hasta llegar a lugares más centrales a nivel regional (Ávila, 2011), por 
ejemplo, los cascos urbanos de cada municipio en donde existían ins- 
tituciones como estaciones de Policía, juzgados, sede de la Registradu- 
ría Nacional, Alcaldía Municipal, recinto del Concejo Municipal, entre 
otras; su interés para este tiempo y lugar era construir bases sociales 
para la “toma de Bogotá” (Aguilera, 2013). En consecuencia, en las 
veredas de la mencionada área de la subprovincia del Sumapaz se desa- 
rrollaron plenamente los órdenes sociales armados, lo que no ocurrió en 
otros lugares más interdependientes como Fusagasugá, donde tan solo 
se desplegaron repertorios violentos como la extorsión y el secuestro 
por parte de las FArc-EP. 


INustración 1. Ubicación geográfica de los lugares 
de transición de los órdenes sociales armados de la 
subprovincia del Sumapaz, años 1990-2004 


MAGNA_Colombia_Bogota 
'ransverse_Mercator 


1:407.659 


022545 9 135 18 
a lometers 


Fuente: Elaboración propia con base en el mapa realizado por Dick Rodríguez. 
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En los mencionados lugares de la subprovincia del Sumapaz en donde 
transcurrían los órdenes sociales armados de las FARC-EP, se desarrolla- 
ron significativos dinamismos a lo largo de los años 1990-2004, sobre 
todo en términos de formas de gobierno, parámetros de comportamien- 
to, adhesión social, activismo político formal e informal, justicia comu- 
nitaria y uso de la violencia. Con el fin de distinguir estas transiciones, 
este periodo de órdenes sociales armados se agrupará en dos: por un 
lado, el auge del orden social armado y la violencia dosificada (1990- 
1996) y, por otro lado, la crisis en el orden social armado y aplicación 
de violencia indiscriminada (1997-2004). 


INustración 2. Número de repertorios violentos realizados por 
las FARc-EP en la subprovincia del Sumapaz, años 1990-2004 


Cuenta de Responsables 


47 
30 
23 
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20 16 
13 
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1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 


u 


Auge del orden social armado y la violencia dosificada Crisis en el orden social armado y aplicación de violencia indiscriminada 


Orden social + Años Y td 


Fuente: Elaboración propia con base en distintas fuentes?. 


3 Libros, artículos indexados, revista Noche y Niebla del CINEP, datos encontrados 
en las noticias de El Tiempo, El Espectador, Voz Proletaria, archivos del Concejo y 
otras instituciones de los diferentes municipios, archivos de emisoras comerciales 
de Fusagasugá y publicaciones del Centro Nacional de Memoria Histórica 
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Auge del orden social armado y la 
violencia dosificada (1990-1996) 


En la subprovincia del Sumapaz históricamente han surgido liderazgos 
sociales y políticos de resonancia nacional. Buen ejemplo de ello son los 
casos de: Erasmo Valencia, en el marco de las luchas por la titulación de 
la tierra en los años veinte y la lucha política agrarista del Partido Agra- 
rio Nacional de los años treinta; Jorge Eliécer Gaitán, en el contexto de 
la lucha política del liberalismo gaitanista y del partido político Unión 
Gaitanista de Izquierda Revolucionaria (UNIR), entre los años treinta 
y cuarenta; y Juan de la Cruz Varela, dentro de la lucha agraria y del 
reformismo rural entre mediados de los años treinta hasta su muerte en 
los años ochenta (Londoño, 2011). No es de menor importancia seña- 
lar que en la subprovincia del Sumapaz, para la época de La violencia 
(1948-1958), muchos de estos dirigentes agrarios se convirtieron en 
líderes de guerrillas liberales que contaban con amplio respaldo social 
(Buitrago, 2006). Después de entregar las armas, mayoritariamente los 
mencionados líderes estuvieron a la cabeza de las invasiones y las titu- 
laciones de tierras en el Sumapaz desde los años sesenta hasta finales 
de los ochenta (González, 1996). 


La inserción social de las FARC-EP en la subprovincia del Sumapaz inició 
a raíz de algunos relacionamientos que había tenido la guerrilla con 
algunos lugareños. Estos, aunque eran pocos, mayoritariamente habían 
sido liberales gaitanistas, guerrilleros liberales de los años cincuenta, 
líderes locales del movimiento agrario, líderes sociales de juntas de ac- 
ción comunal (JAc), militantes del Partido Comunista Colombiano o 
pertenecientes a una O varias de las ya mencionadas organizaciones. 
Con estas débiles redes sociales, las FARC-EP se fueron vinculando con 
las comunidades por medio de la exaltación de los elementos simbó- 
licos y discursivos del pasado agrario del Sumapaz, con el ánimo de 
construir afinidades de grupo. 
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Este tipo de narrativas de las FARC-EP fueron paulatinamente constru- 
yendo un ideario común entre la población campesina de la subprovin- 
cia y la organización guerrillera, con lo cual la guerrilla se fue insertan- 
do fácilmente. Buen ejemplo de ello fueron las simetrías en torno a la 
constante lucha del campesinado por conseguir tierra versus la visión 
teleológica de las FARC-EP sobre distribuirla entre quienes la trabajasen; 
las mejoras sociales que constantemente solicitaron las poblaciones 
campesinas del Sumapaz frente al programa agrario que tenía la guerri- 
lla; el pasado guerrillero liberal de muchos campesinos sumapaceños 
que sobrevivieron a la violencia conservadora versus la narrativa de las 
FARC-EP sobre el uso de las armas como una forma segura de participar 
en política. 


Yo comencé como miliciano porque mi abuelo era comunista, él fue escolta 
de Juan de la Cruz y había estado en la pelea [guerra] [...], yo hice varios 
cursos de guerrillero, y cuando todo estaba listo, no se pudo [...] después 
hice el trabajo con la Junta [JAc] y me di cuenta que era por ahí, que era 
lo mismo que la guerrilla: trabajar por la gente, solo que sin armas. (Rafael 
Gutiérrez, entrevista, 2022). 


Pasados estos primeros acercamientos en el Sumapaz entre la población 
civil y la guerrilla, esta última identificó las principales necesidades 
sociales que había en el territorio para inicios de los años noventa, es 
decir, seguridad, justicia y bienestar social. Con respecto a las dos pri- 
meras la guerrilla propuso el castigo a los funcionarios públicos corrup- 
tos, ladrones de ganado, delincuentes comunes, expendedores y comer- 
cializadores de estupefacientes, prostitutas y vecinos problemáticos, y 
aplicó repertorios violentos como advertencia a estas personas sobre 
su “indeseable” presencia en el territorio, por lo que fueron paulatina- 
mente abandonando el Sumapaz, y con ello las FARC-EP se legitimaban 
localmente, incluso, cuando estas personas “indeseables” no se iban 
del territorio la guerrilla las asesinaba. 
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Yendo para el páramo en un jeep [vehículo todoterreno], nos encontramos 
el cuerpo de una persona, el cual estaba colgado y con un letrero en el 
pecho que decía: ladrón. Nadie comentó nada en el carro, pero al llegar 
a la casa mi papá me dijo que a ese señor le habían avisado que se tenía 
que ir del pueblo porque estaba robando en las fincas. (Yaneth Molina, 
entrevista, 2019). 


Así mismo, las FARC-EP por medio de sus órdenes sociales armados 
propiciaron el cuidado del páramo, la protección de fauna silvestre, la 
prohibición de pescas y talas indiscriminadas (César González, entre- 
vista, 2017). Por ejemplo, la guerrilla utilizaba el código del Opón* para 
disciplinar el comportamiento del campesinado en torno al cuidado del 
medio ambiente. En el Sumapaz este “código” era utilizado, aunque 
con otro nombre, y no solo con fines altruistas. En efecto, las FARC-EP 
tenían que tener un control total de las personas que ingresaban a su 
territorio, por ello, los pescadores, cazadores silvestres, turistas y cami- 
nantes del páramo debían tener permiso de la organización guerrillera 
para realizar sus actividades. 


Como ya se dijo en las primeras páginas de este texto, en la subpro- 
vincia del Sumapaz hubo algunas características territoriales, políticas, 
económicas y sociales que concluyeron en una reducida presencia de 
bienes públicos y significativas debilidades institucionales para incidir 
en el territorio (EsaP y FODESEP, 2018), menor interdependencia con el 
centro político (Fusagasugá y Bogotá) y una discontinua participación 
en los procesos de gobierno estatal. En consecuencia, a lo largo del si- 
glo xx se fueron configurando formas comunitarias de la organización 


4 Según Mario Aguilera Peña, fue una ley guerrillera sobre la preservación del medio 
ambiente, prohibición de arrojar basuras, desarrollar caza de animales silvestres 
y pescas indiscriminadas en selvas, bosques y páramos. El incumplimiento del 
código generaba multas impartidas por la guerrilla hacia los ciudadanos infracto- 
res. Entre otras cosas, estos códigos eran implantados debido a las dificultades del 
Estado para controlar los daños al medio ambiente en zonas periféricas. 
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social y campesina a la hora de gobernar el territorio, hasta el punto de 
volverse sólidas prácticas de administración pública encabezadas por el 
movimiento agrario, las Jac y los distritos de riego, en las cuales se in- 
sertó la guerrilla. Según algunas versiones, la coexistencia del Estado, la 
sociedad y los actores armados en la subprovincia, para los años 1990- 
1996 fue tan amplia que, en algunas ocasiones, las vías terciarias fueron 
construidas con maquinaria del municipio, con la mano de obra de 
los mismos campesinos, mientras que las FARC-EP aportaban recursos 
económicos y coordinaban los trabajos comunitarios de la construcción 
(alias María Eugenia, entrevista, 2017). 


Con lo anterior coincide el excomandante del Frente 27 de las extintas 
Farc-Er, Jairo González Mora, en su momento alias Byron Yepes, co- 
nocedor de las dinámicas del conflicto armado en el Meta y Sumapaz e 
hijo del líder agrario del Sumapaz Gerardo González: 


En el Sumapaz [...] nosotros no le decíamos a la gente qué hacer, dejába- 
mos que la sociedad a través de las juntas tomara decisiones y nosotros nos 
articulábamos. Recuerdo que, a la hora de arreglar vías, el alcalde colocaba 
la maquinaria, los finqueros salían a trabajar y nosotros organizábamos la 
gente, les decíamos que fulanito pone una vaca porque tiene más y fulanito 
pone un obrero porque tiene menos, y arreglábamos la vía. (Entrevista, 
2017). 


Lo anterior no quiere decir que las FARC-EP fueran una organización de 
carácter benéfico, ni tampoco que las vías terciarias de la subprovincia 
se mantuvieran en un estado óptimo. Sin embargo, este interés de la 
guerrilla por participar en la administración pública no estatal fue la 
oportunidad para legitimarse como un actor útil en el territorio y gene- 
rar adhesiones sociales con el campesinado, estimulando emociones de 
indignación ante las injustas e insuficientes presencias e incidencias del 
Estado en el territorio. 
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En el Sumapaz nunca ha habido Estado, al campesino por su propia cuen- 
ta le ha tocado hacer sus vías, pagar los profesores, hacer las tuberías del 
agua [...] la guerrilla nos ayudó más que el propio alcalde para que se 
hiciera esta vía. (Diógenes Ramírez, entrevista, 2022). 


En todo caso, las diferentes acciones de las FARC-EP que disciplinaban el 
comportamiento de la población civil en torno a trabajos comunitarios 
y actividades que atentaban contra la convivencia y el medio ambiente 
tuvieron simetría con los problemas sociales del territorio, es decir, no 
solo eran percepciones de la guerrilla, sino temas del debate público 
(Concejo Municipal de Cabrera, 1989, p. 7). En este sentido, las FARC- 
EP se insertaron en términos políticos, discursivos e ideológicos en un 
mundo rural empobrecido y con significativas inequidades, en donde 
las demandas de la sociedad y las ofertas de la guerrilla se encontraron. 


Es necesario decir que el antagonismo entre las agencias del Estado y 
las FARC-EP no se presentó en todos los casos. Si bien estaban en guerra, 
en ocasiones (1990-1996) a nivel local coexistieron y la resolución de 
conflictos era de doble vía, pues mientras la Policía Nacional existía tan 
solo en los cascos urbanos de los municipios del Sumapaz y se encarga- 
ba de la convivencia y la seguridad, en las áreas rurales estos aspectos 
eran mayoritariamente controlados por las FARC-EP, cuestión que llevó 
a la disminución de conflictos entre vecinos, violencia veredal, mal- 
trato intrafamiliar, entre otros (Hernando Bejarano, entrevista, 2016). 
Obviamente, esta “mejora” de la convivencia fue fruto, en parte, de un 
dominio profundamente violento e ilegal. 


Si bien las FARC-EP aplicaron violencia dosificada en contra de “perso- 
nas indeseables” y personas que incumplían los órdenes sociales arma- 
dos, y la población civil mayoritariamente toleraba esta situación, en 
algunos casos el movimiento campesino, las organizaciones comunita- 
rias y la población civil se opusieron a las acciones de las FARC-EP, al 
considerarlas arbitrarias. Por ejemplo, aunque las orientaciones políti- 
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cas de la guerrilla eran asesinar a los alcaldes señalados de corruptos, 
la comunidad no aprobaba la aplicación de la pena capital. Si bien las 
FARC-EP orientaban a la comunidad, la decisión era de las organizacio- 
nes comunitarias (Uribe, 2001). 


El alcalde de San Bernardo [en 1993] era muy querido por la comunidad, 
algunas personas decían que había corrupción en la Alcaldía, por eso la 
guerrilla determinó que iba a matarlo, pero la comunidad no dejó que esto 
pasara. (Pablo Jaramillo, entrevista, 2019). 


Por otra parte, ainicios de los años noventa las agencias no militares del 
Estado tenían muy poca capacidad de recursos técnicos y económicos 
para apoyar el desarrollo local, en consecuencia, existía déficit en ma- 
teria habitacional, en la construcción y mantenimiento de vías tercia- 
rias, en el fortalecimiento del sector de la salud y en el agenciamiento 
del sector educativo. Lo anterior afectaba directamente a la producción 
agrícola de pequeña escala que predominaba en la subprovincia. Cues- 
tiones como el crédito agropecuario y el desarrollo agroindustrial eran 
inexistentes, excepto por algunas bonanzas agrícolas que oscilaban en 
el tiempo, producto de la venta de cultivos de fríjol, el comercio de la 
papa y la venta de ganado. 


Desde 1992, con la creación de las Unidades Municipales de Asistencia 
Técnica y Agropecuaria (UMATA), los renglones de la economía local y 
regional se fortalecieron (Concejo Municipal de Cabrera, 1992) y las 
Farc-EP se articularon a las mejoras institucionales, permitiendo el in- 
greso de funcionarios públicos de las UMATA a los territorios de dominio 
guerrillero, en donde otras agencias no podían hacerlo, por ejemplo, las 
agencias de inteligencia de las fuerzas militares, inspectores de policía, 
jueces, entre otros. De este modo, no es posible afirmar que a causa de 
la presencia de las FARC-EP en el Sumapaz se producían mejoras en el 
desarrollo local, pero, por lo menos, la guerrilla no era un impedimento. 
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En cuanto a la prestación del servicio educativo hay que decir que en la 
subprovincia hubo dificultades importantes en primaria y secundaria, 
como resultado de una falta constante de profesores, escuelas en mal 
estado, condiciones económicas adversas de los estudiantes para asis- 
tir a clases e inversiones estatales insuficientes (Concejo Municipal de 
Cabrera, 1990a). Frente a estas debilidades institucionales la guerrilla 
hablaba con los funcionarios locales implicados en el asunto, como los 
alcaldes municipales, para que estos últimos hicieran lo posible por 
solucionarlas, al tiempo que disciplinaban a los padres de familia para 
que, sin importar el costo económico que significara, enviaran a sus 
hijos a la escuela y al colegio (Pablo Jaramillo, entrevista, 2019). 


Por otra parte, el sector docente fue bastante activo en la forma de go- 
bernar la subprovincia. Desde inicios de los años noventa los maestros, 
mancomunadamente con las JAc y las asociaciones de padres de fami- 
lia, generaron actividades de ordenamiento social, regulación y gestión 
de recursos para la inversión en el sector educativo. En la gran mayoría 
de escuelas rurales los docentes afrontaban gran parte de los problemas 
comunitarios y la sede escolar era el punto de confluencia de las difi- 
cultades públicas de las veredas de la subprovincia (Concejo Municipal 
de Cabrera, 1990a, p. 19). 


Este tipo de fenómenos presentes en las escuelas de la subprovincia del 
Sumapaz fueron una tendencia en Colombia. Sobre esto, Mario Aguile- 
ra Peña (2014, p. 435) hace una descripción generosa y la cruza con un 
elemento muy relevante en todo este asunto: la justicia guerrillera como 
parte del contrapoder de las FARC-EP en el caso colombiano. A propósi- 
to, para Aguilera, la guerrilla disciplinó el comportamiento de la socie- 
dad en tres direcciones: la justicia ejemplarizante, la justicia retaliadora 
y el contrapoder en los territorios disputados, lo cual es ineludible para 
comprender la proclamación del surgimiento del Estado independiente 
de las FARC-EP, el 25 de febrero de 2002, desde el municipio de La Unión 
Peneya, departamento del Caquetá (2014). 
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Volviendo al tema de las escuelas en Sumapaz, la mencionada camara- 
dería pasaba por momentos de tensión cuando había enfrentamientos 
militares entre las FARC-EP y el Ejército Nacional, pues los niños no 
podían asistir a clases, tampoco los docentes podían llegar a las aulas, 
y con el paso del tiempo fueron numerosos los maestros que solicitaron 
traslado a otros municipios, a raíz de las condiciones de orden público 
(Concejo Municipal de Pasca, 1996). A su vez, el campesinado de la 
subprovincia autónomamente fue centrando su atención en las caren- 
cias educativas. Ejemplo de ello es el caso de la Localidad 20 de Bogotá, 
en donde los profesores eran contratados y pagados por la junta de 
padres (Genaro Riveros, entrevista, 2016). 


En los municipios de Cabrera y Pasca la presencia institucional se fue 
incrementando con el paso del tiempo, la oferta de actividades sociales 
promovidas por el Estado creció, y se construyeron obras como la pla- 
za de mercado, polideportivos y bibliotecas municipales. Por los años 
1993 y 1994 hubo un fortalecimiento financiero por efecto de convenios 
con el Fondo de Desarrollo Local (Concejo Municipal de Pasca, 1994a) 
y entidades estatales como la Corporación Autónoma Regional (CAR) 
entraron a regular los temas medioambientales, fortaleciendo una cul- 
tura de cuidado del medio ambiente y los recursos naturales (Concejo 
Municipal de Cabrera, 1994). Lo anterior compaginaba con las posturas 
de las FARC-EP, quienes hasta el momento regulaban estos temas y, por 
tanto, no se opusieron. 


En el bienio 1994-1995 mejoró significativamente la condición de las 
vías terciarias, los distritos de riego y la pavimentación de zonas urba- 
nas de la subprovincia (Concejo Municipal de Pasca, 1995a), posible- 
mente por una participación activa por parte de la población civil. No 
menos importante es recordar que las FARC-EP disciplinaban con reper- 
torios violentos a las personas para que se incorporaran y participaran 
de organizaciones como las Jac, las juntas directivas de los distritos de 
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riego, las juntas veredales, entre otras, es decir, había una causalidad 
entre estos fenómenos. 


Era una orden [de las FARc-EP] que todos los integrantes de una familia de- 
bían estar en los movimientos de masas: los padres en la junta de padres, 
los jóvenes en la Juco, los adultos en las juntas de acción comunal y así. 
(Alias Rocío, entrevista, 2017). 


Como se puede deducir, las JAC y las juntas directivas de los distritos de 
riego veredales fueron las organizaciones comunitarias con más partici- 
pación en la vida política y las acciones de gobierno en la subprovincia. 
A su vez, la ausencia de fuerzas de policía en el área rural hizo que 
la sociedad mayoritariamente acudiera a estas organizaciones comu- 
nitarias para la resolución de conflictos. En esta dirección, las FARC-EP 
vieron otra oportunidad de ganar adhesiones sociales y legitimidad, al 
intermediar como jueces. Al principio la guerrilla actuaba en concor- 
dancia con las organizaciones sociales para establecer justicia, con el 
paso del tiempo esta intermediación fue mucho más constante, al punto 
que terminó encargándose plenamente de la resolución de conflictos. 
De esta manera, hubo un equilibrio entre la demanda de justicia por 
parte de la sociedad civil y la oferta de violencia por parte las FARC-EP 
para que la justicia se cumpliera (Fabio Martínez, entrevista, 2017). 


Asimismo, las JAC presentaron a las agencias estatales locales peticio- 
nes de atención en salud, intentado encontrar soluciones a la falta de 
personal médico, al deterioro de las instalaciones de los puestos de 
salud y a la falta de implementos para atender pacientes: eran años 
de deficiente atención en salud en el sector rural (Concejo Municipal 
de Pasca, 1994b). En este sentido, las FARC-EP realizaron una interme- 
diación embrionaria de poder ante los alcaldes municipales para que 
atendieran el asunto, pero no existe evidencia de que estos funcionarios 
solucionaran efectivamente este problema público. Según el presidente 
de la Jac, Fabio Martínez, el tema de salud fue solucionado: “La junta 
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de acción comunal contaba con el respaldo de la guerrilla, el presiden- 
te de las Jac contaba con el respaldo del comandante (guerrillero), la 
gente (de la vereda) lo sabía, el alcalde lo sabía y todos hacían caso” 
(entrevista, 2017). 


Si bien ya se mencionó el cuidado del medio ambiente por estos años 
y la influencia de la guerrilla en torno a ello, en el Sumapaz sucedió 
otro fenómeno interesante con respecto a los distritos de riego vereda- 
les, pues estos se encargaban del cuidado de las fuentes hídricas y las 
zonas naturales de recarga de agua. Ello hacía que las agremiaciones 
de distritos de riego veredales realizaran trabajos comunitarios para la 
construcción de tanques de reserva, colocación de tuberías, filtros para 
los puntos de captación, entre otros. La guerrilla obligaba a las personas 
a asistir a esas asambleas y “días de trabajo”, y multaba a quienes no 
se vincularan a estas actividades. Con el paso del tiempo estas cosas 
fueron estrechando el lazo de confianza entre la sociedad y la guerrilla 
(Concejo Municipal de Pasca, 1995b). 


En Colombia, la población en algunos casos legitimó a las FARC-EP, no 
por una profunda afinidad ideológica con la subversión, sino por la 
utilidad práctica de la administración pública no estatal que la guerrilla 
implantó (Launay-Gama y González, 2010, pp. 56-57). En el caso parti- 
cular del Sumapaz, las acciones armadas de las FARC-EP con respecto al 
tema ambiental y de los distritos de riego se basaron en la coacción, el 
consenso y en algunas ocasiones en el disciplinamiento social mediante 
el cobro de multas (Facundo Baquero, entrevista, 2016). 


Entre los años 1990-1996 las FARC-EP desarrollaron en la subprovincia 
acciones no formales de gobierno, respetando los espacios formales del 
debate político, es decir, acatando el ejercicio de los partidos políticos, 
en su mayoría los tradicionales y de izquierda. A pesar de ello, en el 
momento que se intensificaban las campañas políticas o el conflicto so- 
cial armado los partidos políticos eran objeto de señalamientos por par- 
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te de diferentes actores sociales (Concejo Municipal de Cabrera, 1990b) 
y las FARC-EP se limitaban al debate político con las personas a cargo de 
las JAc y los distritos de riego, mientras que en ocasiones disciplinaban 
el actuar de los funcionarios públicos, es decir, la guerrilla participaba 
de las discusiones políticas locales pero de modo informal, sin tener un 
vínculo con la política formal y los políticos profesionales. 


Es importante señalar que, mayoritariamente en la Localidad 20 de 
Bogotá y minoritariamente en municipios como Pasca, Cabrera y San 
Bernardo, hubo una organización social alrededor de los sindicatos 
agrarios. Por ejemplo, el Sindicato de Trabajadores Agrícolas del Suma- 
paz (SINTRAPAZ) fue la organización no gubernamental que coordinó de 
manera protagónica las acciones de gobierno y promovió la conviven- 
cia, de la mano de las juntas de padres, las Jac y los distritos de riego 
veredales (Castañeda y Niño, 2017). 


Un elemento bastante relevante fue la transición política de la subpro- 
vincia, pues en municipios como Cabrera y Pasca, de 1990 hasta 1996, 
el Partido Liberal incrementó su poder político-electoral, mientras que 
los partidos de izquierda decrecieron. La Localidad 20 de Bogotá estuvo 
constantemente coordinada por SINTRAPAZ, el cual no tenía mayorita- 
riamente pretensiones político-electorales, en tanto que en municipios 
como Arbeláez, San Bernardo y Venecia el poder político se concentró 
en los partidos tradicionales. Las razones de lo anterior pueden ser di- 
versas y complejas; respecto a los órdenes sociales armados es posible 
pensar: i) que la población civil se fue sintiendo más cómoda en la 
política informal de los distritos de riego veredales y las JAc que dentro 
de los partidos políticos; ii) el impacto social de las tomas armadas a 
los cascos urbanos fue muy alto y negativo hacia la izquierda política, 
pues no hay que olvidar que la sociedad civil identificaba cercanías 
ideológicas entre partidos políticos de izquierda y las FARC-EP; y iii) el 
decrecimiento del trabajo político comunitario por parte de facciones 
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políticas de izquierda fue importante y ello pudo influir en el suscrito 
viraje (Concejo Municipal de Cabrera, 1990b). 


Tabla 2. Concejales por partidos políticos en el municipio de Pasca 
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Concejales municipales de Pasca 
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 


Tabla 3. Concejales por partidos políticos 
en el municipio de Cabrera 
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Ahora bien, con respecto a la influencia de los órdenes sociales arma- 


dos de las FARC-EP en los comerciantes de la subprovincia del Suma- 
paz, es posible decir que entre los años 1990-1996 la guerrilla cobraba 
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rentas ilegales como extorsiones, boleteos y secuestros, por ende, las 
regulaciones sociales y el disciplinamiento se inclinaron a la aplicación 
de repertorios violentos con fines económicos, lo que generaba serias 
dificultades para prosperar económicamente, pues se aumentó la es- 
tigmatización del territorio, se alejó la inversión desde otras regiones, 
se disminuyó significativamente el turismo, hubo fuga de capitales y 
las garantías para realizar actividades económicas se redujeron (José 
Porrúa, entrevista, 2017). 


En los años 1995 y 1996 los órdenes sociales armados de las FARC-EP en 
la subprovincia fueron cada vez más férreos. El éxito militar, político y 
económico de la guerrilla en el Sumapaz le permitió establecerse como 
el tercero garante del territorio, y aumentar el número y monto de las 
contribuciones o impuestos revolucionarios”, cuestión que no era bien 
vista por la sociedad, pues poseer un local comercial, algunos automó- 
viles o fincas significaba que para la guerrilla esas personas eran los 
“ricos” de la región. La anterior situación se fue agravando en la medi- 
da que la población civil y las personas extorsionadas evidenciaron que 
sus “impuestos revolucionarios” terminaban siendo parte del pecunio 
personal de milicianos y pequeños mandos (José Porrua, entrevista, 
2017). 


En otra dirección, aunque la vocación de las FARC-EP en el Sumapaz 
no fue ofrecer oportunidades de empleo o de movilidad económica a 
las personas que se vincularan a la organización en tareas logísticas, 
este tipo de vínculos existieron esporádicamente. En efecto, algunos 


5 Según Carlos Medina Gallego, en el texto FARC-EP y ELN una historia política com- 
parada (1958-2006), publicado en 2010, el impuesto revolucionario o de guerra fue 
un valor económico a pagar por parte de la sociedad para financiar las guerrillas 
latinoamericanas. Los “contribuyentes” habituales de este impuesto revoluciona- 
rio eran terratenientes, grandes capitalistas e inversionistas de la región donde la 
guerrilla tenía incidencia. Esta metodología de financiamiento de las guerrillas lati- 
noamericanas fue utilizada por la guerrilla del 26 de Julio (Cuba), por la ETA (País 
Vasco), IRA (Irlanda), así que su origen no es claramente identificable. 
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campesinos vendieron bienes a la guerrilla como leche, huevos, cerdos 
y mulas, al tiempo que le prestaron servicios logísticos como llevar y 
traer información, cobrar extorsiones, transportar productos de primera 
necesidad desde los cascos urbanos hasta los lugares de asentamiento, 
entre otros. En todo caso, algunos campesinos de la subprovincia se 
convirtieron en enlaces de la guerrilla, con lo que obtuvieron algunos 
privilegios en el territorio. 


Cuando la guerrilla estaba [en el Sumapaz] nos iba muy bien, a mi mamá 
le compraban la leche y una que otra gallina [...] como mis primos los 
acompañaban, terminaron haciéndoles favores, ellos [los primos] iban a 
todo lado a nombre de la guerrilla [...] a mis primos eso les servía para que 
les fiaran en el billar, las cantinas y los supermercados, también ellos se 
quedaban con plata. (Óscar de la Cruz, entrevista, 2022). 


Otro testimonio que va en la dirección anterior es el siguiente: 


Yo era el encargado de algunas caletas [...] llegaron a mi casa [las FARC- 
EP] y me dijeron: —toca darle una plata al viejito XXXxx, pues ese señor se 
atravesó ese páramo, lloviendo, con unas mulas que traían munición [...] 
páguele lo de las mulas. (Alias Juan libreta, entrevista, 2022). 


Estos intercambios eran frágiles convenciones entre las FARC-EP y al- 
gunos campesinos de confianza que estimulaban la continuidad de las 
lealtades mutuas. Probablemente los montos económicos que estaban 
en juego no eran atractivos para ningún trabajador de la ciudad o un 
profesional, pero en la subprovincia del Sumapaz eran una posibilidad 
de tener un ascenso social rápido y un ingreso en medio de una econo- 
mía campesina poco productiva. 


A pesar de lo anterior, es necesario recordar que para estos años se es- 


taba desarrollando una guerra, y el enemigo natural de las FARC-EP en 
el Sumapaz eran las fuerzas militares, por ello la guerrilla intentó direc- 
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cionar la población civil hacía sentimientos de indignación e injusticia 
frente a esa institución, lo cual en algunos casos no tuvo mucho efecto 
pues esta se mantuvo neutral, pero en otros terminó tomando partido 
en el conflicto ofreciendo apoyo y lealtad a las FARC-EP. 


Yo comencé como miliciano [...] a mí el Ejército me mató a mi familia 
cuando fue el Estatuto de Seguridad [1982], por eso me vine para acá [Su- 
mapaz] [...] ayudar a la guerrilla era una forma, digámoslo, de venganza. 
(Alias Juan libreta, entrevista, 2022). 


Respecto a las instituciones militares del Estado es posible decir que te- 
nían un reducido nivel de apoyo social, pues las FARC-EP con el tiempo 
construyeron “buenas relaciones” con la comunidad y al ser estas sus 
principales enemigas, la población civil despertó hacia ellas sentimien- 
tos de antipatía. 


En estos lugares de la subprovincia del Sumapaz se desarrolló una fuer- 
te adhesión social hacia la guerrilla, una representación e intermedia- 
ción embrionaria del poder por parte de las FaRc-ErP (Uribe, 2001) y un 
intercambio de bienes y servicios que no fue estático en el tiempo y el 
espacio, y que despertaron cercanía, antipatía, amistades y enemistades 
de guerra a través de los años 1990-1996. Al intensificarse los órdenes 
sociales armados de las FARC-EP estos se insertaron en la gobernanza 
no-estatal* que ya existía antes de la llegada de la guerrilla, hasta el 
punto que paulatinamente desplazaron a otros actores comunitarios 
que eran los rectores en el gobierno. 


6 Formas de gobierno donde la sociedad no utiliza las agencias del Estado para solu- 
cionar sus problemas públicos. 
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Crisis en el orden social armado y aplicación 
de violencia indiscriminada (1997-2004) 


Desde 1997 hubo un significativo cambio en las dinámicas que llevaba 
la guerra en el territorio. Mayoritariamente esto se produjo por dos 
factores: por un lado, la perspectiva exclusiva de control territorial que 
adquirió las FARC-EP sobre el Sumapaz, y, por otro lado, un fortaleci- 
miento sin precedentes de las agencias militares del Estado en el te- 
rritorio, sobre todo en los años 1997 y 2001 (Baquero, 2022). Lo ante- 
rior provocó que el orden social armado de las FARC-EP en el Sumapaz 
sufriera un viraje: incrementó su autoritarismo, extendió la violencia 
indiscriminada y generó una ruptura en las “buenas relaciones” que se 
habían construido en el pasado entre la población civil y la guerrilla; 
algunas relaciones que ya venían mal desde 1990, para los años 1997- 
2004 agudizaron sus conflictos; y, en simultáneo, por cuenta del uso de 
repertorios violentos de forma sostenida en el tiempo, la guerrilla des- 
pertó numerosas enemistades que antes no tenía. Como resultado, en 
la subprovincia aumentaron las dificultades para gobernar el territorio 
y el orden social armado entró en crisis. 


Algunos de los hechos más indiscriminados que realizaron las FARC-EP 
en el Sumapaz fueron: prohibir las elecciones locales, impedir el agen- 
ciamiento de los servicios públicos y decretar el cierre de alcaldías mu- 
nicipales, lo cual se desarrolló en algunas fechas de resonancia como 
las elecciones locales de 1997, la operación Aniquilación del año 2000, 
la ruptura de los diálogos de paz del 2002, la posesión de Álvaro Uribe 
Vélez como presidente de la República el 7 de agosto de 2002 y la ope- 
ración Libertad I en el año 2003. 


El incremento en la violencia influyó en la disminución de la parti- 
cipación de las organizaciones comunitarias en el proceso de gobier- 
no, lo cual afectó seriamente al tejido social de la subprovincia, pues 
la desconfianza se difuminó en el grueso de la sociedad, sobre todo 
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cuando sucedieron hechos violentos de importantes dimensiones como 
las tomas guerrilleras de cascos urbanos en los municipios de Cabrera 
(1997), Venecia (1997), Arbeláez (2001) y San Bernardo (2001). 


Así las cosas, las FARC-EP, ante el desafío de la persecución del Estado, 
apelaron a un recurso que en el pasado les había dado resultado: la vio- 
lencia. Sin embargo, por orientaciones organizacionales a nivel nacio- 
nal esta violencia fue aplicada de forma indiscriminada (Ávila, 2011), lo 
cual conllevó un considerable costo político. Por ejemplo, en el pasado 
para legitimarse en el territorio las FARC-EP amenazaban y asesinaban a 
un número muy reducido de ladrones de ganado, mientras en 1997 ha- 
cían renunciar a cuarenta o cincuenta candidatos al Concejo Municipal. 
En otras palabras, había una desproporción en la violencia con la que 
se quería transmitir el mensaje de control territorial y la cantidad que 
estaba dispuesta a tolerar la población civil. 


En otro sentido, el disciplinamiento social y comportamental ya no te- 
nía el mismo efecto que al inicio de los años noventa, pues las amena- 
zas, boleteos y asesinatos que cometía la guerrilla eran mal vistas por la 
comunidad, al considerarlas autoritarias y desproporcionadas. 


En el 2003 había un señor de Las Mercedes [Venecia], sus hijos se habían 
ido a prestar el servicio y ahora eran policías. La guerrilla hizo que ese señor 
se fuera del pueblo porque le ayudaba al Ejército. Esto le dolió a la comu- 
nidad, porque ese señor no se metía con nadie, era querido por la gente, 
y tampoco ayudaba al Ejército. (Leonardo Lázaro, 2022). 


El incremento en el pie de fuerza de la Brigada xi del Ejército Nacio- 
nal y la Policía Nacional no solo se vio reflejado en la persecución de 
la guerrilla. Progresivamente las agencias militares del Estado central 
intentaron estar a cargo plenamente de la seguridad y justicia, de tal 
suerte que el incremento del poder bélico por parte de las fuerzas mili- 
tares en el Sumapaz develó una competencia por el poder entre actores 
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legales e ilegales. En el proceso de sociogénesis del Estado en el Suma- 
paz, las fuerzas militares no eran las protagonistas de la seguridad ciu- 
dadana, lo que llevó a un complejo proceso de tensión entre la Policía 
Nacional y la población civil. Ejemplo de lo anterior son las palabras 
de un concejal de la época: “Considero que la comunidad no cree en la 
justicia [prestada por la institucionalidad], mi concepto personal es que 
la Inspección de Policía no hace falta en Pasca” (Concejo Municipal de 
Pasca, 1999). 


Mientras se llevaba a cabo este lento proceso de disputa por el poder, se 
incrementó la inseguridad en la subprovincia, como lo señaló el alcalde 
de Pasca, Rafael Cubillos, en una sesión del Concejo Municipal: “El día 
del atraco una persona llamó al comando de Fusagasugá y no atendió 
el llamado, por la mala imagen que tenemos de zona guerrillera [...] 
esto concuerda con la gran cantidad de robos de ganado en las veredas 
y los robos a la gente en el sector de Alaska”” (2001). De forma muy 
similar, las tensiones por el poder entre las FARC-EP y las fuerzas mili- 
tares y policiales llevó a cambios en las lealtades de los simpatizantes 
de las instituciones: por miedo, conveniencia o dinero delataban a la 
guerrilla, inclusive algunos sectores estaban bastante alineados con es- 
tas entidades estatales, sobre todo en los casos de algunos enemigos de 
las FARC-EP generados en el pasado por cuenta de la violencia selectiva. 


En síntesis, el incremento de la cantidad en el uso de repertorios vio- 
lentos y violencia indiscriminada por parte de la guerrilla no lograba 
cohesionar a la sociedad, ya que esta violencia no era lo suficientemen- 
te demoledora como para aplacar a los grupos sociales que le ofrecían 
desafío a las FARC-EP, por ejemplo, la población civil que estaba en opo- 
sición a la guerrilla. Esta violencia tampoco lograba sacar del camino a 
las agencias militares del Estado, que estaban disputando el monopolio 


7 Vereda de Fusagasugá colindante con Pasca, que culturalmente tiene mucha cerca- 
nía con las dinámicas cotidianas de la población de ese municipio. 
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de la fuerza de las FARC-EP en el territorio, por ejemplo, los comandos 
de Policial Nacional. Cabe recordar que este es el periodo en el que la 
violencia llegó a sus máximas magnitudes y, como se dijo anteriormen- 
te, la población no estaba dispuesta a tolerar estos niveles de coerción. 


Otra dimensión en esta crisis de orden social armado fue el estanca- 
miento en la construcción simbólica contraestatal, pues en el pasado la 
guerrilla evocó a líderes agrarios históricos del Sumapaz y eso le generó 
adhesión social con algunos grupos de campesinos de la subprovincia, 
sin embargo, para los años 1997-2004 este tipo de narrativas tenían 
poco efecto en la población civil, pues le resultaban vacíos y carentes 
de sentido a varios grupos de lugareños. 


Por allá para los diálogos del Caguán [1998] la guerrilla nos reunió en la 
escuela y dijo que tocaba apoyar eso [...] y hablaban de los agrarios, de 
Juan de la Cruz, de los chulos, de Laureano Gómez [...], para los abuelos 
todo eso tenía sentido, pero para los más jóvenes, ni fu, ni fa [no significa- 
ba nada]. (Pablo Jaramillo, entrevista, 2019). 


La confrontación entre las FARC-EP y las agencias militares del Estado 
generó imposibilidad de realizar trabajo político con las comunidades 
y desarrollar la “justicia popular” en contra de vendedores informales, 
prostitutas e individuos indeseables en el territorio (Aguilera, 2014, p. 
89), lesionando de esta forma el tejido entre actores sociales del Suma- 
paz, por cuenta de una paranoia colectiva de desconfianza. En conse- 
cuencia, las actividades de las FARC-EP se limitaron a utilizar repertorios 
violentos como amenazas, boleteos, extorsiones, secuestros, ataques a 
la institucionalidad y robos a las tesorerías municipales, cajas menores 
de las alcaldías y sucursales de la Caja Agraria* (Alias María Eugenia, 
entrevista, 2017), dejando de lado acciones como limpieza de vías ter- 
ciarias; proporción de justicia, seguridad y bienestar social, con lo cual 


8 Hoy Banco Agrario. 


REVISTA CONTROVERSIA * N.* 220, ENE-JUN 2023 * ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 325-382 


3601 Jorge Andrés Baquero Monroy 


no solo bloquearon su utilidad en el territorio, sino que también finali- 
zaron las justificaciones discursivas sobre su necesidad en el Sumapaz. 


Como se señaló en la primera parte de este artículo, es necesario que 
los órdenes sociales armados se legitimen constantemente en el tiempo, 
y esto pasa por las dimensiones simbólicas y discursivas del contraesta- 
do, pues durante los años 1997-2004 la población civil, progresivamen- 
te, fue desarrollando su vida sin la tutela de las FARC-EP. Por ejemplo, 
los campesinos acudían a la Inspección de Policía para dirimir sus dis- 
putas de linderos, pues ya no tenía mucho sentido la prohibición de las 
Farc-EP de tener contacto con las fuerzas militares y policiales: estas 
son de las escisiones locales que terminan cobrando protagonismo en 
la guerra. 


Esta señora X había sido secretaría de la Personería, por orden del coman- 
dante [de las FARC-EP], pues ellos tenían una relación amorosa. Cuando 
esto se puso duro [se intensificó la guerra] la señora fue amante del coman- 
dante del Ejército [Nacional] y, pues ella sí sabía todo. (Rafael Gutiérrez, 
entrevista, 2022). 


En esta misma línea de comprender la guerra al identificar las micro- 
motivaciones ante la escasez de empleo y movilidad económica en la 
subprovincia entre 1997-2004, hay que decir que para algunos campe- 
sinos era una salida razonable convertirse en enlaces de las FARC-EP, 
sobre todo al introducirse con más intensidad en las actividades de 
extorsiones y secuestros. Este tipo de apoyo logístico no les significaba 
un ingreso económico importante, a menos que se utilizara esa inter- 
mediación para obtener rentas ilegales propias: 


Para ese tiempo ya había unos vagos que no querían trabajar, que porque 


eran milicianos [...] eso llegaban al pueblo diciendo: mandó a decir el 
comandante que necesita tanto [dinero], que me de unos litros de aguar- 
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diente para el comandante, que necesito un mercado para el comandante. 
(Ramón Gutiérrez, entrevista, 2022). 


Como resultado del debilitamiento militar y político de las FARC-EP en el 
territorio se presentó una anarquía criminal de ladrones de ganado, ex- 
torsionistas, atracadores y algunos milicianos que se autoproclamaban 
miembros de la guerrilla y de actuar bajo sus disposiciones para eva- 
dir la persecución de la ley, obtener fácilmente rentas ilegales, generar 
miedo en la comunidad y aumentar la desconfianza entre los diferentes 
actores sociales de la subprovincia. Para este momento los órdenes so- 
ciales armados de las FARC-EP oscilaban entre el autoritarismo y la total 
desorganización: 


Después de ver todo lo que los milicianos estaban haciendo [extorsio- 
nando], fui a hablar con el mono [alias Jorge Briceño], él me dijo: “Listo 
Ramón, matemos a esa gente y pongamos en el Sumapaz a los que Ud. 
Diga”. Yo conteste: “Yo no tengo a nadie”. Y él me dijo: “Entonces, toca tra- 
bajar con ellos, hagan lo que hagan”. (Ramón Gutiérrez, entrevista, 2022). 


No obstante, las FARC-EP intentaron disciplinar por medio de boleteos 
y amenazas a estos atracadores, extorsionistas, ladrones de ganado, 
milicianos y “aliados del enemigo”. Por supuesto, algunos asesinatos se 
ejecutaron, pero en ellos no hay certeza sí las FARC-EP eran los autores 
y si eso era justificable” (alias María Eugenia, entrevista, 2017). De 
manera análoga, en este mar de desconfianza y de cruce informativo 
desorganizado, la guerrilla no tenía mucho control sobre la información 
que le llegaba ni sobre su veracidad, tampoco sobre las acciones que 
se ejecutaban. 


A mí me extorsionaron varias veces [2001], fue mucha plata y yo no soy 
rico. Tomé la decisión de irme para arriba [páramo del Sumapaz] y hablar 
con los comandantes [de las FARC-EP] [...] el comandante sacó una libreta 
y me dijo: A Ud. lo han reportado tres veces, que Ud. trabajaba con no- 
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sotros y ahora le ayuda al Ejército [...] mejor dicho, no solo salí con las 
manos vacías, sino que me tocó irme de la región. (Guatavo Rojas, entre- 
vista, 2022). 


Ahora bien, por los años 1997-2004 en la subprovincia se agudizó la 
situación de los comerciantes, vendedores y compradores de ganado, 
agricultores y notablatos locales por cuenta de las extorsiones y cobros 
de retenciones. La mencionada anarquía criminal hizo que a estas per- 
sonas dinamizadoras de la economía en los territorios les quitaran su 
patrimonio desde tres actores en forma simultánea: las FARC-EpP, los mi- 
licianos y la delincuencia común (Comerciante de víveres de Cabrera, 
entrevista, 2017). 


Los órdenes sociales armados de las FARC-EP en la subprovincia agra- 
varon el problema, ya que ante este universo de fenómenos intensifi- 
caron las extorsiones, pues para la guerrilla los notablatos locales eran 
los auspiciadores del paramilitarismo, los auxiliadores de las fuerzas 
militares y los grandes enemigos de la organización guerrillera. “La ex- 
torsión nunca ha suscitado grandes pasiones políticas” (Pécaut, 1997, 
p. 14) y pretender sustentarla desde el tema ideológico y político era 
bastante difícil. 


Las consecuencias de las extorsiones pueden aglutinarse en dos: el au- 
mento de la antipatía hacia la guerrilla y el desplazamiento. Comer- 
ciantes, notablatos locales y ganaderos huyeron hacia municipios con 
mayores condiciones de seguridad como Fusagasugá, y con estas per- 
sonas también se fueron sus capitales, que eran los que movilizaban la 
economía local (José Porrúa, entrevista, 2017). 


Cuando secuestraron al señor José Porrúa, él acababa de sacar [cosechar] 
papa, después de que pagó [el secuestro] ese señor no volvió por aquí 
[páramo], o sea, quedamos sin trabajo los que sacábamos papa con él. 
(Gilberto Pedroza, entrevista, 2022). 
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De forma muy similar, el sector financiero con incidencia local evitaba 
ofrecer créditos a los comerciantes, y además la propiedad en el casco 
urbano no era atractiva para convertirse en prenda de un crédito banca- 
rio (Comerciante de víveres de Pasca, 2017). En suma, la intensidad del 
conflicto social armado de los años 2002, 2003 y 2004 hizo que descen- 
diera el valor de la tierra, las propiedades y las actividades comerciales 
en la subprovincia. 


Los órdenes sociales armados fueron más fuertes con el disciplinamien- 
to hacia los comerciantes. Los boleteos y extorsiones ya no eran dirigi- 
dos solamente hacia las personas que la guerrilla consideraba los “ri- 
cos” de la subprovincia, sino que estas prácticas se fueron trasladando 
hacia el grueso de la población. Algunos testimonios señalan que en 
toda la región del Sumapaz y Tequendama se recaudaban 3000 millones 
de pesos colombianos al mes, incluyendo los aportes del club El Nogal 
(alias Juan libreta, 2022). Lo anterior decantó en una extorsión indiscri- 
minada y en un incremento de la tensión en las relaciones dentro de la 
sociedad sumapaceña. 


No es de menor importancia señalar que entre 1997-2004 las FARC-EP 
estaban prestas a estimular la emoción de injusticia en el campesinado, 
y con ello sedimentarse socialmente. Por ejemplo, en el año 2001 cien- 
tos de campesinos de la subprovincia tenían deudas vencidas con la 
Caja Agraria, las condiciones productivas de los años anteriores los te- 
nían en una importante crisis y decidieron desarrollar un Paro Nacional 
Agrario (Semanario Voz, 2001). Las FARC-EP impulsaron la protesta, en 
un intento de buscar simetrías ideológicas que en el pasado les habían 
significado adhesiones sociales. 


Cuando el campesinado fue a pedir sus derechos en el Paro [2001] y nos 
tomamos el colegio [1.T.1. de Fusagasugá] la guerrilla dijo: Compañeros, así 
es que toca [...] pero después de eso no hubo reuniones, ni apoyo, ni nada. 
(Diógenes Ramírez, entrevista, 2022). 
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Como se puede observar en el testimonio de esta persona que participó 
en el Paro Nacional Agrario del año 2001, el papel de la guerrilla no 
fue determinante en la génesis y curso de la protesta, a pesar de que 
las FARC-EP intentaban construir una narrativa en la cual ellas partici- 
paban protagónicamente de las luchas sociales. En la misma dirección 
vale la pena señalar que, entre los años 1997-2004, la guerrilla no logró 
embonar ningún discurso que causara indignación popular o justifi- 
cara el desafío al poder del Estado. El caso del Paro Agrario es el úni- 
co hecho documentado sobre este asunto, por ello es posible afirmar 
que nuevamente la guerrilla se estancaba en su necesidad de constante 
legitimación. 


Además, la intensidad del conflicto armado hizo que la aparente siner- 
gia del pasado se lesionara gravemente a la hora de gobernar el territo- 
rio. Las UMATA y los proyectos relacionados con el desarrollo rural esta- 
ban más limitados (Concejo Municipal de Pasca, 1998); los frecuentes 
combates con el Ejército Nacional y las tomas de cascos urbanos dis- 
minuyeron los intereses de diferentes colectivos y personas en invertir 
tiempo y dinero en proyectos posiblemente irrealizables en un contexto 
violento (Concejo Municipal de Cabrera, 1999a). 


De igual forma, debido al aumento en la intensidad del conflicto en el 
bosque alto andino y el páramo de Sumapaz, esta zona se volvió alta- 
mente disputada por los actores armados. En consecuencia, no fue po- 
sible desarrollar políticas no estatales medioambientales o tan siquiera 
de cuidado del medio ambiente. En efecto, la regulación social sobre la 
caza y pesca indiscriminada, y las acciones medioambientales que na- 
cían al interior de los distritos de riego veredales fueron reducidas hasta 
sus mínimos. Los disciplinamientos sociales que habían decretado las 
FARC-EP en el pasado pasaron a un segundo plano, lo cual fue alejando 
aún más a la población de la filosofía de la guerrilla (Concejo Municipal 
de Cabrera, 1998a). 
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En este universo de cambios, los distritos de riego veredales perdie- 
ron toda capacidad de control, coordinación e interrelaciones con el 
gobierno local en materia medioambiental, al igual que la participa- 
ción en la administración pública no estatal para gestionar el agua en 
la subprovincia, la cual se redujo drásticamente. Otras agremiaciones 
comunales tuvieron muchos incentivos para evitar la participación y el 
agenciamiento de estas organizaciones, lo que llevó a que poco a poco 
oscilaran entre el estancamiento y la politiquería (Facundo Baquero, 
entrevista, 2016). 


Para los años 1997-2004 las JAC intentaron desarrollar parte del traba- 
jo social y comunitario que venían afrontando desde la década de los 
noventa, pero con menor fuerza ya que los ataques y enfrentamientos 
armados entre las FARC-EP y las fuerzas militares hicieron que las co- 
munidades se atemorizaran y desistieran de emitir palabras públicas 
en una u otra dirección, y, por supuesto, en sus agremiaciones la in- 
tensidad del conflicto armado no permitía evitar hablar de la escalada 
violenta (Concejo Municipal de Cabrera, 1998b). 


Ante este panorama, la guerrilla se concibió a sí misma como el único 
espacio válido para determinar las formas de comportamiento en el 
territorio, quitándole toda la relevancia a los distritos de riego, las JAC, 
las juntas de padres, cuestión que decantó en el aumento de la arbi- 
trariedad guerrillera. Así mismo, la participación social en los asuntos 
públicos se redujo considerablemente, la estigmatización de la pobla- 
ción limitó la participación en las JAC y las organizaciones comunitarias 
perdieron dinamismo, al tiempo que los órdenes sociales armados que 
habían sido exitosos en el pasado, en torno al trabajo con estas organi- 
zaciones comunitarias, desconocieron a estos actores para el proceso de 
gobierno entre los años 1997-2004. 


A contracorriente, SINTRAPAZ fue la organización que más logró con- 
tener los efectos negativos de la intensidad del conflicto social arma- 


REVISTA CONTROVERSIA * N.* 220, ENE-JUN 2023 * ISSN 0120-4165 (IMPRESO) - 2539-1623 (EN LÍNEA) * COLOMBIA * PP. 325-382 


3661 Jorge Andrés Baquero Monroy 


do entre 1997-2004, pues en comparación con las JAc, los distritos de 
riego, las asociaciones de padres de familia y demás organizaciones 
comunales, el sindicato tuvo más capacidad en el manejo de los mo- 
vimientos sociales, colectivos de abogados, asociaciones campesinas a 
nivel nacional, entre otras. Adicionalmente, la intensidad del conflicto 
armado llevó a SINTRAPAZ a un trabajo comunitario intenso alrededor de 
la defensa de los derechos humanos, en especial desde las operaciones 
militares Aniquilador II (2000) y Libertad 1 (2003). 


El campesinado militante de SINTRAPAZ sufrió para estos años un nú- 
mero importante de capturas, procesos judiciales y encarcelamientos, 
sobre todo por el delito de rebelión; acciones que meses después fina- 
lizaron en absoluciones en la gran mayoría de casos (Morales, 2017). 
Su trabajo político disminuyó a causa de la intensidad de la guerra y la 
estigmatización, como también las motivaciones para ser miembro del 
sindicato y el “relevo organizacional” se detuvo. 


Con respecto a los órdenes sociales armados de las FARC-EP es posible 
decir que en algunos lugares de la Localidad 20 de Bogotá no se lesiona- 
ron significativamente, pues el papel protagónico que aún tenía SINTRA- 
PAZ no hacía necesario el disciplinamiento comportamental que estas 
le habían impuesto a la sociedad civil, y la guerrilla pudo preocuparse 
casi de forma exclusiva de intentar sobrevivir en las cercanías al pára- 
mo de Sumapaz. Sin embargo, esto no significó que los órdenes sociales 
armados de las FARC-EP no cometieran arbitrariedades en el territorio, 
lo que, por supuesto, les fue despertando antipatías en la comunidad 
(Alicia Verdugo, entrevista, 2022). 


Al haber tanta presión sobre las organizaciones comunitarias del Suma- 
paz, el sector educativo rural no tuvo un contexto óptimo para desa- 
rrollar actividades sociales y de enseñanza; además, también hubo un 
estancamiento en las asociaciones de padres de familia, de modo que 
toda la responsabilidad de la crisis educativa recayó sobre los profeso- 
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res (Concejo Municipal de Pasca, 1998), a pesar de que estos debieron 
desarrollar sus actividades de forma discontinua en medio de la gue- 
rra y, por si fuera poco, enfrentar la estigmatización por parte de las 
fuerzas militares, por lo cual nuevamente debieron solicitar traslados 
(Concejo Municipal de Cabrera, 1997). 


El disciplinamiento que antes hacían los órdenes sociales armados de 
las FARC-EP para que los padres de familia llevaran a los niños a la 
escuela no se desarrolló más, por el contrario, los infantes, ante este 
escenario de pérdida de clases, terminaban laborando en sus fincas, 
principalmente en cultivos de papa (Ramírez, 2022). Lo anterior no 
quiere decir que las FARC-EP fueran el factor determinante para que los 
niños estuvieran o no en la escuela, pero sí es posible decir que en la 
agenda de las FARC-EP ya no estaba la presión a los padres de familia 
para que los enviaran a clase. 


Un elemento que puede pasar desapercibido es la financiación de la 
guerra en el Sumapaz. El apoyo financiero a nivel local y regional para 
que las fuerzas militares estuvieran en el territorio afectó a otros secto- 
res como el educativo, el desarrollo social, la infraestructura rural, entre 
otros (Concejo Municipal de Cabrera, 1999a). En este orden de ideas, 
fueron múltiples las problemáticas que enfrentaron estos territorios por 
cuenta de la guerra. Buen ejemplo de ello es el estancamiento en el 
desarrollo local. 


Por otro lado, para 1997-2004, al estar los partidos políticos bloqueados 
en sus territorios y tener que sesionar desde otros lugares “seguros” 
como Fusagasugá y Bogotá, se concentraron en las labores administra- 
tivas de trámite y poco debate público despertaron (Concejo Municipal 
de Cabrera, 1998c), es decir, los partidos políticos cada vez estaban más 
sumergidos en el tema de administración del gasto y la burocratización 
de la política, y alejados de los problemas medulares de la comunidad. 
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Ahora bien, las facciones políticas de izquierda fueron afectadas por 
cuenta de la asimetría ideológica entre los partidos tradicionales y las 
FARrc-EP, visión que se diseminaba hacia la población civil y les restaba 
militancia y simpatía. Palabras más, palabras menos, las facciones po- 
líticas de izquierda en la subprovincia fueron perdiendo apoyo político, 
social y comunitario. 


En adición, los órdenes sociales armados de las FARC-EP, al prohibir 
las elecciones, realizar “juicios políticos” y amenazar a funcionarios 
públicos por supuestos desvíos de dineros (Aguilera, 2014), generaron 
una antipatía mayor al interior de la comunidad, es decir, este disci- 
plinamiento social dirigido a los alcaldes, concejales y personeros no 
surtía la efectividad del pasado y no era legitimado socialmente (Con- 
cejo Municipal de Pasca, 2003). Cabe señalar que lo anterior no fue 
una cuestión sui generis del Sumapaz. Esta postura de las FARC-EP fue 
generalizada en todo el país, lo que llevó a que la guerrilla se alejara 
aún más de los problemas de las comunidades, dejándoles este espacio 
a los políticos tradicionales y profesionales. 


Así mismo, los órdenes sociales armados de las FARC-EP del Sumapaz, al 
ser tan rígidos y con el paso del tiempo poco tolerantes con la crítica de 
su accionar y su discurso, generaron una lesión considerable al diálogo 
entre partidos políticos y sociedad civil; a la deliberación política en es- 
cenarios formales por cuenta de amenazas hacia alcaldes y concejales, y 
al prohibir las elecciones frenaron la posibilidad de mejorar el tejido so- 
cial y comunitario. Los secuestros de alcaldes de la región en 1996-1997 
y la gestión de las alcaldías del Sumapaz desde la Gobernación de Cun- 
dinamarca, impidieron la deliberación política de los asuntos públicos 
en el escenario local, dejando a la subprovincia en el ostracismo político. 


Constancia: 


Los miembros del Concejo Municipal de Pasca en pleno, dejamos constan- 
cia de la difícil situación de orden público por la que está pasando el país. 
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Como concejales hemos sido víctimas de amenazas en contra de nuestras 
vidas por parte de grupos alzados en armas al margen de la ley desde el 
mes de junio de 2002, circunstancias que obstaculizan el normal desarro- 
llo y cumplimiento de las obligaciones como miembros del Concejo [...] 
aún no contamos con las condiciones de seguridad para ejercer funciones 
propias de la corporación en nuestra jurisdicción. (Concejo Municipal de 
Pasca, 2003). 


Conclusiones 


Vistos los diferentes hechos, patrones y dinámicas violentas desarro- 
lladas en el Sumapaz, que modificaron el curso de los órdenes sociales 
armados de las FArc-Ep, es posible decir que estos existen como un 
proceso de sociogénesis del Estado, por ende, cualquier posición so- 
bre su conveniencia e inconveniencia es profundamente moral. De este 
modo, los mencionados órdenes sociales armados son los poderes de 
facto que tensionan con otros poderes centrales y paralelos, y como tal 
deben analizarse. 


La coexistencia entre las FARC-Ep, el Estado y la sociedad sumapaceña 
en los años noventa permite evidenciar que los órdenes sociales arma- 
dos no son un agujero negro donde las agencias del Estado desaparecen 
(Gutiérrez, 2016) y la sociedad, sin oposición, es controlada. Por ende, 
los grupos armados ilegales generan una dominación para establecer 
los órdenes sociales armados, creyendo que controlan totalmente el te- 
rritorio y la población. No obstante, los órdenes sociales armados están 
repletos de tensiones, resistencias, resiliencias y coexistencias donde no 
operan explicaciones simples o maniqueas sobre el monopolio del con- 
trol, la fuerza, la violencia y obediencia. Como Michael Mann (1991) lo 
señalaba, estos elementos son aparentes y el Estado central jamás logra 
controlar totalmente a la población y al territorio. 


Ahora bien, respecto a la trayectoria temporal de estos órdenes sociales 
armados en el Sumapaz, se puede observar que iniciaron como un pro- 
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ceso de consenso y razonamiento acompañado de violencia selectiva, 
sin embargo, se fueron volviendo más autoritarios, rígidos, violentos 
e indiscriminados, hasta el punto que estos fueron, paradójicamente, 
el mayor enemigo de la guerrilla en el territorio. Buen ejemplo de lo 
anterior es el autoritarismo, la desproporción de la violencia y las ene- 
mistades de grupo que se desenvolvieron de forma reducida entre los 
años 1990-1996 versus el incremento desmedido de estos elementos 
entre los años 1997-2004. 


Para los órdenes sociales armados la construcción discursiva y simbó- 
lica como legitimación continua es un tema crucial. En efecto, para el 
Sumapaz, entre los años 1990-1996, estos elementos existían y genera- 
ban asimetrías políticas e ideológicas con la población civil, entre otras 
cosas, porque en este territorio había condiciones preexistentes que lo 
permitían. A contracorriente, entre los años 1997-2004 estos elemen- 
tos eran ausentes, esporádicos y frágiles, con lo cual no se despertaba 
la misma solidaridad y legitimidad del pasado, afectando significativa- 
mente la adhesión social de la guerrilla en el territorio. 


En una dirección muy similar, es posible ubicar el agenciamiento co- 
rrecto del agravio moral y la injusticia como temas cruciales para que 
los órdenes sociales armados logren obediencia de la población civil, y 
con ello garanticen la sedición y rebelión en contra del Estado central. 
Para los años 1990-1996 estos elementos existían y generaban alto im- 
pacto en la población civil, sin embargo, entre los años 1997-2004 es- 
tas características eran sumamente débiles, por tanto, para este último 
periodo de tiempo las FARc-EpP desafiaron al Estado central pero con un 
apoyo social muy limitado. 


Así mismo, el periodo de auge del orden social armado de las FARC-EP 
en la subprovincia del Sumapaz (1990-1996) muestra que la adhesión 
social pasa por un tema de asimetrías políticas, ideológicas y discursi- 
vas, en este caso, en torno al tema de la reforma agraria y la inequi- 
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dad social, y tiene éxito en la medida que el actor armado ofrezca una 
solución práctica y efectiva a un problema público, por ejemplo, la 
seguridad, la justicia o el bienestar social. Por tanto, jamás se hubiese 
podido consolidar un orden social armado en la subprovincia si no hu- 
biera existido una demanda de la sociedad por el disciplinamiento de 
ladrones, cuatreros, funcionarios corruptos y personas problemáticas, 
pedido que fue provisto por las FARC-EP. 


En contraposición, la oferta motivacional económica para que la po- 
blación civil fuera parte de la guerra y legitimara los órdenes sociales 
armados de las FARC-EP fue bastante reducida, y se puede decir que 
dentro de la guerra este tipo de micromotivaciones son una muy buena 
forma de generar lealtades, sin embargo, mantenerlas en el tiempo es 
bastante difícil. En otras palabras, las personas pueden entrar a la gue- 
rra por temas exclusivamente económicos, pero solo por dinero no van 
a volverse obedientes a un orden social armado. A pesar de lo anterior, 
con la reducida evidencia empírica de esta investigación no es posible 
desarrollar ilustraciones concluyentes, por lo cual estas explicaciones 
motivacionales económicas pueden verse de forma más clara en inves- 
tigaciones donde los órdenes sociales armados operan en economías 
ilegales, como en los casos de las zonas cocaleras o de minería de oro 
ilegal. 


En otro sentido, es posible desarrollar una explicación generosa sobre 
la relación de la violencia con los órdenes sociales armados. En efecto, 
la coerción selectiva permite realizar cálculos de ventajas y desventajas 
para la legitimación de los contraestados; a su vez, la violencia dosifi- 
cada despierta un número aceptable de enemistades a cambio de otras 
lealtades que se consiguen como resultado de esta violencia; y, final- 
mente, al aplicar este tipo y volumen de violencia es posible construir 
narrativas de consenso que despierten adhesiones entre la población 
civil. Buen ejemplo de ello es el Sumapaz en los años 1990-1996. 
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En contra de la opinión general, la coerción intensiva genera dificulta- 
des para calcular las ventajas y desventajas de las acciones bélicas, lo 
cual repercute directamente en la deslegitimación de los órdenes socia- 
les armados. A su vez, la violencia indiscriminada despierta un número 
inadmisible de enemistades y hay poca certeza sobre las nuevas leal- 
tades que se consiguen como resultado de esta violencia. Finalmente, 
al aplicar este tipo y volumen de violencia la población construye una 
imagen sobre el orden social armado como autoritario e injusto; eviden- 
cia de lo anterior es la violencia indiscriminada que se desarrolló en el 
Sumapaz en los años 1997-2004. 


Estos elementos que emergen en la investigación sobre la intensidad de 
los repertorios armados evidencian que la coerción es una forma efec- 
tiva de dominación, siempre y cuando esta última sea intensiva, pero 
esta coerción con el paso del tiempo se vuelve muy frágil y los órdenes 
sociales armados no logran sedimentarse en la población civil. En otras 
palabras, la coerción requiere otros elementos para que los órdenes so- 
ciales armados sean sostenidos en el tiempo. Tal vez las FARC-EP en el 
Sumapaz nunca entendieron este complejo uso de la violencia dosifica- 
da, sin embargo, lo anterior no quiere decir que dentro de la población 
civil no existan personas que instrumentalizan al actor armado, legiti- 
man su justicia desproporcionada y añoran la seguridad suministrada 
por actores armados ilegales. 


Derivado de la combinación de los elementos anteriores, es posible 
decir que el abuso de poder por parte de las FARC-EP en el momento 
de mayor solidez en el territorio, llevó a que se lesionaran gravemente 
las relaciones de camaradería, confianza y simpatías con la población 
civil, pues al tener un robusto orden social armado realizaron acciones 
desmedidas hacia la comunidad. Así mismo, los excesos de las FARC-EP 
en el momento de mayor esplendor de los órdenes sociales armados hi- 
cieron que un grupo importante de campesinos, simpatizantes y hasta 
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militantes de la guerrilla se convirtieran en aliados de sus “enemigos de 
guerra” como el Ejército y la Policía Nacional. 


Finalmente, como es posible sospechar, la intensidad de la guerra afecta en 
doble dirección a los movimientos sociales, organizaciones comunitarias y 
población civil en general: por un lado, el Estado central frecuentemente 
los relaciona como aliados de los órdenes sociales armados, y, por otro, 
cuando estos últimos llegan a sus picos de control y obediencia descono- 
cen estos poderes comunitarios. En cualquiera de los dos casos se generan 
dos efectos: uno, que los militantes y simpatizantes de estos movimientos 
sociales y comunitarios se desvinculan de estos últimos para proteger su 
vida; dos, que los mencionados militantes y simpatizantes se radicalizan 
e ingresan a organizaciones mucho más bélicas para entrar a disputar el 
poder, por ejemplo, al integrar a las fuerzas militares o las FARC-EP. 


Nota final: varios nombres de los testimoniantes en esta investigación 
han sido cambiados para proteger su integridad. 
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Anexo. 


Comunicado de una estructura de las Farc-Ep en el Sumapaz, 
donde se advierten algunos lineamientos comportamentales 
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Revista Controversia 


Instrucciones para la presentación de artículos' 


El trabajo coordinado de los autores con la Revista Controversia es 
esencial para llevar a buen término una publicación. Por esto, el texto 
que se desea publicar debe cumplir con algunos requisitos desde su 
misma creación, para lo cual se deben tener en cuenta normas básicas 
de calidad académica, técnica y lingúística. A continuación, se explica- 
rá en detalle dichos requisitos. Lo ideal es, entonces, que sean conoci- 
dos y tenidos en cuenta siempre al bosquejar, componer y presentar las 
contribuciones. 


1. Sobre la revista 


Controversia es una publicación semestral que recibe textos de investi- 
gación, reflexión y revisión relacionados con temas sociales, económi- 
cos, culturales y políticos de Colombia y América Latina, al igual que 
sobre aspectos teóricos que iluminen estos problemas y también siste- 
matizaciones de experiencias en educación popular, organización social 
y desarrollo sostenible. Por lo anterior, se espera que los textos que 
se envíen para evaluación tengan un carácter de artículo publicable y 
no el de un informe de investigación o capítulo de tesis. 


Estas contribuciones deben ser preferiblemente inéditas, pero también 
se aceptan traducciones de textos destacados dentro de lineamientos de 
la revista. Igualmente, a juicio del comité editorial podrá contemplarse 


1 Este manual fue elaborado en el segundo semestre de 2019 y retoma elementos de 
la última versión de la Ortografía de la Real Academia Española de la Lengua (RAE) 
y del Manual de publicaciones de la American Psychological Association (APA), 6* 
ed. Para ampliar la información, el autor puede remitirse a dichos textos. 
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la publicación de una contribución en otro idioma si es considerada 
pertinente para las líneas de trabajo antes señaladas. 


2. Proceso de evaluación 


Los manuscritos que el comité editorial considere apropiados para pu- 
blicación, o aquellos que sugiera el comité científico, serán sometidos 
al arbitraje de especialistas en el tema respectivo. Los evaluadores de 
cada artículo son pares competentes, quienes dispondrán de un mes 
para enviar su concepto. El comité editorial se reserva el derecho de 
aceptar o rechazar los artículos, según los requisitos indicados, o tam- 
bién de condicionar su aceptación a la introducción de modificaciones, 
cuando sean necesarias. El proceso de evaluación es confidencial. Au- 
tores y jurados evaluadores no se conocerán mutuamente. Se utilizará 
un formato para que cada árbitro consigne su concepto sobre la calidad, 
originalidad e importancia del texto evaluado. El artículo obtendrá una 
valoración cuantitativa y una cualitativa. Los comentarios de los árbi- 
tros serán remitidos al autor del artículo, junto con las sugerencias del 
comité editorial de la revista, si hubiera lugar a modificaciones. Con el 
fin de tener control sobre los tiempos de edición, se hará seguimiento a 
las fechas de recepción y aprobación de los artículos. 


3. Presentación de las contribuciones 


Los artículos deben tener entre 5.000 y 10.000 palabras. El título tiene 
que ir en español y en inglés. Se debe añadir un resumen del artículo, 
en español y en inglés, de seis a diez líneas, y otro semejante sobre los 
datos personales (perfil) del autor, que señale su pertenencia institucio- 
nal, sus títulos académicos, sus publicaciones recientes más importan- 
tes y su dirección de correo electrónico. También hay que incluir cuatro 
a cinco palabras clave en español y en inglés. Las reseñas de libros, 
por su parte, no pueden exceder las 1.200 palabras, y se reciben sin los 
anteriores requisitos. 
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Los textos deben ser presentados en medio magnético, trabajados en 
el procesador de textos Word u otro compatible. La fuente que se debe 
usar es Times New Roman, puntaje (tamaño) 12 e interlineado 1,5. 
La copia magnética puede enviarse a través de la página de la revista 
www.revistacontroversia.com, para lo cual es necesario registrarse e 
iniciar sesión en dicha página. O, si lo desea, puede enviar el texto al 
correo electrónico controversia cinep.org.co. Los artículos pueden ser 
elaborados y firmados por uno o más autores. 


Se recomienda enviar de forma adicional al documento enviado los com- 
plementos tales como figuras, tablas, ilustraciones y demás elementos 
en su formato original. Cada complemento se debe adjuntar en un archi- 
vo independiente. Asimismo, el material gráfico debe ser de muy buena 
calidad. En caso de que sea material digital, se recomienda entregar ar- 
chivos con extensiones TIF o JPG, y una resolución mínima de 300 dpi. 


4. Algunas recomendaciones de redacción y estilo 


4.1 Sobre el uso del lenguaje 


Se sugiere evitar terminología técnica, en caso de que su uso sea ne- 
cesario, se deben explicar los significados. El estilo debe ser fluido, 
de rápida comprensión y apegado a las normas básicas del lenguaje 
escrito. Es importante que el texto no presente ambigiedades, pobreza 
o impropiedad léxica, redundancias y otros problemas que impidan la 
adecuada interpretación del escrito. 


4.2 Numeración de elementos 


Las figuras, tablas, gráficas, ilustraciones, etc., deben estar numeradas 
de forma independiente según el tipo de elemento, es decir, las tablas 
deben llevar su numeración propia (Tabla 1, Tabla 2, etc.), al igual que 
las figuras (Figura 1, Figura 2, etc.) y demás elementos, y no debe con- 
tinuarse la numeración entre unos y otros. El siguiente ejemplo ilustra 
mejor cómo debe ser la numeración: 
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Correcto: Tabla 1, Tabla 2, Figura 1, Tabla 3, Figura 2, Gráfico 1. 
Incorrecto: Tabla 1, Tabla 2, Figura 3, Tabla 4, Figura 5, Gráfico 6. 


4.3 Citas textuales 


Las citas son frases, párrafos o ideas obtenidas de otras obras para res- 
paldar, argumentar o en determinado caso contrastar lo que está dicien- 
do el autor. Por regla general, las citas deben ser idénticas al original. 


Según la norma APA, las citas textuales de menos de 40 palabras son 
cortas y se incluyen en el cuerpo del párrafo entre comillas; pero si 
superan esta extensión, deben desplegarse en un bloque independiente 
del texto, en un nuevo renglón y sin comillas, con sangría izquierda de 
aproximadamente 1 cm. En cualquier caso, al terminar la cita, se debe 
poner entre paréntesis el apellido del autor, seguido del año de la publi- 
cación y la página de donde se tomó el pasaje. Ejemplos: 


Citas textuales cortas 


“Frente al segundo concepto hay una explicación más desarrollada, puesto que 
este modelo implica “una característica inalienable de la cultura””(Lotman, 
1996, p. 84). 


Citas textuales largas 


Los contrastes y divisiones del espacio permiten que el mundo se dupli- 
que (refleje) en el ritual y en la palabra: 


El espacio ritual copia de manera homomorfa el universo, y, al entrar en 
él, el participante del ritual ora se vuelve (al tiempo que sigue siendo él 
mismo) un espíritu del bosque, un tótem, un muerto, una divinidad protec- 
tora, ora adquiere de nuevo una esencia humana. Se extraña de sí mismo, 
convirtiéndose en una expresión cuyo contenido puede ser él mismo (cfr. 
las representaciones de los muertos en los sarcófagos y los retratos “fune- 
rarios”) o tal o cual ser sobrenatural. (Lotman, 1996, p. 84) 
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Las omisiones de fragmentos se indican con puntos suspensivos entre 
corchetes cuadrados [...]. Los corchetes cuadrados también se usan 
para demarcar las anotaciones, comentarios o conexiones que se hagan 
dentro de las citas. Para señalar errores de cualquier tipo dentro de la 
cita se utiliza la palabra sic entre corchetes y en cursiva. 


4.4 Citas indirectas o paráfrasis 


Las citas indirectas permiten parafrasear o referirse a una idea contenida 
en otro trabajo. Para proporcionar información más precisa al lector, es 
importante que la paráfrasis contenga la información del autor (apellido), 
el año de la publicación y el número de página o párrafo de la obra citada. 


Se deben tener en cuenta los siguientes puntos al hacer citas indirectas: 


Ejemplo 1: Uso del apellido del autor como parte de la oración. 


Ramírez (2010) asegura en su estudio que los principales problemas... 


Ejemplo 2: Uso del apellido del autor y el año de 
la publicación como parte de la oración. 


En 2010 el estudio de Ramírez sobre la violencia en el Pacífico colombiano... 


Ejemplo 3: Paráfrasis de la idea. Se debe dejar 
al final la información de referencia. 


Si se tiene en cuenta lo anterior, podría asegurarse que las causas de la 
violencia en esta población están ligadas al abandono por parte del Estado 
(Ramírez, 2010, p. 32). 


Es importante destacar que por el creciente uso de textos en formato 
digital no sea posible poner el número de página en la referencia. Por 
ello, se recomienda poner el número del párrafo del que se extrae la 
información en lugar del número de la página. Se puede utilizar la abre- 
viación (párr.) o el símbolo (8). 
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4.5 Notas al pie 


Se deben utilizar solamente para agregar información, explicar conceptos 
problemáticos o remitir a otros autores que desarrollan trabajos pertinen- 
tes para profundizar en el tema. No deben utilizarse para dar información 
de referencia de las citas, ya que esta debe ir inserta en el texto. 


Las notas al pie deben enumerarse con superíndices en números arábigos 
y de manera consecutiva. Los superíndices deben ir antes de cualquier 
signo de puntuación, es decir, antes de los puntos, comas, guiones o rayas. 


4.6 Referencias bibliográficas y bibliografía 


Las referencias bibliográficas son el listado de fuentes primarias o se- 
cundarias que se han citado dentro del artículo o que lo han influido. 
Es obligatorio que al final del texto aparezca la bibliografía. La lista de 
referencias bibliográficas se ordena alfabéticamente según el apellido 
del primer autor que aparece en la referencia. 


A continuación, se presentan algunos ejemplos de las referencias bi- 
bliográficas más frecuentes. 


Autores 


Apellidos y nombres: se deben incluir máximo siete autores. Cuando 
el número de autores esté entre dos y siete siempre debe preceder la y 
antes del último autor. 


Ramírez, Fabio; Gómez, Gerardo y Díaz, Hernán (2003). 


Cuando el número de autores sea más de siete, se incluyen los siete 
primeros separados por punto y coma; luego se agrega et al. 


Ramírez, Fabio; Gómez, Gerardo; Díaz, Hernán; Parada, Roberto; Gutié- 
rrez, Camilo; Sierra, Alfonso; Nokovich, Pedro et al. (2001). 
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Cuando se trate de un autor corporativo debe usarse el nombre completo. 
Universidad de Antioquia (2007). 


Fecha de publicación 


Se incluye después del autor y va entre paréntesis seguido de punto 
Blair, Elsa (1999). 


Título 


A. De libros: debe ir en cursiva, con mayúscula inicial solo en la prime- 
ra palabra. 


Soler, Ricardo (1998). Los días del ayer. 


B. De capítulos de libros: debe ir en mayúscula inicial sin comillas ni 
cursivas. El título del libro se pone a continuación como se ve en el 
ejemplo, antecedido del nombre del editor o el traductor. 


Soler, Ricardo (1998). El lunes de Pascua. En Jorge Garay (Ed.). Los días 
del ayer. 


C. De artículos de publicaciones seriadas: debe ir en mayúscula inicial 
sin comillas ni cursivas. El nombre de la revista se pone a continua- 
ción como se ve en el ejemplo. 


Vázquez, Luis y Ferrero, Ricardo (2006). Las canciones de la abuela. Revis- 
ta del Saber 


Datos de publicación 


A. De libros: después del título del libro se debe añadir la información 
de la ciudad donde se publicó y la editorial. 


Rojas, Bernardo (2004). El mar de ilusiones. Madrid: Casa de Palo. 
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B. De publicaciones seriadas: después del título de la revista se anota el 
número, el volumen entre paréntesis y las páginas que correspon- 
den al artículo. 


Vázquez, Luis y Ferrero, Ricardo (2006). Las canciones de la abuela. Revis- 
ta del Saber, 6(3), 26-38. 


C. Artículo de revista en línea: igual que el anterior formato salvo que 
se agrega Recuperado de WWwWw.XXXXX.yy 


Sarrazín, Julian (2014). Las hojas sabias en otra casa. Análisis de la tra- 
ducción de la Constitución Política colombiana a la lengua indígena inga. 
Signo y Pensamiento, 33, (65), 16-33. Recuperado de http://revistas.jave- 
riana.edu.co/index.php/signoypensamiento/article/view/11825/9690 


D. Artículo de periódico: 


Hernández, Carlos (19 de junio de 2015). ¿Cuántos votos dan la ciencia y 
la innovación? El Espectador, p. 8. 


Situaciones especiales 


A. Tesis: Apellido, nombre. (Año). Título de la tesis (Tesis doctoral o 
tesis de maestría). Recuperada de Nombre de la base de datos o di- 
rección electrónica de la institución donde se encuentra disponible. 


Zapata, Teana (2012). Medición de inequidades en salud para Colombia 
(Tesis de maestría). Recuperada de http://repository.javeriana.edu.co/bits- 
tream/10554/8240/1/ZapataJaramilloTeana2012.pdf 


B. Trabajos inéditos: Apellido, nombre. (Año). Título del manuscrito. 
Manuscrito inédito. Si el manuscrito se encuentra en formato elec- 
trónico, se especifica al final de la referencia. 


Ramírez, Horacio (2015). Territorio, sociedad y el espacio de libertad. Ma- 
nuscrito inédito. 
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C. Compilaciones y documentos de archivo: Apellido, nombre. (día de 


mes de año). Título del material. [Descripción del material]. Nom- 
bre de la compilación (Número de clasificación, de caja, de archivo, 
entre otros). Nombre y lugar del repositorio. 


Bolívar, Simón (1 de enero de 1822). Caly, enero 1 de 1822. [Carta para 
Francisco de Paula Santander]. Cartas de Simón Bolívar a diversos 1801- 
1822 (Caja 26). Archivo del libertador, Venezuela. 


D. Entrevista grabada y disponible en un archivo: Apellido y nombre del 


entrevistado (día de mes de año). Entrevista de nombre y apellido 
del entrevistador [Tipo de archivo]. Nombre del archivo. Nombre y 
lugar del repositorio. 


Alzate, Martín (18 de junio de 2015). Entrevista de Manuel Navarrete 
[Audio]. Nota 2, Colectivos del café. Archivos Rompecabezas, CINEP/ Pro- 
grama por la paz, Bogotá. 


E. Transcripción de una entrevista grabada cuya grabación no está dis- 


ponible: Apellido y nombre del entrevistado (Año). Título de la en- 
trevista/Entrevistador: Nombre y apellido del entrevistador. Nombre 
del medio de dónde se extrajo la entrevista. Nombre y lugar del 
repositorio. 


Pinzón, Juan Carlos (2014). Fuerzas Armadas analizan posibles escenarios 
para posconflicto/Entrevistador: María Isabel Rueda. El Tiempo. Recuperado 
de http://www.eltiempo.com/politica/justicia/entrevista-al-ministro-de-de- 
fensa-juan-c-pinzon-por-maria-isabel-rueda/14364697 


F. Entrevista personal realizada por el autor: Cuando se trate de una 


entrevista realizada por el autor del artículo, cuya transcripción o gra- 
bación no se encuentre disponible, y la persona haya aceptado ser identifi- 
cada como fuente, -se pone con su nombre- o cuando la persona prefiera 
el anonimato -se pone de manera impersonal-, y se cita la fuente en el texto 
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como una comunicación personal así: Nombre de la persona o perfil anóni- 
mo, entrevista, año. Horacio Gómez, entrevista, 2019 Líder indígena de Cal- 
dono, entrevista, 2018 En el listado final de referencias estas comunicaciones 
personales deben ubicarse en una lista adicional de la siguiente manera: 


Apellido y nombre del entrevistado (ciudad, día de mes de año). Entrevista 
de nombre y apellido del entrevistador. 


Gómez, Horacio (Bogotá, 7 de enero de 2019) Entrevista de Antonia López. 


Líder indígena de Caldono (Popayán, 3 de febrero de 2018) Entrevista de 
Fernando Torres. 


5. Recomendaciones tipográficas 


5.1 Uso de cursivas 


Es preferible utilizar las cursivas cuando: 


e Se usen extranjerismos o palabras en otro idioma 
e Se haga énfasis en algún término o concepto 
e Se nombren títulos de obras completas 


5.2 Uso de la negrita 


Se debe restringir a títulos o datos de importancia en tablas o figuras. 
No es recomendable usarla para resaltar términos o elementos dentro 
del texto, en cambio se puede utilizar la cursiva. 


5.3 Las comillas 


En español se utilizan tres tipos de comillas: 


e “ ” inglesas o altas 


e *” simples 
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Se recomienda utilizarlas en los siguientes escenarios: 


e En citas textuales de menos de cuarenta palabras 
e En términos usados de forma irónica 
e Para dar un matiz especial a una expresión 


Según la recomendación de la RAE, en primer lugar deben utilizarse las 
comillas angulares, luego las inglesas y finalmente las simples, tal como 
se ejemplifica: 


Entonces, Perla refirió: «Yo oí que José dijo “voy a “machacar” las piedras a 
puño limpio”. Después de eso me fui». 


6. Compromisos éticos 


La revista Controversia se compromete, con los autores que envíen sus 
contribuciones, a realizar un proceso transparente de evaluación de la 
calidad de las mismas, en condiciones de igualdad para todos. También 
conservará el anonimato entre autores y jurados. Durante el tiempo que 
dure la evaluación los artículos y reseñas se tratarán con total confiden- 
cialidad, y habrá una permanente comunicación de parte del equipo 
editorial con autores y jurados. Los resultados del proceso de evalua- 
ción solo se comunicarán a los autores. 


Controversia le apuesta al libre acceso de sus contenidos y a la amplia 
difusión de los mismos por medios impresos y electrónicos. Como su 
nombre lo indica, propiciará debates que permitan el mejor conocimien- 
to de la realidad y fortalezcan las ciencias sociales y las humanidades. 
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